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Mandato del Instituto Kroc otorgado por las 
partes firmantes del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción 
de una Paz Estable y Duradera:

“6.3.2. Composición del mecanismo de verificación y funciones (…)

Apoyo técnico: estará a cargo del Instituto Kroc, con sujeción a los criterios y líneas de 
acción que defina la comisión de seguimiento, que desarrollará entre otras, las siguientes 
actividades:

a. Diseñará la metodología para identificar los avances de los acuerdos.

b. Aportará las buenas prácticas y experiencias para un seguimiento efectivo a la 
implementación de los acuerdos.

c. Brindará el soporte técnico de seguimiento, verificación y acompañamiento a la 
implementación de los acuerdos.

d. Construirá con rigor metodológico un modelo de evaluación y seguimiento que permita 
medir el cumplimiento de los acuerdos, lo suficientemente preciso y que permita en 
tiempo real, la toma de decisiones y los ajustes, todo ello en el marco de una lógica de 
mejoramiento continuo de las capacidades de ejecución en la construcción de la paz.

e. Su esfuerzo de trabajo técnico podrá ser complementado con las buenas prácticas y 
experiencias de otras instituciones e institutos que sean convenidos por el componente 
internacional de verificación y aprobados por la CSIVI.

f. Los informes, matrices y productos generados por el Instituto Kroc, tendrán como 
destinatario el Componente Internacional de Verificación y la CSIVI, de conformidad 
con los criterios de confidencialidad que allí se establezcan.

g. Las actividades de acompañamiento internacional y los informes de los componentes 
temáticos serán tenidos en cuenta como un insumo para asegurar el seguimiento 
objetivo al cumplimiento de la implementación de los acuerdos”.
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ACP  Acuerdos Comprensivos de Paz (en inglés, 
Comprehensive Peace Agreements)

ANT   Agencia Nacional de Tierras
ARN   Agencia para la Reincorporación y la 

Normalización
ART   Agencia de Renovación del Territorio
CAT   Consejos Asesores Territoriales
CELAC  Comunidad de Estados Latinoamericanos y 

Caribeños
CEPDIPO  Centro de Pensamiento y Diálogo Político
CERAC  Centro de Recursos para el Análisis de 

Conflictos
CEV   Comisión para el Esclarecimiento de la 

Verdad, la Convivencia y la No Repetición
CIDH   Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos
CINEP   Centro de Investigación y Educación Popular
CIPRAT  Comisión Intersectorial para la Respuesta 

Rápida a las Alertas Tempranas
CISAN   Comisión Intersectorial de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional
CIV   Componente Internacional de Verificación
CMES   Consejos Municipales de Evaluación y 

Seguimiento
CMPP   Comisiones Municipales de Planeación 

Participativa
CNE   Consejo Nacional Electoral
CNGS   Comisión Nacional de Garantías de Seguridad
CNMH   Centro Nacional de Memoria Histórica
CNR   Consejo Nacional de Reincorporación

CNPRC  Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y 
Convivencia

CODHES  Consultoría para los derechos humanos y el 
desplazamiento

CPD   Consejo Permanente de Dirección
CPEC   Consejería Presidencial para la Estabilización 

y la Consolidación
CPEM   Consejería Presidencial para la Equidad de la 

Mujer
CPNA   Consejería Presidencial para la Niñez y 

Adolescencia
CSIVI   Comisión de Seguimiento, Impulso y 

Verificación a la Implementación del 
Acuerdo Final

CTPRC  Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación 
y Convivencia

DAFP   Departamento Administrativo de la Función 
Pública

DANE   Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística

DAPRE  Departamento Administrativo de la 
Presidencia

DDHH  Derechos Humanos
DIH   Derecho Internacional Humanitario
DNP   Departamento Nacional de Planeación
ECOMÚN  Economías Sociales del Común
ETCR   Espacios Territoriales de Capacitación y 

Reincorporación
FARC-EP  Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia - Ejército del Pueblo
FGN   Fiscalía General de la Nación

Acrónimos y 
abreviaturas 
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FISO   Formulario de Inscripción de Sujetos de 
Ordenamiento

FONTIC  Fondo Único de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones

FSP   Fondo Colombia en Paz
GAO   Grupos Armados Organizados
GIZ   Corporación Alemana para la Cooperación 

Internacional
GRAI   Grupo de Análisis de Información
Indepaz  Instituto de Estudios para el Desarrollo y la 

Paz
ICBF   Instituto Colombiano de Bienestar Familiar
IEANPE Instancia Especial de Alto Nivel con Pueblos 

Étnicos
IGAC  Instituto Geográfico Agustín Codazzi
INPEC   Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario
Instituto Kroc Instituto Kroc de Estudios Internacionales de 

Paz de la Universidad de Notre Dame
JEP   Jurisdicción Especial para la Paz
JDE   Junta de Direccionamiento Estratégico
LGBTI   Personas lesbianas, homosexuales, 

bisexuales, transexuales e intersexuales
MAP   Minas Antipersonal
MEC   Mecanismos Especiales de Consulta
MEE   Misión Electoral Especial
MINTIC  Ministerio de Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones
MPTF   Fondo Multidonante de las Naciones Unidas 

para el Sostenimiento de la Paz 
MUSE   Municiones sin Explotar

NAR   Nuevas Áreas de Reincorporación
NIMD   Instituto Holandés para la Democracia 

Multipartidaria
OACP   Oficina del Alto Comisionado para la Paz
OACNUDH  Alta Comisionada de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos
OEA   Organización de Estados Americanos
OEI   Organización de Estados Iberoamericanos
OIM   Organización Internacional para las 

Migraciones
ONG   Organización No Gubernamental
ONU   Organización de las Naciones Unidas
PAI   Plan de Atención Inmediata
PAM   Matriz de Acuerdos de Paz (en inglés, Peace 

Accords Matrix)
Partido FARC  Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común
PATR  Planes de Acción para la Transformación 

Regional
PAO  Plan de Acción Oportuna para Defensores 

de Derechos Humanos, Líderes Sociales, 
Comunales, y Periodistas operacional

PDET   Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial

PISDA   Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo 
Alternativo

PIRC   Planes Integrales de Reparación Colectiva
PMI   Plan Marco de Implementación
PNN  Parques Nacionales Naturales de Colombia
PNUD   Programa de las Naciones Unidas para el 

Desarrollo
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PNIS   Programa Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito

POA   Planes Operativos Anuales
PGN   Procuraduría General de la Nación
RedprodePaz  Red Nacional de Programas Regionales de 

Desarrollo y Paz
Red UNIPAZ  Red de Universidades por la Paz
RESO  Registro de Sujetos de Ordenamiento
RTVC   Radio Televisión Nacional de Colombia
RUV  Registro Único de Víctimas
SAE   Sociedad de Activos Especiales
SAI   Sala de Amnistía e Indulto
SAR   Sección de Ausencia de Reconocimiento de 

Verdad y Responsabilidad
SDSJ   Sala de Definición de Situaciones Jurídicas 
SeRVR  Sección de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad 
SIIPO   Sistema Integrado de Información para el 

Posconflicto
SIM   Sistema de Información Misional
SIMCI   Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos 

Ilícitos
SIRCAP  Sistema de Rendición de Cuentas para la 

Implementación de la Paz
SISEP   Sistema Integral de Seguridad para el 

Ejercicio de la Política
SISPI   Sistema Indígena de Salud Propia e 

Intercultural
SIVJRNR  Sistema Integral de Verdad, Justicia, 

Reparación y No Repetición
SNR   Sistema Nacional de Reincorporación
SPARR  Sistema de Prevención y Alerta para la 

Respuesta Rápida

SRC   Sujetos de Reparación Colectiva
SRPA   Sistema de Responsabilidad Penal
SRVR   Sala de Reconocimiento de Verdad y de 

Responsabilidad y de Determinación de los 
Hechos y Conductas

TOAR   Trabajos, Obras y Actividades con contenido 
Reparador y/o Restaurador

UARIV   Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas

UBPD   Unidad para la Búsqueda de Personas dadas 
por Desaparecidas en el contexto y en razón 
del conflicto armado

UDAPV  Unidad de Atención a Población Vulnerable
UEI   Unidad Especial de Investigación
UIA   Unidad de Investigación y Acusación
UNASUR Unión de Naciones Suramericanas
UNIPEP  Unidad Policial para la Edificación de la Paz
UNODC Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito 
UNP   Unidad Nacional de Protección
URIEL   Unidad de Recepción Inmediata para la 

Transparencia Electoral
USAID   Agencia de los Estados Unidos para el 

Desarrollo Internacional
ZOMAC Zonas más Afectadas por el Conflicto 

Armado
ZRC   Zonas de Reserva Campesina
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Prólogo
El Acuerdo Final avanza hacia su quinto año de implementación, un hito importante. La 
evidencia de la experiencia en investigación comparada del Instituto Kroc de Estudios 
Internacionales de Paz, a través del seguimiento a más de treinta acuerdos en todo el 
mundo, demuestra los numerosos desafíos y obstáculos que generalmente encuentra 
su implementación. En Colombia, la implementación ha seguido avanzando incluso ante 
las desafiantes circunstancias marcadas por la continuación de la violencia generada por 
actores armados ilegales en varias regiones del país, la presión de las economías ilícitas, 
la polarización de la política y la pandemia de COVID-19. La implementación ha generado 
positivos e irreversibles procesos, como la desmovilización de las extintas FARC-EP y su 
transformación en partido político, la creación de las bases de ambiciosos planes para la 
Reforma Rural Integral y la consolidación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 
y No Repetición (SIVJRNR).

Sin embargo, para afrontar los retos existentes se requiere dinamizar el ritmo de la 
implementación en cada uno de los seis puntos del Acuerdo Final. Esto es especialmente 
relevante para los compromisos relacionados con la Reforma Rural Integral, los compromisos 
para la solución al problema de las drogas ilícitas, la profundización y ampliación de la 
democracia participativa, el desmantelamiento de las organizaciones armadas ilegales, 
la transversalización de los enfoques étnico y de género, así como la garantía de la 
reincorporación a largo plazo de excombatientes de las extintas FARC-EP. Los asesinatos 
de excombatientes, personas defensoras de derechos humanos y líderes y lideresas 
comunitarias a manos de organizaciones armadas ilegales representan una gran amenaza 
para la implementación. Hacemos un llamado urgente al Estado para proteger a todos los 
ciudadanos y priorizar su seguridad, en especial a los líderes sociales y excombatientes 
como partes signatarias del Acuerdo1.

Este año también marca un importante punto de reflexión para la Iniciativa Barómetro del 
Instituto Kroc. Como lo indica nuestro mandato, se nos encomendó la tarea de brindar 
apoyo técnico para el seguimiento y verificación de la implementación del Acuerdo Final, 
y desarrollar una metodología para monitorear el avance del proceso de implementación 
de manera simultánea. Esta es la primera vez que un centro universitario recibe este 
reconocimiento. Los aspectos innovadores del diseño, la planificación y la ejecución de 
la Iniciativa Barómetro, con nuestro socio estratégico el Secretariado Nacional de Pastoral 
Social Cáritas Colombiana, nos han hecho pioneros en la investigación, las políticas y la 
práctica de la construcción de paz. 
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Al mismo tiempo, esta innovación nos ha obligado a adoptar los principios clave de la 
consolidación de la paz a un nivel mucho más profundo que no podríamos haber imaginado 
antes. Esto implica que, en Colombia, somos tanto parte del Acuerdo como observadores 
neutrales del proceso de implementación. Recogemos información y conocimiento desde 
todos los ámbitos de interés que se reflejan en nuestros informes, brindamos soporte 
técnico y participamos en diálogos constructivos, sin dejar de ser imparciales; estamos 
anclados en los territorios por medio de Pastoral Social y elaboramos nuestros informes 
con transparencia, confiabilidad e independencia. Somos monitores enganchados, porque 
nuestro compromiso con las tasas de implementación más altas posibles nos incentiva a 
destacar las oportunidades y obstáculos de manera que las entidades responsables de la 
implementación, la sociedad colombiana y la comunidad internacional consoliden aún más 
la paz.

Entendemos la función de la información sobre la implementación de una variedad de fuentes 
como una condición necesaria para una política democrática viva. Por ello, acogemos 
con agrado la pluralidad de lecturas e interpretaciones del proceso de implementación y 
participamos activamente en los debates alrededor de éstas. El Instituto Kroc ofrece, tanto a 
las partes signatarias como a la opinión pública en general, una metodología de seguimiento 
nutrida por el análisis comparado y también construida gracias al monitoreo realizado en 
consorcio con el Secretariado Nacional de Pastoral Social y a través de una amplia red de 
aliados territoriales. Desde el primer día de la implementación, mes a mes, ser partícipes de 
esta infraestructura nos ha permitido triangular información en la más extensa base de datos 
de eventos de implementación que existe sobre el Acuerdo Final.

Estamos orgullosos de que nuestros informes sean parte de esta polifonía, junto a los informes 
de la Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional, CINEP/CERAC, la 
Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, la Procuraduría Delegada para el 
Seguimiento al Acuerdo de Paz y la Contraloría General de la República, la Comisión de Paz 
del Congreso de la República, y por centros de pensamiento como el Centro de Pensamiento 
y Diálogo Político (CEPDIPO) del partido FARC, la Fundación PARES, Viva la Ciudadanía, la 
Fundación Ideas para la Paz, Gpaz, DeJusticia, Indepaz, el Foro Nacional por Colombia, entre 
otras muchas voces relevantes. Entendemos que esta abundancia de interpretaciones puede 
abrumar a algunos. A pesar de ello, estamos convencidos que, para superar la polarización 
de la política, es indispensable cimentar los debates democráticos en evidencia fáctica del 
avance, el estancamiento y las oportunidades de la implementación.

En los últimos años, nos hemos esforzado por responder con prontitud a la solicitud de varias 
partes de producir informes de implementación más frecuentes, y a las necesidades de las 
organizaciones de implementación locales y de la sociedad civil de prestar más atención 
a las dinámicas regionales. A modo de ejemplo, hemos desarrollado un nuevo formato de 
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informes bimestrales como una forma puntual de mejorar la prontitud de nuestro apoyo al 
proceso de implementación y a todos los actores inmersos en éste. En este informe además 
hemos incluido extractos vitales sobre el desarrollo normativo, que le atañe a instancias 
de regulación normativa, para adelantar el proceso de implementación. Ofrecemos así 
información actual, pronta y especializada a actores estratégicos, y a la ciudadanía en general 
como veedora y partícipe del proceso. En esta misma línea, estamos explorando un nuevo 
enfoque territorial para tener un mejor entendimiento del estado de la implementación en las 
regiones, que supone nuevas metodologías participativas de monitoreo desde el nivel local. 
De esta forma, pretendemos seguir mejorando el trabajo de la Iniciativa Barómetro para 
aprovechar las oportunidades y reportar sobre las dinámicas de implementación temática y 
territorial de forma diferenciada.

La Iniciativa Barómetro está comprometida con ser parte de la infraestructura ampliada para 
la paz compuesta por personas, comunidades, instituciones, y redes a todos los niveles 
y de todo el mundo que buscan concretar la plena implementación del Acuerdo de Paz. 
Entendemos el Acuerdo Final como una auténtica plataforma transformadora para transitar 
de la violencia a la transformación pacífica de conflictos y estamos convencidos que una 
implementación integral es la mejor fórmula para avanzar en este objetivo.

Ponemos al servicio de todos y todas nuestras lectoras el presente quinto informe 
comprensivo, con la esperanza de que nazcan diálogos para continuar apropiándonos del 
proceso de implementación del Acuerdo Final.

Josefina Echavarría Álvarez    Gerard Martin
Directora PAM     Representante PAM en Colombia
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Resumen ejecutivo
Este informe muestra el estado de la implementación del Acuerdo Final en el periodo 
comprendido entre diciembre de 2019 y noviembre de 2020, conforme a la metodología 
de seguimiento diseñada por el Instituto Kroc. El informe presenta una visión cuantitativa 
y cualitativa de la implementación de las 578 disposiciones que se derivan del texto del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera (en adelante, Acuerdo Final o Acuerdo) y una mirada especial de los enfoques 
transversales, de género, étnico y territorial. Para enriquecer el análisis, el Instituto Kroc 
incorpora una perspectiva temporal tomando en consideración los indicadores del Plan 
Marco de Implementación (PMI) de forma complementaria a su metodología. Este informe 
también incluye una perspectiva comparada de la implementación del Acuerdo Final frente a 
otros Acuerdos Comprensivos de Paz (ACP) suscritos en el mundo. 

A cuatro años de la firma del Acuerdo Final, el estado de la implementación muestra una 
dinámica de pocos cambios, pero orientada a alcanzar metas de largo y mediano plazo. 
Atrás quedaron los cambios acelerados en el proceso de implementación registrados en los 
primeros dos años después de la firma, en los que se consolidaron la mayoría de compromisos 
de corto plazo que fueron fundamentales para sentar las bases de la implementación. En el 
tercer y cuarto año, los esfuerzos de los actores implementadores se dirigieron a realizar 
ajustes institucionales y a promover la coordinación entre ellos para llevar a cabo procesos 
participativos de planeación y para garantizar la implementación a nivel territorial.

Frente a los niveles de implementación de las 578 disposiciones del Acuerdo Final, el 
informe señala que las disposiciones implementadas completamente y en estado intermedio 
aumentaron dos puntos porcentuales durante el 2020. A la fecha de corte del informe, el 
28% de las disposiciones estaba implementado completamente, en contraste con un 26% en 
2019. Un 18% de disposiciones estaba en un nivel de avance intermedio, es decir, está en 
camino a ser completado en el tiempo establecido, a diferencia del periodo anterior en el que 
se hallaba en un 16%. Otro 35% de las disposiciones se mantiene en estado mínimo en este 
periodo, lo cual significa que los compromisos simplemente iniciaron. El 19% restante de las 
disposiciones estaba sin empezar a ser ejecutado, disminuyendo cinco puntos porcentuales 
en comparación con el periodo previo, en el que el 24% de las disposiciones se encontraba 
en estado no iniciado2.



Informe 5

Resumen ejecutivo 13

Tres factores dan cuenta de las variaciones cuantitativas en la implementación en el periodo 
de estudio: (i) los procesos de estructuración y coordinación que se requieren para la 
implementación no necesariamente se reflejan en disposiciones explícitas del texto del 
Acuerdo y, por ende, en los avances cuantitativos; (ii) el marco secuencial del Acuerdo 
Final conlleva a que todas las disposiciones no deban estar completas en este momento 
de la implementación; y, finalmente, (iii) la ausencia de acciones para cumplir con algunos 
compromisos.

Como rasgos característicos de este periodo, el informe aprecia la apropiación de los 
compromisos del Acuerdo Final por numerosos actores, tanto a nivel nacional como local, 
en especial el Gobierno Nacional, gobiernos departamentales y municipales, el partido 
FARC (llamado Partido Comunes desde enero del 2021), excombatientes, víctimas y sus 
organizaciones, Congresistas, jueces, pueblos étnicos, mujeres y personas Lesbianas, 
Homosexuales, Bisexuales, Transgénero e Intersexuales (LGBTI), líderes y lideresas, 
defensores y defensoras de derechos humanos, la Iglesia, sectores privados, investigadores 
y otros sectores de la sociedad colombiana y de la comunidad internacional. Estos actores 
han impulsado la implementación en una búsqueda constante por superar las causas que 
permitieron la prolongación del conflicto armado en Colombia. Otra característica especial, 
es el inicio del 2020 con cambios en las autoridades locales y la aprobación de sus planes de 
desarrollo que, en algunos casos, tomaron en consideración el contenido del Acuerdo Final, 
particularmente en regiones PDET. Este periodo demostró cómo la implementación empezó 
a ser apropiada en la vida institucional ordinaria, pues autoridades judiciales mostraron que 
la judicatura puede ser determinante en este proceso.

Dos desafíos trascendentales marcaron y afectaron la implementación integral del Acuerdo 
Final durante este periodo. Primero, el recrudecimiento de las confrontaciones armadas 
entre grupos armados ilegales, y entre éstos y la Fuerza Pública en numerosos territorios 
estratégicos para la construcción de paz. En consecuencia, se registraron amenazas, 
asesinatos selectivos, masacres y otras formas de violencia contra personas defensoras 
de derechos humanos, personas que lideran causas sociales y ambientales y personas 
en proceso de reincorporación. En la dinámica de estas confrontaciones fue determinante 
el incremento de acciones armadas de varios grupos armados ilegales que emergieron 
tras la renuncia al proceso de paz, denominados por el Gobierno como Grupos Armados 
Organizados Residuales, y reconocidos en la opinión pública como “disidencias”. El segundo 
gran desafío fueron las restricciones a la movilidad e intensificación de las condiciones 
de inequidad y vulnerabilidad ante la propagación de la pandemia por COVID-19 que, en 
particular, han dificultado los procesos participativos fundamentales para la implementación.



Informe 5

Resumen ejecutivo14

Análisis comparado internacional

El Instituto Kroc efectuó un análisis comparado internacional de dos aspectos de relevancia 
en el periodo de estudio, que aportan a las discusiones sobre el estado de implementación. 
Primero, el análisis de procesos de amnistía derivados de otros ACP evidenció que la 
Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) ha llevado a cabo el proceso de resolución de 
amnistías a una velocidad más rápida que la lograda en otros países con procesos 
semejantes. Segundo, al comparar el trámite de los siete macro casos que ha abierto la 
JEP para esclarecer hechos cometidos durante el conflicto, se evidenció que, a la fecha de 
corte del informe, estos casos avanzan al ritmo promedio de procesos judiciales similares 
en otros países con ACP. 

Análisis desde la incorporación de los enfoques 

diferenciales

Durante el periodo cubierto por el informe, el Instituto Kroc constató avances en las 
disposiciones que componen las submatrices diseñadas para medir la implementación de 
los enfoques de género y étnico. Entre ellos figuran los esfuerzos para mantener activas las 
instancias especiales étnica y de género creadas por el Acuerdo Final. Pese a lo anterior, el 
ritmo de la implementación de las disposiciones con enfoque de género y étnico continuó 
siendo más lento que el de la implementación general.

A noviembre de 2020, de las 80 disposiciones que conforman la submatriz étnica, un 13% 
se completó, un 8% estaba en estado intermedio, otro 56% en nivel mínimo y un 24% 
aún no iniciaba la implementación. Un avance interesante fueron los estudios realizados 
por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) sobre el consumo de 
sustancias psicoactivas en pueblos étnicos, así como la concertación entre el Ministerio 
de Salud y Protección Social y comunidades indígenas sobre los lineamientos con enfoque 
étnico para la prevención del consumo. Asimismo, el informe observa variaciones positivas 
en el Punto 6, pues se resalta el fortalecimiento técnico y financiero a la Instancia Especial de 
Alto Nivel con Pueblos Étnicos (IEANPE) y su articulación con la Comisión de Seguimiento, 
Impulso y Verificación a la Implementación (CSIVI).

Entre otros avances, la Agencia de Renovación del Territorio (ART) fortaleció los Mecanismos 
Especiales de Consulta (MEC) en 9 de las 16 subregiones PDET. Aunque faltan recursos y 
coordinación para completar su implementación, se evidenciaron avances en acciones de 
reincorporación con enfoque étnico. En especial, el Resguardo Indígena de Mayasquer y el 
Pueblo Pastos en Cumbal, Nariño, y la Agencia para la Reincorporación y la Normalización 
(ARN) concertaron la primera Ruta de Armonización y Reconciliación. 
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Pese a que hubo avances en las disposiciones étnicas en comparación con periodos anteriores, 
el informe señala que a noviembre de 2020 continuó la brecha entre su implementación y la 
del Acuerdo en general. Esta brecha respondió a una diferencia de 15 puntos porcentuales 
entre las disposiciones completas del enfoque étnico y la implementación general. Esto se 
debió, entre otras razones, al bajo nivel de avance en las disposiciones étnicas del Punto 3 
sobre la ruta de reincorporación, las medidas de seguridad con enfoque colectivo y en la 
inclusión efectiva del enfoque étnico en los Planes Nacionales de la Reforma Rural Integral. 
El informe indica que más de la mitad de los compromisos con enfoque étnico, un 56%, 
estaban en nivel mínimo a la fecha de corte del informe. Es decir que estas disposiciones 
se encontraban en etapas iniciales de planeación o concertación, sin acciones concretas a 
nivel territorial. Esto se explica por la falta de articulación, diálogo y concertación con las 
autoridades étnicas para el desarrollo de acciones que beneficien a sus comunidades.

A noviembre de 2020, de las 130 disposiciones que conforman la submatriz del enfoque 
de género, un 10% se completó, un 14% estaba en estado intermedio, otro 46% en nivel 
mínimo y un 30% aún no había iniciado la implementación. Los avances registrados en el 
periodo del informe obedecen al cumplimiento de algunas medidas de los indicadores de 
género del PMI para el Punto 1, a progresos bajo el Punto 6, así como avances en programas 
específicos, como las escuelas de liderazgo político del Ministerio del Interior. El informe 
resalta el trabajo de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (CPEM) y de la 
Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación (CPEC) para brindar apoyo 
técnico a las 18 entidades responsables de los 51 indicadores de género del PMI. 

En cuanto a la inclusión del enfoque de género para garantizar la participación de las mujeres 
y las personas LGBTI en el SIVJRNR, fueron de particular importancia los esfuerzos de 
la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas (UBPD) para incorporar 
el enfoque de género en su mandato. Por ejemplo, esta entidad desplegó estrategias de 
socialización de los Lineamientos de Enfoques Diferenciales y de Género para la búsqueda 
de personas dadas por desaparecidas.

Pese a los avances, a finales del 2020 aún se evidenciaba una brecha entre la implementación 
del enfoque de género y la implementación general. A la fecha de corte del informe, los 
retrasos estaban especialmente en el porcentaje de las disposiciones no iniciadas que 
tienen como propósito construir las bases para la implementación del enfoque de género, 
así como las que deben ser completadas para contribuir a la igualdad de género en el largo 
plazo. La mayor brecha entre la implementación general del Acuerdo y las disposiciones 
de género se concentró en las que han completado su implementación, un 18% más de 
disposiciones completas en el caso de las disposiciones generales del Acuerdo. Por su 
parte, la implementación general reportó un 19% de disposiciones no iniciadas, mientras las 
de género ascendieron a 30%, una diferencia de 11 puntos porcentuales.
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En el tercer enfoque transversal, el de la territorialización de la implementación del Acuerdo 
Final, hubo avances a pesar de grandes desafíos. Gobiernos departamentales y municipales, 
en especial en las regiones PDET, incluyeron aspectos del Acuerdo Final como política de 
mediano y largo plazo dentro de sus planes de desarrollo municipales y departamentales 
2020-2023 (en adelante Planes de Desarrollo Territorial) formulados durante el 2020. Los 
procesos de consulta y participación para la expedición de estos planes se vieron afectados 
por las restricciones a la movilidad derivadas de la emergencia sanitaria, y tuvieron que 
adaptarse a ambientes virtuales. A su vez, se agravaron fenómenos de violencia en territorios 
priorizados, dificultando tanto el normal desarrollo de las actividades de implementación, 
como la vida misma de las personas y comunidades involucradas en ella.

Entre las oportunidades para fortalecer la implementación de los enfoques transversales, el 
informe destaca el fortalecimiento de la consulta previa y de los MEC para la construcción 
de las políticas públicas derivadas de la implementación. A modo de oportunidad, el Instituto 
Kroc considera indispensable garantizar la implementación y el presupuesto para el Programa 
integral de garantías para las mujeres lideresas y defensoras de derechos humanos. 
Priorizar la implementación de las iniciativas PDET y de los Planes Integrales Comunitarios 
y Municipales de Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA) con etiqueta de “mujer rural 
y género” en los 170 municipios PDET y la apertura de un macro caso en la JEP sobre 
violencia sexual son otras oportunidades valiosas. El informe destaca que para acelerar el 
ritmo de la implementación con enfoque territorial es necesaria la efectiva ejecución de los 
Planes de Desarrollo Departamentales y Municipales que incluyen una evidente articulación 
con los objetivos del Acuerdo, así como la asignación de los recursos para ello.  

Punto 1 “Hacia un Nuevo Campo Colombiano: Reforma Rural Integral”
Los avances más significativos en el Punto 1 se dieron en la reducción de las disposiciones 
en estado no iniciado que pasaron de 27% en 2019 a 18% en 2020, y el correspondiente 
incremento en las disposiciones en nivel mínimo de 59% en 2019 a 64% en 2020. Las 
disposiciones en nivel intermedio avanzaron de manera más lenta, pasando de 11% en 
2019 a 13% en 2020, mientras que las disposiciones completas no tuvieron variación 
y permanecieron en 4%. Una de las explicaciones sobre el alto porcentaje (64%) de 
disposiciones en estado mínimo, es que desde 2019 su implementación se concentró en 
los esfuerzos institucionales de planeación y diseño técnico de rutas para la ejecución de 
compromisos de mediano y largo plazo de este punto. De hecho, uno de los avances en las 
disposiciones en estado mínimo correspondió a la aprobación y cierre técnico de tres Planes 
Nacionales Sectoriales. 

Un reto pendiente corresponde a la formulación y aprobación, de manera articulada y 
armónica, de los 9 Planes Nacionales Sectoriales para la Reforma Rural Integral y a acelerar 
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la implementación de todos los planes, incluyendo los 7 ya aprobados. Otros retos urgentes 
son garantizar avances cuantitativamente superiores en la inclusión de personas en el Registro 
de Sujetos de Ordenamiento (RESO), así como en la provisión del Fondo de Tierras a partir de 
sus diferentes fuentes. Por ejemplo, avanzar con la recuperación de baldíos indebidamente 
ocupados como una oportunidad para garantizar el acceso a tierras. Adicionalmente, es 
urgente acelerar la expedición de normas pendientes para la implementación, como la ley 
que se requiere para la creación de la especialidad agraria, ya que de ello depende el avance 
de compromisos importantes del Punto 1.

Entre las oportunidades para avanzar en la implementación en este punto, el informe señala 
el dinamizar los procesos de ordenamiento social, ambiental y productivo de los territorios, 
de conformidad con lo previsto en el Acuerdo. Para ello, hace falta que el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible emita el Plan de Zonificación Ambiental. El informe presenta 
otras oportunidades como avanzar en la recuperación de baldíos indebidamente apropiados 
para enriquecer el Fondo de Tierras y continuar acercando la oferta de justicia a la ruralidad. 
Estas herramientas permitirían abordar los problemas estructurales del campo, siempre y 
cuando se promueva el diálogo social en los territorios en torno a la implementación.

Punto 2 “Participación Política” 
La implementación del Punto 2 presentó leves variaciones en comparación con el 2019. El 
porcentaje de disposiciones completas (12%) y en estado mínimo (34%) permanecieron 
en los mismos niveles. En contraste, en este periodo hubo cambios en las disposiciones 
no iniciadas que disminuyeron de 39% en el 2019 al 34% a noviembre de 2020. Las 
disposiciones que se encontraban en un nivel intermedio de implementación aumentaron de 
15% en 2019 a 20% en 2020. 

El avance registrado en este periodo en el Punto 2 respondió a la priorización de medios 
de comunicación públicos, control social y veeduría ciudadana por el Gobierno, y la 
incorporación de enfoques transversales. Este incremento también obedeció a que el 
Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP) diseñó el Plan Nacional de 
Formación de Veedores con enfoque étnico y a que el Consejo Nacional de Paz, Reconciliación 
y Convivencia (CNPRC) eligió a Francia Márquez, primera mujer afrocolombiana como 
presidenta del Consejo y del Comité Nacional de Paz. Otros avances fueron impulsados 
por la focalización de acciones de las entidades para cumplir con las metas establecidas 
por el PMI, la intervención de actores como la Corte Suprema de Justicia, las autoridades 
electorales, el Congreso de la República, el impulso de la sociedad civil y la aprobación de 
los nuevos Planes de Desarrollo Territorial. 
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En el periodo de análisis, el informe señala que persiste el estancamiento en los compromisos 
que permitirían avanzar hacia reformas para la ampliación y profundización de la democracia, 
en parte por falta de consensos políticos. Éstas son las garantías a la participación ciudadana, 
la reforma política-electoral, la reforma a la planeación participativa y democrática, y las 
Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz.

Para mejorar los niveles de implementación, el informe identifica algunas oportunidades, 
como resolver las discusiones técnicas alrededor de la la ampliación de la televisión pública 
a partidos y expresiones políticas, solventar las restricciones a causa de la pandemia que 
afectan instancias de participación y fortalecer aquellas destinadas a la reconciliación, la 
no estigmatización y la convivencia. De igual forma, el informe hace un llamado a promover 
la implementación de las políticas públicas de participación ciudadana, diálogo social y 
gestión de conflictividades derivadas del Plan Nacional de Desarrollo, así como las reformas 
normativas para la profundización de la democracia.

Punto 3 “Fin del Conflicto”
A finales del 2020, la implementación del Punto 3 contaba con el segundo porcentaje más 
alto de disposiciones en proceso de implementación, correspondiente a 14% no iniciado, 
19% iniciado, 19% intermedio y 49% completo. Respecto al 2019, hubo variaciones leves, 
como el aumento del 3% en las disposiciones completas y de un punto porcentual en aquellas 
en nivel intermedio. Estos avances respondieron a la implementación de un proyecto piloto 
de la ARN y el Ministerio de Salud, para acreditar a más de 200 personas con discapacidad 
en proceso de reincorporación. Otro avance fue la instalación del Comité de Impulso a las 
investigaciones por delitos contra quienes ejercen política por parte de la Instancia de Alto 
Nivel del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política (SISEP). También lo 
fue la certificación oficial de la Corporación Humanicemos DH como operador de desminado 
humanitario y la construcción y ejecución de la campaña “#LíderEsColombia, en la 
prevención y protección sumamos vidas” del Ministerio del Interior. 

La implementación de las instancias y medidas relacionadas a las garantías de seguridad 
y de protección del Acuerdo Final, como la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad 
(CNGS), la Subdirección Especializada de la Unidad Nacional de Protección (UNP) y el 
Programa Integral de Seguridad y Protección para Comunidades y Organizaciones en los 
Territorios, estuvieron determinadas por decisiones judiciales que instaron su convocatoria, 
fortalecimiento y dinamización.

Si bien el proceso de reincorporación de excombatientes contó con el acompañamiento 
institucional y el compromiso de las personas en este proceso, la emergencia sanitaria y 
la inseguridad, en particular el asesinato de 73 excombatientes en el 2020 y el registro de 
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desplazamientos de esta población, impactaron negativamente su desarrollo económico, 
vida e integridad. Otra de las principales debilidades en la ejecución de este proceso fueron 
las limitaciones para articular las acciones de reincorporación social y económica con las 
medidas de protección y seguridad.

En el 2020 persistieron condiciones adversas para la seguridad en los territorios focalizados 
por el Acuerdo, donde la violencia se ha exacerbado afectando a población de especial interés 
para la implementación como personas en proceso de reincorporación, líderes y lideresas 
sociales, pueblos étnicos y, en general, a las comunidades rurales. Para hacer frente a 
estas situaciones de urgente atención, el informe identifica oportunidades para fortalecer la 
implementación con medidas como la formulación, adopción y ejecución del Plan Estratégico 
de Seguridad y Protección para excombatientes, dinamizar la implementación de la Ruta de 
Reincorporación y el Sistema Nacional de Reincorporación (SNR), la adopción de la política 
pública de desmantelamiento de organizaciones criminales y la política pública de líderes y 
lideresas, entre otras.

Punto 4 “Solución al Problema de las Drogas Ilícitas” 
La implementación del Punto 4 registró avances en las disposiciones completas que 
aumentaron de 8% en el 2019 a 17% a noviembre del 2020. Las disposiciones en estado 
intermedio se redujeron sobre el mismo periodo de 30% en 2019 a 26% en 2020 y aquellas en 
nivel mínimo de 42% en 2019 a un 39% en 2020. Las disposiciones sin iniciar disminuyeron 
de 20% en 2019 a 18% en 2020. 

El aumento en la implementación de este punto fue producto de la promoción de espacios de 
diálogo con organizaciones regionales por parte del Ministerio de Justicia y del Derecho y la 
Fiscalía General de la Nación (FGN), para avanzar en la construcción de consensos en torno 
a la política de lucha contra las drogas. La firma de 8 PISDA en regiones que no coinciden 
con PDET y la publicación de la Encuesta Nacional de Consumo de sustancias psicoactivas 
fueron otros avances.

Pese a estos avances, a noviembre del 2020 se mantuvieron retos en materia de seguridad 
y articulación interinstitucional entre la Agencia Nacional de Tierras (ANT) y los ministerios 
para la implementación del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso 
Ilícito (PNIS). La ruta étnica diferencial, el protocolo de género del PNIS y el modelo de 
sustitución para familias que no están en el programa quedaron pendientes. En términos 
del PMI, a la fecha de corte del informe, se registró un rezago en la expedición de medidas 
normativas para el tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores. A esto se 
sumaron retrasos en la adopción del marco normativo de la Ruta de Atención Integral y en 
la creación de una instancia de alto nivel para el Programa Nacional de Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas Ilícitas. 
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Entre las oportunidades de acción que presenta el informe, figura la necesidad de mantener 
y fortalecer el apoyo institucional y financiero para la sostenibilidad de los proyectos 
productivos. Adicionalmente, el informe señala que ejecutar iniciativas PISDA-PDET y PDET-
PAI Comunitario en núcleos PNIS y la ampliación de la cobertura del programa “Territorios 
en Conservación” traería efectos positivos para la implementación de este punto, así como 
lo haría la formalización jurídica del Programa Nacional de Intervención Integral frente al 
Consumo de Drogas Ilícitas.

Punto 5 “Acuerdo sobre las Víctimas del Conflicto”
La implementación del Punto 5 mantuvo un ritmo constante de avance. Las disposiciones 
en estado no iniciado se redujeron de 29% en 2019 a 20% en 2020, mientras aquellas en un 
nivel mínimo de implementación registraron una leve disminución de 38% en 2019 a 37% 
en 2020. Sobre el mismo periodo, las disposiciones en nivel intermedio y completas se 
incrementaron de 12% a 20% y de 21% a 23%, respectivamente.

Entre los avances observados en el periodo de análisis, la UBPD llevó a cabo 83 entregas 
dignas de restos de víctimas de desaparición forzada y promovió alianzas para ejercer su 
mandato con 12 organizaciones nacionales e internacionales. El Centro Nacional de Memoria 
Histórica (CNMH) lanzó su Portal de Datos con información georreferenciada del fenómeno 
paramilitar. Por su parte, la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y 
la No Repetición (CEV) consolidó su Sistema de Información Misional (SIM) y la estrategia 
de comunicación para la difusión y pedagogía de sus funciones, la Unidad de Investigación 
y Acusación (UIA) lanzó el Sistema de Monitoreo de Riesgos y Prevención de Afectaciones a 
los Derechos Humanos en Colombia y la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas (SDSJ) 
de la JEP adoptó criterios de priorización y acumulación de investigaciones y procesos. 
Adicionalmente, la Comisión de Derechos Humanos y Paz entró en funcionamiento, entre 
otras acciones que se detallan en el informe.

Las entidades del SIVJRNR siguieron avanzando en el cumplimiento de sus mandatos a 
pesar de obstáculos ocasionados por la pandemia, las dificultades que afrontó la CEV para 
acceder a información fundamental para la elaboración de su informe final y a la ausencia de 
garantías de seguridad para las víctimas y comparecientes que restringen su participación 
ante el SIVJRNR. Los principales retos a noviembre 2020 son la apertura de algunos macro 
casos en la JEP de especial interés para las víctimas y la sociedad civil, la concreción de 
metas para la búsqueda de personas dadas por desaparecidas y el aumento de aportes a la 
verdad, particularmente de actores que hicieron parte del conflicto armado. Su desatención 
puede generar un impacto negativo en la relación de confianza que el SIVJRNR ha construido 
con las víctimas y la sociedad civil. Otro reto pendiente es que los esfuerzos adelantados por 
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la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) en materia de reparación 
colectiva siguen siendo bajos de cara al universo de sujetos de reparación colectiva (SCR) 
en espera de ser reparados.

Algunas de las oportunidades de mejora que incluye el informe son el desarrollo de estrategias 
de pedagogía para que el Manual para la Participación de Víctimas de la JEP sea conocido 
y entendido por la sociedad y las víctimas. Otra oportunidad de acción es la definición de 
metas y cronogramas del Plan Nacional de Búsqueda por parte de la UBPD y el aumento de 
testimonios de todos los actores del conflicto armado ante la CEV. Finalmente, el informe 
señala la relevancia de impulsar la implementación del programa de reparación colectiva a 
cargo de la UARIV desde una perspectiva integral.

Punto 6 “Implementación, Verificación y Refrendación” 
Desde el inicio de la implementación en diciembre de 2016, el Punto 6 ha contado con el 
porcentaje más alto de disposiciones en proceso de implementación. Sin embargo, durante 
el periodo de estudio, este punto no reportó variaciones significativas en sus niveles de 
implementación. Las disposiciones con implementación completa pasaron de 54% en el 
2019 a 55% en el 2020. Este cambio en particular es consecuencia de algunos avances 
de los compromisos contenidos en el Capítulo Étnico, cuya implementación en general 
continúo siendo baja para el 2020. Las disposiciones en estado intermedio incrementaron 
sobre el mismo periodo de 12% en 2019 a 14% en 2020, debido a acciones relacionadas 
con la puesta en marcha y funcionamiento del Sistema Integrado de Información para el 
Posconflicto (SIIPO). Las disposiciones en estado mínimo se redujeron de 20% en 2019 
a 18% en 2020 y las disposiciones no iniciadas disminuyeron de 14% en 2019 a 13% en 
2020.

En el 2020, como en años anteriores, el Componente Internacional de Verificación (CIV) 
y la comunidad internacional contribuyeron decididamente a la implementación de los 
compromisos del Acuerdo. El acompañamiento internacional permitió canalizar recursos 
especialmente a través del Fondo Multidonante de Naciones Unidas (MPTF), respaldando 
a la Misión de Verificación de Naciones Unidas (ONU), promoviendo espacios de diálogo y 
encuentro, y realizando seguimiento detallado a la implementación. 

El informe recopila fuentes institucionales que identifican algunas limitaciones en la ejecución 
de los recursos destinados para la paz, debido a que la mayoría del presupuesto se destinó 
para gastos de funcionamiento de 22 instituciones públicas (COP $2,7 billones de pesos) 
y en menor medida se dirigieron al rubro de inversiones para la paz (COP $2,3 billones de 
pesos).
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En el periodo de estudio, los mecanismos de implementación, impulso y verificación 
del Acuerdo Final contaron con garantías técnicas y financieras para su funcionamiento, 
especialmente la CSIVI y las instancias de género y étnica. Sin embargo, éstas no fueron 
muy efectivas para concretar consensos e impulsar la implementación en territorio. Si bien 
la CSIVI se mantuvo activa con el acompañamiento internacional, esta instancia no logró 
avanzar en la revisión anual del PMI y en los ajustes necesarios en el SIIPO, y su agenda 
territorial fue limitada. 

En relación con la destinación de recursos para la implementación del Acuerdo Final, el 
informe evidencia la brecha de COP $1,9 billones para cumplir con las metas establecidas 
en el PMI para 2021 y que impacta sensiblemente a los puntos 1 y 2. Finalmente, el informe 
ofrece oportunidades para fortalecer el diálogo interno de la CSIVI, especialmente para revisar 
el PMI e impulsar los espacios del nivel territorial, así como para orientar una estrategia que 
mejore la periodicidad y calidad de los reportes de las entidades con indicadores en el SIIPO, 
entre otras. 

Al concluir este cuarto año de implementación, el Instituto Kroc considera que la exitosa 
implementación del Acuerdo Final requiere que las ambiciosas reformas estructurales 
y cambios institucionales consignados en el texto del Acuerdo sean acompañadas por 
transformaciones que se sientan a niveles personal y comunitario. Monitores, verificadores 
y facilitadores continuamos con nuestro compromiso de tejer redes, evidenciar realidades, 
ofrecer narrativas para la acción propositiva y el cambio generacional impulsado por esta 
oportunidad única de construcción de paz en Colombia. Seguimos decididos a contribuir a 
la implementación, acompañando y apoyando las esperanzas, los planes y programas de las 
instituciones y organizaciones que representan a millones de colombianos comprometidos 
con la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera.
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Introducción
En ejercicio del mandato consignado en el texto del Acuerdo Final, el Instituto Kroc provee 
información independiente, imparcial y con rigurosidad académica sobre el estado de la 
implementación del Acuerdo Final, siendo el informe anual una de sus herramientas más 
representativas para realizar esta tarea. A cuatro años de la firma del Acuerdo Final, el quinto 
informe comprensivo analiza su implementación desde diciembre de 2019 a noviembre de 
2020 e informa sobre avances, retos y oportunidades de mejora de este proceso. 

Este informe está dividido en cuatro capítulos, el primero de ellos hace la presentación de 
la metodología a través de la cual el Instituto Kroc hace seguimiento a la implementación. 
Posteriormente, aprovechando la experiencia del Instituto Kroc en el desarrollo de la Matriz 
de Acuerdos de Paz (PAM), en su segundo capítulo el informe ofrece elementos de evidencia 
comparada con el propósito de identificar algunas experiencias significativas y útiles para 
la implementación del Acuerdo Final en Colombia. Seguido de lo anterior, el informe expone 
el estado de la implementación del Acuerdo Final en su capítulo más robusto compuesto 
por ocho secciones, éstas incluyen el análisis cuantitativo de las 578 disposiciones que 
componen el Acuerdo e incorpora consideraciones sobre el ritmo de la implementación 
según el PMI. De igual forma, se presenta el resultado del seguimiento de los enfoques 
transversales territorial, étnico y de género, y de cada uno de los seis puntos del Acuerdo. 
Finalmente, en el cuarto capítulo se presentan las principales oportunidades identificadas 
por el Instituto Kroc dirigidas a mejorar y fortalecer el proceso de implementación.

Con la intención de brindar información útil para el seguimiento, el informe incluye el estado 
de las principales metas del PMI de forma transversal en cada una de las secciones de 
análisis de los enfoques diferenciales y de los puntos del Acuerdo. Esta perspectiva temporal 
busca mostrar de manera integrada el estado de la implementación según la Matriz PAM de 
la Iniciativa Barómetro y los principales indicadores del PMI. Para ello, el informe identifica 
los indicadores por código, nombre, el estado de avance, la fecha de inicio y finalización.

En esta oportunidad, el quinto informe comprensivo incluye un análisis sobre el estado de 
la implementación normativa, el cual es producto de una reciente investigación del Instituto 
Kroc en la que se indagó sobre los avances, desafíos y oportunidades en la expedición o 
modificación de normas necesarias para la implementación del Acuerdo Final. Los resultados 
de este análisis normativo se sintetizan en las secciones que analizan la implementación por 
puntos del Acuerdo y en su totalidad se incorpora como el primer anexo de este informe. 
Finalmente, el segundo anexo presenta de manera detallada la lista de puntos, temas y 
subtemas del Acuerdo Final a los que hace seguimiento el Instituto Kroc.
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El contexto en que se enmarca el cuarto año de implementación durante el periodo de estudio, 
estuvo determinado por las siguientes circunstancias que constituyen ejes de análisis de 
este informe:

1. Las confrontaciones armadas persistieron e 

impactaron la implementación

En comparación con el 2019, en el año 2020 las confrontaciones entre grupos armados 
ilegales como el Ejército de Liberación Nacional (ELN), las Autodefensas Gaitanistas de 
Colombia (AGC) y varias facciones disidentes de las extintas FARC-EP incrementaron en 
territorios como Bajo Cauca, Cauca, Chocó, Catatumbo, Guaviare y Sur de Bolívar, donde 
los combates y las hostilidades se vivieron de forma más intensa. A su vez, aumentaron las 
confrontaciones entre dichos grupos y la Fuerza Pública, pero el número de miembros de la 
Fuerza Pública que fallecieron en combate en 2020 disminuyó levemente en comparación con 
el 20193. Pese a que la intensidad de las confrontaciones fue mucho menor a las condiciones 
que se presentaron antes de las negociaciones y la firma del Acuerdo (2012-2016), éstas 
impactaron de manera profunda tanto las dinámicas de implementación, como la vida social, 
económica y política en las regiones afectadas, en particular porque las víctimas fueron 
personas líderes sociales, defensoras de derechos humanos, excombatientes de las extintas 
FARC-EP y miembros de la sociedad civil. 

Según la Misión de Verificación de la ONU en Colombia, 73 excombatientes fueron asesinados 
durante el 2020, en promedio uno cada 5 días4. Asimismo, desde la firma del Acuerdo y hasta 
diciembre de 2020, la Misión registró 57 tentativas de asesinato y 20 casos de desaparición 
forzada de esta población5. Los departamentos más impactados por número de homicidios 
que se registraron fueron: Meta (11), Valle del Cauca (8), Cauca (8), Putumayo (7) y Nariño 
(6)6. Del total de asesinatos de excombatientes, un 72% se concentró en áreas rurales con 
presencia de cultivos de uso ilícito y en municipios PDET7. 

De conformidad con los registros de la Misión de Verificación de la ONU, desde la firma 
del Acuerdo, 248 excombatientes fueron asesinados hasta finales del 20208. De éstos, 
sólo dos personas fueron asesinadas dentro de los Espacios Territoriales de Capacitación 
y Reincorporación (ETCR), es decir menos del 1%; el 35% fue asesinado en cercanía de 
las Nuevas Áreas de Reincorporación (NAR) y el 21% de excombatientes estaban liderando 
proyectos relacionados con la implementación del Acuerdo al momento de ser asesinados, 
generando graves consecuencias para estos procesos9. Por otro lado, según un análisis de 
la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), sólo el 2% de los asesinatos de excombatientes 
son producto de violencia cotidiana, mientras que el 36% se debe a disputas entre las 
tres principales disidencias de las extintas FARC-EP10. Estudios académicos resaltan que 
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los asesinatos de excombatientes y de personas líderes sociales han sido en su mayoría 
producto de estrategias violentas de control territorial entre grupos armados ilegales11. 

Los asesinatos selectivos de líderes y lideresas sociales, y personas defensoras de derechos 
humanos aumentaron durante 2020. Según Indepaz, 310 líderes sociales fueron asesinados12, 
un incremento significativo respecto a los 279 asesinatos reportados en 201913. En este 
mismo periodo, la Defensoría del Pueblo documentó el asesinato de 182 líderes sociales y 
personas defensoras de derechos humanos, para un total de 753 asesinados desde la firma 
del Acuerdo, siendo el 2020 el de la cifra más alta (frente a 134 en 2019, 178 en 2018, 126 
en 2017, y 133 en 2016)14. Por su parte, la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) conoció 133 casos de homicidios de 
personas defensoras de derechos humanos, pero por causa de la pandemia, sólo pudo 
documentar 53 de éstos15.

Enero y febrero de 2020 fueron los meses con mayores índices de homicidios en contra de 
personas defensoras de derechos humanos y líderes sociales16, periodo en que la pandemia 
del COVID-19 no se había intensificado en Colombia. La OACNUDH constató que el 77% de 
los homicidios bajo su registro sucedió en zonas rurales, el 72% del total de homicidios fue 
perpetrado en los departamentos del Cauca, Chocó, Norte de Santander, Putumayo y Valle 
del Cauca, y el 96% de estos hechos ocurrieron en municipios con presencia de economías 
ilícitas17. La Alta Comisionada informó que el 25% de homicidios fue presuntamente cometido 
por grupos armados ilegales, el 15% por facciones disidentes de las extintas FARC-EP, el 
13% por el ELN y el 4% por integrantes de la Fuerza Pública18. 

En 2020, la OACNUDH documentó 76 masacres con un total de 292 personas asesinadas, 
entre ellas 23 mujeres, 6 niñas, 18 niños, 7 indígenas y 10 afrodescendientes19. Otros cinco 
casos adicionales continúan siendo documentados por la Alta Comisionada20. Los últimos 
cuatro meses del 2020 fueron particularmente violentos, los departamentos y regiones 
más impactadas fueron Antioquia, la subregión del Bajo Cauca, Cauca, Nariño y Norte de 
Santander, que reunieron entre ellos el 62% de estas masacres21. 

A nivel nacional, los homicidios durante 2020 se redujeron en un 4%, comparado con el año 
anterior, para una tasa de homicidios de 23,7 por cada 100.000 habitantes, pero con fuertes 
variaciones regionales22. Por ejemplo, el Bajo Cauca registró una reducción de 16% pero la 
tasa siguió siendo alta: 145 por cada 100.000 habitantes23. En los 170 municipios PDET la 
reducción de homicidios fue un poco menos significativa que en aquellos municipios sin 
estos planes24 y la tasa de homicidios sigue siendo más alta que la tasa a nivel nacional: 52 
por cada 100.000 habitantes en 2020 frente a 55 por cada 100.000 habitantes en 201925. 
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Igualmente, se registraron grandes diferencias entre y al interior de las 16 regiones PDET. 
Comparando las tasas de 2020 y 2019, 87 municipios PDET registraron un descenso, pero 
76 de éstos un incremento de homicidios26. Algunos municipios con las tasas más altas 
están ubicados en las regiones del Bajo Cauca, Nordeste antioqueño y Norte del Cauca27. 
Incluso en estas regiones de altos niveles de homicidios, algunos municipios registraron 
reducciones mientras que otros presentaron incrementos durante el 2020 y entre los 
municipios PDET en Meta y Nariño se registró una dinámica semejante28. La alta volatilidad 
de las tasas en las mencionadas regiones refleja, entre otras29, una situación altamente 
inestable en términos del control criminal sobre economías ilegales y, en particular, de los 
corredores del tráfico de cocaína. En contraste, algunas regiones PDET como Urabá, Sucre, 
Guajira, Tolima y Magdalena siguen teniendo tasas de homicidio relativamente bajas y sin 
mucha volatilidad30. 

La presión de los actores armados ilegales no se manifestó únicamente a través de la 
perpetración de homicidios y masacres, sino también a través de amenazas, control 
social armado, desplazamientos y otras modalidades de violencia. La OACNUDH recibió 
información acerca de 795 amenazas y otras formas de agresiones como desaparición, 
secuestro, seguimientos, estigmatizaciones y atentados contra personas defensoras de 
derechos humanos31. En el 2020, la Defensoría del Pueblo registró la ocurrencia de 90 
eventos de desplazamiento forzado y confinamiento, que afectaron a 28.509 personas de 
8.192 familias32. El fenómeno tuvo un alto nivel de concentración en los departamentos 
de Nariño, Chocó, Antioquia, Norte de Santander y Córdoba33. Finalmente, las dinámicas 
del desplazamiento y confinamiento de esta población estuvieron determinadas por la 
confrontación armada descrita anteriormente.

2. Las condiciones impuestas por la propagación de la 

pandemia COVID-19

Ante la pandemia del COVID-19, el Gobierno Nacional y gobiernos locales ordenaron 
restricciones estrictas a la movilidad y adoptaron medidas para asegurar el distanciamiento 
social, circunstancia que concentró la atención de la agenda pública, los recursos y esfuerzos 
institucionales. Su incidencia en el proceso de implementación se manifestó de dos formas. 
Por un lado, por la imposibilidad de desplegar la atención y el acompañamiento institucional 
en los territorios durante las primeras semanas de aislamiento preventivo. Y, por el otro, por 
los impactos directos en términos de pérdida de vidas humanas, afectación en la salud, 
deterioro de la productividad y el empleo, profundización de las brechas de desigualdad, 
entre otros. Adicionalmente, en las zonas rurales los actores armados ilegales aprovecharon 
esta situación para incrementar y extender su accionar34. No obstante, una de las principales 
lecciones de la contingencia sanitaria de cara a la implementación del Acuerdo Final, es el 
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alto nivel de complementariedad que existe entre los objetivos de transformación social, 
política y económica con la mitigación de los impactos de la pandemia35.

3. El 2020 inició con cambios en las autoridades locales: 

gobernaciones, alcaldías, asambleas departamentales 

y concejos municipales

La formulación y aprobación de los planes de desarrollo a nivel local para el próximo cuatrienio 
fue prioritario. Estos planes debieron formularse tomando en consideración el contenido del 
Acuerdo Final y por lo menos en las regiones PDET esto se logró en buena medida. Como 
lo estableció el Instituto Kroc en su cuarto informe comprensivo, desde el año 2019 la 
dinámica de la implementación del Acuerdo transitaría hacia compromisos de mediano y 
largo plazo que se enfocan especialmente en los 16 territorios PDET y sus 170 municipios 
priorizados para la implementación. Esto exige mayor coordinación interinstitucional, un 
intenso despliegue de servicios, programas y agencias a nivel local, y la garantía de los 
enfoques étnico y de género. Por lo tanto, las administraciones locales deben contribuir a 
que estos procesos avancen y con ello acelerar el ritmo de implementación sobre la base de 
una estrategia integral que traslade los compromisos del Acuerdo a los territorios.

Consciente de los desafíos y las oportunidades derivadas de este contexto, el Instituto 
Kroc presenta su quinto informe comprensivo cuyo contenido es producto del ejercicio 
independiente, objetivo e imparcial de seguimiento a la implementación de los seis puntos 
que componen el Acuerdo Final, con una mirada especial a la incorporación de los enfoques 
territorial, de género y étnico. Para su elaboración, el Instituto Kroc analizó un amplio universo 
de fuentes, entre las que se destacan 1.418 reportes de 173 organizaciones que incluyen 
entidades estatales, ONG, centros de pensamiento y organizaciones internacionales, y 433 
artículos de prensa de 44 medios de comunicación. Esta información fue triangulada a 
través de aproximadamente 150 entrevistas con actores de la sociedad civil, integrantes y 
representantes del Partido Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común (Partido FARC)36 en 
diferentes instancias creadas por el Acuerdo y de su Centro de Diálogo Político CEPDIPO, el 
Gobierno, entre otros actores de gran relevancia. Finalmente, el equipo móvil de la Iniciativa 
Barómetro también participó en más de 20 eventos relacionados con la implementación del 
Acuerdo.
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Metodología
En el epígrafe 6.3.2 del Acuerdo Final, las partes firmantes encomendaron al Instituto 
Kroc diseñar una metodología para identificar los avances en la implementación de los 
compromisos y brindar soporte técnico a la Comisión de Seguimiento Impulso y Verificación 
a la Implementación del Acuerdo de Paz (CSIVI) y al CIV a través de informes regulares que 
contribuyan a la construcción de la paz37.

Para esta tarea, el Instituto Kroc se basó en la Matriz de Acuerdos de Paz (PAM, en inglés), un 
programa de investigación internacional que compila la mayor cantidad de datos existentes 
sobre la implementación de 34 ACP firmados desde 198938. Este programa recolecta 
información proveniente de informes oficiales, medios de comunicación y entrevistas durante 
un periodo de 10 años después de la firma de cada acuerdo39. PAM agrupa el contenido 
de los acuerdos en 51 provisiones temáticas. Con base en la información recogida, los 
investigadores asignan un puntaje de cero a tres (0-3) a cada provisión para indicar su nivel 
de implementación anualmente: cero a las provisiones no iniciadas; uno a las provisiones 
con un nivel de implementación mínima, que se refiere a que se ha iniciado alguna acción 
para cumplir con ese compromiso; dos a las que tienen un nivel intermedio, que se considera 
viable, es decir, que si el ritmo de implementación sigue avanzando como lo ha hecho, es 
probable que se complete en el tiempo establecido; y tres a las que han sido completadas.

Cambiar el nivel de implementación de una provisión de “mínimo” a “intermedio” requiere 
evaluar la trayectoria de acciones relacionadas y determinar si con su actual ritmo es probable 
que se complete la disposición40. La evidencia necesaria para probar esta viabilidad depende 
de la naturaleza del compromiso. Por ejemplo, para la aprobación de leyes o normas, la 
evidencia que este compromiso se va a cumplir es que se ha radicado y debatido la norma, 
y se avanza en su proceso de aprobación. En el caso de una institución, para pasar al 
nivel intermedio, se debe haber asignado un presupuesto, formulado proyectos y contratado 
a funcionarios, acciones que demuestran capacidad y coordinación para cumplir con el 
mandato de dicha institución.

Se destaca que la metodología de PAM no intenta medir el impacto de la implementación. No 
obstante, el análisis de los 34 ACP ha demostrado que la implementación es un factor clave 
en la construcción de paz, pues altos niveles de la misma disminuyen las probabilidades 
de un retorno a la violencia41. Adicionalmente, la implementación integral de las provisiones 
incluidas en los acuerdos de paz tiene efectos positivos en los indicadores económicos y 
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sociales de un país42. Siguiendo el principio de integralidad del Acuerdo Final y a diferencia 
de otras medidas de implementación especialmente en el ámbito político, la metodología 
PAM no efectúa una ponderación sobre ciertos aspectos por encima de otros, pues ofrece 
el mismo valor a todas las disposiciones derivadas del Acuerdo. 

De la mano del Secretariado Nacional de Pastoral Social - Cáritas Colombiana, el Instituto Kroc 
creó en 2016 la Iniciativa Barómetro para monitorear la implementación del Acuerdo Final 
en Colombia en tiempo real. Esta Iniciativa incorporó innovaciones que no estaban incluidas 
en la metodología de PAM con el fin de cumplir con la solicitud de las partes firmantes de 
hacer seguimiento y verificación a la implementación de un acuerdo tan complejo. Cuatro 
innovaciones son particularmente relevantes: 

Primero, la Iniciativa Barómetro creó un equipo especializado en recolección y análisis de 
información que diariamente monitorea, rastrea, valida y organiza todos los datos recogidos 
a nivel local, nacional e internacional. Con apoyo institucional del Secretariado Nacional de 
Pastoral Social en Colombia, se contrataron especialistas y asistentes de investigación en 
Bogotá y enlaces territoriales en ocho de los territorios priorizados para la implementación 
del Acuerdo, quienes estuvieron vinculados hasta la segunda mitad del año 2020 a la 
Iniciativa. Este grupo interactúa con oficiales del Gobierno, representantes del Partido FARC 
y de la sociedad civil, y promueve espacios de diálogo formales e informales con el fin de 
contribuir a una implementación más efectiva. Otra parte del equipo se encuentra ubicado en 
la Universidad de Notre Dame en Estados Unidos y se concentra en el análisis cuantitativo 
de la información recogida por el equipo en Colombia.

Segundo, la unidad de análisis que se utiliza en el caso de Colombia es más específica 
que las categorías creadas en PAM. El Barómetro monitorea la implementación de 578 
disposiciones — definidas como compromisos concretos, observables y medibles — las 
cuales se encuentran estrictamente basadas en el texto del Acuerdo Final en consulta con 
los miembros de la CSIVI. Estas disposiciones se distribuyen en 18 temas, 70 subtemas y 
los seis puntos incluidos en el Acuerdo43. 

Tercero, se creó una serie de herramientas para la recolección de información que 
permiten ordenar el Acuerdo, procesar y analizar la información recogida, y describir de 
manera simultánea los avances o retrocesos en la implementación. Éstas incluyen una 
base de datos que alberga todos los eventos de implementación registrados44 y una matriz 
de implementación del Acuerdo Final (en adelante, Matriz Barómetro). Ésta contiene los 
puntajes asignados mensualmente a las disposiciones desde la firma del Acuerdo45. De 
manera complementaria, se realiza un análisis cualitativo en el que se presentan logros, 
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dificultades, brechas, retrocesos, interdependencia entre disposiciones, y efectos positivos 
y negativos de la implementación del Acuerdo.

Cuarto, el Acuerdo Final colombiano incorpora de manera significativa compromisos para la 
promoción de los derechos de las mujeres, las personas LGBTI y las comunidades étnicas. 
En reconocimiento de la importancia de esta inclusión, la Iniciativa Barómetro construyó 
por primera vez dos submatrices que buscan medir la implementación de los enfoques 
étnico y de género. La submatriz de seguimiento al enfoque étnico está conformada por 80 
disposiciones que incluyen las 13 disposiciones del Capítulo Étnico del Acuerdo Final. Esta 
priorización se hizo teniendo en cuenta los siguientes criterios: (i) la disposición declara 
explícitamente que su implementación debe incluir un enfoque “diferencial” o “étnico”; (ii) 
la disposición incluye mecanismos específicos para pueblos étnicos y/o comunidades 
indígenas, negras, afrodescendientes, raizales y/o palenqueras, y el pueblo Rrom; (iii) la 
disposición exige que la implementación se lleve a cabo de una manera que reconozca 
las diferentes identidades culturales y étnicas; (iv) el seguimiento a la disposición requiere 
que la información esté desglosada por etnia; y (v) las acciones asociadas a la disposición 
priorizan los territorios que tienen población que se reconoce como perteneciente a una 
comunidad étnica46. Siguiendo esta metodología, el 27 de enero del 2021, el Instituto Kroc 
publicó su primer informe especial sobre el estado de implementación del enfoque étnico 
que cubre el periodo comprendido entre noviembre del 2016 y mayo del 202047.

Para el seguimiento a la implementación del enfoque de género, la submatriz está compuesta 
por 130 disposiciones identificadas en el texto del Acuerdo que promueven la igualdad 
de género. Esta priorización siguió una serie de criterios entre los que se destacan: (i) 
la disposición incluye acciones afirmativas para garantizar la priorización de las mujeres 
y personas LGTBI en los programas relativos a la implementación del Acuerdo; (ii) la 
disposición fomenta el liderazgo y la participación de las mujeres y de las personas LGTBI 
en ciertos organismos o en procesos de implementación; (iii) la disposición aborda temas 
como la discriminación estructural y el impacto desproporcionado que el conflicto armado 
tiene sobre las mujeres, las niñas y las personas LGTBI; y (iv) la disposición garantiza un 
acceso equitativo a los programas y a los beneficios del Acuerdo48. El 19 de noviembre de 
2020, el Instituto Kroc publicó su tercer informe especial sobre el seguimiento al enfoque 
de género49. Asimismo, como se anunció previamente, la Iniciativa Barómetro se encuentra 
trabajando en el desarrollo de innovaciones metodológicas para fortalecer el seguimiento al 
enfoque territorial del Acuerdo Final. 
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La Iniciativa Barómetro ha transitado por procesos de aprendizaje y adaptación para ajustarse 
a las realidades y dinámicas de la implementación del Acuerdo en Colombia. Un ejemplo de 
lo anterior es la incorporación de la dimensión temporal que ofrece el PMI, elaborado por 
el Gobierno Nacional, en el análisis del estado de la implementación y que se refleja en 
los informes que produce la Iniciativa desde 2020. Teniendo en cuenta estas innovaciones 
sobre la metodología PAM, el modelo metodológico diseñado y afinado por el Instituto Kroc 
responde al propósito de cumplir con su mandato de seguimiento y apoyo técnico a la 
implementación del Acuerdo Final con imparcialidad y alta rigurosidad académica, así como 
aportar al monitoreo de acuerdos de paz suscritos en otros contextos.
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La implementación 
del Acuerdo Final de 
Colombia en su cuarto 
año: una perspectiva 
comparada
 

Para contribuir al análisis del proceso de implementación en su cuarto año, esta sección 
presenta dos hallazgos desde la experiencia comparada que pueden servir para comprender 
mejor el funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). Esta jurisdicción 
constituye uno de los puntos más neurálgicos del Acuerdo por su responsabilidad de garantizar 
el derecho a la justicia de las víctimas, a través de la investigación, el esclarecimiento y la 
sanción de las graves violaciones a los derechos humanos (DDHH) y las graves infracciones 
al derecho internacional humanitario (DIH)50. Además, porque su proceso de implementación 
no ha estado exento de obstáculos como la demora en la sanción de la Ley Estatutaria para 
su creación y las objeciones a esta jurisdicción presentadas por el Gobierno Nacional51. 
En este sentido, si bien no existe una entidad idéntica a la JEP en el marco de otros ACP 
en el mundo, es posible hacer una comparación entre ésta y otros procesos de justicia 
transicional originados de ACP, conforme a las investigaciones de PAM. 

Primer hallazgo: la JEP ha llevado a cabo el proceso de 
resolución de amnistías de manera más rápida que otros 
países que han suscrito ACP. 
La información contenida en PAM muestra que la mayoría de los procesos de amnistía 
derivados de ACP en otros países no implicó un gran número de atribuciones a nivel 
individual. Por el contrario, la regla en las últimas tres décadas ha sido la concesión de 
amnistías generales. Incluso en los casos en los que se determinó que aquellos individuos 
que hubieran cometido crímenes de guerra no recibirían amnistía, esto se refería a un número 
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mínimo de responsables. Sólo un número reducido de países que firmó ACP hizo el esfuerzo 
de investigar y sancionar a los responsables de crímenes de guerra.

La JEP tiene competencia para investigar, juzgar y sancionar los más graves crímenes 
ocurridos durante el conflicto armado, lo que supone revisar una gran cantidad de procesos 
adelantados ante la justicia ordinaria y esclarecer un universo fáctico extenso, siendo 
características que sitúan a Colombia en un escenario diferente y más ambicioso que la 
mayoría de países que suscribieron un ACP entre 1989 y 2012. Sin embargo, PAM contiene 
suficientes casos que permiten llegar a análisis comparados generales. Para lograrlo, el 
análisis posterior separa y toma en cuenta las funciones de la JEP respecto a dos procesos52: 
(i) casos individuales de amnistías correspondiente al primer hallazgo y (ii) macro casos 
que priorizan hechos ocurridos durante el conflicto armado que pueden involucrar varios 
responsables y víctimas, correspondiente al segundo hallazgo. Para cada uno de estos 
procesos se establece, en lo que sigue, casos de referencia comparada.

El proceso de amnistía individual en Colombia se compara con países que implementaron 
procesos judiciales para otorgar beneficios penales como las amnistías en un número 
considerable de casos. Según la información contenida en PAM, sólo en cuatro casos se 
verificó que el proceso de implementación de un ACP cumple con estas características. Éstos 
son: Tayikistán, Bangladés, Sudáfrica y Reino Unido. Como en el caso colombiano, estos 
cuatro países otorgaron amnistías generales que cubrían de 80% a 90% de excombatientes 
y el número restante de individuos habría de someterse a un proceso judicial debido a 
encarcelamiento, cargos penales pendientes, órdenes judiciales o acusaciones por delitos 
graves. En los casos en que eran necesarias atribuciones de responsabilidad de manera 
individual, el proceso se demoró varios años. 

En Tayikistán, con posterioridad al Acuerdo General de junio de 1997, se concedió una 
amnistía general que cobijó a la mayoría de los 5.000 soldados de la Oposición Tayika Unida 
y se determinó un proceso judicial para resolver los casos de las personas con acusaciones 
por la comisión de crímenes. En 1998, a un año del inicio de la implementación y a petición 
de la Comisión Nacional de Reconciliación, el Gobierno reportó que había recibido 1.370 
casos para revisión y 399 de éstos fueron resueltos, concediendo la amnistía53. Esto significa 
una tasa de resolución de amnistías de 399 casos por año.

Por su parte, el caso de Bangladés muestra que después de la firma del Acuerdo de 
Chittagong Hill Tracts, el 2 de diciembre de 1997 los líderes del grupo armado signatario 
entregaron una lista de 844 casos tramitados en contra de sus miembros, para que se 
estudiara la posibilidad de recibir una amnistía. Se reportó que, en el 2002, el Gobierno había 
resuelto 461 casos, es decir un 45%54. Esto representa una tasa de resolución de amnistías 
de 92 casos por año.
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En Sudáfrica, a través del Acuerdo Constitucional Provisional firmado el 17 de noviembre 
de 1993, se otorgó una amnistía general para delitos políticos cometidos en el conflicto 
hasta el 6 de diciembre de 1993. En 1995 el Parlamento de Sudáfrica le encargó dicha 
tarea a la Comisión de la Verdad y Reconciliación a través de un Comité de Amnistía. El 
3 de septiembre de 1996, tres años después de la firma del acuerdo, el Comité otorgó la 
primera amnistía55 de 3.500 solicitudes que tenía hasta ese momento. Seis años después 
de la firma del acuerdo, el 10 de diciembre de 1999, el Comité de Amnistía anunció que 
había concedido amnistía a 568 solicitantes y negado administrativamente a otros 5.287 
solicitantes. En total, el Comité de Amnistía recibió 7.116 solicitudes de amnistía e indultos. 

Según la información registrada en PAM, Reino Unido ha sido el Estado con mayor capacidad 
institucional en tiempos recientes en afrontar una guerra civil y en crear una comisión de 
amnistía e indulto con un periodo amplio de ejecución. La Comisión de Revisión de Sentencias 
se estableció para regular la liberación de ciertos tipos de personas privadas de la libertad 
por delitos cometidos durante el período de conflicto civil en Irlanda del Norte56. Según el 
primer informe de implementación, que abarcó desde agosto de 1998 a marzo de 1999, 
hubo 454 solicitudes de amnistía al primer mes, que fue el 81% del total recibido durante todo 
el año. Cinco meses después de iniciado el proceso, se habían resuelto 372 solicitudes, 
equivalente al 90% de las 412 elegibles. Después de 8 meses, se habían proferido 412 
decisiones sobre55 8 solicitudes recibidas. De las 412 solicitudes elegibles, a 411 se les 
concedió la liberación anticipada y se negó un caso57. Esto corresponde a una tasa de 
resolución de amnistías de 618 casos por año.   

En Colombia, luego de la firma del Acuerdo Final, aproximadamente el 75% de los 
excombatientes de las extintas FARC-EP que se sometieron a la JEP, es decir, 7.400, 
calificaron para una amnistía general58. A cuatro años de implementación, la JEP resolvió 
2.44259 casos. Esto se traduce en una tasa de resolución de amnistías de aproximadamente 
610 casos por año. 

Por lo tanto, es posible concluir que el proceso de amnistías en Colombia ha sido 
considerablemente más rápido que la tasa de resolución lograda en otros países de 
condiciones similares a las colombianas en cuanto al nivel de ingresos e incluso más rápido 
que los países de ingresos más bajos. Finalmente, se evidencia que la tasa de resolución 
colombiana fue sólo un poco más lenta que la tasa lograda en Reino Unido.
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Segundo Hallazgo: los siete macro casos de la JEP avanzan 
al ritmo promedio en casos similares en otros países con 
ACP.
La JEP investiga macro casos que involucran a un número alto de presuntos responsables 
de graves violaciones de derechos humanos, crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad. Para comparar el caso colombiano, se analizó información sobre procesos 
penales domésticos en contra de individuos o grupos de personas responsables de hechos 
cometidos durante el conflicto, llevados a cabo con posterioridad a la firma del ACP. En 
total, se encontraron 133 procesos penales que cumplían con estas condiciones en 8 
países: Bosnia, Costa de Marfil, Croacia, El Salvador, Guatemala, Macedonia, Sierra Leona 
y Sudáfrica60.

En Bosnia, el 21 de noviembre de 1995 se firmó el Acuerdo Marco General de Paz. Durante 
los 10 años siguientes hubo al menos 39 procesos penales domésticos por los hechos 
cometidos en el marco del conflicto. De 1996 a 2000, se dictaron cinco sentencias, una por 
año; durante los siguientes cinco años (2001-2005), se dictaron 10 sentencias, dos cada 
año, y de 2006 a 2009, se dictaron 24 sentencias. Esto representa un tiempo promedio 
para los 39 procesos de 9,9 años. Casi todos los procesos en los que participaron varios 
acusados tardaron al menos 10 años desde el momento de la firma del acuerdo de paz 
en llegar a una decisión final e incluso en algunos se necesitaron 13 años para obtener 
condenas61.

En Croacia, tras el Acuerdo de Erdut de 1995, hubo 57 procesos penales domésticos por 
los hechos cometidos durante el conflicto. El tiempo promedio hasta la sentencia definitiva 
en todos estos casos fue de 8,5 años. De estos 57 procesos, en 17 casos se profirió una 
sentencia en menos de cinco años. Adicionalmente, 23 casos se demoraron de 6 a 10 años 
desde la fecha del acuerdo hasta la sentencia definitiva y 17 casos tardaron entre 11 y 15 
años o más para que se emitiera una sentencia.

En El Salvador hubo seis procesos penales por abusos cometidos durante el conflicto 
armado. El tiempo promedio hasta la sentencia en estos casos fue de tres años y tuvieron 
pocos acusados: (i) dos casos con un acusado; (ii) dos casos con dos acusados; (iii) un 
caso con cuatro acusados; y (iv) un caso con ocho acusados.

En Guatemala 19 procesos penales por delitos relacionados con el conflicto concluyeron 
con una sentencia. Estos casos tenían un máximo de 26 acusados y el tiempo promedio 
para la decisión final fue de 9 años. Para los casos en los que sólo hubo una persona 
acusada, el tiempo hasta la sentencia fue de 5,3 años a partir de la firma del acuerdo. Para 
los casos con cuatro o más acusados, el tiempo fue de 11,3 años a partir de la firma del 
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acuerdo. Hubo tres casos en los que el número de acusados fue de más de 16 personas y 
el tiempo promedio hasta la decisión final en estos casos fue de 13,3 años.

Tras la firma del Acuerdo de Ohrid en Macedonia, se adelantaron tres procesos penales 
por crímenes cometidos durante el conflicto. El tiempo promedio para la decisión en estos 
procesos fue de tres años, dos casos involucraron a un sólo acusado y cada uno duró dos 
años. El otro caso involucró a tres acusados y la sentencia se profirió cinco años después 
de la firma del acuerdo de paz.

En Sierra Leona se llegó a un veredicto en 2006 que involucró un gran juicio de 89 personas 
por crímenes de guerra que tuvieron lugar antes del Acuerdo de Paz de Lomé de 1999. La 
sentencia en este juicio masivo se profirió después de siete años de la firma del ACP.

En Sudáfrica hubo cinco juicios penales por delitos cometidos durante el conflicto y el 
tiempo promedio para la decisión en estos casos fue de 2,6 años. De estos casos, tres 
involucraron a tres o menos acusados y duraron un promedio de 3 años. Otro caso involucró 
a 9 acusados y el tiempo hasta la sentencia fue de 3 años. El caso más grande tuvo 17 
acusados y el tiempo fue de menos de dos años desde la firma del acuerdo de paz. 

Con base en los hallazgos de estos 130 casos, se puede concluir que el tiempo promedio 
hasta la sentencia final fue de 8 años desde la firma del ACP. Igualmente, del análisis es 
posible evidenciar que el promedio de acusados en los 133 procesos fue de 12,02 personas. 
El tiempo promedio hasta la sentencia final de los juicios con un sólo acusado fue de 7,5 
años a partir de la firma del ACP. Para los 46 juicios con 2 a 5 personas acusadas, el tiempo 
promedio hasta el veredicto fue de 7,5 años. Para los 33 casos en los que el número de 
acusados osciló entre 6 y 32, el tiempo promedio hasta la sentencia fue de 8,8 años. Hubo 
cuatro casos en los que el número de acusados osciló entre 33 y 93, y el tiempo promedio 
hasta el veredicto en estos casos fue de 12 años. El juicio de 2006 en Bosnia con 443 
acusados alcanzó un veredicto en 11 años. Por último, el caso de 2010 en Croacia con 118 
acusados alcanzó una sentencia en 15 años.

Ahora bien, el caso colombiano, a través de la JEP, ha completado recientemente su cuarto 
año de implementación. A la fecha de corte del informe, siete macro casos que se están 
siendo tramitados por esta jurisdicción, en los cuales hay un total de 808 comparecientes 
vinculados62. El menor número de personas vinculadas por macro caso es de 15 y el mayor 
número es de 35263. Como se vio en los otros procesos resumidos anteriormente, hubo 
cuatro países en los que el número de acusados   varió de 33 a 93 y el tiempo promedio hasta 
la sentencia final en estos casos fue de 12 años. Se evidencia que los casos 01, 02, 05 y 07 
de la JEP están dentro de este rango, por lo que, si estos cuatro casos pudieran concluirse en 
6 años, el tiempo hasta la sentencia definitiva sería más rápido que el promedio evidenciado 
en la experiencia comparada para casos con estas características.
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El más avanzado de estos cuatro casos es el Caso 01, con 51 comparecientes vinculados a 
31 de enero de 2021. En el marco de este caso, la JEP profirió una decisión de determinación 
de hechos y conductas, que es el primer paso hacia la resolución de conclusiones y a la 
sentencia. De seguir avanzando hasta llegar a la decisión definitiva en el año 2021 o incluso 
el 2022, la JEP habría avanzado más rápido que el tiempo promedio para una decisión final, 
en comparación con los casos estudiados en otros países que involucran a 51 personas.

Los casos 03 y 04 involucran a un número extraordinariamente elevado de comparecientes 
— 352 personas y 249 personas respectivamente— y no han llegado a la etapa de proferir 
una decisión de determinación de hechos y conductas. El proceso de 2006 en Bosnia con 
443 acusados llegó a una decisión final en 11 años y el de Croacia con 118 acusados   
alcanzó una sentencia en 15 años. Teniendo en cuenta este promedio, a la fecha de corte del 
informe, no se evidencia un retraso de la JEP en el trámite de casos con números elevados 
de comparecientes. Por otro lado, con 15 comparecientes, en el periodo de estudio, el Caso 
06 es el de menor número de vinculados entre los siete macro casos. Los casos estudiados 
en otros países sugieren que el tiempo promedio para una decisión en un caso con 15 
acusados   sería de aproximadamente 8,8 años. 

En conclusión, si bien los juicios relacionados con hechos cometidos en el marco de un 
conflicto armado deberían tramitarse de la manera más célere posible, en Colombia, los 
siete macro casos que cursan ante la JEP se encuentran en términos comparados en el 
marco temporal previsto para su desarrollo. En otras palabras, teniendo en cuenta el análisis 
anterior, la JEP se encuentra dentro del rango temporal que les ha tomado a otros países que 
suscribieron ACP desarrollar este tipo de procesos de justicia transicional.
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Estado de la 
implementación  
del Acuerdo Final

Análisis cuantitativo: los primeros cuatro años de 

implementación

Esta sección sintetiza los primeros cuatro años de implementación del Acuerdo con énfasis 
en el 2020, ofrece una mirada panorámica de este proceso y constituye la base de análisis 
del informe. Para tal propósito, primero, el informe compara los niveles de implementación 
del 2020 con años anteriores y por cada uno de los seis puntos del Acuerdo. Segundo, se 
presentan los hallazgos principales sobre el estado de la implementación para el periodo 
comprendido entre diciembre de 2019 a noviembre de 2020.

La Matriz Barómetro del Instituto Kroc evidencia que los cambios registrados en el estado 
de la implementación en 2020 fueron leves. El Gráfico 164 muestra que las disposiciones sin 
iniciar se redujeron de 24% a 19%. Las disposiciones en fase mínima se mantuvieron en 
35%, mientras que las que se encuentran en nivel intermedio de implementación aumentaron 
de 16% a 18% y las disposiciones completas pasaron de 26% a 28%.

Como el Instituto Kroc lo ha constatado en sus informes anteriores, durante los dos primeros 
años los esfuerzos para implementar el Acuerdo Final se concentraron principalmente en 
el cumplimiento de los compromisos de corto plazo. Estos incluyeron procesos como la 
dejación de armas, la desmovilización, la puesta en marcha del Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y Garantías de no Repetición (SIVJRNR) y la expedición de algunas 
normas para cimentar la implementación. Esto explica en parte los altos niveles de avance 
registrados en estos temas durante dicho periodo. 
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En contraste, en el tercer y el cuarto año, la implementación ha transitado hacia las 
disposiciones de mediano y largo plazo que requieren de procesos previos para ser 
completadas. Éstos incluyen el cimentar las bases y realizar ajustes institucionales, así 
como trabajar estrategias de coordinación entre actores implementadores para garantizar 
que se lleven a cabo los procesos participativos de planeación y que la implementación 
de algunos programas ocurra nivel territorial. Tal es el caso de las acciones dirigidas a 
definir la política catastral, consolidar las Hojas de Ruta para la ejecución de los PDET y 
adoptar los Planes Nacionales de la Reforma Rural Integral. Otros ejemplos son el diseño del 
SNR, el establecimiento de criterios para la priorización y acumulación de investigaciones y 
procesos por parte de la JEP e incluso la incorporación de iniciativas derivadas del Acuerdo 
Final en los Planes de Desarrollo Territorial. En consecuencia, uno de los principales desafíos 
que enfrentaron las entidades implementadoras, además de la pandemia, fue aterrizar el 
Acuerdo en las regiones de una manera coordinada, interinstitucional e intersectorial y con 
la participación de comunidades locales. 

En términos relativos, el mayor aumento en la implementación durante este periodo se 
concentra en las disposiciones que pasaron de no iniciadas a iniciadas. De diciembre de 2019 
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a noviembre de 2020, el 5% de las disposiciones del Acuerdo Final inició su implementación, 
mientras el 2% pasó a una fase intermedia y otro 2% fue completado. Como se aprecia en el 
Gráfico 2, los mayores porcentajes de compromisos iniciados en este periodo corresponden 
al Punto 1 y al Punto 5, y se relacionan con Planes Nacionales de la Reforma Rural Integral 
y los mecanismos de justicia transicional. En los demás puntos del Acuerdo, las variaciones 
de disposiciones iniciadas no fueron superiores al 5%. 
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La mayoría de disposiciones que se completó durante el 2020 se concentra en el Punto 4, 
en razón a las acciones relacionadas con los programas para la sustitución de cultivos de 
uso ilícito y la prevención del consumo de drogas. De hecho, este punto del Acuerdo Final 
duplicó el número de disposiciones completas, pasando del 8% al 17%, mientras que los 
Puntos 1 y 2 no tuvieron ningún tipo de variación durante el 2020 en esta clasificación. Por 
su parte, los puntos 3, 5 y 6 en promedio, no superaron en el periodo de este informe el 2% 
de nuevas disposiciones completas. Más adelante, en la sección que analiza a profundidad 
cada uno de los puntos del Acuerdo, se explicará en detalle cuáles fueron los temas que 
aportaron a los cambios identificados.

1. Consideraciones sobre el ritmo de la implementación

Si bien la implementación aún presenta rezagos en un número significativo de disposiciones, 
el Acuerdo Final colombiano es histórico en su alcance desde la perspectiva comparada, pues 
es de los más comprensivos firmados a nivel mundial a partir de 1989. En tal medida, su 
implementación contempla varias acciones tanto predecibles como inesperadas en materia 
de planeación y ejecución. De ahí que en esta sección se enfatice en tres aspectos basados 
en la temporalidad para identificar tres razones que explican el leve aumento registrado en 
el último año. 

Primero, un número significativo de actividades de planeación, diseño técnico y formulación 
de políticas, planes, programas y proyectos, a pesar de ser necesarios para la adecuada 
implementación, no impactan directamente el cumplimiento de las disposiciones. Es 
decir, éstos no se traducen directamente en cambios sustantivos en el estado cuantitativo, 
especialmente a partir del cuarto año de implementación. El Punto 1 en particular registra esta 
dinámica, pues contempla procesos de desarrollo territorial de largo aliento, que requieren 
de una gran cantidad de pasos previos, muchos de los cuales no fueron contemplados por 
las disposiciones del Acuerdo. Por ejemplo, el proceso de la elaboración de las Hojas de 
Ruta PDET no hizo parte de los compromisos previstos por el Acuerdo o el PMI, pero ha 
sido el instrumento de planeación y priorización de iniciativas para la ejecución del programa 
y su articulación con otros aspectos del Acuerdo Final. Por tal motivo, esos esfuerzos se 
reconocen como necesarios, pero no tienen la potencialidad de cambiar el estado cuantitativo 
de la implementación según la metodología del Instituto Kroc.

Segundo, las acciones previstas para honrar los compromisos del Acuerdo Final no 
pueden y no deben completarse todas en un mismo momento. Aproximadamente, 20% de 
los compromisos en estado de implementación no iniciado o mínimo corresponde a esta 
realidad. Como lo expone el PMI, la secuencia y sincronía son condiciones esenciales de 
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la implementación. Según se observa en el Gráfico 3, la distribución de indicadores PMI 
según el cronograma de este instrumento muestra que, si bien muchos de los compromisos 
deben iniciarse durante los primeros cinco años de la implementación, la mayoría debe 
completarse a partir del 2021. Por ejemplo, el PMI contempla la promulgación de los 16 
Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral en el 2017 y el 2018, y la finalización de 
las acciones previstas por los planes entre el 2026 y el 2031. 
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Adicionalmente, hay disposiciones que no podrán iniciar en tanto otras disposiciones 
avancen o incluso hasta que no completen su implementación. Por ejemplo, este es el caso 
de algunas instancias de la JEP que por la naturaleza del trámite procesal no pueden avanzar 
en ciertos casos hasta que otras etapas sean surtidas. Sucede igual con el informe de la 
CEV que depende de la conclusión de sus actividades, entre otros. Lo anterior significa que 
el proceso de implementación no está planeado para satisfacer todas las disposiciones en 
un mismo momento.
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la implementación. Según se observa en el Gráfico 3, la distribución de indicadores PMI 
según el cronograma de este instrumento muestra que, si bien muchos de los compromisos 
deben iniciarse durante los primeros cinco años de la implementación, la mayoría debe 
completarse a partir del 2021. Por ejemplo, el PMI contempla la promulgación de los 16 
Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral en el 2017 y el 2018, y la finalización de 
las acciones previstas por los planes entre el 2026 y el 2031. 
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Adicionalmente, hay disposiciones que no podrán iniciar en tanto otras disposiciones 
avancen o incluso hasta que no completen su implementación. Por ejemplo, este es el caso 
de algunas instancias de la JEP que por la naturaleza del trámite procesal no pueden avanzar 
en ciertos casos hasta que otras etapas sean surtidas. Sucede igual con el informe de la 
CEV que depende de la conclusión de sus actividades, entre otros. Lo anterior significa que 
el proceso de implementación no está planeado para satisfacer todas las disposiciones en 
un mismo momento.

La tercera razón que ha determinado el ritmo de la implementación en este periodo analizado 
es la ausencia de acciones para completar algunos compromisos del Acuerdo, que debieron 
cumplirse antes de empezar el quinto año. La destinación insuficiente de recursos financieros 
y la falta de avances normativos, entre otras precondiciones, obstaculizan la implementación 
de aproximadamente 50% de disposiciones en estado no iniciado o mínimo. Se evidencia falta 
de acciones en diferentes puntos del Acuerdo por parte de la rama ejecutiva y del Congreso 
de la República. Por ejemplo, la falta de aprobación de una reforma constitucional para la 
creación de las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz retrasa la implementación 
de 6 compromisos. De manera similar, la falta del desarrollo pleno del mandato de la CNGS 
afecta la implementación de 12 disposiciones. Además, las demoras en la formulación y 
aprobación de los Planes Nacionales de Educación y Salud y del Sistema para la Garantía 
Progresiva del Derecho a la Alimentación que debieron completarse en 2018, afectan el 
avance de 21 disposiciones. 

En síntesis, el estado de la implementación del Acuerdo Final durante 2020 demuestra que hay 
disposiciones que avanzaron conforme a la secuencia y curso de acción previsto para lograr 
los compromisos del Acuerdo, otras que no contaron con los medios para su consecución, 
y otras que definitivamente no fueron atendidas y carecieron de las acciones requeridas para 
su implementación. A lo largo del análisis por punto del informe, se desarrollarán con mayor 
nivel de detalle cuáles fueron los temas que avanzaron y cuáles requieren de un mayor nivel 
de compromiso e impulso por parte de los actores responsables. 

2. Matriz Barómetro y Plan Marco de Implementación 

como herramientas complementarias

Para hacer el seguimiento del Acuerdo de Paz en Colombia e impulsar su cumplimiento 
existen diversas metodologías y herramientas técnicas que alimentan la discusión alrededor 
de su implementación. En su conjunto, estas herramientas pueden ofrecer una imagen 
única de las diferentes facetas de la construcción de paz en el país. Esta sección hace 
una comparación entre la Matriz Barómetro y el PMI, la cual intenta explicar la naturaleza, 
alcance, diferencias y complementariedades entre una y otra herramienta de seguimiento y 
contribuir a debates más profundos y complejos. 

A. Mirada comparativa entre la metodología PMI y la metodología del 
Instituto Kroc
El PMI es una herramienta innovadora de política pública para el seguimiento del Acuerdo 
Final. Estructurado por 501 indicadores, el PMI permite al Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) hacer seguimiento y evaluación de las políticas y programas requeridos 
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para la implementación del Acuerdo65. A medida que el DNP expande el SIIPO, se fortalece el 
PMI como un marco útil para examinar la implementación a mediano y largo plazo. 

El PMI y la metodología del Instituto Kroc tienen puntos de divergencia tanto cualitativos 
como cuantitativos. Pese a lo anterior, en el ejercicio de su mandato, el Instituto Kroc toma en 
consideración los indicadores del PMI de forma complementaria para enriquecer el análisis 
de la implementación. Estas herramientas se diferencian debido a que fueron desarrolladas 
en diferentes momentos. El Instituto Kroc inició el proceso de seguimiento en noviembre 
del 2016 con la creación de una matriz que agrupa 578 disposiciones. En contraste, el PMI 
fue publicado en el 2018 y está compuesto de 501 indicadores con enfoques trazadores, 
temáticos y diferenciales. 

La revisión conjunta de las dos herramientas revela que 290 disposiciones monitoreadas 
por el Instituto Kroc no son contempladas por el PMI, como se aprecia en el Gráfico 4. 
Esta diferencia se explica en que muchas disposiciones que ya habían completado su 
implementación para el 2018 cuando se adoptó el PMI, no fueron incluidas en éste, aunque 
en varios casos se hizo un reporte retrospectivo sobre indicadores con fecha de inicio y 
fin del 2017. Asimismo, la discrepancia es consecuencia del nivel de detalle de algunas 
disposiciones que sí son contempladas por la herramienta del Instituto Kroc, al basarse en 
el texto del Acuerdo. Esos mismos compromisos figuran con menos detalle en el PMI pues, 
en algunos casos, contempla indicadores más generales. 
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Mientras el Instituto Kroc mide disposiciones textuales del Acuerdo Final, el PMI ha adecuado 
dichas disposiciones a una lógica de planeación que asigna entidades responsables y define 
los años de inicio y finalización para cada indicador. Adicionalmente, la matriz de seguimiento 
del Instituto Kroc y el PMI utilizan distintos métodos de medición y de recopilación de datos. 
El Instituto Kroc usa una codificación ordinal, a diferencia del PMI que utiliza diversas técnicas 
de agregación, tales como porcentajes o sumas globales, dependiendo de los objetivos 
anuales fijados por las entidades gubernamentales responsables. Finalmente, al ser una 
herramienta de planeación del Estado, la información con la que se evalúa el avance de la 
implementación de los indicadores del PMI proviene de fuentes estatales. En contraste, el 
Instituto Kroc obtiene su información tanto de entidades gubernamentales, como de órganos 
de control, organizaciones de la sociedad civil, autoridades locales, entre otros. Lo anterior 
se explica de manera sistematizada a través de la Tabla 1.

Matriz Barómetro PMI

Tipo de 
herramienta

Herramienta de medición de 
implementación (codificación).

Marco lógico de planificación: 
productos, indicadores, 
responsables, año inicio, año fin.

Objetivo

Medición simultánea para proveer 
información a tomadores de 
decisiones, constructores e 
investigadores para la paz.

Planificar y dar seguimiento a la 
implementación del Acuerdo y 
facilitar la rendición de cuentas para 
entidades del sector público.

Actores clave en 
el diseño

Instituto Kroc, especialistas en 
Colombia, CSIVI (Gobierno, FARC) y 
sociedad civil.

CSIVI (Gobierno, FARC), IEANPE, 
Instancia Especial de Mujeres y 
organizaciones internacionales.

Audiencias

Cooperación internacional, misiones 
diplomáticas, partidos políticos, 
Comisión de Paz del Congreso, 
Procuraduría e investigadores de 
procesos de paz.

Departamento Nacional de 
Planeación, ciudadanía en general, 
órganos de control político, fiscal y 
disciplinario.

TABLA

01
Resumen de las diferencias entre 
la Matriz Barómetro y el PMI
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Matriz Barómetro PMI

Producto 
principal

Medición mensual del estado 
de implementación de 578 
disposiciones.

Planificación gubernamental para 
la implementación del Acuerdo con 
501 indicadores (temáticos, PDET, 
étnicos y género).

Métodos
Codificación mensual, registro de 
eventos, entrevistas e informes.

Seguimiento y monitoreo de los 
indicadores en cada sector del 
Gobierno.

Unidad de 
análisis principal

Disposiciones extraídas del texto del 
Acuerdo.

Indicadores basados en el texto del 
Acuerdo.

TABLA

01
Resumen de las diferencias entre 
la Matriz Barómetro y el PMI

 

B. Análisis de la implementación del Acuerdo Final a la luz del Plan Marco 
de Implementación 
Con base en las consideraciones previas, el PMI permite identificar cuál es el comportamiento 
de la implementación con respecto a las metas trazadas en el proceso de planeación. De 
conformidad con el PMI, un total de 133 de los 501 indicadores debieron finalizar entre el 
2017 y el 2020. De ellos, según se reporta en el SIIPO, se completaron 83 indicadores, lo 
cual representa el 63%. El Gráfico 5 muestra el comportamiento anual de los indicadores de 
acuerdo a su vencimiento o fecha de finalización. Así se puede ver cómo en el año 2017 se 
logró completar el 86% (32) de los indicadores que debían finalizar en ese año, mientras en 
2018 bajó a 61% (27) y en 2019 a 42% (11). Finalmente, en el año 2020, que enmarca el 
periodo de estudio de este informe, aumentó a 50% (13) de los indicadores que tienen este 
año de finalización. Este primer análisis a partir de la temporalidad del PMI evidencia que 
más allá de la diferencia en términos porcentuales, ambas metodologías coinciden en poner 
de manifiesto una reducción en el ritmo de la implementación desde 2017 a la fecha.
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Completo

Incompleto

Distribución de cumplimiento de los 
indicadores PMI según año fin05
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El Gráfico 6 muestra los indicadores de PMI que no fueron cumplidos durante el año previsto 
para su finalización: aquellos sin ficha, sin avance cuantitativo reportado o con avances 
parciales en su ejecución. En cuanto los indicadores sin ficha, el 20% de los indicadores 
PMI no cuenta con esta herramienta y hay demoras en el reporte de avances publicados en 
el SIIPO. Esto es preocupante dado que 98% de los indicadores del PMI tiene fecha de inicio 
entre el 2017 y 2020, pues los retrasos en la consolidación de fichas técnicas retrasan la 
implementación y seguimiento de los mismos. Vale la pena llamar la atención sobre el efecto 
que provocó no tener fichas técnicas aprobadas, especialmente en el periodo 2019, que 
como se vio en el Gráfico 5 fue el periodo de menor porcentaje de indicadores completos 
(sólo el 42% de lo planeado para 2019).
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Sin ficha

Sin avance
cuantitativo

Avance parcial

Completa
Caracterización de los 
indicadores PMI por año fin06

GRÁFICO

INDICADORES PMI

2017 (37) 2018 (44)

13

7

11

10

10

5

2

2

2

27

2

32

3

3

4

2019 (26) 2020 (26)
0

5

10

15

20

25

30

35

40

45

Implementación de
las 578 disposicones

en el Acuerdo Final

Implementación de
las 80 disposiciones
con enfoque étnico

0% 20% 40% 60% 80% 100%

No iniciada
Mínima

Intermedia
Completa

Implementación del enfoque étnico 
vs. implementación general del 
Acuerdo Final (noviembre 2020)07

GRÁFICO

19% 35% 18% 28%

24% 56% 8% 13%

Este último periodo de seguimiento por parte del Instituto Kroc concluyó en noviembre de 
2020 con un 19% de disposiciones sin iniciar su implementación, lo cual contrasta con el 
panorama trazado por el PMI. Específicamente, para el 2021 hay 24 indicadores PMI que 
deberían finalizar. De ellos, cuatro no tienen ficha técnica: tres asociados al desminado y 
limpieza de MAP y MUSE para territorios de pueblos y comunidades étnicas (D.E.6, D.E.15 
y D.E.16) y uno sobre el mapa de victimización individual y colectivo (E.331). Hay siete que 
no tienen avance cuantitativo registrado, como es el caso de la creación e implementación 
de la ruta para la promoción del Pacto Político N acional (C.243), la creación y puesta en 
funcionamiento de los mecanismos de conciliación y resolución de conflictos de uso y 
tenencia de la tierra incluyendo mecanismos tradicionales (A.12), entre otros.
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Integralidad en la 
implementación: enfoques 
territorial, étnico y de género

El Instituto Kroc ha efectuado el seguimiento a la implementación del Acuerdo Final con una 
mirada en los territorios y en las poblaciones que han sufrido de manera desproporcionada el 
conflicto armado. Esta tarea ha sido desplegada con una sensibilidad y metodología especial 
para analizar y registrar eventos de implementación que involucran la transformación de las 
condiciones de vida de las comunidades rurales y la garantía de los derechos de las mujeres, 
las personas LGBTI y los pueblos étnicos. Esto se refleja en la consolidación de herramientas 
metodológicas y criterios específicos para medir el estado de la implementación de las 
disposiciones con enfoque de género y étnico derivadas del texto del Acuerdo que fueron 
explicadas previamente. 

En esta sección, el informe presenta el estado de la implementación de los enfoques 
transversales territorial, de género y étnico durante el periodo de análisis en el que sobresalen 
los siguientes hallazgos: (i) las disposiciones con enfoque de género y étnico continúan 
presentando brechas frente a la implementación general del Acuerdo; (ii) los gobiernos 
departamentales y municipales han asumido un rol destacado al incluir el Acuerdo Final 
como política de mediano y largo plazo dentro de sus Planes de Desarrollo Territorial; y (iii) 
la CSIVI, la sociedad civil y la cooperación internacional han efectuado esfuerzos relevantes 
para mantener activas las instancias especiales, étnica y de género, como interlocutoras, 
consultoras y representantes de los intereses de las comunidades étnicas, las mujeres y las 
personas LGBTI.

1. Enfoque territorial

La territorialización de la implementación del Acuerdo Final avanzó a pesar de grandes desafíos 
en el año 2020. Ciertos procesos se vieron afectados por las restricciones a la movilidad y a 
la celebración de reuniones derivadas de la emergencia sanitaria generada por el COVID-19. 
Este fue el caso de la formulación de los Planes de Desarrollo Territorial que incorporaron 
componentes del Acuerdo y tuvieron que adaptarse a su realización en ambientes virtuales. 
A su vez, se agravaron fenómenos de violencia en algunos territorios de especial interés para 
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la construcción de paz, amenazando tanto los procesos de implementación como la vida 
misma de las personas y comunidades involucradas en ellos.

Garantizar la participación ciudadana en los territorios ha sido un desafío durante la 
pandemia. La participación ciudadana efectiva e inclusiva en territorio es uno de los ejes de 
implementación del Acuerdo Final y el centro del enfoque territorial. Su garantía es requerida 
para el funcionamiento de procesos en todos los puntos del Acuerdo Final, como es el caso 
del despliegue en territorio del SIVJRNR, las reuniones de los Consejos Territoriales de Paz, 
las instancias internas del PNIS y los espacios de validación territorial de las Hojas de Ruta 
de los PDET, entre otros. 

La emergencia sanitaria derivada del COVID-19 requirió que las autoridades públicas adoptaran 
diferentes medidas para prevenir su propagación y contagio, que impactaron directamente 
en el componente participativo de la implementación. Entre ellas estuvo la restricción de 
visitas del personal técnico a los territorios desde el nivel central para desarrollar acciones 
de implementación, así como limitaciones a la movilidad y a reuniones presenciales de los 
representantes de las comunidades en cabeceras municipales y capitales regionales66. 

La adaptación propuesta por la institucionalidad a este desafío fue recurrir a ambientes 
virtuales para adelantar los eventos participativos, lo cual tuvo impactos diferenciados. 
Por un lado, facilitó los procesos de articulación interinstitucional, ya que los funcionarios 
del nivel central pudieron participar con mayor facilidad desde las ciudades capitales en 
los espacios regionales y locales, sin los requerimientos logísticos, desplazamientos y de 
alineación de agendas generalmente requeridos para este tipo de encuentros. 

Pese a lo anterior, los procesos que demandan participación ciudadana se vieron limitados en 
estas nuevas realidades virtuales por las bajas condiciones de conectividad, electrificación, 
acceso a internet y educación digital en los territorios de implementación, así como por 
la imposibilidad de entablar relaciones de confianza que se construyen más fácilmente en 
espacios presenciales. Por ello, algunos planes y programas requirieron ampliar los plazos 
previstos para las fases de participación, como sucedió con los Planes de Desarrollo 
Territorial67 o recurrir a estrategias mixtas, combinando la virtualidad con la presencia física 
con protocolos de bioseguridad y sin vulnerar derechos fundamentales, como la consulta 
previa68. 

El Acuerdo final fue incorporado en numerosos Planes de Desarrollo Territorial. En 2020, 
tras la elección de las nuevas autoridades departamentales y municipales, por primera vez 
se formularon Planes de Desarrollo Territorial con posterioridad a la firma del Acuerdo Final. 
Por mandato legal, en la construcción de estos planes se debe garantizar un amplio proceso 
participativo y de diálogo local. Sin embargo, esta vez ello implicó responder a las agendas 
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locales de paz derivadas de la implementación del Acuerdo Final en temas como PDET, 
uso y acceso a la tierra, derechos de las víctimas, sustitución de cultivos de uso ilícito, 
reincorporación y reconciliación. 

En 2019 y 2020, la sociedad civil, las comunidades, el Gobierno Nacional y la cooperación 
internacional realizaron un proceso de incidencia y fortalecimiento con las autoridades 
locales. Esto dio como resultado, en un primer momento, la adopción de 170 Acuerdos por 
parte de los Concejos Municipales de todos los municipios PDET y de 17 Ordenanzas de 
Asambleas Departamentales con presencia PDET en su jurisdicción, que adoptaron estos 
planes como política de paz a nivel territorial69. En un segundo momento, estos esfuerzos 
se tradujeron en la incorporación de componentes del Acuerdo Final en algunos Planes de 
Desarrollo Territorial. 

El Instituto Kroc efectuó una revisión de la incorporación de componentes del Acuerdo Final 
en 15 Planes de Desarrollo Departamentales y 10 Municipales para el periodo de gobierno 
2020-202370. Estos 15 departamentos71 fueron seleccionados por abarcar 150 de los 170 
municipios PDET. Por su parte, los 10 municipios72 se seleccionaron por su importancia 
estratégica para la implementación. Entre los principales hallazgos de este muestreo, se 
encontró que tanto los 15 Planes de Desarrollo Departamental como los 10 Planes de 
Desarrollo Municipal contenían por lo menos un eje, pilar o política de paz, posconflicto, 
víctimas y/o reconciliación. Se identificaron desde menciones mínimas relacionadas con 
obligaciones legales con las víctimas, hasta ejes estratégicos robustamente diseñados, 
como en Nariño o Caquetá. De la revisión realizada por el Instituto Kroc a estos Planes de 
Desarrollo Territorial y el ejercicio realizado por la ART y el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) para identificar iniciativas PDET en los planes, se evidencia lo 
siguiente. En primer lugar, sobre el Punto 1, se identificaron 11.913 iniciativas PDET que 
fueron incorporadas a estos planes, esto es alrededor del 37% del total de iniciativas73. Las 
menciones más comunes de iniciativas PDET se refieren a vías terciarias, electrificación, 
vivienda, y similares. 

Por otro lado, de la revisión realizada por el Instituto Kroc se concluye que la participación 
ciudadana y comunitaria se menciona en todos los Planes de Desarrollo Territorial, como 
un tema transversal al Acuerdo Final y enfatizando en el Punto 2. Usualmente este tema se 
menciona en relación con los planes, programas, estrategias o proyectos sobre derechos 
humanos, planeación territorial y fortalecimiento a organizaciones comunales. Algunos 
planes son específicos en mencionar y potenciar los Consejos Territoriales de Paz como 
aquellos de los departamentos de Norte de Santander, Valle, Antioquia, Nariño, Arauca, 
Guaviare, Meta y de los municipios Tibú, San Vicente y el Carmen de Bolívar. Otros planes 
mencionan figuras como las cátedras de paz, este es el caso de los departamentos de 
Nariño, Cesar y Caquetá. 
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En relación con los componentes del Punto 3, se hallaron 6 de los 15 Planes de Desarrollo 
Departamental que contemplan o focalizan acciones en materia de promoción y protección de 
los DDHH y el DIH, éstos corresponden a los departamentos de Cauca, Valle, Chocó, Bolívar, 
Córdoba y Meta. Otros 8 de los 15 planes plantean medidas para la creación de condiciones 
efectivas para la reincorporación social, económica y política de excombatientes con planes 
de acción para la reincorporación y que se verifican en los departamentos de Cauca, Valle, 
Antioquia, Putumayo, Chocó, Córdoba, Caquetá y Meta. Los planes de los departamentos 
de Nariño y Cesar contienen acciones de apoyo a los antiguos ETCR y NAR. En otros casos, 
como ocurre en los planes de los departamentos de Córdoba y Cesar, se hallaron medidas 
de prevención del reclutamiento forzado.

En cuanto al contenido del Punto 4, las menciones más comunes en los planes revisados 
abordan prevención del consumo y acción integral contra minas74. Respecto a la sustitución 
de cultivos, aparecen en el diagnóstico de los planes de los departamentos de Antioquia 
y Putumayo, en forma de programas de apoyo a los procesos de sustitución en los 
departamentos de Norte de Santander, Nariño, Córdoba, Meta y entre los 10 municipios 
del muestreo en Tibú, Briceño y Tumaco. Sobre los componentes del Punto 5 del Acuerdo 
Final, la Ley 1448 de 2011, en su artículo 174 ordena que todos los Planes de Desarrollo 
Territorial deben abordar un eje relacionado con la atención integral a víctimas75, por lo que 
es un contenido recurrente en los planes. Más allá de dicho componente, tres de los planes 
que fueron objeto de revisión mencionan acciones de articulación con las entidades del 
SIVJRNR, como es el caso de los departamentos de Chocó, Nariño y Caquetá.

En relación con las medidas del Punto 6, en los planes de los departamentos de Valle, 
Antioquia, Nariño, Arauca, Caquetá y Cesar y de los municipios de Briceño, Uribe y Miranda, 
se verificaron menciones sobre el uso de mecanismos como “Obras por Impuestos”76 o al 
de exenciones tributarias en las declaradas Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC)77. Por último, dentro de la revisión se encontró que, si bien todos los planes tienen 
consideraciones sobre enfoque transversal étnico y de género, estas trascienden del ámbito 
de los componentes del Acuerdo Final. 

En conclusión, esta revisión muestra que numerosas nuevas autoridades territoriales se 
han apropiado y tomado protagonismo en la implementación del Acuerdo Final, así como 
en la construcción de paz en sus territorios. Este es un primer paso para fortalecer la 
implementación, que puede ser complementado con una ejecución vigorosa de los planes 
que incluya apropiaciones presupuestales, contratación eficiente, transparente y un ejercicio 
constante de diálogo y rendición de cuentas.
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La seguridad territorial es una condición urgente para la transformación sostenible. Las 
dinámicas y problemáticas asociadas con la seguridad en los territorios de implementación 
son abordadas a profundidad en el análisis del Punto 3 de este informe, sin embargo, se 
emprende anticipadamente en esta sección por ser un factor que afecta la implementación 
territorial del Acuerdo Final. Investigadores y analistas del conflicto señalan que en los 
territorios de implementación están consolidándose grupos armados ilegales que hacen 
uso de la violencia afectando directamente la implementación territorial del Acuerdo Final78. 
La perpetración de masacres, asesinatos selectivos, reclutamiento forzado y amenazas en 
perjuicio de líderes y lideresas sociales, excombatientes y comunidades, realizados en su 
gran mayoría por estos grupos armados ilegales, atenta contra la defensa de los derechos 
humanos, el proceso de reincorporación79, la restitución de tierras, la sustitución de cultivos, 
la participación política, la reparación y derechos de las víctimas, procesos que nacen o son 
potenciados con el Acuerdo Final.

Las complejas condiciones de seguridad existentes en algunos de los territorios de 
importancia especial para la implementación se agudizaron con la pandemia80. Esto 
ocurrió en particular cuando los grupos armados ilegales vieron en esta contingencia una 
oportunidad para fortalecer su presencia en territorio y recurrieron a medidas violentas para 
imponer su autoridad81. Norte del Cauca, el Pacífico Nariñense, Medio Putumayo, Catatumbo 
y Bajo Cauca antioqueño fueron los territorios donde esta situación fue más aguda, sin ser 
los únicos, como se señala en el análisis del Punto 3 de este informe.

Esta situación llevó a que las medidas implementadas por comunidades étnicas y las de 
naturaleza comunitaria de autoprotección fueran reforzadas82. Organizaciones sociales, 
excombatientes, organismos multilaterales y autoridades judiciales hicieron reiterados 
llamados para atender a la población en riesgo, exigiendo una implementación más robusta 
del Acuerdo Final, como la dinamización, reactivación y puesta en marcha de estrategias 
previstas en el Acuerdo Final como la Alta Instancia del SISEP, la adopción del Plan de Acción 
Permanente Para Combatir y Desmantelar las Organizaciones y Conductas objeto del mandato 
de la CNGS. Asimismo, la adjudicación de recursos para el Programa Integral de Seguridad 
y Protección para Comunidades y Organizaciones en los Territorios, la adopción del Plan 
Estratégico de Seguridad y Protección previsto en el marco del Programa Especializado de 
Protección para Población en Proceso de Reincorporación y Miembros del Partido FARC83.

En este contexto, el Gobierno ha diseñado la estrategia de Zonas Futuro, la cual inició su 
proceso de ejecución en julio de 202084. Sin conocer aún los primeros resultados, es 
importante que esta estrategia se articule con la implementación de las medidas referentes 
a protección y seguridad definidas en el Acuerdo Final, y a otras como los PDET y PNIS, 
sin subordinarlas o reemplazarlas. De igual forma, su éxito depende de que el Sistema de 
Prevención y Alerta para la Respuesta Rápida pueda actuar con una reacción localizada 
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territorial y poblacionalmente. El Instituto Kroc considera que actuar efectivamente en la 
garantía de condiciones de seguridad territorial estables es indispensable para continuar la 
transformación territorial que la implementación del Acuerdo Final promete. 

2. Enfoque étnico

Aunque en el 2020 hubo avances en las disposiciones étnicas en comparación con 
periodos anteriores, persistió una brecha entre su implementación y la del Acuerdo 
en general. Esta respondió a varias razones, entre las cuales se destacan la falta de 
adecuaciones institucionales para incluir y desarrollar de manera efectiva los procesos 
de concertación y consulta previa, y la ausencia de presupuestos destinados para el 
cumplimento de los compromisos del Capítulo Étnico a nivel territorial85. Tal es el caso del 
Programa de Armonización para reincorporación con pueblos étnicos, el fortalecimiento 
de los mecanismos propios de protección86 y el programa de asentamiento y retorno con 
comunidades priorizadas en el Acuerdo87.

El Gráfico 7 refleja la brecha identificada entre el estado de implementación del enfoque 
étnico y el Acuerdo Final. Igualmente, muestra una diferencia de 15 puntos porcentuales 
entre las disposiciones completas del enfoque étnico y las de la implementación general. 
Esto se debe al bajo nivel de avance en las disposiciones étnicas del Punto 3 sobre la ruta de 
reincorporación, las medidas de seguridad con enfoque colectivo y en la inclusión efectiva 
del enfoque étnico en los Planes Nacionales de la Reforma Rural Integral, entre otras. 
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Adicionalmente, se observa que más de la mitad, el 56% de los compromisos con enfoque 
étnico estaba aún en avance mínimo. Es decir que estas disposiciones se encuentran en 
etapas iniciales de planeación o concertación, sin acciones concretas a nivel territorial. Esto 
se explica, en parte, por la falta de articulación, diálogo y concertación con las autoridades 
étnicas para el desarrollo de medidas que beneficien a sus comunidades, por ejemplo, en la 
implementación de las iniciativas “propias étnicas” incluidas en los PDET88. 

El Gráfico 8 muestra de manera comparativa el estado de implementación de las 80 
disposiciones del enfoque étnico distribuidas en los seis puntos del Acuerdo a noviembre 
de 2020. Se registraron avances en temas contenidos en el Punto 4 sobre el problema 
de las drogas ilícitas. Estos desarrollos fueron el resultado de la realización de estudios 
sobre el consumo de sustancias psicoactivas en pueblos étnicos realizados por el DANE89 

y la concertación entre el Ministerio de Salud y Protección Social y comunidades indígenas 
de lineamientos con enfoque étnico para la prevención del consumo90. Igualmente, se 
observaron variaciones positivas en el Punto 6, donde se resaltó el fortalecimiento técnico y 
financiero a IEANPE y su articulación con la CSIVI91. 

No obstante, durante el periodo de análisis, no se consolidaron avances significativos 
del enfoque étnico en el Punto 1. A pesar del cierre técnico de tres Planes Nacionales de 
la Reforma Rural Integral, la incorporación del enfoque étnico en los planes es escasa92. 
Por ejemplo, el Plan Nacional de Riego y Drenaje para la Economía Campesina, Familiar y 
Comunitaria sólo enunció el enfoque diferencial pero no definió rutas de concertación con 
los pueblos étnicos para incluir acciones concretas y recursos financieros que garanticen la 
implementación93. Se observaron retos en el desarrollo de compromisos étnicos del Punto 
3, particularmente en lo relacionado con la concertación y creación del Programa Especial 
de Armonización para la reincorporación con pueblos étnicos de la ARN. Aunque se logró 
avanzar con un piloto con comunidades indígenas94, los avances para este compromiso aún 
son mínimos. A esto se sumaron desafíos en el fortalecimiento de las acciones colectivas 
para las garantías de seguridad de los pueblos afrodescendientes e indígenas. 
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La ART avanzó en el fortalecimiento de los Mecanismos Especiales de Consulta (MEC) en 
9 de las subregiones PDET95. Si bien los MEC no reemplazan la consulta previa establecida 
por la Constitución y el Convenio 169 de la OIT, estos espacios sirven para impulsar la 
operatividad, implementación y seguimiento de las iniciativas propias étnicas de los PDET96. 
Estas mesas de trabajo se desarrollan mediante sesiones en las cuales se busca generar 
diálogos con los pueblos étnicos. Durante el 2020, los esfuerzos de los MEC se centraron en 



Informe 5

Estado de la implementación del Acuerdo Final 57

la socialización y retroalimentación del Lineamiento Técnico Operativo MEC con autoridades 
étnicas. Este documento establece, entre otros, los objetivos, participantes y alcances de 
los MEC en el marco de los PDET97. 

Si bien estos espacios contribuyen en el proceso de priorización de las iniciativas étnicas al 
articularse con el proceso de construcción de la Hoja de Ruta de los PDET, no se concretaron 
los MEC en regiones donde se concentra un número significativo de comunidades étnicas, 
como lo son Alto Patía, Norte del Cauca, Pacífico Medio y la Macarena-Guaviare. En estas 
tres regiones se registraron 1.334 de las 8.381 iniciativas propias étnicas incluidas en los 
Planes de Acción para la Transformación Regional (PATR)98. Adicionalmente, es importante 
tener en cuenta que los MEC son una etapa adicional en el proceso de implementación de 
los PDET que, al articularse de manera efectiva con otros espacios de planeación de estos 
planes, podrían mejorar el ritmo de implementación de las iniciativas étnicas en el territorio.

A cuatro años de inicio del PNIS, aún está pendiente la concertación de la ruta étnica para 
el proceso de sustitución99. En el 2020, la ART avanzó en la consolidación de la propuesta 
técnica de los lineamientos para el enfoque étnico del PNIS100, al cual están vinculadas 13.305 
familias pertenecientes a pueblos étnicos en los municipios de Miranda y Jambaló (Cauca) y 
Tumaco (Nariño)101. Aunque el PMI especifica que se requiere un decreto reglamentario para 
establecer la ruta étnica del programa de sustitución102, el Gobierno espera que este decreto 
sea sustituido por los lineamientos y se pueda avanzar en la concertación e implementación 
durante el 2021. La concertación de la ruta étnica del PNIS es de gran relevancia para la 
implementación, pues contribuiría a la sostenibilidad del programa del cual depende buena 
parte del desarrollo socioeconómico de los territorios étnicos. También a la seguridad y 
estabilidad en estas regiones que resultan de interés para estructuras criminales dedicadas 
al desarrollo de economías ilegales103. 

Se evidenciaron acciones en materia de reincorporación con enfoque étnico, pero aún 
se requieren mayores recursos y coordinación. En junio del 2020, se concertó entre el 
Resguardo Indígena de Mayasquer, Pueblo Pastos en Cumbal, Nariño y la ARN la primera 
Ruta de Armonización y Reconciliación en el marco de la reincorporación con enfoque étnico. 
A esta ruta se vincularon 114 excombatientes de los 1.977 certificados por la ARN que se 
reconocen como pertenecientes a un grupo étnico104. Esta primera ruta fue un precedente 
para el desarrollo de las rutas que deben realizarse en otras regiones, en particular con 
el pueblo negro, el cual acordó desarrollar el piloto a través del Proceso de Comunidades 
Negras, en zona rural de Buenaventura. Este compromiso, que hace parte del Capítulo Étnico, 
es uno de los más retrasados, pues según el PMI, su cumplimiento debió concretarse en el 
año 2018105. La falta de recursos financieros de la ARN y los bajos niveles de articulación 
con las instancias de concertación nacionales y territoriales han contribuido a este retraso 
de dos años106.
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Las garantías de seguridad con enfoque étnico derivadas de los Decretos 2078 de 
2017107 y 660 de 2018108 no mostraron avances significativos en el 2020. Durante 
este año, el riesgo para comunidades étnicas fue evidenciado por el Sistema de Alertas 
Tempranas de la Defensoría del Pueblo que emitió 54 Alertas Tempranas para este periodo, 
de las cuales 22 identificaron especial vulnerabilidad de este grupo poblacional. Estas 
alertas se concentraron en los departamentos del Cauca, Chocó, Antioquia, Nariño, donde 
documentaron las condiciones de riesgo y vulneración a los derechos humanos de las 
comunidades afrodescendientes e indígenas mediante desplazamientos, confinamientos y 
asesinatos selectivos109. 

Según la Defensoría del Pueblo, la respuesta institucional a las Alertas Tempranas en las 
zonas rurales dispersas en donde se concentran los territorios colectivos fue insuficiente, 
en la medida que las entidades del Estado responsables de la implementación de las 
recomendaciones de las Alertas no llegaron de manera articulada a los territorios étnicos110. 
Adicionalmente, no se logró consolidar un enfoque de prevención y seguridad colectivo, el 
cual tiene mayor pertinencia con las dinámicas culturales de las comunidades étnicas111. Así 
pues, el Instituto Kroc observa que la falta de implementación del Acuerdo en estos aspectos 
podría profundizar las condiciones de vulnerabilidad y discriminación de las que han sido 
víctima históricamente las comunidades afrodescendientes e indígenas. 

TABLA

02
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI con enfoque étnico

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Porcentaje de hectáreas del 
Fondo de Tierras entregadas para 
la constitución, ampliación y 
saneamiento de los resguardos de 
los pueblos indígenas.

Agencia Nacional 
de Tierras

Sin 
ficha 

técnica
NA NA A.E.1

Pueblos étnicos que participan 
de manera real y efectiva en la 
construcción y ajustes normativos, 
relacionados con las garantías a la 
participación ciudadana.

Ministerio del 
Interior 0% 2017 2018 B.E.1
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TABLA

02
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI con enfoque étnico

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Programa especial de armonización 
para la reintegración y 
reincorporación social y económica 
con enfoque diferencial étnico y 
de género concertado, diseñado e 
implementado.

Agencia para la 
Reincorporación y 
la Normalización

Sin 
ficha 

técnica
2017 2018 C.E.3

Un decreto de reglamentación del 
PNIS consultado y concertado con 
los pueblos y comunidades étnicas.

Dirección para 
la sustitución de 
cultivos ilícitos

0% 2017 2018 D.E.1

Plan Nacional de Derechos Humanos 
específico, incluyendo derechos 
económicos, sociales, culturales 
y ambientales para pueblos 
indígenas, NARP y Rrom, concertado 
atendiendo a los principios de 
igualdad, progresividad y no 
regresividad con enfoque cultural 
y étnico y enfoque diferencial de 
género, mujer, familia y generación.

Consejería 
Presidencial para 

los Derechos 
Humanos

0% 2017 2018 E.E.6

3. Enfoque de género

Durante el 2020, la implementación del enfoque de género continuó avanzando a menor 
ritmo que la implementación general del Acuerdo Final. Los avances en el periodo 
de estudio obedecen a la adopción de algunas medidas específicas impulsadas por el 
cumplimiento de los indicadores en el capítulo de género del PMI para el Punto 1, así como 
por la implementación de los mecanismos de participación del SIVJRNR. Para contribuir a 
la transformación estructural y la reducción de las desigualdades de género en el país, la 
implementación del Acuerdo debe ser integral y comprometida con la participación efectiva 
de las mujeres y las personas LGBTI a nivel nacional y en los territorios.
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El Gráfico 9 evidencia el estado de la implementación de las 130 disposiciones con enfoque 
de género a noviembre de 2020. Éste muestra que la mayor brecha entre la implementación 
general del Acuerdo y las disposiciones con enfoque de género se concentra en las que han 
completado su implementación, un 18% más de disposiciones completas en el caso de las 
disposiciones generales del Acuerdo. Por su parte, la implementación del Acuerdo en su 
conjunto tiene un 19% de disposiciones no iniciadas, mientras las disposiciones con enfoque 
de género no iniciadas ascienden al 30%. El esfuerzo para impulsar la implementación de 
este enfoque puede centrarse en esta brecha de 11 puntos porcentuales. El énfasis en 
las disposiciones no iniciadas daría inicio a acciones de corto y mediano plazo que, a su 
vez, podrían impactar positivamente las disposiciones que requieren mayor tiempo para 
incorporar el enfoque de género. 
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Como se puede evidenciar en el Gráfico 10, los dos puntos del Acuerdo con mayores 
niveles de implementación en el enfoque de género siguen siendo el Punto 5 y el Punto 6. 
Durante el 2020, este nivel alto de implementación del Punto 5 corresponde a las acciones 
emprendidas por el SIVJRNR para garantizar la participación de las mujeres, las mujeres 
de comunidades étnicas y las personas LGBTI. La Unidad de Búsqueda de Personas Dadas 
por Desaparecidas en el Contexto y en Razón del Conflicto Armado (UBPD) desplegó varias 
estrategias de socialización de los Lineamientos de Enfoques Diferenciales y de Género para 
el desarrollo de su mandato. Con apoyo de ONU Mujeres, la UBPD desarrolló dos sesiones 
de estudio de caso en octubre 2020, la primera sesión fue sobre el “Enfoque de Género para 
Mujeres y Niñas” y la segunda sobre el “Enfoque de Género para Personas LGBTI”, ambos 
espacios promovieron la participación de estos grupos en los Lineamientos112. 
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GRÁFICO

Este avance es importante para la implementación del enfoque de género debido a que 
instituciones como el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) no han podido 
dimensionar el fenómeno de la desaparición forzada de personas LGBTI y cuentan con altos 
niveles de subregistro en esta área, incluso mayor que el de los casos de las mujeres y 
niñas. Para ilustrar lo anterior, en la base de datos de personas desaparecidas del CNMH 
sólo se han registrado 22 casos de personas con orientación sexual diversa dadas como 
desaparecidas en el marco del conflicto armado113. El trabajo de la UBPD para incorporar el 
enfoque de género en su mandato es muestra de los avances del Punto 5 que lo destacan 
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frente a otros puntos. Adicionalmente, el nivel de avance del enfoque de género en el Punto 
6 es resultado del trabajo en años anteriores del CIV y la constante incidencia de la Instancia 
Especial de Mujeres. 

Los principales avances durante el periodo de diciembre 2019 y noviembre de 2020, como 
se muestra en el Gráfico 10, se concentraron en el Punto 1 y Punto 4 del Acuerdo. Fueron 
avances desde nivel central y con compromisos relacionados a los indicadores del PMI. Tal 
es el caso de los Planes Nacionales o la planeación del Ministerio de Salud para la atención 
al consumo que iniciaron su implementación.

Avances en el cumplimiento de los indicadores del PMI. Durante 2020, la CPEM y el equipo 
de género, víctimas y asuntos étnicos de la CPEC hicieron un ejercicio de socialización 
y apoyo técnico a las 18 entidades del nivel nacional114 encargadas de impulsar y hacer 
seguimiento a la implementación de los 51 indicadores del capítulo de género del PMI115. 
Esta iniciativa abre la posibilidad de promover medidas de articulación y coordinación 
institucional, bajo el liderazgo de una dependencia que cuenta con la capacidad técnica de 
imprimir al proceso acciones diferenciales para mujeres. 

La información sobre las medidas y mecanismos de acceso a tierras para mujeres 
evidenció algunas paradojas del proceso. De acuerdo con el Informe Trimestral de Género 
de la CPEC, a septiembre 2020, la ANT reportó que el 53% del total de beneficiarios de 
hectáreas de tierra entregadas correspondió a mujeres rurales. Asimismo, el informe señaló 
que el 49% del total de beneficiarios de subsidio integral de tierras fueron mujeres116. En 
contraste, el informe multipartidista de seguimiento a la implementación elaborado por 
senadores y representantes de partidos políticos independientes y de oposición117, utilizando 
las cifras de la CPEC, demostró que la principal brecha de inequidad se arraiga en el acceso 
a tierra. Esto pues, a pesar de que más de la mitad de los beneficiarios de la entrega de 
tierras son mujeres, se entregaron más del doble de hectáreas a los hombres118. Por otra 
parte, se logró constatar que hacen falta cifras desagregadas que permitan evidenciar la 
participación de las personas LGBTI en programas de tierras y en los indicadores del PMI 
para el Punto 1119. 

Se evidenciaron rezagos en disposiciones de mayor capacidad transformadora para 
cerrar brechas de desigualdad en razón del género. En primer lugar, se observaron bajos 
niveles de implementación en las disposiciones sobre la reforma política-electoral que debería 
incluir acciones tendientes a aumentar la participación de las mujeres. Se verificaron avances 
en programas específicos, por ejemplo, en las escuelas de liderazgo político del Ministerio 
del Interior. Sin embargo, hace falta promover medidas de transformación estructural como 
la generación de condiciones para el ejercicio de los derechos de las mujeres en el sistema 
electoral de acuerdo con las recomendaciones de la Misión Electoral Especial (MEE) o la 
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inclusión especial de las mujeres en la planeación participativa a través de una reforma a la 
Ley orgánica del Plan Nacional de Desarrollo, Ley 152 de 1994. 

En segundo lugar, de acuerdo con la información obtenida por el Instituto Kroc, se evidenció 
la falta de aprobación del protocolo de género para el PNIS y los proyectos productivos 
para mujeres y las acciones comunitarias no iniciaron en varios territorios120. A modo de 
ilustración, de las cifras de la CPEC, 36% de las familias inscritas en el PNIS contó con 
titulares mujeres y el 24% de los proyectos productivos entregados se dirigió a familias con 
titulares mujeres121.

Las garantías de seguridad son una condición esencial para lograr cambios 
transformadores para la igualdad de género. Lo anterior, previendo un contexto de 
participación activa de las mujeres y personas LGBTI en la implementación para promover la 
no discriminación. Esta incidencia se vio limitada por las condiciones de seguridad, pues el 
9% del total de los casos de homicidios y el 26% de las amenazas y agresiones en perjuicio 
de personas defensoras de derechos humanos fueron contra mujeres122. 

Finalizando el cuarto año de implementación, se conoció públicamente de las amenazas 
contra integrantes de la Instancia Especial de Mujeres, creada por el Acuerdo para hacer 
seguimiento a la implementación del enfoque de género. Cinco integrantes se vieron obligadas 
a suspender todas sus actividades y desplazarse. Otras cinco han tenido que limitar y reducir 
su participación en los procesos organizativos en sus territorios y con la Instancia, por 
las mismas razones123. Eso significa que, en total, 10 de las 16 integrantes de la Instancia 
carecieron de las condiciones de seguridad y protección para ejercer su liderazgo, trabajo 
social y político. Estos hechos son evidencia del riesgo en que se encuentran muchas 
mujeres lideresas en su trabajo relacionado con la implementación del Acuerdo Final. 

Expectativas frente al avance en el esclarecimiento de la violencia sexual a través de 
un caso en la JEP. El Instituto Kroc ha reconocido que las entidades que componen el 
SIVJRNR, las mujeres, las comunidades étnicas, las personas LGTBI y sus organizaciones 
han trabajado de manera conjunta en establecer vías de comunicación y mecanismos para 
promover la participación de las víctimas124. La JEP ha avanzado en el esclarecimiento de 
la violencia sexual, pero las víctimas y sus organizaciones continúan solicitando la apertura 
de un caso específico que aborde esta conducta, así como la violencia reproductiva y otros 
delitos motivados en la sexualidad de la víctima125. Con este mismo propósito, la Sección de 
Apelación de la JEP presentó una moción judicial ante la Sala de Reconocimiento de Verdad 
y de Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas (SRVR)126. El Instituto 
Kroc observa estos eventos como evidencia que tanto instancias de esta jurisdicción como 
las víctimas comparten un mismo interés de justicia sobre la investigación, juzgamiento y 
sanción de esta conducta sobre la que resulta indispensable avanzar. 
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TABLA

03
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI con enfoque de género

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Hectáreas entregadas a mujeres 
rurales a través del Fondo de Tierras.

Agencia Nacional 
de Tierras

Sin 
ficha 

técnica
NA NA A.G.1

SISEP con medidas especiales para 
las mujeres. 

Oficina del Alto 
Comisionado para 

la Paz
60% 2017 2026 B.G.1

Programa integral de seguridad 
y protección para comunidades, 
líderes, dirigentes, representantes y 
activistas de organizaciones sociales, 
populares, étnicas, de mujeres y de 
género, implementado.

Ministerio del 
Interior

Sin 
ficha 

técnica
NA NA C.G.1

Informes de seguimiento de acceso 
público que reporten el avance de la 
incorporación del enfoque de género 
en los PNIS, elaborados.

Dirección para 
la sustitución de 
cultivos ilícitos

0% 2018 2020 D.G.3

Comunidades reubicadas o 
retornadas, acompañadas con 
enfoque territorial y de género.

Unidad para 
la Atención y 
Reparación 

Integral a las 
Víctimas

40% 2019 2021 E.G.3
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Enfoque territorial

Enfoque territorial
Profundizar y fortalecer el diálogo territorial sobre la implementación en los Consejos 
Departamentales y Municipales de Paz. La CPEC, la Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz (OACP) y las autoridades territoriales cuentan con esta instancia como un espacio de 
deliberación sobre los retos y avances en torno a la implementación del Acuerdo final y la 
construcción de paz en general. El diálogo constante entre actores relevantes y las acciones 
conjuntas en estos espacios, podrían aumentar el reconocimiento y la confianza alrededor 
de la implementación en los territorios.

Ejecutar de forma efectiva los Planes de Desarrollo Territorial para aumentar el ritmo 
de implementación. Para ello se identifican dos medidas que podrían contribuir en este 
proceso. Por un lado, las alcaldías y las gobernaciones pueden involucrar directamente a las 
comunidades a través de los mecanismos previstos en el Acuerdo Final y todos aquellos que 
puedan surgir en las dinámicas territoriales. Por otro lado, el Gobierno Nacional, a través de 
la CPEC y la ART, podría fomentar el cumplimiento de estos planes al identificar y canalizar 
los recursos necesarios para materializar las iniciativas, planes y programas de construcción 
de paz incluidos en los Planes de Desarrollo Departamentales y Municipales. 

Fortalecer técnicamente a las autoridades étnicas y a los niveles locales básicos, 
en el marco de la estrategia Nación-Territorio de la ART. Esta entidad ya realizó este 
fortalecimiento con los niveles departamentales y municipales y sería muy importante 
continuar con dicho ejercicio con estas estructuras más focalizadas tomando en cuenta su 
rol, tanto en los temas de seguridad, como de gestión y ejecución de proyectos con impacto 
territorial.

Enfoque étnico
Impartir por parte del Ministerio del Interior los lineamientos para la consulta previa, 
libre e informada en la implementación del Acuerdo. Esto permitirá que los programas 
que se implementan en los territorios étnicos respeten la autonomía de las comunidades y 
no se incurra en la regresividad de los derechos adquiridos, tal como lo señala el Acuerdo. 

Completar el fortalecimiento de los MEC por parte de la ART y articularlos con el proceso 
de construcción de la Hoja de Ruta de los PDET. De este modo, el proceso de priorización 
de iniciativas incluiría de manera representativa las iniciativas “Propias Étnicas” para que 
la implementación refleje la diversidad que se evidenció en la construcción de los PDET y 
consolidación de los PATR. 

Oportunidades para fortalecer la 

implementación de los enfoques transversales
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La ART a través de la Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, la IEANPE y las 
organizaciones étnicas pueden mejorar la articulación y coordinación para concertar la 
ruta étnica con enfoque colectivo del PNIS. Esta ruta es una estrategia para dar pertinencia 
y sostenibilidad a mediano plazo a los avances del PNIS en los territorios étnicos.

Asignar los recursos financieros y técnicos necesarios para que la ARN pueda avanzar 
en la construcción concertada del Programa Especial de Armonización en las regiones 
donde se encuentran las comunidades indígenas y afrodescendientes. Esto permitiría 
mejorar los procesos de reintegración a la vida civil de excombatientes de estos pueblos 
étnicos y así contribuir a la reconciliación territorial.

Articular a través de la OACP a la Instancia de Alto Nivel del SISEP con las entidades 
responsables de proveer las garantías de seguridad en el nivel territorial. Esta oportunidad 
requiere fortalecer espacios territoriales de confianza que permitan analizar las dinámicas 
locales relacionadas con la violencia y las organizaciones criminales que atentan contra las 
comunidades étnicas. De esta manera se promoverían las condiciones necesarias para dar 
soluciones efectivas a las situaciones de riesgo que a cuatro años de la implementación 
enfrentan las comunidades étnicas.

Enfoque de género
Asegurar la implementación y el presupuesto para el Programa Integral de Garantías 
para Mujeres Lideresas y Defensoras de los Derechos Humanos. De contar con los 
recursos necesarios, esta iniciativa, liderada por el Ministerio del Interior, tiene la posibilidad 
de territorializar las medidas especializadas de protección para mujeres y personas LGBTI. 
Con ello se podría disuadir los riesgos a los que se ven enfrentadas las defensoras y lideresas.

Priorizar la implementación de las iniciativas PDET y PISDA con etiqueta de “mujer 
rural y género” en los 170 municipios, por parte de la ART. Este mecanismo permitiría 
ver qué se está implementando en los territorios y avanzar en el diálogo social a través del 
proceso de hojas de ruta con todas las organizaciones de mujeres y las personas LGBTI en 
los territorios.

Abrir un macro caso en la JEP sobre violencia sexual relacionada con el conflicto y 
violencias basadas en género. Su apertura es una oportunidad histórica de sentar un 
precedente internacional y responde al trabajo desarrollado por el SIVJRNR para incorporar 
el enfoque de género. Del mismo modo, sería un reconocimiento a la participación y 
confianza de las víctimas de violencia sexual y violencias basadas en género, incluyendo a 
las personas LGTBI. 
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Punto 1. Hacia un Nuevo 
Campo Colombiano: 
Reforma Rural Integral

La Reforma Rural Integral busca la transformación estructural y el desarrollo integral del 
campo en Colombia. Por medio de la ejecución de planes y programas, este punto tiene 
por objetivo la democratización y el uso adecuado de la tierra, mientras simultáneamente 
se estimula el potencial productivo de la agricultura y se reactiva la presencia estatal 
principalmente a través de la oferta pública en educación, salud e infraestructura. 

1. Estado de la implementación del Punto 1

El Gráfico 11 evidencia que los avances en el Punto 1 más significativos se dieron en las 
disposiciones en nivel mínimo, pasando de 59% en 2019 a 64% en 2020. Las disposiciones 
en estado intermedio de implementación avanzaron de manera más lenta, pasando de 
11% a 13%. Estos avances implicaron una disminución de las disposiciones no iniciadas 
de 27% en 2019 a 18% en 2020. En contraste, las disposiciones en estado completo de 
implementación no tuvieron variación durante el último año y permanecieron en 4%. 

El avance de las disposiciones en estado mínimo se debe a que desde 2019 la implementación 
se ha concentrado en actividades de planeación y preparación de la infraestructura para el 
cumplimiento de los compromisos de mediano y largo plazo de este punto. Esto incluye el 
diseño de planes, estrategias, asignación de recursos financieros, alistamiento institucional 
y reformas normativas. Asimismo, la ejecución de las etapas iniciales de planes, programas 
y proyectos con miras a cumplir las metas rezagadas que se debieron haber cumplido 
en el corto y mediano plazo de conformidad con el PMI. Según se aprecia en el Gráfico 
12, el avance en las disposiciones de nivel mínimo también fue impulsado por los Planes 
Nacionales Sectoriales, cuyas disposiciones pasaron de 59% en 2019 a 68% en 2020, pues 
fueron aprobados los planes de comercialización, riego y drenaje y generación de ingresos, 
así como el cierre técnico de los planes de educación, salud, protección social y economía 
solidaria.
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PDET

Planes Nacionales 

Aunque la mayoría de disposiciones de este punto están en niveles iniciales e intermedios, 
aún hay un número significativo de compromisos que no han iniciado. En el tema relacionado 
con el acceso y uso de la tierra, las disposiciones con nivel de implementación mínimo e 
intermedia están en 62% y 10%, respectivamente. No obstante, el 24% de las disposiciones 
en este tema no ha iniciado su implementación. Algo similar ocurre con las disposiciones 
de los Planes Nacionales, pues el 68% se encuentra en estado mínimo, el 14% en estado 
intermedio y el 17% de compromisos aún no ha iniciado su implementación.

El Gráfico 12 muestra que los temas de acceso y uso de la tierra y de los Planes de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET), comparando 2019 y 2020, mantuvieron los mismos 
niveles de implementación. Sin embargo, la ART avanzó en la estructuración de proyectos 
de inversión para la ejecución de iniciativas consignadas en los PATR. Pese a lo anterior, 
este progreso no se refleja en cambios cuantitativos en los niveles de implementación, 
pues las 6 disposiciones PDET describen compromisos de largo plazo que requieren un 
porcentaje mayor de iniciativas ejecutadas para avanzar a etapas intermedias o completar 
su implementación. Lo propio sucede con las disposiciones sobre acceso y uso de la 
tierra, que igualmente constituyen metas de largo plazo y cuyo avance ha sido más lento en 
comparación con otros compromisos de la Reforma Rural Integral.
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En este periodo, la articulación interinstitucional e implementación de compromisos del 
Punto 1 ha tenido desarrollos diferenciados. Los PDET presentan avances en estructuración 
de iniciativas, financiación y ejecución con un alto nivel de acompañamiento institucional, 
visibilidad y priorización. En contraste, los Planes Nacionales y las medidas de acceso y 
uso de la tierra están en etapas incipientes e intermedias de implementación, y avanzan 
al amparo de los esfuerzos institucionales que individualmente realizan los ministerios y 
agencias con mayor proximidad temática127. 

Como se mencionó previamente, las nuevas alcaldías y gobernaciones han adquirido un rol 
importante en la implementación. En el 2020, la inclusión de iniciativas por parte de estos 
entes territoriales en sus Planes de Desarrollo Territorial constituyó una oportunidad para 
afianzar el proceso de implementación del Acuerdo Final. Los avances en la implementación 
en este periodo han demostrado que la focalización territorial y de acciones no siempre 
coincide con la priorización del Acuerdo. Para muchas comunidades en los territorios, el 
proceso de transformación aún resulta lejano en tanto la ejecución de obras y proyectos 
está todavía en fases iniciales, pues los esfuerzos continúan concentrados en actividades 
de planeación y diseño.
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TABLA

04
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 1

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Plan nacional de zonificación 
ambiental y de caracterización de 
uso de las áreas que deben tener 
un manejo ambiental especial, que 
no incluyen a los territorios de los 
pueblos étnicos.

Ministerio de 
Ambiente y 
Desarrollo 
Sostenible

0% 2017 2031 A.E.18

Hectáreas entregadas a través del 
Fondo de Tierras. 

Agencia Nacional 
de Tierras

Sin 
Ficha

Técnica
2017 2028 A.3

Porcentaje de PDET y PATR 
concertados, consultados, 
diseñados, formulados, ejecutados y 
en seguimiento con las autoridades 
étnico-territoriales acorde con los 
planes de vida, etnodesarrollo, 
manejo ambiental, ordenamiento 
territorial y sus equivalentes en el 
marco reparador del enfoque étnico, 
racial, de mujer, familia, género y 
generación.

Agencia de 
Renovación del 

Territorio

Sin 
Ficha

Técnica 
N/A N/A A.E.22

Planes Nacionales para la Reforma 
Rural Integral, adoptados.

Consejería 
Presidencial para 
la Estabilización y 
la Consolidación

56,25% 2017 2018 A.456
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2. Principales avances y retos del Punto 1

A. Acceso y uso de la tierra
Se avanzó en la definición operativa de la política catastral, pero el ritmo de actualización 
de la información no es el adecuado para alcanzar la meta del Plan Nacional de 
Desarrollo. Durante el 2020, se registraron avances en la definición operativa de la política 
catastral128. En esta fase de alistamiento y diseño detallado, se determinó que este servicio 
público será descentralizado paulatinamente, teniendo en cuenta que los entes territoriales 
y organizaciones privadas pueden ser gestores catastrales en el marco del Decreto 1983 
de 2019. Todo lo anterior con el propósito de facilitar su operación y ampliar su cobertura. 
Esta circunstancia debe llevar a redoblar esfuerzos para garantizar dispositivos de veeduría 
y control sobre su implementación. Esto último, dado que la labor de veeduría resulta 
fundamental para garantizar que la información construida cumpla con los requerimientos 
técnicos definidos. 

Esta operación catastral demanda un seguimiento cuidadoso garantizando que su 
implementación sea idónea para los múltiples propósitos del catastro consignados en el 
Acuerdo Final y que propicie la garantía de los derechos patrimoniales de las comunidades 
rurales y los pueblos étnicos129. Adicionalmente, durante el periodo de análisis, el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) actualizó la información catastral de 12 municipios130. 
De continuar con este ritmo de operación, no será posible cumplir con la meta a 2022 de 
formación y actualización del catastro en el 60% del territorio nacional y los 170 municipios 
PDET propuesta en el Plan Nacional de Desarrollo131.

La formalización de la propiedad privada rural avanzó, pero sin lineamientos. A propósito 
de la implementación del programa de formalización masiva de la propiedad privada rural, 
se reportaron importantes avances en la descongestión de solicitudes de titulación hechas 
por ciudadanas y ciudadanos rurales, aprobadas antes de la firma del Acuerdo Final132. 
Este proceso liderado por la ANT se ha adelantado sin que aún se expida el Plan para 
la Formalización de la Propiedad Rural. La ANT avanzó en la regularización de 471.361 
hectáreas entre 2018 y 2020, en el marco del compromiso de formalizar 7 millones de 
hectáreas133. Esto debería suceder bajo la operación oportuna del Procedimiento Único, que 
materializa la atención por oferta de la ANT para avanzar en la regularización de derechos de 
propiedad en las zonas priorizadas para la implementación del Acuerdo Final134. 

Los retrasos en la operación de este Procedimiento Único en parte sucedieron porque: 
(i) la ruta metodológica diseñada por la ANT para formular e implementar los Planes de 
Ordenamiento Social de la Propiedad fue ajustada durante el 2020135; (ii) el piloto de la 
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política resultó costoso y lento, por ende, difícilmente replicable136; (iii) las condiciones 
de seguridad de algunas zonas llevaron al Comité Técnico para la Focalización Territorial 
de Política Pública a replantear su priorización137; y (iv) la pandemia impidió que la ANT 
llevara a cabo las visitas a las zonas rurales para desarrollar el trabajo de campo requerido 
para realizar dicho Procedimiento Único conforme a lo establecido en la Resolución 075 de 
2020138.

La especialidad agraria se debatió en el Congreso de la República. A la fecha de corte de 
este informe, el proyecto de ley estatutaria que busca la creación de una especialidad agraria 
fue aprobado en la plenaria de la Cámara de Representantes y se encuentra pendiente de 2 
debates en el Senado139. Durante el proceso legislativo, se evidenció facilidad para construir 
consensos relacionados con la necesidad de crear una oferta de justicia permanente y 
con alta movilidad en los territorios que, además de enfocar esfuerzos en los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos acerque a las personas a la justicia, particularmente a 
las mujeres rurales. 

El Instituto Kroc considera que los debates restantes del proyecto de ley tienen como reto 
aclarar cómo se abordará la litigiosidad ambiental, la concreción de garantías para que 
la conciliación prejudicial no se convierta en un medio para que los desequilibrios en las 
relaciones jurídicas se materialicen en detrimento de los intereses de la población rural140 
y asegurar la celeridad en los trámites requeridos para su operación. La expedición de esta 
norma es de gran relevancia para la implementación, pues ofrece medidas específicas para 
superar las barreras en el acceso a la tierra de la población rural y prevenir las conflictividades 
asociadas a ésta.

Algunas medidas sobre acceso a tierras no tuvieron los avances esperados durante el 
periodo de análisis, pese a que su implementación ya había iniciado. En 2020, la ANT 
incorporó bienes y recursos al inventario del Fondo Nacional de Tierras141 así como reportó 
avances en la adjudicación de predios y la formalización de derechos de propiedad en 
beneficio de familias campesinas y pueblos étnicos142. Sin embargo, el tipo de información 
disponible sobre estos procesos no permite establecer con claridad en qué medida estas 
acciones se armonizan adecuadamente con los principios y objetivos del Acuerdo Final. Esto 
último, si se tiene en cuenta que la ANT ha añadido predios formalizados al inventario del 
Fondo de Tierras que, al estar ocupados, no están disponibles para su adjudicación ulterior143. 
Esto no es compatible con el compromiso de garantizar el acceso a tierras por medio de la 
disposición de 3 millones de hectáreas para distribuir de forma gratuita a campesinos sin 
tierra144. 

Los procesos de formalización de tierras con cargo al Fondo de Tierras, en muchos casos, 
han sido fruto de los esfuerzos realizados por la ANT para descongestionar las solicitudes de 
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formalización hechas antes de la firma del Acuerdo Final. Es decir, no se han concentrado en la 
aplicación de los procedimientos de operación por oferta de la ANT, conforme a lo estipulado 
en el Decreto 902 de 2017145. En este sentido, los avances reportados, aunque relevantes 
en términos de la solución de procesos históricamente represados, no necesariamente se 
ajustan a las metas de acceso a tierras y a los procedimientos estipulados en el Acuerdo 
Final. Adicionalmente, para poder establecer en qué medida los avances alcanzados aportan 
al cumplimiento de los objetivos del Acuerdo, se necesita información clara sobre el estado 
de los predios administrados por el Fondo de Tierras. Sin embargo, está aún pendiente 
construir esta información y hacerla pública146. 

El Instituto Kroc observa retos en el traslado material de algunos recursos transferidos 
jurídicamente a la ANT por parte de la Sociedad de Activos Especiales (SAE), que hacen parte 
del inventario del Fondo, sobre los que tampoco existe información completa en relación con 
su disponibilidad para su adjudicación147. Por último, aún son pocos los avances alcanzados 
en términos de la recuperación de baldíos indebidamente apropiados y acumulados en 
el campo colombiano148. Esta situación disminuye las posibilidades de contar con tierra 
suficiente para mitigar los efectos de la concentración inequitativa de la propiedad agraria y 
propiciar la democratización del acceso a la tierra, en beneficio de las comunidades rurales 
vulnerables sin tierra o con tierra insuficiente, como establece el texto del Acuerdo Final149.

Se registraron pocos avances en la ejecución de otras medidas diseñadas para garantizar 
el acceso a tierras. Durante el período de análisis, no se evidenciaron avances sustantivos 
en medidas como el Subsidio Integral de Acceso a Tierras que fue reglamentado, pero no 
fue operativizado150. Tampoco hay evidencia de la suscripción de contratos de uso en zonas 
inadjudicables151, ni operaciones de crédito realizadas por medio de la Línea Especial de 
Crédito habilitada desde 2019152. Estas dilaciones en parte han sucedido por las dificultades 
que ha habido para garantizar la interoperabilidad del Registro de Sujetos de Ordenamiento 
(RESO), en la medida que las personas potencialmente beneficiarias de las medidas de 
acceso a tierras deben hacer parte de este registro y existen grandes retos frente a su 
consolidación progresiva. Sumado a esto, en 2020, los esfuerzos encaminados a apoyar 
los Planes de Desarrollo Sostenible de las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) fueron 
limitados153. En particular, éstos estuvieron relacionados con la solicitud de actualización de 
los planes de desarrollo de algunas ZRC como las del Valle del Río Cimitarra, los Montes de 
María y el Catatumbo154. Adicionalmente, no hubo avances en la constitución por resolución 
de nuevas zonas que cumplen con los requisitos estipulados en la ley155, como las ZRC de 
Sumapaz (Cundinamarca), Losada-Guayabero (Meta) y Güejar-Cafre (Meta)156. 

Las disposiciones ambientalmente sensibles de la Reforma Rural Integral presentaron 
retrasos. En su mayoría, estos se encuentran determinados por las demoras en la emisión del 
Plan de Zonificación Ambiental por parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
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El Plan cuenta con bases técnicas, este ministerio ha participado en las Mesas de Impulso 
del Pilar 1 en las subregiones PDET y ha construido 16 mapas de zonificación ambiental 
indicativa en los territorios priorizados para la implementación157. Sin embargo, sigue vigente 
la necesidad de emitir los lineamientos para garantizar que las estrategias de ordenamiento 
social, productivo y ambiental de los territorios rurales se armonicen apropiadamente con 
las obras, planes y proyectos del Acuerdo Final que están en proceso de implementación o 
que tienen una ruta de gestión asociada. En particular, está pendiente definir de qué manera 
se tendrán en cuenta estos lineamientos durante la ejecución de la política del catastro 
multipropósito, la implementación de las obras de infraestructura relacionadas con los Planes 
Nacionales Sectoriales y los PDET, en los proyectos productivos del Programa Nacional de 
Sustitución de Cultivos de Usos Ilícitos (PNIS) y las estrategias que promueven el acceso a 
la tierra. 

En el periodo de análisis, el Instituto Kroc observó limitaciones en el funcionamiento de los 
mecanismos de diálogo y concertación entre las instituciones del Estado y las comunidades 
que habitan zonas de especial interés ambiental en las que se desarrolló la denominada 
Operación Artemisa158. Estas limitaciones se tradujeron en el escalamiento de conflictos 
socioambientales preexistentes y afectó sensiblemente las disposiciones relacionadas con 
la adopción de medidas e incentivos para prevenir e impulsar soluciones a los conflictos 
entre la vocación de la tierra y su uso real, contenidas en el Punto 1159. 

El Ministerio de Justicia y del Derecho, la ANT y el IGAC impulsaron el fortalecimiento de 
las capacidades territoriales para la implementación y desarrollaron buenas prácticas 
en términos de articulación institucional. La situación descrita en el párrafo anterior da 
cuenta de la necesidad de activar y fortalecer mecanismos de diálogo social y resolución 
de conflictos. Ante ello, el Ministerio de Justicia y del Derecho desarrolló una estrategia 
para fortalecer capacidades para la gestión de conflictos en municipios priorizados160. Estas 
acciones hacen énfasis en las problemáticas de las mujeres rurales relacionadas con el 
acceso a la justicia, aunque la cobertura territorial de estas estrategias ha sido limitada, 
en parte por insuficiente financiación y dinámicas adversas de orden público161. La mesa 
de métodos alternativos de solución de conflictos en la que participan el Grupo de Diálogo 
Social de la ANT, la ART, la Procuraduría General de la Nación (PGN) y los ministerios de 
Justicia, Agricultura e Interior estuvo activa. Este espacio propició la acción articulada de 
estas entidades del orden nacional de cara a la gestión de conflictos territoriales relacionados 
con el acceso y el uso de la tierra162.
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B. Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial, PDET 
Desde el año 2017, la formación y el desarrollo de los PDET se ha enmarcado en un proceso 
de construcción participativa con más de 200.000 habitantes de los 170 municipios PDET, 
incluyendo 452 territorios indígenas y 305 afrocolombianos, en el que se identificaron 
32.809 iniciativas PDET. Las iniciativas PDET son acciones específicas que se contemplan 
para contribuir a mejorar la vida en estos territorios y que han sido consignadas en 16 PATR 
y 170 Pactos de Acción para la Transformación Municipal (PATM). Las iniciativas fueron 
agrupadas, en cada uno de los 16 PDET, en ocho pilares sectoriales: (i) Ordenamiento y 
uso del suelo, (ii) Infraestructura, (iii) Salud, (iv) Educación, (v) Vivienda y saneamiento, 
(vi) Reactivación económica y producción, (vii) Derecho a la alimentación y (viii) Paz y 
convivencia. Para ser ejecutadas, las iniciativas deben ser incluidas en proyectos de 
inversión, asegurar financiación y cumplir los mismos requisitos técnicos que se pide a 
cualquier otra iniciativa de desarrollo local que lleven a cabo las autoridades. 

En el año 2020, la implementación de los PDET se concentró: (i) en el fortalecimiento de las 
capacidades de las alcaldías e institucionalidad territorial, con el objeto de que, de manera 
autónoma, priorizaran y ejecutaran las iniciativas, con apoyo del Gobierno Nacional; (ii) en 
la estructuración de proyectos de inversión que contuvieran dichas iniciativas; y (iii) en la 
articulación interinstitucional necesaria para avanzar en su ruta de implementación. Los 
principales desafíos identificados por el Instituto Kroc son garantizar la financiación, lograr 
la habilitación y la maduración de las iniciativas, afrontar las complejidades administrativas 
en municipios de categoría sexta, así como establecer un diálogo sostenido e incluyente con 
la sociedad civil en los territorios, más allá de algunos grupos motores. Las organizaciones 
sociales han percibido estos desafíos y solicitaron restablecer el diálogo territorial alrededor 
de la implementación de los PDET.

Se construyó la estructura institucional para la implementación de las iniciativas PDET. En 
2020, la CPEC y la ART lideraron una iniciativa, junto con entidades gubernamentales del orden 
nacional y autoridades regionales y locales, para construir una estructura interinstitucional 
para la implementación de las 32.809 iniciativas PDET en un lapso de 15 años. Esta 
estructura incluye las Hojas de Ruta, las mesas de impulso interinstitucional, el Plan Maestro 
de Estructuración, los Órganos Colegiados de Administración y Decisión (OCAD Paz) y los 
Planes de Desarrollo Territoriales. Todos estos macroprocesos y herramientas constituyen 
estrategias de priorización, articulación, habilitación y estructuración de proyectos de 
inversión para materializar las iniciativas PDET. Del mismo modo, se debe mencionar a las 
Zonas Futuro que, si bien están concebidas como una estrategia de seguridad y defensa, han 
focalizado algunas iniciativas PDET para acelerar su implementación.
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Se aprobaron algunas Hojas de Ruta, pero la mayoría sigue pendiente. A la fecha de corte 
de este informe, se impulsaron tres Hojas de Ruta163 de 16 cuya ejecución debe iniciar en 
2021. Si se sigue este mismo ritmo, la totalidad de las Hojas de Ruta estarán completadas 
para finales de 2021, lo cual permite sentar bases para la implementación de los PDET a 
largo plazo, aunque deja poco tiempo para que tengan el efecto esperado en el ejercicio del 
actual Gobierno164. 

Mesas de Impulso Interinstitucional incluyeron en su planeación Iniciativas PDET. Bajo 
el liderazgo de las autoridades del orden territorial, la CPEC y la ART lideraron la creación 
de 128 mesas de impulso interinstitucional con el objetivo de construir un plan de trabajo 
para el 2021 por cada uno de los 8 pilares del PDET por subregión. Para la vigencia 2020-
2021, 11.994 iniciativas PDET se incluyeron en los planes anuales por mesas de impulso 
interinstitucional165. 

Se identificaron Iniciativas PDET para acelerar en Zonas Futuro. A través de las Zonas 
Futuro166, se identificaron 886 iniciativas PDET cuya ejecución será acelerada. Estas 
iniciativas fueron priorizadas bajo un criterio de seguridad multidimensional en 5 regiones 
con 45 municipios PDET hasta 2022167. 

Plan Maestro de Estructuración reconoció Iniciativas PDET para estructurar proyectos 
de inversión. Respecto al Plan Maestro de Estructuración, se evidenciaron avances en la 
identificación de estrategias y fuentes de inversión para la estructuración de proyectos de 
inversión que contienen iniciativas PDET en vías, agua y saneamiento, energía, educación, 
salud y desarrollo productivo, económico y ambiental168. Por su parte, los OCAD Paz, que 
tienen a su cargo definir proyectos de inversión financiados con recursos del Sistema General 
de Regalías, aprobaron 105 proyectos durante 2020, de los 225 aprobados desde 2018169. 
El 72% de los proyectos se encuentran en ejecución, el 25% sin contratar y el 3% restante 
terminados170. 

Así, el año 2020 ha sido el año de estructuración y diseño de estos macroprocesos presentados 
por el Gobierno Nacional como la herramienta más adecuada para la implementación de las 
32.809 iniciativas PDET. El principal desafío que afronta es homologar las categorías con las 
cuales los macroprocesos identifican las iniciativas para que tanto las autoridades como la 
sociedad civil puedan conocer con certeza su estado de implementación. 

La formulación de los Planes de Desarrollo Territoriales incluyó las iniciativas PDET. 
La apuesta de implementación de los PDET ha sido fortalecer las capacidades técnicas de 
las autoridades locales en municipios PDET a través de la estrategia Nación-Territorio de la 
ART, apoyada por el PNUD y la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP). De los 
170 municipios PDET, la mayoría es de categoría quinta y sexta, por lo que su capacidad 
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técnica es muy baja y requieren apoyo del Gobierno Nacional y departamental. Los Planes 
de Desarrollo Territoriales adoptaron 11.913 iniciativas PDET correspondientes a más de la 
tercera parte del total de iniciativas. De estas 11.913 iniciativas, 10.774 fueron incorporadas 
por medio de planes municipales y 1.483 por planes departamentales171.

Las Obras PDET continuaron su curso. Al margen de las iniciativas PDET, hasta noviembre 
de 2020 se intervino con 1.228 Obras PDET, destinadas a fortalecer a las organizaciones 
comunitarias a través del desarrollo de proyectos de infraestructura de rápida consecución. 
Para la fecha de corte del informe, 1.134 fueron entregados y 94 se encontraban en 
ejecución172.

Se evidenciaron limitaciones para el diálogo social en los territorios alrededor de los PDET. 
En el periodo de análisis de este informe, algunas organizaciones sociales de los territorios 
y comunidades, que han impulsado el proceso PDET desde su comienzo, manifestaron 
sentirse excluidas de los mecanismos de priorización y ser estigmatizadas173. Por otra parte, 
las autoridades étnico-territoriales señalaron no tener apoyo como el que tienen las alcaldías 
para estructurar proyectos de inversión. Estas situaciones afectan la implementación, pues 
la participación y apoyo de la sociedad civil territorial y las comunidades de base han sido 
claves en el diseño e impulso de las iniciativas PDET. Muestra de lo anterior, fue su incidencia 
ante los nuevos gobiernos locales para que éstos incluyeran a los PDET e iniciativas como 
una apuesta regional de transformación en sus Planes de Desarrollo Territorial. Igualmente, 
incidieron en los Concejos Municipales y Asambleas Departamentales para que adoptaran 
decisiones en el mismo sentido.

Como programas regionales para la transformación territorial, los PDET establecen 
consensos de largo plazo. Por ello, los procesos de construcción de confianza entre el 
Estado, la sociedad y los actores territoriales resultan de vital importancia, así como el acceso 
a información clara y fluida sobre el avance de la implementación. Sin embargo, algunos 
factores han dificultado el diálogo fluido entre el Estado y la sociedad civil en territorio. 
La emergencia generada por el COVID-19 y las restricciones a la movilidad fueron uno de 
estos factores, pues la conectividad y electrificación en algunos sectores de estos territorios 
es insuficiente o nula174. Adicionalmente, el uso de lenguaje técnico y cifras agregadas 
nacionales al momento de mostrar resultados afecta la apropiación del conocimiento y crea 
una sensación de lejanía con los avances en la implementación de los PDET. 

C. Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral
Se aprobaron tres Planes Nacionales y nueve permanecen en fase de formulación y cierre 
técnico. Durante el periodo de estudio, se aprobaron tres Planes Nacionales Sectoriales: (i) 
Plan Nacional de Riego y Drenaje para la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria; (ii) 
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Plan Nacional para Apoyar y Consolidar la Generación de Ingresos de la Economía Campesina, 
Familiar y Comunitaria; y (iii) Plan Nacional para la Promoción de la Comercialización de la 
Producción de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria. Incluyendo a estos planes, 
a noviembre de 2020, 7 de 16 los Planes Nacionales estaban aprobados, mientras que 
todavía 9 estaban en formulación o cierre técnico. Estos últimos se encuentran bajo la 
responsabilidad de los ministerios de Trabajo, Salud, Educación y Ambiente, así como de 
la ANT y de la Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional (CISAN) cuya 
secretaría técnica está a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 

Se registraron avances desiguales de los Planes Nacionales que limitan la integralidad. 
Los Planes Nacionales Sectoriales aprobados entre 2017 y 2019 continúan en ejecución, 
en diferentes estados de avance en su implementación. Por ejemplo, el Plan Nacional de 
Conectividad ha tenido avances importantes, especialmente en cuanto a sus objetivos de 
llevar internet de alta velocidad a las cabeceras municipales de todo el país175. No obstante, 
la conectividad en los centros poblados de más de 100 personas avanza de manera lenta. 
La implementación del Plan Nacional de Vías durante 2020 muestra retrasos para lograr 
cumplir las metas propuestas a 2031 de 13.140 kilómetros intervenidos. El Ministerio de 
Transporte reporta un avance de 8,1% de los 5.555 kilómetros a construir en las vigencias 
2019-2020176. 

Por su parte, el Plan de Electrificación Rural sigue avanzado en su implementación. En 
2020, se reportaron 16.835 usuarios nuevos conectados al servicio de energía eléctrica de 
los 32.000 que se espera conectar a 2022. Finalmente, el Plan Nacional de Vivienda Rural, 
adoptado en 2017, se encuentra rezagado y es necesario avanzar en su implementación 
para cumplir con sus objetivos de mejoramiento y construcción de viviendas nuevas. A 
noviembre de 2020, el Ministerio de Vivienda reportó un cumplimiento de apenas del 2,47% 
en viviendas mejoradas y 16,7% de viviendas nuevas respecto a las metas de 2020177. Con 
la aprobación de la política de vivienda rural en octubre de 2020 y el lanzamiento de sus 
respectivos programas, se esperan mayores avances en el 2021. 

Se registraron avances en la incorporación del enfoque de género en los Planes 
Nacionales178. Resulta positivo que los Planes Nacionales que se encuentran aprobados hayan 
incorporado el enfoque de género, así como la priorización de víctimas y excombatientes. 
Las estrategias y presupuestos de los planes priorizan los municipios PDET y se articulan 
con sus iniciativas. Igualmente, tienen indicadores diferenciados en el SIIPO para facilitar su 
seguimiento. 

En síntesis, el diseño de planes estratégicos y operativos fue el rasgo característico de 
la implementación de las disposiciones del Punto 1 en el periodo de análisis. Si bien no 
es posible evidenciar transformaciones sustantivas del estado de la implementación, se 
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observaron esfuerzos importantes por viabilizar la ejecución de recursos, infraestructura 
y convergencia institucional para la implementación de los compromisos establecidos 
en la Reforma Rural Integral. El éxito de la implementación del Punto 1 en años futuros 
dependerá de la capacidad de ejecutar estas medidas, planes y procesos de forma acelerada 
e involucrando de forma permanente a las comunidades. 

Avanzar en la recuperación de baldíos indebidamente apropiados. La ANT necesita los 
bienes baldíos indebidamente apropiados para enriquecer el Fondo de Tierras y así avanzar 
en las metas de adjudicación a sujetos de ordenamiento a título gratuito, mecanismos como 
la extinción administrativa y judicial del derecho de dominio pueden facilitar este proceso.

Acelerar la inscripción de sujetos en el RESO. Es importante acelerar el ritmo para que 
el sector agropecuario, pesquero y de desarrollo rural dinamicen otras medidas de acceso 
a la tierra que dependen de la integración de este registro. Para ello es fundamental la 
realización de más jornadas de diligenciamiento del Formulario de Inscripción de Sujetos de 
Ordenamiento (FISO) en las regiones priorizadas para la implementación del Acuerdo Final.

Creación de los lineamientos sobre uso de las categorías del Plan de Zonificación 
Ambiental durante la operación catastral a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. Lo anterior con el fin de fortalecer la interoperabilidad de la información construida 
y garantizar la utilidad del catastro para el ordenamiento territorial.

Coordinar y buscar convergencia entre los macroprocesos del PDET. La ART y la CPEC 
podrían aumentar el ritmo de implementación liderando la institucionalidad nacional y 
regional involucrada en los PDET. Este liderazgo podría promover la generación de lazos 
de articulación entre los macroprocesos. Resulta beneficioso para la implementación, que 
estas entidades homologuen el lenguaje para que las iniciativas PDET puedan ser fácilmente 
identificadas por las autoridades y por la sociedad civil, independientemente de cuál es el 
macroproceso que las impulsa, así como ofrecer información precisa sobre su estado de 
implementación.

Fortalecer el diálogo social territorial sobre la implementación de los PDET, la Reforma 
Rural Integral y demás componentes del Acuerdo Final. La ART, la CPEC, las gobernaciones 
y alcaldías tienen la posibilidad de convocar de manera amplia e incluyente en los territorios 
a la sociedad civil local para construir conjuntamente una agenda de diálogo 2021 en torno 
al estado y avances de las iniciativas PDET y otros componentes del Acuerdo Final. Para este 

3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 1
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diálogo se pueden utilizar y potenciar espacios ya existentes como los Consejos Territoriales 
de Paz, Convivencia y Reconciliación, coordinando su realización con los enlaces territoriales 
de la OACP, la cooperación internacional, el Secretariado Nacional de Pastoral Social Cáritas 
Colombiana y otros dinamizadores de estos Consejos.

Incorporar lenguaje claro e información desagregada en los mecanismos de información 
y rendición de cuentas del Punto 6 del Acuerdo Final. La ART, el DNP y las entidades 
encargadas de la implementación tienen la responsabilidad de promover el diálogo con 
información clara, desagregada territorial y poblacionalmente, para comunicar explícitamente 
cuáles iniciativas están siendo ejecutadas y en qué zonas, de forma que se facilite la rendición 
de cuentas y las veedurías ciudadanas. Todos los esfuerzos dirigidos hacia este propósito 
favorecerían de forma sustantiva la rendición de cuentas.

Desagregar la información para conocer el estado de las iniciativas PDET. La ART y la 
CPEC podrían identificar en documentos y fuentes públicas la equivalencia entre proyectos 
de inversión y las iniciativas PDET, facilitando así la identificación de avances, iniciativas 
ejecutadas, en ejecución y en ruta de ejecución.

Culminar la formulación, cierre técnico y adopción de los 9 Planes Nacionales para la 
Reforma Rural Integral en formulación o cierre técnico. Los ministerios y agencias en 
articulación con la CPEC podrían potenciar el proceso de transformación territorial, esto al 
avanzar en la pronta promulgación de los planes y su implementación, priorizando las zonas 
PDET y los enfoques de género y étnico. La formulación de los planes restantes debe tener 
como horizonte la implementación coordinada con los demás Planes Nacionales Sectoriales.

Avanzar en la implementación coordinada de los 7 Planes Nacionales existentes. 
Los ministerios de Agricultura, Minas y Energía, Transporte y Vivienda deben continuar 
avanzando en las acciones con miras a cumplir con las metas propuestas en el PMI con 
especial énfasis en los territorios PDET y enfoques transversales de género y étnico. En 
este sentido, la coordinación interinstitucional es esencial para mantener la integralidad en 
la implementación y tendrá mayores impactos en las transformaciones estructurales de la 
Reforma Rural Integral.
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TABLA

05
Normas pendientes de 
implementación del Punto 1 

Norma para la creación de la jurisdicción agraria que permita resolver 
los conflictos jurídicos por el acceso y uso de la tierra, asegurar la 
oferta institucional para gestionar las disputas sobre la tierra y acercar 
la justicia a la ruralidad. A noviembre de 2020, estaba en trámite ante 
el Congreso de la República el Proyecto de Ley Estatutaria 134/2020 
Cámara, “Por la cual se crea una especialidad judicial rural y agraria, se 
establecen los mecanismos para la resolución de controversias y litigios 
agrarios y rurales y se dictan otras disposiciones”.

Ajustes normativos para definir la vocación y el uso del suelo en favor de 
las comunidades campesinas y étnicas, adelantando la consulta previa, 
libre e informada con los pueblos étnicos.

Normas para expedir los Planes Nacionales de agua potable y 
saneamiento básico, salud rural y protección social, asistencia técnica, 
formalización de la propiedad rural, zonificación ambiental, economía 
solidaria, derecho a la alimentación y educación rural.
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Punto 2. Participación 
Política: apertura 
democrática para construir 
la paz

El Punto 2 del Acuerdo Final tiene como objetivo modernizar y fortalecer la democracia a través 
de diferentes mecanismos y medidas de participación que apuntan a la inclusión de sectores 
históricamente subrepresentados179. Su implementación involucra reformas normativas, el 
fortalecimiento de capacidades institucionales y sociales, y una alta disposición al diálogo 
y a la construcción de consensos entre el Gobierno Nacional, las autoridades locales y la 
sociedad civil.

1. Estado de la implementación del Punto 2

En el periodo de estudio, el ritmo de implementación del Punto 2 ha continuado con 
resultados leves. El Gráfico 13 muestra que el 12% de disposiciones completas y el 34% 
de disposiciones en nivel mínimo no tuvieron variaciones en el periodo de análisis. En 
contraste, se evidenció que hubo cambios en las disposiciones que no habían iniciado su 
implementación, disminuyendo de 39% en 2019 a 34% en el 2020 y en las disposiciones 
en estado intermedio que avanzaron de 15% en 2019 a 20% en 2020. Este cambio ocurrió 
por la priorización realizada por el Gobierno Nacional180, para impulsar la implementación de 
disposiciones sin iniciar y en estado mínimo de implementación.
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En relación con los temas cuyos niveles de implementación aumentaron, el Gráfico 14 
muestra que los principales cambios corresponden a las garantías de seguridad y protección 
para el ejercicio de la política, que será analizado en la sección del Punto 3. Asimismo, las 
medidas para promover la participación ciudadana a través de los medios de comunicación 
comunitarios e institucionales, el control social y las veedurías ciudadanas. 

En el 2020, la implementación del Punto 2 consolidó avances de años anteriores gracias a la 
incorporación de los enfoques de género y étnico en los medios de comunicación públicos y 
comunitarios, el funcionamiento del Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia 
(CNPRC) y el proceso de formación a veedores. Los compromisos de corto y mediano plazo 
de este punto iniciaron como resultado de: (i) la focalización de acciones de las entidades 
para cumplir con las metas establecidas por el PMI; (ii) la intervención de actores como 
la Corte Suprema de Justicia, las autoridades electorales y el Congreso de la República; 
(iii) el impulso de la sociedad civil; y (iv) la aprobación de los nuevos Planes de Desarrollo 
Territorial181.
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Finalizado el cuarto año de implementación, el Instituto Kroc observa que persiste el 
estancamiento en los compromisos que permitirían avanzar hacia reformas estructurales de 
la democracia, como ampliar las garantías a la participación ciudadana, la reforma política 
y electoral, la reforma a la planeación participativa y democrática y las Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz. Esto debido a la ausencia de consensos políticos para 
su avance sustancial e integral. De igual modo, la implementación del Punto 2 se vio 
afectada por la pandemia de COVID-19, debido a las restricciones para realizar reuniones y 
aglomeraciones, y la obligatoriedad de cuarentenas en todo el país.

A pesar de estos avances, los rezagos se mantienen frente a las reformas estructurales 
mencionadas anteriormente y a los compromisos sin indicadores en el PMI, como es el caso 
de varias disposiciones de garantías a la participación ciudadana o la planeación democrática 
y participativa. Otra serie de compromisos con indicadores en el PMI presentan retrasos 
debido a que algunos están en discusión técnica, como es el mecanismo de denuncias 
por hechos asociados a la corrupción, y otros porque no han sido priorizados en la agenda 
pública nacional para su puesta en marcha, como ocurre con el Pacto Político Nacional y 
desde las regiones y las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz. 
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TABLA

06
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 2

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Espacios en canales institucionales 
de televisión nacional y regional 
habilitados.

Ministerio de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones/ 

Autoridad 
Nacional de 
Televisión 

(actualmente, 
Comisión de 

Regulación de 
Comunicaciones)

0% 2018 2018 B.139

Política pública de convivencia, 
reconciliación, tolerancia y no 
estigmatización, diseñada con 
asesoría del Consejo Nacional de 
Paz, 
Reconciliación y Convivencia, 
implementada.

Ministerio del 
Interior 0% 2020 2026 B.144

Plan de apoyo a la creación y 
promoción de veedurías ciudadanas 
y observatorios de transparencia, 
diseñado e implementado.

Ministerio del 
Interior 0% 2018 2026 B.152

16 curules en el Congreso de 
la República de los territorios y 
poblaciones más afectados por el 
conflicto y el abandono.

Ministerio del 
Interior

Sin 
ficha 

técnica
2018 2026 B.MT.4
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2. Principales avances y retos del Punto 2

A. Participación ciudadana a través de los medios de comunicación
El acceso a los medios comunitarios y públicos radiales se consolidó, pero el acceso a 
la televisión pública ha estado estancado. En los compromisos referidos a la promoción 
de la participación ciudadana a través de medios de comunicación públicos y comunitarios 
se han consolidado procesos de años anteriores, como la difusión de contenidos radiales 
sobre organizaciones y movimientos sociales, y las convocatorias para adjudicar emisoras 
comunitarias. Durante el periodo de estudio, el Instituto Kroc evidenció acciones dirigidas a 
alcanzar los objetivos requeridos por el PMI en relación a radio y producción de contenidos, 
gestionadas por las entidades del sector de telecomunicaciones. 

El compromiso acerca de la financiación de contenidos sobre cultura de paz mediante 
concursos públicos con veedurías ciudadanas y transparencia avanzó cuantitativa y 
cualitativamente. Esto como consecuencia de la apertura de cinco convocatorias, cuatro 
de estas específicas para pueblos étnicos y medios comunitarios de televisión182, que 
conllevaron a la elección de 83 ganadores por parte del Ministerio de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones (MINTIC) y el Fondo Único de Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones (FONTIC)183. Estas convocatorias incluyeron la intervención de las 
veedurías ciudadanas para asegurar la transparencia del proceso184, conforme la normativa 
vigente y el Acuerdo Final. 

Además de estas convocatorias, MINTIC realizó una convocatoria cerrada a través de 
FONTIC y de la Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC) para financiar la producción 
y divulgación de contenidos radiales de mujeres pertenecientes a pueblos étnicos, y 
eligió cinco emisoras comunitarias185. Sin embargo, al ser cerrada y de poca cuantía, esta 
convocatoria no incluyó los mecanismos de veedurías ciudadanas186. Ambas acciones se 
implementaron por ser compromisos del PMI, logrando fortalecer a los medios comunitarios 
para que sus contenidos sean más democráticos, incluyentes y promuevan una cultura de 
paz. En esta etapa de la implementación, el reto es incorporar las veedurías ciudadanas 
como mecanismo de transparencia. 

En 2020 MINTIC avanzó en la definición de viabilidad de emisoras comunitarias187, 
adjudicadas con la primera convocatoria hecha en 2019188. Del mismo modo, este 
ministerio avanzó en la etapa previa de la convocatoria de adjudicación de emisoras con 
enfoque étnico con la apertura de manifestaciones de interés y la difusión del borrador de 
los términos de referencia para recibir comentarios por parte de la ciudadanía interesada189. 
Entretanto, RTVC Radio continuó con la difusión del trabajo de organizaciones sociales, 
de mujeres y pueblos étnicos mediante contenidos radiales en espacios específicos190, 
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como “Encuentros”, el programa de Radio Nacional de Colombia191, con el que también 
se generaron contenidos en podcast192. Estos avances han consolidado a las emisoras 
comunitarias y la radio pública como actores que favorecen la pluralidad de voces y facilitan 
la democratización de los medios de comunicación radiales. 

Ausencia de consensos técnicos y legales retrasan compromisos frente a espacios en 
televisión pública. Uno de los grandes retos de implementación que evidencia el Instituto 
Kroc en este tema respondió a que las dos disposiciones asociadas a la televisión pública se 
encontraban en una discusión técnica y legal entre el MINTIC y la Comisión de Regulación 
de Comunicaciones (CRC). Dichas conversaciones debieron haberse surtido con antelación, 
pues según el PMI, el compromiso sobre espacios en televisión pública nacional y regional 
para organizaciones y movimientos sociales debió cumplirse en 2018. El principal obstáculo 
se encontró en que las entidades implementadoras consideraron que no tienen competencias 
legales ni el marco normativo adecuado para disponer estos espacios en las parrillas de 
televisión pública nacional y regional, ya que debían ser solicitados por una entidad con una 
misionalidad relacionada a la difusión de contenidos de organizaciones sociales193. 

Por otro lado, se encuentra el compromiso asociado al canal de televisión institucional 
cerrada para partidos y movimientos políticos. Aunque su implementación debe iniciar en 
2021, a noviembre de 2020 no contaba con ficha técnica en SIIPO, la cual es necesaria para 
definir la forma de implementación y los recursos anuales. Para el MINTIC este indicador 
no tiene viabilidad técnica en tanto los canales de televisión institucional son abiertos y no 
cerrados194. Estas discusiones podrían resolverse bajo esquemas amplios y comprensivos 
de interpretación que apunten a garantizar un acceso equitativo a la televisión pública que 
procura el Acuerdo Final. Así organizaciones, partidos y movimientos tendrían espacios 
específicos para divulgar sus agendas sociales y políticas y con ello contribuir a la apertura 
de la democracia en la televisión pública nacional o regional. 

B. Garantías para la reconciliación, la convivencia, la tolerancia y la no 
estigmatización 
El Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia (CNPRC) promovió acciones 
para la reconciliación y dinamizó la implementación del Acuerdo Final. En 2020, el 
CNPRC consolidó acciones realizadas entre 2017 y 2019 para promover la reconciliación. 
En octubre de 2020, entregó al Ministerio del Interior los lineamientos de la política pública 
de reconciliación, convivencia y no estigmatización195. A su vez, el CNPRC dinamizó la 
implementación de medidas estancadas de Punto 2 a través de su plan de acción 2020-
2021196. Particularmente, la elección de Francia Márquez como presidenta del CNPR 
materializó el compromiso del Acuerdo de promover mayor representación de las mujeres 
y de las mujeres afrocolombianas en las instancias de participación. Esta elección coincide 
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con los desafíos remanentes para construir agendas públicas en torno a la equidad de género 
y la inclusión étnico-racial dadas las barreras sociales e institucionales197, como se verá más 
adelante respecto a las reformas estructurales pendientes. 

Frente a la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización, el CNPRC 
realizó la entrega al Ministerio del Interior de los lineamientos, luego de dos años de recolección 
y sistematización de información territorial mediante un enfoque participativo198. Estos 
lineamientos deben sentar las bases del diseño de la política, conforme lo estipulado en el 
Acuerdo Final y las necesidades identificadas en el nivel territorial y nacional por poblaciones 
históricamente discriminadas. Su inclusión en el plan de acción del CNPRC promoverá 
condiciones para reducir la estigmatización que persiste tanto en algunos sectores de la 
sociedad como de las instituciones, hacia determinadas poblaciones y territorios, como 
jóvenes, población en proceso de reincorporación, pueblos étnicos, población LGBTI, entre 
otras199. El Instituto Kroc identifica que su principal reto en la implementación será asegurar 
el objetivo dado por el Acuerdo Final, articular 30 entidades del Estado en el nivel nacional e 
iniciar su despliegue territorial200 en sinergia con los CTPRC.

El plan de acción CNPRC 2020-2021 fue presentado en su tercera sesión plenaria201 en el 
que se definieron cinco ejes estratégicos202 y varias líneas de acción203. La ejecución de este 
plan podría destrabar los retos de implementación que enfrenta el Punto 2 en su conjunto, 
incluyendo el contexto de violencia y discriminación que se ha acentuado en el país, y 
ayudaría a solventar las dificultades que versan sobre los CTPRC. 

Los Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación y Convivencia (CTPRC) se fortalecieron. 
En el periodo de análisis de este informe, los CTPRC se consolidaron como una instancia 
de participación territorial para la reconciliación con el acompañamiento del Gobierno 
Nacional, las autoridades locales, el impulso de la sociedad civil y el apoyo de la cooperación 
internacional, teniendo diferencias en razón al territorio y el alcance geográfico. En 2020, la 
OACP priorizó instalar y fortalecer técnicamente 529 CTPRC que coinciden con municipios 
pertenecientes a subregiones PDET204. No obstante, esta instancia se ha impulsado 
en municipios y regiones diferentes, como es el caso del Oriente Antioqueño205 o el Alto 
Putumayo206, reflejando la voluntad de los actores territoriales para su implementación. 

Debido al acompañamiento institucional del Gobierno Nacional y el dinamismo de las 
autoridades locales, en subregiones PDET los CTPRC fueron con frecuencia instancias 
efectivas para implementar iniciativas del Pilar 8 “Reconciliación, Convivencia y 
Construcción de Paz”. Así, por ejemplo, lo impulsó en 2020 el Consejo Departamental de 
Paz, Reconciliación, Convivencia, Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario 
de Putumayo207. Los Consejos Departamentales, además de tener más cobertura geográfica 
que los municipales, cuentan con actores que manejan un mayor nivel de interlocución 
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política y más capacidades de organización interna. Esto conlleva a que la OACP y el 
Ministerio del Interior consideren a las organizaciones representadas en ellos como los 
primeros interlocutores para caracterizar y fortalecer208. De ahí que el nivel departamental 
de esta instancia adquirió un mayor dinamismo que en el nivel municipal. Pese a lo anterior, 
aunque hubo asistencia técnica por parte de diferentes actores, hasta noviembre de 2020 no 
trascendieron a las necesidades más apremiantes, como la articulación e incidencia de las 
agendas de todos los actores de sociedad civil, especialmente aquellos subrepresentados y 
la comprensión de la misionalidad del CTPRC. 

En el periodo de análisis del informe, las organizaciones de la sociedad civil representadas 
en los CTPRC fueron un factor que estabilizó su funcionamiento en la etapa de transición 
entre las administraciones territoriales pasadas y las que iniciaron mandato en enero de 
2020209. Pero la apropiación de la instancia por parte de los actores claves del territorio fue 
limitada, así como la incidencia en ella de los sectores históricamente subrepresentados y 
la generación de consensos ante la pluralidad que les caracteriza210. Adicionalmente, no se 
avanzó en la ejecución y financiación de planes de acción con compromisos pactados en 
el Acuerdo Final211. Esto es relevante dado que se ha observado que estas instancias han 
promovido iniciativas que no han guardado estrecha relación con el mandato reglamentado 
por el Decreto 885 de 2017, como obras de infraestructura deportiva o dotación de 
instrumentos musicales212.

El Pacto Político Nacional y desde las regiones estuvo estancado. El diseño e impulso 
de un Pacto Político Nacional y desde las regiones para eliminar las armas de la política y 
no promover o legitimar organizaciones violentas como el paramilitarismo son funciones 
asignadas al CNPRC y los CTPRC por el Decreto 885 de 2017, por esta razón el CNPRC lo 
incluyó en su plan de acción 2020-2021. Este pacto es un compromiso de Punto 3 que no 
registró ningún avance en 2020 y cuyas acciones en años anteriores han sido parciales, 
limitadas a momentos y territorios específicos, particularmente en el marco de la contienda 
electoral de 2019. Aunque estas acciones han demostrado la convergencia de actores 
de todo el espectro político213, aún no se ha diseñado un pacto que trascienda el período 
electoral214 y en el que converjan todos los sectores de la sociedad colombiana, además 
de los partidos y movimientos políticos. El éxito del Pacto Político depende también de la 
capacidad de convocar a organizaciones de mujeres, personas LGBTI, sindicatos, iglesias, 
entre otros215. El estancamiento de este pacto le ha impedido contribuir a la reconciliación 
política y a la disminución de la violencia.



Informe 5

Estado de la implementación del Acuerdo Final90

C. Medidas para fortalecer la transparencia
La transparencia y el control social a la implementación se concentró en la formación 
de veedores. Las acciones propuestas por el Acuerdo Final para promover mayor acceso 
a la información, transparencia y control social a su implementación y a otras temáticas de 
gestión pública, avanzaron parcialmente durante 2020. Por un lado, el DAFP incorporó dos 
nuevos módulos al Plan Nacional de Formación a Veedores, asociados a la garantía de los 
derechos de las personas con discapacidad y las licencias ambientales216. La implementación 
territorial se hizo a través de una modalidad virtual en razón a las restricciones por COVID-
19217. El DAFP incorporó el enfoque étnico al diseño del plan218. 

A noviembre de 2020, no se registraron avances concretos del Sistema de Información 
de Rendición de Cuentas del Acuerdo de Paz (SIRCAP) en la implementación del enfoque 
territorial, aunque el DAFP, la ART, la CPEC y el DNP gestaron mesas técnicas para definir el 
diseño de este enfoque219. Entretanto, el Plan Nacional de Formación a Veedores, liderado 
por el DAFP, se empezó a implementar en 9 de los 19 departamentos PDET, acompañado de 
9 talleres con enfoque étnico220. Lo anterior evidencia un leve incremento respecto a 2019, 
cuando se implementó en 8 departamentos PDET221, pero aún no alcanza los 19222. 

Por otro lado, el Instituto Kroc registró bajos niveles de efectividad en la articulación 
entre el Ministerio del Interior, la Secretaría de Transparencia y la PGN, quienes tienen 
responsabilidades compartidas en la promoción del control social y las veedurías ciudadanas. 
Estas entidades han creado escenarios para la deliberación técnica y la búsqueda de 
consensos interinstitucionales. Sin embargo, a la fecha de corte de este informe no habían 
logrado conjuntamente poner en marcha el mecanismo especial de denuncias por posibles 
hechos de corrupción con énfasis en la implementación del Acuerdo y el plan de apoyo a 
la creación y promoción de las veedurías ciudadanas y los observatorios de transparencia. 
Estos compromisos no contaron con fichas técnicas en el SIIPO, lo cual conllevó a la falta 
de definición de una estrategia única que incluyera todos los componentes requeridos por 
el Punto 2223.

El Ministerio del Interior y la Secretaría de Transparencia apoyaron la creación y promoción 
de veedurías y observatorios de transparencia. Según el Ministerio del Interior, en 2020 
capacitó y certificó en control social y conformación de veedurías a 837 mujeres en 27 
departamentos del país, de los cuales 14 eran departamentos PDET224, representando un leve 
incremento respecto a 2019, cuando sólo se formaron 798 mujeres en 10 departamentos. 
De éstos, sólo 3 eran PDET225.

La Secretaría de Transparencia diseñó una guía para crear observatorios de transparencia226 

y una estrategia para conformar redes de observatorios en territorios específicos227. Pese a 
lo anterior, no hubo una estrategia nacional que definiera los lineamientos de articulación de 
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ambos componentes del plan: veedurías y observatorios228. Estas acciones dispersas han 
dificultado que los territorios PDET y PNIS, donde debe estar ocurriendo la implementación 
del Acuerdo, cuenten con las herramientas necesarias para ejercer el control social y asegurar 
la transparencia en la gestión pública. De este modo se mitigarían los riesgos de corrupción, 
que han sido advertidos por órganos de control y organizaciones de sociedad civil229. 

D. Mecanismos para garantizar la participación  
Las garantías a la movilización y la protesta pacífica se reactivaron por la intervención 
de diferentes actores como la Corte Suprema de Justicia y la Unidad Policial para la 
Edificación de la Paz (UNIPEP). Las garantías a la protesta y la movilización pacífica se 
dinamizaron durante 2020 como consecuencia de una sentencia de segunda instancia 
resuelta por la Corte Suprema de Justicia, a raíz de una acción de tutela interpuesta en 
diciembre de 2019 por organizaciones de la sociedad civil230. Esta decisión judicial ordenó 
al Ministerio Público y al Ministerio del Interior adoptar medidas para orientar la respuesta a 
la protesta, mediante el acompañamiento y observación, y garantías para el control del uso 
de la fuerza231. 

En consecuencia, el Ministerio Público diseñó una guía sobre su intervención en las protestas 
basada en el Acuerdo Final, fortaleciendo así su labor misional de acompañante y garante 
de las movilizaciones de forma articulada y de cara a la ciudadanía232. A pesar de estas 
acciones, no se promovieron ajustes normativos para garantizar el pleno ejercicio de estos 
derechos, conforme a lo establecido en el Punto 2. A juicio de la Corte Constitucional233, la 
Corte Suprema de Justicia234, el Ministerio Público235 y la secretaría técnica del CIV236, dichos 
ajustes deberían apuntar a la expedición de una ley estatutaria, pero no se registran acciones 
legislativas en ese sentido. Esto obstaculiza que la protesta pacífica cuente con marcos 
legales robustos para ejercerse con garantías, previniendo el uso desproporcionado de la 
fuerza y dando prevalencia al diálogo como respuesta estatal. 

En territorio, la UNIPEP Putumayo divulgó en este departamento, entre 2019 y 2020, una 
guía de transformación de conflictos sociales que fue diseñada en 2019237. Por su parte, las 
alcaldías han usado la Resolución 1190 de 2018 del Ministerio del Interior238 para promover el 
diálogo como medio de tramitación de conflictos sociales y atención a quienes se manifiestan. 
De la misma manera, la Defensoría del Pueblo ha acompañado las movilizaciones, basándose 
en esta resolución239. Esto demuestra que los diversos instrumentos diseñados permiten 
otro tipo de relacionamiento entre actores estatales territoriales y manifestantes. 
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La pandemia de COVID-19 modificó los repertorios de acción colectiva y limitó la 
participación como consecuencia de las restricciones a la movilidad impuestas en el 
territorio nacional. La virtualidad predominó como el medio para participar y acceder a 
la información, pero no excluyó del todo otras expresiones pacíficas de la protesta y la 
generación de espacios semipresenciales de participación240, como ocurrió con el CNPRC. 
Algunas entidades implementadoras suspendieron temporalmente actividades que implicaban 
el contacto físico con poblaciones, este fue el caso de la Unidad de Atención a Población 
Vulnerable (UDAPV) de la Registraduría Nacional del Estado Civil, entidad que detuvo las 
jornadas de identificación con comunidades rurales y pueblos étnicos241, las cuales venían 
realizándose de manera constante desde 2017 con el apoyo de la Embajada de Suiza242.

Precisamente estas comunidades y pueblos, junto a las mujeres, no tuvieron las mismas 
condiciones para participar por el acceso limitado a internet y la falta de dispositivos y 
plataformas digitales, sobre todo en escenarios reglamentados, como los CTPRC y los 
Consejos Territoriales de Planeación243, espacios clave para la implementación del Punto 
2. Estas dificultades se dieron tanto en estas instancias de participación, como en los 
programas y planes de formación que se trasladaron a la virtualidad, entre ellos el Plan 
Nacional de Formación a Veedores del DAFP, la escuela de nuevos liderazgos en cultura 
democrática de la Registraduría, el Instituto Holandés para la Democracia Multipartidaria 
(NIMD) y otros aliados244 y el programa de liderazgo político del Ministerio del Interior245. Esta 
situación modificó el relacionamiento de las entidades implementadoras y las autoridades 
con el público objetivo, privilegiando involuntariamente a las personas más jóvenes o aquellas 
ubicadas en zonas urbanas con mayores posibilidades de acceso a red y equipos246. Lo 
anterior disminuyó el dinamismo de la participación y exigió procesos de adaptación de la 
implementación de los compromisos participativos.

La discusión de los Planes de Desarrollo Territorial evidenció las dificultades de la 
participación durante la pandemia, advertidas por los CTP y otras organizaciones de 
sociedad civil247. De ahí que el Ministerio del Interior extendiera los plazos de discusión 
de los Planes de Desarrollo248. Para promover la participación a mediano y largo plazo, 
las entidades implementadoras podrían encontrar nuevos mecanismos para su garantía en 
medio de la pandemia por COVID-19. 

Los Planes de Desarrollo Territorial contemplaron la implementación territorial del Punto 
2. A pesar de los retos de la participación en pandemia, en 2020 fueron aprobados estos 
planes. Con base en el muestreo realizado por el Instituto Kroc mencionado en la sección 
sobre el enfoque territorial, se encontró que algunos de ellos, como es el caso de los Planes 
de Desarrollo Departamentales de Norte de Santander249, Cauca250, Valle del Cauca251, 
Antioquia252, Putumayo253 y Chocó254, incluyeron medidas dirigidas a la implementación 
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territorial del Punto 2. Esto a través de los CTPRC, el control social y las veedurías 
ciudadanas, y la formación política para cualificar la participación de sectores específicos, 
como jóvenes, mujeres y personas LGBTI. Su inclusión se dio a partir de la incorporación 
de ejes estratégicos, programas e indicadores que cuentan con asignación presupuestal. 

E. Reformas estructurales 
Se avanzó con la Reforma al Código Electoral incluyendo medidas relacionadas con 
la implementación del Acuerdo Final. En 2020, se presentaron cinco propuestas de 
reforma político-electoral por iniciativa parlamentaria. Cuatro de estas propuestas fueron 
archivadas255 y sólo la propuesta de reforma al Código Electoral impulsada por el Consejo 
Nacional Electoral (CNE) y la Registraduría Nacional avanzó en su trámite legislativo256, siendo 
aprobada en diciembre de 2020. Este proyecto fue apoyado por el Consejo de Estado y por 
el Gobierno Nacional que envió mensaje de urgencia para su trámite257. La reforma propuso 
facultades para que la Registraduría instale un mayor número de puestos de votación en 
zonas rurales y dispersas, consejos comunitarios y resguardos indígenas y la adopción de 
auditorías técnicas con criterios participativos y de transparencia durante todo el proceso 
electoral258. La paridad de género en la elección de corporaciones públicas fue incorporada 
por la incidencia de organizaciones de mujeres y mujeres en cargos políticos, con el apoyo 
de NIMD259. 

Si bien el articulado contempla las medidas para promover mayor participación en la política, 
es acotado y no incluye la totalidad de temas previstos en el Acuerdo Final en materia político-
electoral260 y podría transgredir la lógica de integralidad en la implementación del Punto 2 
que indica que las disposiciones previstas para ello sean concurrentes. Entre las medidas 
faltantes que no se tramitaron con la reforma al Código Electoral se encuentra el desligar la 
personería jurídica de los partidos políticos del umbral de votaciones261, diseñar un sistema 
de adquisición progresiva de derechos para partidos y movimientos políticos, conformar 
listas cerradas y en alternancia, entre otras propuestas hechas por la MEE y el Acuerdo 
Final. Estos compromisos necesitan de reformas a la Constitución, las cuales exceden el 
alcance de una ley estatutaria como la aprobada para actualizar el Código Electoral de 1986. 
Esto significa que la modernización del sistema político-electoral en todos sus componentes 
todavía no es una realidad.

Las reformas estructurales en materia de participación siguen pendientes. Los demás 
compromisos del Punto 2 que refieren una reforma estructural no avanzaron significativamente 
durante 2020 debido al estancamiento en la discusión política sobre su pertinencia262. Entre 
estos se destacan los ajustes normativos para crear las Circunscripciones Transitorias 
Especiales de Paz, las garantías a la participación ciudadana, la protesta y la movilización 
pacífica, la reforma a la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo para Democratizar la Planeación 



Informe 5

Estado de la implementación del Acuerdo Final94

Participativa — Ley 152 de 1994 — y la reforma política. Estos retrasos normativos son 
necesarios para lograr la transformación en inclusión que plantea el Acuerdo Final, ya que su 
implementación busca garantizar los derechos civiles y políticos de mujeres, pueblos étnicos, 
los territorios más afectados por el conflicto armado y sus víctimas. Algunos de estos temas 
son materia de las políticas de participación ciudadana y gestión de la conflictividad social 
a partir del diálogo social, previstas en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022263 y se 
encuentran en fase de diseño y formulación. En 2020, las entidades a cargo impulsaron 
mesas técnicas entre las entidades competentes y aliados para definir los lineamientos de 
las dos políticas264.

Según lo expuesto, la implementación del Punto 2 ha avanzado a un ritmo lento en 
algunos compromisos priorizados por el Gobierno Nacional. Se destaca particularmente la 
aprobación de la reforma al Código Electoral y disposiciones como la que exige la paridad 
en la conformación de las listas para la elección de corporaciones de elección popular. 
También presenta rezagos de años anteriores en 14 indicadores del PMI y frente temáticas 
estructurales de la apertura democrática en Colombia. Se evidenciaron temas pendientes 
que se han dinamizado a nivel nacional por la intervención de diferentes actores como la 
Corte Suprema de Justicia, mientras que en el nivel territorial las autoridades locales, la 
sociedad civil y la UNIPEP han jugado un rol protagónico para dinamizar la implementación 
territorial. Persisten entonces tanto avances como retos en la ampliación de la democracia y 
la promoción de la reconciliación política, sobre todo en aquellos territorios priorizados para 
la construcción de paz, que son los altamente afectados por el conflicto armado y donde aún 
persisten sus efectos. 

Teniendo en cuenta las responsabilidades de MINTIC, RTVC, FONTIC y CRC, resolver 
las discusiones técnicas alrededor de la televisión pública. Los medios de comunicación 
públicos y comunitarios son aliados para acceder a la información y promover la 
participación. Por ello, sería oportuno avanzar en la convocatoria de adjudicación de 
emisoras comunitarias con enfoque étnico, proseguir con las convocatorias de financiación 
y divulgación de contenidos de organizaciones sociales bajo mecanismos de veeduría, 
resolver las diferencias técnicas y legales para garantizar el acceso a la televisión pública 
y armonizar el plan de conectividad rural de la Reforma Rural Integral con los programas e 
instancias de participación.

Fortalecer integralmente las instancias y mecanismos de participación destinados a 

3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 2
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promover la reconciliación, la no estigmatización y la convivencia. La OACP y el Ministerio 
del Interior, con el apoyo de la cooperación internacional, podrían contribuir al avance de 
medidas estancadas y la solución de contextos violentos a través del fortalecimiento de los 
CTPRC. Asimismo, la ejecución del plan de acción 2020-2021 del CNPRC podría promover 
el acompañamiento a los CTPRC, el diseño e implementación de la política de reconciliación, 
convivencia y no estigmatización y la inclusión explícita de las personas LGBTI. Este plan 
permitiría dialogar sobre las medidas de Punto 2 estancadas para construir consensos 
políticos e impulsar el Pacto Político Nacional y desde las regiones.

Articular a las instituciones con responsabilidades en los compromisos de transparencia 
en Punto 2. El Ministerio del Interior, la Secretaría de Transparencia, la PGN y el DAFP tienen la 
oportunidad de generar consensos al respecto para aumentar los niveles de implementación 
en las subregiones PDET. Para ello es clave definir los lineamientos territoriales con enfoque 
de género para la rendición de cuentas dentro del SIRCAP y articular los distintos planes y 
estrategias que se han diseñado o deben diseñarse para conseguir el impacto esperado en 
transparencia e incorporar temáticas específicas del Acuerdo para el control social.

Agilizar el diseño e implementación de las políticas públicas de participación ciudadana, 
diálogo social y gestión de conflictividades del Plan Nacional de Desarrollo. El impulso 
del Ministerio del Interior, el DNP, la DAFP y la OACP contribuirían a mejorar los niveles de 
implementación de las medidas de carácter estructural que están en Punto 2. Las bases del 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 definieron la realización de dos políticas públicas que 
ofrecerían bases para implementar medidas de Punto 2. En concreto se trata de garantías a 
la participación ciudadana, la movilización y la protesta pacífica, la planeación democrática y 
participativa, y el control y veeduría ciudadana. De diseñarse e implementarse estas políticas 
conforme lo estipulado en el Punto 2, algunos compromisos de carácter estructural que se 
encuentran estancados podrían progresar. 
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TABLA

07
Normas pendientes de 
implementación del Punto 2 

Trámite del Proyecto de Ley Estatutaria 409 de 2020 Cámara - 234 de 
2020 Senado “Por la cual se expide el Código Electoral Colombiano y se 
dictan otras disposiciones” aprobado en el Congreso de la República, en 
proceso de revisión constitucional. 

Reforma a la Ley orgánica del Plan Nacional de Desarrollo, Ley 152 de 
1994- reforma a la planeación participativa.

Reforma política y electoral siguiendo las recomendaciones de la Misión 
Electoral Especial y el Acuerdo Final.

Ajustes normativos, en especial ley estatutaria para garantizar la 
participación ciudadana, la movilización y la protesta pacífica.

Creación de las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz.

Ampliación de espacios de divulgación para partidos y movimientos 
políticos incluyendo a medios de comunicación, por ejemplo, canal 
institucional de televisión cerrada.
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Punto 3. Fin del Conflicto 
El Punto 3 del Acuerdo Final está estructurado alrededor de cuatro temas que tienen como 
objetivo generar las condiciones para dar por finalizado el conflicto armado entre el Gobierno 
Nacional y las extintas FARC-EP. El cese al fuego y de hostilidades bilaterales y definitivo 
y dejación de armas, la reincorporación sociopolítica de las FARC-EP a la vida civil, las 
garantías de seguridad265 y la acción integral contra las minas antipersonal. El primero de 
ellos, por su naturaleza, se encuentra concluido casi en su totalidad, mientras que los tres 
restantes están compuestos por disposiciones de implementación en el corto, mediano y 
largo plazo.

1. Estado de la implementación del Punto 3

En el periodo de estudio, en comparación con los otros cinco puntos del Acuerdo 
Final, el Punto 3 tuvo el segundo porcentaje más alto de disposiciones en proceso de 
implementación. Conforme se evidencia en el Gráfico 15, las disposiciones que completaron 
su implementación aumentaron de 46% en el 2019 a 49% en el 2020. Las disposiciones en 
estado intermedio avanzaron un punto porcentual alcanzando un 19%. Las disposiciones en 
estado mínimo de implementación disminuyeron de 21% en 2019 a 19% en 2020 y las que 
no han iniciado su implementación disminuyeron de 15% en 2019 a 14% en 2020. Esto se 
debe a que este punto concentra gran parte de los compromisos que fueron implementados 
en el corto plazo, como el cese al fuego, el acantonamiento de tropas y la dejación de 
armas. Sin embargo, el proceso de reincorporación a la vida civil y algunos compromisos 
asociados a las garantías de seguridad y protección, son de largo plazo y requieren de una 
implementación extendida en el tiempo. 
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La variación en las disposiciones en estado mínimo de implementación se debe a la instalación 
del Comité de Impulso a las investigaciones por delitos contra quienes ejercen política por 
parte de la Instancia de Alto Nivel del SISEP266. El aumento en 1% de las disposiciones en 
fase intermedia obedece, entre otras, al apoyo y la asesoría técnica para el Partido FARC por 
parte del NIMD267. El aumento de las disposiciones completas ocurrió debido a que la UNP 
vinculó 1.200 integrantes del Cuerpo de Seguridad y Protección para brindar protección a 
excombatientes y miembros del Partido FARC.
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El Gráfico 16 muestra que el ritmo de la implementación del proceso de reincorporación 
disminuyó en el periodo de estudio, debido a factores como la emergencia sanitaria y su 
atención se centró en el desarrollo de acciones orientadas a asegurar su sostenimiento. 
Por su parte, aunque algunas disposiciones de seguridad y protección pasaron de no 
iniciadas a un nivel de implementación mínima, su ejecución sigue presentando problemas 
en la articulación, efectividad e integralidad de las acciones para hacer frente a diferentes 
dinámicas de violencia armada que se focaliza en las poblaciones objeto del Acuerdo, como 
las personas en proceso de reincorporación, las comunidades rurales, líderes y lideresas 
sociales. 
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TABLA

08
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 3

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Proyecto(s) de cooperación 
para cubrir los costos que 
excepcionalmente se generen de 
la atención de enfermedades de 
alto costo y/o lesiones derivadas 
del conflicto de los miembros 
acreditados de las FARC-EP, 
presentados en especial en los 
primeros 36 meses.

Ministerio de 
Salud y Protección 

Social
0% 2017 2026 C.449

Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política, 
implementado.

Oficina del Alto 
Comisionado para 

la Paz

Sin 
ficha 

técnica
2017 2026 B.123

Plan Estratégico de Seguridad 
y Protección, elaborado y en 
funcionamiento.

Consejería 
Presidencial para 
la Estabilización y 
la Consolidación

Sin 
ficha 

técnica
2017 2026 C.461

Programa integral de seguridad 
y protección para comunidades, 
líderes, dirigentes, representantes y 
activistas de organizaciones sociales, 
populares, étnicas, de mujeres y de 
género, presentado e implementado.

Ministerio del 
Interior

Sin 
ficha 

técnica
2017 2026 C.MT.3
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2. Principales avances y retos del Punto 3

A. Proceso de reincorporación
El proceso de reincorporación además de permitir el tránsito de excombatientes a la vida 
civil, es un proceso que, junto con los PDET y el PNIS, fue concebido para transformar los 
territorios y las comunidades más rezagadas por el conflicto armado. Factores como la 
inseguridad en algunos territorios y los efectos de la emergencia sanitaria trajeron desafíos 
para la sostenibilidad del proceso de reincorporación socioeconómica. A pesar de estas 
dificultades, el compromiso constante de la población en proceso de reincorporación, el 
trabajo conjunto del Consejo Nacional de Reincorporación (CNR), la atención y el apoyo por 
parte de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN) y las organizaciones 
internacionales, lograron mantener e impulsar el proceso durante el periodo de análisis.

La reincorporación política mantuvo su ritmo. Los indicadores que se asocian al 
funcionamiento del Partido FARC268 avanzaron conforme a lo previsto en el PMI. La 
participación del Partido sigue siendo activa y se conservan las 9 curules en el Congreso de 
la República269, los 12 cargos de elección popular local obtenidos en el 2019 y la participación 
del vocero del Partido en las sesiones del CNE270. En este periodo de análisis se resalta 
el nombramiento de la senadora Griselda Lobo, como segunda vicepresidenta del Senado 
de la República271 en representación del Partido FARC. La principal dificultad se encuentra 
en el retraso de los desembolsos que el Consejo Nacional Electoral (CNE) realiza para el 
sostenimiento de los partidos que, por lo general, presenta demoras administrativas con 
todos los partidos. Según la PGN, a noviembre de 2020, persistían problemas relacionados 
con la estigmatización contra miembros del Partido FARC, que se reflejan en obstáculos 
asociados al acceso al sistema financiero y a la bancarización de sus integrantes272.

La Mesa Tripartita de Seguridad Jurídica de la CSIVI gestionó el proceso de acreditaciones 
de excombatientes. A noviembre de 2020 se acreditaron 13.987 excombatientes273, esto 
es un aumento del 6%, es decir 784 personas274 desde noviembre de 2019275. A propósito 
de la propagación del COVID-19, el Partido FARC solicitó diligencia en el otorgamiento de 
amnistías y libertades para excombatientes acreditados privados de libertad276. Ante este 
panorama, la Mesa Tripartita de Seguridad Jurídica de la CSIVI remitió el listado de casos 
a la Sala de Amnistía e Indulto (SAI) de la JEP para que definiera su situación. Al 13 de 
octubre de 2020, del listado de 180 personas acreditadas que se encontraban privadas de 
la libertad, remitido por la OACP, la SAI concedió el beneficio de libertad condicionada en 
9 casos, mientras que en 124 el mismo no prosperó ya sea porque fue negado, rechazado 
o remitido a otra jurisdicción. En cuanto a la amnistía, la Sala concedió el beneficio en 12 
casos y en 75 no prosperó ya sea porque fue negado, rechazado o remitido a otra Sala o 
jurisdicción. Adicionalmente, 49 casos se encuentran pendientes de decisión en cuanto a 
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la amnistía (algunos de ellos pueden tener pronunciamiento sobre la amnistía de iure), 32 
casos se encuentran pendientes de decisión en cuanto a los dos beneficios y 13 personas 
no tienen trámite en la SAI277.

Por otro lado, tanto la OACP como la SAI, han mantenido reuniones periódicas para discutir 
el tema referente al artículo 63 de la Ley Estatutaria de la JEP278. Este artículo le otorga a 
esta jurisdicción, la facultad de estudiar e incorporar personas que no fueron incluidas en 
el listado inicial de acreditados por la OACP. En estas reuniones se acordó que la SAI sólo 
se pronunciará y emitirá decisiones cuando algún caso relacionado de entrega de listados 
adicionales ocurra279. El componente FARC de la CSIVI actualiza los listados para presentarlos 
eventualmente ante la JEP280.

La reincorporación socioeconómica avanzó, pero con retos significativos para su 
consolidación. La Hoja de Ruta, por la cual se recogen los acuerdos suscritos entre las 
personas en proceso de reincorporación y la ARN281, se pretendía implementar durante el 
segundo semestre del 2020. Sin embargo, debido a los impactos que ha tenido la emergencia 
sanitaria, el periodo para ejecutar el proceso participativo de la Hoja de Ruta fue ampliado 
hasta el 31 de enero de 2021282. En noviembre y diciembre de 2020, se desarrollaron pilotos 
para la construcción de las Hojas de Ruta en Pueblo Rico (Risaralda), Cúcuta (Norte de 
Santander) e Icononzo (Tolima), con el objetivo de validar su metodología283.

Esta herramienta, según el documento CONPES 3931 de 2018 debe contemplar las acciones 
que realicen otras entidades del Estado, además de la ARN, para el cumplimiento de los 
acuerdos establecidos con las personas en proceso de reincorporación284. Para llevar a cabo 
esta articulación, el CONPES establece el diseño del Sistema Nacional de Reincorporación 
(SNR) por parte del CNR285. Este tiene como propósito coordinar todas las acciones de la 
política de reincorporación y establecer las responsabilidades para su ejecución286. 

El componente FARC del CNR ha manifestado su descontento porque, a su juicio, la falta 
del SNR ha conllevado a la tercerización de funciones estatales a otras organizaciones, 
suplantando responsabilidades que tiene el Estado de garantizar los derechos de la población 
excombatiente287. Esta situación, por ejemplo, ha obstaculizado la ejecución de acciones por 
parte de la mesa técnica de género del CNR, ya que las entidades del Estado no cuentan con 
la planeación técnica ni presupuestal para implementarlas y todos los indicadores del PMI de 
cumplimiento recaen en la ARN288. Tanto la PGN289 como la Misión de Verificación de la ONU 
en Colombia290 han solicitado que el CNR diseñe e implemente de forma oportuna el SNR.

El Gobierno adoptó medidas de acceso a tierras en el marco del proceso de reincorporación 
no contempladas en el Acuerdo Final. La mayoría de los proyectos productivos para 
excombatientes son de carácter agropecuario y las personas en proceso de reincorporación 
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continúan viviendo y desarrollando las iniciativas en predios arrendados. Por tal motivo el 
acceso a tierras es una medida necesaria. De hecho, uno de los compromisos adquiridos 
por el Gobierno Nacional a partir de la “Peregrinación por la vida y por la paz” promovida por 
la población excombatiente a finales del 2020, fue la consolidación de una estrategia, en el 
marco del CNR, para el acceso de tierras291. 

En noviembre de 2020, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1543, el cual establece 
opciones para que las personas en proceso de reincorporación tengan acceso a tierras. 
Esta norma reglamenta una disposición del Plan Nacional de Desarrollo que permite a la 
SAE, transferir predios rurales sometidos a extinción de dominio a favor de las personas en 
proceso de reincorporación y/o sus formas asociativas, para la ejecución de sus proyectos 
productivos tanto colectivos como individuales292. Bajo esta modalidad se hizo la primera 
adjudicación de un predio de 400 hectáreas ubicado entre los municipios de Teruel y Palermo 
(Huila)293.

En el 2020, el Gobierno tomó algunas determinaciones frente a la formalización de los antiguos 
ETCR. A la fecha de corte de este informe, se han identificado 9 para consolidación294, 10 
para traslado295 y 5 en proceso de definición296. De los 9 predios para adquisición anunciados 
para el 2020, el Gobierno Nacional avanzó en la compra de los ETCR de Colinas (San José de 
Guaviare, Guaviare), La Fila (Icononzo, Tolima), Llanogrande (Dabeiba, Antioquia) y el Estrecho 
(Patía)297. Adicionalmente, existen más de 70 NAR, que corresponden a territorios, diferentes 
a los ETCR, donde se adelanta el proceso de reincorporación de forma colectiva298. Respecto 
a las personas que residen por fuera de los ETCR, que corresponde aproximadamente al 
75% de excombatientes, a noviembre 2020 persistían las dificultades en torno al acceso 
a bienes y servicios, adecuación de infraestructura y garantías de seguridad.299. Casi la 
mitad de los proyectos productivos colectivos se estaban desarrollando en las NAR u otros 
espacios distintos a los ETCR a noviembre de 2020. 

La ARN aprobó proyectos productivos que debieron enfrentar desafíos para su desarrollo. 
Con corte al 31 de diciembre de 2020, la ARN registró 2.300 proyectos productivos 
aprobados, de los cuales 86 corresponden a proyectos colectivos que benefician a 3.353 
personas, siendo 2.418 hombres y 935 mujeres. Los 2.214 restantes correspondieron a 
proyectos individuales que se adjudicaron a una o dos personas y que benefician a 2.692 
personas en proceso de reincorporación (2.073 hombres y 619 mujeres)300.

A finales del 2020, el mayor obstáculo al desarrollo de las iniciativas productivas y del 
proceso de reincorporación en general fue la seguridad, en especial en departamentos como 
Meta, Antioquia y Cauca. Esto, además de las afectaciones individuales que serán ampliadas 
más adelante, ha conllevado al desplazamiento de los colectivos. Por ejemplo, personas 
pertenecientes a la cooperativa DAINCOOP que residían y desarrollaban su proyecto pecuario 
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en la NAR “El Diamante”, ubicada en el municipio de Uribe (Meta), tuvieron que abandonar 
el territorio ante la grave situación de inseguridad301. 

Del mismo modo, los efectos de la pandemia han representado una amenaza para la 
mayoría de las iniciativas productivas que se desarrollan por fuera de los ETCR. Esto por las 
dificultades que se generan en torno a la falta de acceso a internet o comunicaciones y la 
comercialización de sus bienes o servicios302. A pesar de esta situación, la ARN reportó en 
septiembre del 2020 gestiones en la suscripción de convenios con el Fondo Colombia en Paz 
(FCP), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y el PNUD. Estos convenios 
tienen por objeto continuar la asistencia técnica de proyectos productivos colectivos e 
individuales. A su vez, el desarrollo de estrategias para mejorar la conectividad virtual de las 
formas asociativas y el fortalecimiento de los procesos de comercialización de productos 
identificados conjuntamente a través de la mesa técnica de comercialización del CNR303. 

A diciembre de 2020, se identificaron 135 formas asociativas de personas en proceso 
de reincorporación, todas registradas ante Cámara de Comercio, de las cuales 115 están 
vinculadas a Economías Sociales del Común (ECOMÚN), la cooperativa creada para impulsar 
iniciativas de economía social y solidaria de antiguos miembros de las FARC-EP junto a las 
comunidades. Durante el 2020, ECOMÚN, apoyado por el Fondo Europeo para la Paz a 
través del Grupo Mondragón, se centró en realizar gestiones de articulación con las formas 
asociativas, convocando asambleas territoriales, identificando las necesidades de cada 
una y desarrollando planes de formación académica304. Uno de los retos identificados de la 
reincorporación económica y social se relaciona con que, debido a su tiempo de desarrollo, 
las formas asociativas ya han establecido sus propias relaciones con otros operadores y han 
creado sus propios canales de comercialización, por lo cual, ECOMÚN debe definir un rol 
más enfocado a su integración con las dinámicas locales305.

Hubo participación de las personas en proceso de reincorporación en las instancias de 
gestión de la política, a pesar de las dificultades asociadas a la pandemia y a la situación 
de seguridad en algunos territorios. Las instancias territoriales de reincorporación como 
las Mesas y los Consejos Territoriales de Reincorporación (CTR) continuaron operando 
y algunas nuevas fueron creadas306. Estos espacios están abiertos a la participación de 
los colectivos de personas en proceso de reintegración y reincorporación, incluyendo a 
colectivos de reincorporación que están por fuera del Partido FARC.

Para la inclusión de la política de reincorporación en la formulación de los Planes de 
Desarrollo Territorial, la ARN y el componente FARC del CNR, identificaron un total de 283 
municipios que agrupan casi el 90% de la población en proceso de reincorporación. De estos 
municipios, 276 incluyeron la política de reincorporación y reintegración en sus planes: 198 
en indicadores específicos, 68 en objetivos o líneas estratégicas y 10 en el diagnóstico307. 
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Adicionalmente, de estos 276 municipios, la política fue incluida en los planes de desarrollo 
de 120 municipios PDET308, lo que significa un avance en la articulación del proceso de 
reincorporación con otros procesos de desarrollo territorial establecidos por el Acuerdo 
como los PDET y el PNIS.

La ARN se hizo cargo del Programa Camino Diferencial de Vida. A diciembre de 2020, de los 
124 menores pertenecientes al programa, 69 recibieron subsidios y 14 recibieron recursos 
para proyectos productivos. Sin embargo, la Unidad para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas (UARIV) debe avanzar en las reparaciones correspondientes309. Igualmente, 
en un trabajo conjunto realizado entre la OACP, el CNR y la Registraduría, en el 2020 se 
identificaron a más de 260 personas en proceso de reincorporación, que al momento de la 
entrega de armas eran menores de edad310. En total, se han desvinculado a 406 menores 
desde la firma del Acuerdo311. El Instituto Kroc considera que brindar acompañamiento 
especial a estas personas, promueve la garantía de sus derechos a la reparación integral y a 
la reincorporación con enfoque diferencial. 

El ICBF, la ARN, la Consejería Presidencial para la Niñez y Adolescencia (CPNA) y el 
componente FARC del CNR, han concertado estrategias enfocadas en la atención de menores 
hijos e hijas de personas en proceso de reincorporación atendiendo aproximadamente a 352 
niños en los ETCR y a 1.868 menores por fuera de estos espacios. El mayor reto que se 
vislumbra es la identificación e individualización del universo de menores de edad miembros 
de familias excombatientes312. 

B. Acciones contra minas antipersonal
Avanzaron las acciones de desminado y limpieza, incluso en territorios étnicos. Según 
información oficial entregada por la OACP313, a finales de noviembre 2020, el Gobierno 
entregó 41 municipios nuevos libres de sospecha de Minas Antipersonal (MAP) y 
Municiones sin Explotar (MUSE) para un total de 407 municipios libres de sospecha, de los 
715 que presentan algún tipo de afectaciones. Entre los territorios liberados se cuentan 27 
resguardos indígenas como parte del programa de desminado y limpieza. Esto es importante 
no solamente para garantizar la vida e integridad de la población civil, sino para promover 
condiciones para el retorno de la población víctima de desplazamiento forzado, entre otros 
objetivos que persigue el Acuerdo Final.

Se registraron gestos humanitarios y de reconciliación para avanzar en la acción contra 
minas. En el periodo de análisis de este informe, la OACP, el Servicio de Acción contra Minas 
de las Naciones Unidas y la Corporación Humanicemos DH lograron superar los obstáculos 
normativos y logísticos para la certificación de esta última314. Humanicemos DH operará 
como organización de desminado humanitario, conformada por excombatientes y será el 
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principal referente para el monitoreo sobre la presencia de minas. En julio de 2020, se creó 
una Comisión Tripartita para el suministro de información sobre territorios con afectaciones 
por presencia de minas entre la OACP, las Naciones Unidas y el componente FARC. La 
Corporación Humanicemos DH logró la asignación de operaciones de desminado en el 
municipio de La Montañita (Caquetá)315. Teniendo en cuenta las acciones que se desarrollan 
en el Plan de Acción de Desminado Humanitario, la OACP identificó 56 iniciativas para 
municipios PDET316. Para el Instituto Kroc es importante que estas acciones se articulen 
dentro del SNR, ya que la vinculación de personas en reincorporación a iniciativas productivas 
incluye su participación en programas y proyectos de protección ambiental y desminado 
humanitario317.

Persistió la instalación de minas antipersonales como consecuencia del conflicto y 
accionar de los actores armados. A pesar de los avances, persistieron los riesgos en 
materia de seguridad derivados de la reactivación del fenómeno de instalación de MAP/
MUSE por grupos armados ilegales, entre ellos las facciones disidentes de las extintas 
FARC-EP y el ELN. Según cifras de la OACP, en el 2020, un total de 22 personas murieron en 
accidentes ocasionados por estos artefactos y 143 resultaron heridas en estos hechos. Al 
comparar con el 2019, la cifra de personas fallecidas aumentó en un 144% y la de heridos 
en un 36%318. 

C. Garantías de seguridad y protección 
Aunque se reconocen los esfuerzos emprendidos por el Gobierno para responder a la 
situación de vulnerabilidad que enfrentan líderes y lideresas sociales, población en proceso 
de reincorporación y comunidades rurales, los actos de violencia ejercidos por grupos 
armados ilegales contra estas personas siguen siendo un factor constante de amenaza en 
departamentos como Antioquia, Cauca y Nariño. No obstante, la convocatoria a sesiones 
ordinarias de espacios como la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad (CNGS), la 
Mesa Técnica de Seguridad y Protección (MTSP) o la Instancia de Alto Nivel del SISEP, 
las acciones adoptadas no evidencian niveles altos de articulación entre sí. Un rasgo 
característico de este periodo fue la activación de algunas instancias y medidas de seguridad 
y protección del Acuerdo que se dinamizaron por decisiones judiciales.

Persistieron los asesinatos selectivos y las amenazas por parte de actores armados 
ilegales contra las personas en proceso de reincorporación. Durante el 2020, se 
registraron 73 homicidios de excombatientes (67 hombres y 6 mujeres), para un total de 
248 excombatientes asesinados desde la firma del Acuerdo319. De las 248 personas, 25 
se encontraban esperando la evaluación de riesgo y/o la implementación de medidas de 
protección320. A los asesinatos se suman las amenazas y algunos desplazamientos colectivos. 
En el municipio de Ituango (Antioquia) en julio de 2020, la situación de inseguridad por la 
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presión de actores armados ilegales causó el traslado de 93 excombatientes con sus familias 
del ETCR Santa Lucía, donde residían y desarrollaban su proceso de reincorporación, a dos 
predios ubicados en el municipio de Mutatá (Antioquia)321. A la par, se registraron otros 
desplazamientos de excombatientes en municipios como Uribe (Meta)322, Algeciras (Huila)323 
y Buenos Aires (Cauca)324. 

Ante los incidentes de seguridad, el Gobierno Nacional adoptó medidas para completar 
los esquemas y capacidades de la Subdirección Especializada de la UNP. En respuesta a 
esta situación, la UNP señaló que, a diciembre de 2020, desde la Subdirección Especializada 
se han implementado 272 esquemas de protección325. Entre tanto, la MTSP compuesta por 
la UNP, delegados del Partido FARC, la CPEC y la Subdirección Especializada, manifestó 
haber intensificado las sesiones para la evaluación de los riesgos y la definición de medidas 
de protección326. La UNP anunció el fortalecimiento de su Subdirección Especializada a 
través del proceso de contratación de 40 analistas de riesgos y 686 hombres y mujeres de 
protección327. 

Estas acciones se han llevado a cabo sin contar aún con el Plan Estratégico de Seguridad 
y Protección, que de acuerdo con el PMI debe ser formulado por la CPEC en coordinación 
con la MTSP y contemplar todas las medidas materiales e inmateriales de protección. Se 
registró el despliegue de seguridad efectuado por el Comando Conjunto Estratégico de 
Transición del Ejército Nacional y la UNIPEP en los ETCR. Además, hay casi 50 medidas 
especiales de seguridad adoptadas al margen del Acuerdo por la CPEC, a través de la Mesa 
Interinstitucional de Seguridad y Protección, creada por fuera del Acuerdo Final328. 

La JEP adoptó medidas cautelares para los excombatientes que deben comparecer ante 
esta jurisdicción. A pesar de los esfuerzos mencionados, la grave situación de vulnerabilidad 
en que se encuentra la población excombatiente motivó la adopción de medidas cautelares 
colectivas en favor de las personas en reincorporación que están sometidas a la JEP, por 
parte de su Sección de Ausencia de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad (SAR)329. 
La providencia judicial emitió una serie de órdenes a instituciones del Gobierno para la 
implementación de medidas de seguridad establecidas en el Acuerdo, como el desarrollo 
de la política pública de desmantelamiento de las organizaciones o conductas criminales, 
el Programa de Protección Integral para integrantes del Partido FARC, el Plan Estratégico 
de Seguridad y Protección, entre otros330. Consecuentemente, la SAR de la JEP convocó 
el 25 de noviembre de 2020 a una audiencia nacional, donde distintas entidades estatales 
responsables de implementar medidas de seguridad para excombatientes rindieron cuentas 
sobre las acciones adelantadas hasta esa fecha331.

El asesinato de Juan de Jesús Monroy provocó una movilización nacional de 
excombatientes firmantes del Acuerdo. El 17 de octubre de 2020, los excombatientes 
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Juan de Jesús Monroy, conocido como Albeiro Suárez, y Luís Alexander Largo, quien hacía 
parte de su esquema de protección, fueron asesinados en el departamento del Meta. Juan 
de Jesús además de liderar el proceso de reincorporación de cerca de 140 exguerrilleros 
en la vereda la Pista del corregimiento la Julia (Meta), gerenciaba una cooperativa dedicada 
a la transformación del cacao y representaba a su colectivo ante el Consejo Departamental 
de Derechos Humanos. Su homicidio, ejecutado con la directa intención y efecto de 
desestabilizar el proceso de reincorporación por él liderado, motivó una movilización nacional 
de solidaridad y denuncia por parte de excombatientes firmantes del Acuerdo Final que se 
autodenominó como “Peregrinación por la Vida y la Paz”. 

Varias personas en proceso de reincorporación se congregaron en distintas regiones del 
país y realizaron una marcha hasta Bogotá, con el propósito de exigir al Gobierno Nacional 
mayores garantías de seguridad y protección332. Esta manifestación pacífica derivó en 
una reunión con el Presidente de la República y otros miembros del Gobierno, donde se 
definieron compromisos relacionados al proceso de reincorporación y a la implementación 
de medidas adicionales de seguridad y protección para la población excombatiente, como la 
reevaluación de estrategias de seguridad para personas que residen por fuera de los ETCR333. 

La situación de seguridad para líderes y lideresas sociales, y personas defensoras de 
derechos humanos fue grave. Para este periodo, la Oficina en Colombia del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) confirmó 66 asesinatos 
de personas defensoras de derechos humanos y registró 63 casos más que se encuentran 
en proceso de verificación334. Por su lado, el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz 
(Indepaz) registró 310 asesinatos335 y la Defensoría del Pueblo 182336. Independientemente 
de las diferencias en las cifras, sobresale la concentración de los casos en regiones como el 
Norte del Cauca, Pacífico Nariñense, Medio Putumayo y Bajo Cauca antioqueño337. 

Organizaciones de la sociedad civil, en diciembre de 2019, presentaron una acción de tutela 
por medio de la cual exigían garantías de seguridad para estas personas y que se reconociera 
el derecho fundamental a defender los derechos humanos. En marzo de 2020, el Tribunal 
Superior de Bogotá resolvió este recurso a favor de los accionantes y ordenó a la Presidencia 
de la República el cumplimiento de las garantías de seguridad establecidas por el Acuerdo 
Final, así como la elaboración e implementación de una política pública de garantías para la 
defensa de los derechos humanos338. 

Para contrarrestar los atentados en los territorios contra líderes y lideresas sociales, desde 
el Gobierno Nacional se conformó la Subcomisión del Plan de Acción Oportuna para 
Defensores de Derechos Humanos, Líderes Sociales, Comunales, y Periodistas operacional 
(PAO operacional). Esta subcomisión es diferente a la Comisión Intersectorial del Plan de 
Acción Oportuna para Defensores de Derechos Humanos, Líderes Sociales, Comunales 
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y Periodistas, creada por el Decreto 2137 del 2018, ya que sólo participan las Fuerzas 
Militares, la Policía Nacional, la UNP y la FGN, para promover el desarrollo de acciones 
operativas de seguridad y protección. La primera sesión de esta instancia, convocada por el 
Presidente de la República, tuvo lugar el 28 de mayo de 2020, donde se creó una estrategia 
por la cual se priorizaron 24 municipios y cinco ciudades capitales, en 13 departamentos, 
como los territorios con mayores índices de riesgo para esta población339. 

En diciembre de 2019, el Ministerio del Interior anunció el lanzamiento de los lineamientos 
de la Política Pública de Protección Integral y Garantías para Líderes Sociales, Comunales, 
Periodistas y Defensores de Derechos Humanos340. A la fecha de corte de este informe, 
la política no ha sido adoptada a pesar de encontrarse en un estado de formulación muy 
avanzado. Según fuentes institucionales, se espera que la política sea oficializada en el primer 
trimestre del 2021 a través de un decreto341. Ésta contará con 8 pilares342 que agruparán 
distintas acciones que ya se vienen realizando en materia de seguridad y cultura como lo son 
las acciones del PAO y la continuación de la campaña #LíderEsColombia343. De acuerdo con 
la información recogida por el Instituto Kroc, no resulta clara la articulación de esta nueva 
política con el SISEP y sus instancias, considerando que, en el marco del Decreto 895 de 
2017, el sistema cobija las medidas de seguridad para líderes y lideresas sociales. 

La compleja situación de seguridad vivida en el 2020 afectó gravemente a la población 
civil en territorios de especial importancia para el Acuerdo. Según el análisis y la 
documentación de Indepaz, durante el año 2020, se registró la ocurrencia de 89 masacres 
que dejaron un total de 345 víctimas344. A su vez, la Defensoría del Pueblo reportó 90 eventos 
de desplazamiento masivos y confinamiento a causa de hechos de violencia vinculados al 
conflicto armado, que afectaron a 28.500 personas345. Existe un alto nivel de concurrencia 
territorial de estos eventos de violencia con el asesinato de líderes y de personas en proceso 
de reincorporación, en lugares como Tumaco (Nariño), Argelia (Cauca) y Puerto Asís 
(Putumayo)346. 

Varios de estos atentados violentos fueron advertidos por los documentos de alerta 
temprana emitidos por la Defensoría del Pueblo, en el marco de las funciones previstas en el 
Acuerdo Final dentro del Sistema de Prevención y Alerta para la Respuesta Rápida (SPARR). 
Al respecto, el Ministerio del Interior en su calidad de Secretaría Técnica de la Comisión 
Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas (CIPRAT), instancia prevista 
en el SPARR para la coordinación de la respuesta institucional, reportó la realización de 
más de 200 sesiones de la Comisión para atender los documentos de alertas tempranas 
expedidos347. 

Las gestiones del SPARR no lograron evitar los atentados mencionados, en su gran 
mayoría atribuidos a los actores armados ilegales. Según la Defensoría, hay varias razones 
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por las cuales la respuesta rápida no logra mitigar los riesgos que se advierten en las 
alertas tempranas. En primer lugar, porque hay entidades que confrontan o desconocen 
los escenarios de riesgo descritos en las alertas tempranas. En segundo lugar, porque la 
respuesta institucional se activa y reporta ignorando el contenido de la alerta temprana y 
la focalización del escenario de riesgo. Finalmente, por la falta de capacidad técnica de 
la Secretaría Técnica de la CIPRAT en cabeza del Ministerio del Interior, para llevar a las 
instituciones a tomar decisiones sobre los riesgos que se advierten348.

Las instancias de seguridad y protección se reactivaron y dinamizaron por cuenta de las 
medidas cautelares otorgadas por la JEP a la población en proceso de reincorporación. 
Como ya fue mencionado, en el mes de julio de 2020, la JEP otorgó medidas cautelares para 
los comparecientes forzados excombatientes de las FARC-EP, al considerar que la situación 
de riesgo en su contra reunía los requisitos de gravedad, irreparabilidad y urgencia, que 
no sólo afecta la vida e integridad del colectivo, sino que además amenaza el derecho a la 
verdad, la justicia y la reparación de las víctimas. Esto, al reconocer que cada asesinato de 
una excombatiente mina la posibilidad de conocer su testimonio sobre las violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario ocurridas durante el 
conflicto armado. 

Por tal razón, la JEP ordenó a la OACP a convocar a la Instancia de Alto Nivel del SISEP 
para, entre otras, reglamentar y garantizar el funcionamiento del Programa de Protección 
Integral para integrantes del Partido FARC. Bajo este escenario, se realizaron sesiones con 
el propósito de recolectar insumos para la formalización de este programa349. A la fecha 
de corte del informe, no se evidencian más avances en su implementación y tampoco se 
registran avances en la puesta en marcha del Sistema Interinstitucional de Planeación, 
Información y Monitoreo del SISEP. 

Dentro de las acciones provocadas por la IAN sobresale la instalación del Comité de Impulso 
a las investigaciones por los delitos contra quienes ejercen la política350, la construcción 
de un documento preliminar de lineamientos para la puesta en marcha de la Comisión de 
seguimiento y evaluación del desempeño del SISEP351 y la presentación, por parte de la 
OACP, del borrador del decreto para la protección de integrantes de los partidos políticos 
declarados en oposición al Gobierno Nacional, incluyendo al Partido FARC352. Es importante 
que, desde la IAN, se esclarezca la vinculación de este decreto con el Programa de Protección 
Integral para integrantes del Partido FARC.

La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad (CNGS) operó sin la adopción de la 
política pública y criminal en materia de desmantelamiento de organizaciones criminales. 
Durante el periodo de análisis del informe, la CNGS llevó a cabo múltiples sesiones técnicas, 
territoriales y temáticas, las cuales se centran en la inclusión de los enfoques de género y 
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étnico. Según la información compartida por la OACP, las sesiones temáticas y territoriales 
se encauzaron en la recolección de insumos para la construcción de la política pública 
de desmantelamiento, mientras en las reuniones técnicas se avanzó en la elaboración 
del borrador del reglamento interno de esta instancia353. De acuerdo con la OACP, en las 
sesiones temáticas del enfoque de género, por ejemplo, los grupos de trabajo se focalizaron 
también en la transversalización de este enfoque tanto para la política pública, como para el 
reglamento interno de la CNGS354. 

A partir del Auto-SARV-AI 008 de la JEP355, las sesiones técnicas de la CNGS se enfocaron 
en la elaboración de los lineamientos para la política pública de desmantelamiento356. 
El Gobierno357 y las organizaciones representantes de la sociedad civil358 presentaron 
respectivamente sus propuestas para la política, sobre la que aún no hay un consenso y, a 
la fecha de corte de este informe, aún no se ha adoptado.

Por medio del Decreto 965 de 2020, la OACP presentó una nueva ruta de Sometimiento 
Individual a la Justicia de integrantes de Grupos Armados Organizados (GAO), consistente 
en un conjunto de beneficios jurídicos y socioeconómicos para los integrantes de los 
GAO que voluntaria e individualmente se presentan ante una autoridad civil o militar para 
someterse a la justicia y abandonar de manera definitiva cualquier acto de criminalidad359. 
Si bien, junto con la Ley 1908 de 2018360, se ofrecen como medidas para el sometimiento 
y la judicialización de miembros de organizaciones criminales, ambas normas deben estar 
articuladas por la política pública de desmantelamiento que tiene a su cargo la CNGS, de 
acuerdo con lo establecido en el Acuerdo Final y el Decreto Ley 154 de 2017361.

Avances en investigaciones y judicialización de los delitos contra personas en proceso 
de reincorporación y líderes y lideresas sociales. En materia de investigaciones penales, la 
Unidad Especial de Investigación (UEI) de la FGN desarrolló dos estrategias de investigación 
y judicialización. Una enfocada a las afectaciones contra líderes y lideresas sociales, y la 
otra a los delitos contra personas en proceso de reincorporación362. Las investigaciones 
con avances de la FGN por homicidios contra líderes y lideresas sociales, pasaron de 
52% (febrero del 2020)363, al 63% (diciembre de 2020)364. En el caso de los homicidios de 
personas en proceso de reincorporación, la UEI aclaró, en la audiencia nacional de la JEP 
sobre medidas seguridad, que es del 48% y que cuenta con 37 sentencias condenatorias 
frente al total de los homicidios conocidos contra excombatientes365. 

Hubo retrasos en la implementación del Programa Integral de Seguridad y Protección para 
las Comunidades y Organizaciones en los Territorios. El estancamiento en la implementación 
del Programa Integral de Seguridad durante el año 2019366, conllevó a retrocesos en el 
desarrollo de los componentes que lo integran367 y a la creación de Comités Técnicos368. 
En el 2020, por iniciativa de las organizaciones civiles y la disposición y asistencia técnica 
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del Ministerio del Interior, los Comités Técnicos trabajaron en la priorización y selección 
de los territorios donde se van a implementar los componentes del Programa Integral de 
Seguridad369, en la consolidación de los Planes Operativos Anuales (POA), así como en la 
revisión de la metodología del mapa de riesgos que prioriza las zonas más vulnerables370. 

Hasta noviembre de 2020, sólo el componente de promotores y promotoras comunitarios de 
paz y convivencia presentó avances en su implementación, con la socialización del Programa 
Integral de Seguridad y la selección y capacitación de los postulados para promotores. Con 
relación a los otros componentes, según lo estimado por el Ministerio del Interior, se espera 
que inicien su implementación en junio de 2021371. La implementación de los componentes 
de este Programa Integral de Seguridad son determinantes para la ejecución de medidas 
de seguridad y protección ajustadas a las necesidades territoriales y su alineación con las 
políticas de seguridad nacional. Dentro de los retos que el Instituto Kroc identifica, sobresale 
la necesidad de gestionar recursos para la ejecución de los componentes y una mayor 
apropiación y articulación por parte de las autoridades locales.

D. Medidas de prevención y lucha contra la corrupción
Las medidas de prevención y lucha contra la corrupción registraron acciones normativas 
y operativas para su desarrollo. Durante 2020, el Congreso de la República expidió la 
Ley 2016 de 2020 que adopta el Código de Integridad del Servicio Público372. Por su 
parte el DAFP fortaleció e implementó plataformas de seguimiento y control a la función 
pública, impartió cursos de integralidad dirigidos a funcionarios públicos y creó oficinas de 
gestión de proyectos PDET, con el propósito de certificar y verificar la idoneidad, integridad 
y desempeño de los funcionarios373. Frente a las garantías para mantener la vigilancia y 
el seguimiento al patrimonio económico de los servidores públicos, el Gobierno Nacional 
avanzó en la implementación de la Ley 2013 de 2019374, a través de un plan de acción, que 
hace pública la declaración de bienes y rentas de funcionarios con el ánimo de incentivar la 
veeduría ciudadana375. 

Con base en todo lo anterior, el Instituto Kroc considera que las medidas destinadas a 
garantizar el fin del conflicto, particularmente en materia de reincorporación y seguridad, 
deben ser objeto de particular atención por parte de las autoridades con responsabilidad en 
la implementación. Si bien, gracias a la firma del Acuerdo Final, la terminación del conflicto 
armado con las FARC-EP generó una disminución drástica de los principales indicadores 
de violencia armada, aún persiste alta concentración de violencia en numerosos territorios 
que afecta a poblaciones de especial importancia para la construcción de paz, lo que puede 
perjudicar la confianza en el proceso de implementación.
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3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 3

Formular, adoptar y ejecutar el Plan Estratégico de Seguridad y Protección para 
excombatientes, con el objetivo de articular las acciones previstas por el Acuerdo. Como 
lo establece el Decreto Ley 895 de 2017 y los Decretos 299 y 300 de 2017, la Mesa Técnica 
de Seguridad y Protección con el liderazgo de la CPEC, tiene dentro de sus responsabilidades 
el impulso de esta herramienta. El Plan permitiría definir las medidas materiales e inmateriales 
de protección y dimensionar los requerimientos en materia de recursos humanos, físicos y 
financieros para su ejecución.

Dinamizar a través de la ARN la implementación de la Ruta de Reincorporación y el 
Sistema Nacional de Reincorporación (SNR). El Gobierno, por medio de la ARN y en 
articulación con las personas en proceso de reincorporación, cuenta con la posibilidad de 
impulsar la construcción de las Hojas de Ruta de reincorporación individuales y colectivas, 
así como la construcción y ejecución conjunta del SNR, teniendo en cuenta los lineamientos 
del CONPES 3931.

Garantizar un liderazgo articulado en los territorios para promover la reincorporación 
socioeconómica a través de las responsabilidades del CNR y el impulso de la CPEC para 
integrar el proceso con la transformación territorial. El CNR cuenta con la oportunidad de 
consolidar el proceso y darle sostenibilidad a través del acompañamiento articulado de la 
comunidad internacional y las entidades regionales. Adicionalmente, el Gobierno Nacional, a 
través de la CPEC junto con los gobiernos locales, podrían articular la reincorporación con 
otros procesos en territorio que contribuyan al desarrollo social y económico, como el PDET 
y el PNIS. Esto permitiría mantener la atención técnica y extender el apoyo a los procesos de 
comercialización de los proyectos productivos individuales.

Coordinar la Política Pública de Líderes y Lideresas Sociales y el decreto para la 
protección de integrantes de los partidos políticos con las demás medidas que integran 
el SISEP. En línea con lo establecido en el Decreto 895 de 2017, la Instancia de Alto Nivel 
del SISEP cuenta con las funciones de implementación, funcionamiento y articulación del 
SISEP y de las instancias y medidas que la componen, a través de las cuales le corresponde 
logra dicha coordinación.

Adoptar la política pública de desmantelamiento de las organizaciones criminales con 
base en las propuestas presentadas por el Gobierno y la sociedad civil, las normas de 
sometimiento y judicialización existentes y los avances investigativos de la Fiscalía. 
Estas acciones se deben realizar en el marco de la CNGS en armonía con lo que establecen 
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el Acuerdo Final y el Decreto 154 de 2017. Adicionalmente, el Gobierno, la sociedad civil y 
los partidos políticos, especialmente el Partido FARC, a través del funcionamiento periódico, 
recurrente y sistemático de la Instancia de Alto Nivel del SISEP, tiene la oportunidad de 
fortalecer otros espacios de interlocución.

Fortalecer integralmente las capacidades en la implementación de los componentes 
del Programa Integral de Seguridad y Protección para Comunidades y Organizaciones 
en los Territorios creado por el Decreto 660 de 2018. El Ministerio del Interior, bajo la 
orientación de la Instancia de Alto Nivel SISEP, podría impulsar el Programa con el apoyo de 
la comunidad internacional y colaboración de las alcaldías municipales, para gestionar los 
recursos necesarios para la implementación de los cuatro componentes que lo integran. 

TABLA

09
Normas pendientes de 
implementación del Punto 3 

Revisión, ajuste y actualización de la normativa sobre los servicios de 
seguridad y vigilancia privada. 

Reglamentación del Programa de Protección Integral para integrantes del 
nuevo movimiento o partido político que surja del tránsito de las FARC-
EP, establecido en el artículo 12 del Decreto Ley 895 de 2017.
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Punto 4. Solución al 
Problema de las Drogas 
Ilícitas

Para desarrollar sus objetivos, el Punto 4 se encuentra estructurado alrededor de dos 
programas nacionales, el PNIS y el Programa Nacional de Intervención Integral frente al 
Consumo de Drogas Ilícitas. Conjuntamente, comprende las medidas dirigidas a solucionar 
el problema de producción y comercialización de narcóticos que incluye la judicialización 
efectiva, las estrategias contra activos y corrupción asociados al narcotráfico y la Conferencia 
Internacional sobre la Lucha contra las Drogas. Estos compromisos son interdependientes 
y abordan el problema de las drogas de uso ilícito de manera comprensiva, apuntando a 
acabar con el narcotráfico como una de las causas principales del conflicto armado y de 
la prolongación de la violencia. Cada tema busca intervenir los diferentes eslabones en la 
cadena del narcotráfico, para así abordar el fenómeno de manera integral.

1. Estado de la implementación del Punto 4

En el periodo de estudio, el Punto 4 registró una leve aceleración en el ritmo de implementación 
que, como se evidencia en el Gráfico 17, se concentró particularmente en las disposiciones 
que fueron completadas al aumentar de 8% en 2019 a 17% en 2020. Este incremento generó 
la disminución de disposiciones en nivel intermedio de 30% en 2019 a 26% en 2020, en 
las disposiciones en estado mínimo de 42% en 2019 a 39% en 2020 y aquellas que no han 
iniciado su implementación disminuyendo dos puntos porcentuales en comparación con el 
año anterior. 
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El avance de las disposiciones que completaron su implementación fue consecuencia de la 
concreción de acciones para dar cumplimiento a: (i) los espacios de diálogo en el marco de 
las organizaciones regionales — la Organización de Estados Americanos (OEA), la Unión 
de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la Comunidad de Estados Latinoamericanos y 
Caribeños (CELAC) — con el fin de avanzar en la construcción de consensos en torno a 
la política de lucha contra las drogas; (ii) la firma de los documentos con iniciativas de los 
PISDA y, (iii) la elaboración y publicación de la Encuesta Nacional de Consumo de Sustancias 
Psicoactivas. 

Considerando la dinámica de implementación por temas que componen el Punto 4, el 
Gráfico 18 muestra que el PNIS tiene el 17% de los compromisos sin iniciar, 37% en un 
estado mínimo, 31% en nivel intermedio y el 14% completados. Este último porcentaje 
está determinado por la finalización de la planeación PISDA. El impulso al Programa de 
Prevención del Consumo y Salud Pública disminuyó a 31% las disposiciones no iniciadas y 
llevó a que el 44% se encuentran en un estado mínimo, el 6% en nivel intermedio y el 19% 
fueran completadas. Este último, aumentó seis puntos porcentuales en el periodo de estudio, 
en razón a la publicación de la Encuesta Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas. 
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En cuanto a las disposiciones asociadas a la solución del fenómeno de la producción y 
comercialización de narcóticos, el 7% de las disposiciones no ha iniciado, el 40% tiene 
una implementación mínima, el 33% un nivel intermedio y el 20% ha sido completado. 
Las disposiciones completas avanzaron 13 puntos porcentuales por la finalización de los 
diálogos regionales sobre la política de lucha contra el narcotráfico y el esfuerzo continuo de 
cooperación internacional, en particular con la campaña Orión V que se explicará en detalle 
más adelante. A cuatro años de la firma del Acuerdo Final, la solución al problema de las 
drogas ilícitas se encuentra en una fase de operación de las estrategias y avanza en acciones 
tanto normativas como operativas para desarticular los eslabones de la cadena de valor del 
narcotráfico, incluyendo la sustitución de cultivos. 
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TABLA

10
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 4

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Sistema de seguimiento de las 
acciones territoriales que se 
adelantan en el tema de consumo, 
diseñado y en funcionamiento.

Ministerio de 
Salud y Protección 

Social
0% 2018 2023 D.435

Lineamientos de tratamiento con 
enfoque de género, incluyendo 
población LGBTI, dentro del 
Programa Nacional de Intervención 
Integral frente al Consumo de Drogas 
Ilícitas, que permitan disminuir las 
brechas de acceso al sistema de 
salud, elaborados.

Ministerio de 
Salud y Protección 

Social
0% 2017 2018 D.G7

Porcentaje de investigaciones 
estructurales de la criminalidad 
con culminación en judicialización 
efectiva.

Fiscalía General de 
la Nación

Sin 
ficha 

técnica
N/A N/A D.300

2. Principales avances y retos del Punto 4

A. Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, 
PNIS
La sustitución de cultivos demostró altos niveles de efectividad como estrategia para 
erradicar el fenómeno de la resiembra. A pesar de los tropiezos en su implementación y 
tras un proceso de ajuste en su funcionamiento, la sustitución voluntaria y en específico el 
PNIS, muestra que su implementación conlleva a tasas más bajas de resiembra y menores 
incidentes de conflictividad socioambiental que otras opciones para reducir los cultivos 
de uso ilícito. Asimismo, se evidencia el alto compromiso de cumplimiento tanto de las 
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familias como de la institucionalidad, pues de acuerdo con la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC), el 97% de las hectáreas inscritas en el programa fue 
efectivamente levantada. Esto significa que de 42.339 hectáreas en donde se erradicaron de 
forma voluntaria cultivos de uso ilícito, en 39.965 se constató que persiste el compromiso376. 
De allí la importancia de mantener y fortalecer el apoyo institucional y financiero del Gobierno 
y de la cooperación internacional para su adecuado funcionamiento y para la sostenibilidad 
de los proyectos productivos que comienzan a fructificar. 

Los reajustes en la operación del PNIS se empezaron a implementar en 2020. En este 
año, el programa comenzó a operar con base en las modificaciones realizadas desde el 
2019, tras un proceso de evaluación interna realizado por la Dirección para la Sustitución 
de Cultivos Ilícitos (DSCI) de la ART, entidad que ejecuta el programa. Este ajuste implicó 
el desarrollo de un proceso que comprendió varias acciones. Primero, se rediseñó la ruta 
de las familias PNIS para sincronizar las acciones necesarias para su transición productiva. 
Esta nueva estructura amplió el tiempo de duración de la ruta a 29 meses377. Segundo, la 
DSCI avanzó en la resolución de los casos de familias suspendidas que equivalían al 12% 
del total de familias del programa, siendo 12.011 de los 99.097 núcleos familiares. Estas 
suspensiones se dieron por diversas situaciones como el incumplimiento de compromisos, 
la inscripción de varias personas de un mismo núcleo familiar de manera independiente, 
algunos casos de personas que no residían en la dirección registrada, entre otros. Durante 
2020, de los 12.011 casos de familias suspendidas del programa, 2.368 núcleos familiares 
fueron reintegrados de forma definitiva y 3.433 fueron retirados. Aún restan por resolver 
otros 6.180 casos, aproximadamente378. 

En tercer lugar, a través del Decreto 2107 del 22 de noviembre de 2019, se trasladó la DSCI 
del Departamento Administrativo de la Presidencia (DAPRE) a la ART379. Cuarto, el operador 
nacional para la asistencia técnica a las familias PNIS pasó de UNODC a la Organización de 
Estados Iberoamericanos (OEI), proceso que se completó al final de 2020. Esta reingeniería 
correspondió a la necesidad de hacer el funcionamiento interno del PNIS más fluido, de 
forma que sus diferentes componentes estén sincronizados y tengan el efecto de impulso 
y complementariedad entre unos y otros. Igualmente se alineó el programa con otros 
componentes del Acuerdo Final como los PDET, a través de la integración de las iniciativas 
PISDA-PDET en la ruta de activación para su ejecución y con la formalización de predios por 
medio del programa “Formalizar para sustituir” de la UNODC y de la ANT.

La ART avanzó en la activación de iniciativas PISDA. A la fecha de corte de este informe, 
168 iniciativas PISDA cuentan con ruta de activación y 241 se identifican como parte del PAI 
Comunitario que beneficiarán a las comunidades de los núcleos PNIS en igual situación380. 
De igual forma sucede con los programas dirigidos a legalizar el lazo con la tierra de los 
cultivadores que sustituyen, a través de programas como “Formalizar para sustituir” de la 
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UNODC y de la ANT o “Nuestra tierra próspera” financiado por la Agencia de los Estados 
Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID)381. 

La DSCI retomó y dinamizó las instancias internas de gobernanza del PNIS que reúnen a 
funcionarios, sociedad civil y beneficiarios para resolver los inconvenientes que puedan 
acontecer en la operación. Estas instancias que fueron previstas por el decreto de creación 
del PNIS382 deben ser convocadas por la DSCI. En el nivel nacional se encuentra la Junta 
de Direccionamiento Estratégico (JDE) que tiene a su cargo orientar, evaluar y monitorear la 
gestión e implementación del PNIS en concordancia con el Acuerdo Final. De igual manera, 
el Decreto 362 de 2018 prevé la conformación del Consejo Permanente de Dirección 
(CPD) que es el encargado de asesorar a la DSCI en la preparación del acercamiento y 
estrategias de entrada a los territorios, a través de análisis estratégico del entorno en el que 
se implementará el PNIS. 

Desde el nivel territorial, el mismo Decreto 362 establece los Consejos Asesores Territoriales 
(CAT) compuestos por: (i) las autoridades nacionales, regionales y locales; (ii) representantes 
de las extintas FARC-EP y, (iii) voceros de las comunidades que hacen parte de los Consejos 
Municipales de Planeación Participativa de los territorios afectados por presencia de cultivos 
ilícitos. Sus funciones se encuentran orientadas a articular el PNIS con el nivel territorial 
para la construcción de los PISDA y su integración con los PATR. También, en este nivel 
se prevén los Consejos Municipales de Evaluación y Seguimiento (CMES), como instancia 
de seguimiento y evaluación de los PISDA y del Plan de Atención Inmediata (PAI) para 
lo cual presenta informes a las Asambleas Comunitarias, a las Comisiones Municipales 
de Planeación Participativa y al Consejo Asesor Territorial. Por último, se encuentran las 
Comisiones Municipales de Planeación Participativa (CMPP), que son concebidas como una 
instancia de coordinación entre las Asambleas Comunitarias y el PNIS, para la construcción 
de los PISDA.

Con respecto a las instancias del nivel nacional, entre agosto de 2019 y diciembre de 2020, 
se celebraron tres reuniones de la JDE y una del CPD. Desde el nivel territorial se realizaron 
21 reuniones de los CAT, 162 de las CMPP y 72 de los CMES383. El Instituto Kroc observa que 
estas acciones están orientadas al buen funcionamiento interno del programa. Sin embargo, 
es necesario regularizar la periodicidad de todos los espacios en todas las regiones donde 
actúa el PNIS. Adicionalmente, estas instancias municipales y la DSCI concluyeron la 
identificación de iniciativas PISDA, que son las medidas comunitarias y territoriales que 
hacen parte del PDET, y que acompañan y dan sostenibilidad al programa en 56 municipios 
PNIS, 8 de ellos por fuera de los territorios PDET384.
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Las rutas y modelos específicos de sustitución para Zonas de Reserva Forestal, Parques 
Nacionales Naturales de Colombia (PNN) y territorios étnicos fueron dinamizadas, pero 
requieren de mayores esfuerzos para su implementación integral. La ART junto con la 
Unidad de Parques Nacionales establecieron para las familias que se encuentran en áreas 
como PNN y Zonas de Reserva Forestal el modelo “Territorios en conservación”, que atiende 
sus necesidades diferenciadas por las restricciones de titularidad de la tierra y limitaciones 
para la ejecución de proyectos productivos. La DSCI estima que hay actualmente 3.810 
familias del PNIS en 8 áreas protegidas385 y que en 2021 terminará de incluirlas a todas 
en este modelo. De acuerdo con el informe anual del Sistema Integrado de Monitoreo de 
Cultivos Ilícitos (SIMCI 2019) con corte al 31 de diciembre de 2019, publicado en 2020, 
el 18% de la coca se encuentra en Zonas de Reserva Forestal. Estas son conocidas entre 
pobladores y funcionarios como “tierras en ley segunda” debido a la Ley 2ª de 1959 que las 
estableció386. Según la misma fuente, el 4% de estos cultivos están en PNN387. 

Respecto del enfoque diferencial étnico y asociativo, la DSCI estuvo en proceso de 
concertación con instancias étnicas nacionales de un documento que regule y agregue al PNIS 
una ruta para las familias y territorios étnicos de naturaleza asociativa. Según el mencionado 
informe SIMCI 2019, el 16% de los cultivos de hoja de coca sembrada estaba en territorios 
colectivos de comunidades negras en su mayoría en Nariño y el 9% en resguardos indígenas 
en Nariño, Guaviare y Norte de Santander388. Algo semejante sucede con la incorporación 
del enfoque de género. En el periodo de análisis, la DSCI junto con la Instancia Especial de 
Género, estaban construyendo un protocolo de género para que la implementación del PNIS 
impacte significativamente en las condiciones de vida de las mujeres rurales afectadas por 
la economía cocalera y tengan independencia económica y productiva389.

Para las familias que no están en PNIS Familiar, la DCSI contempló establecer y poner en 
marcha modelos alternativos de sustitución para las familias con disposición de hacer 
sustitución voluntaria en territorios PDET. Algunas de estas familias incluso alcanzaron a 
firmar acuerdos colectivos de sustitución en una etapa preliminar del PNIS. Para ellas, la 
DSCI, con las gobernaciones y la cooperación internacional vienen impulsando el programa 
“Hecho a la medida”390, que no compite con el PNIS en términos de financiación, pues su 
focalización es diferente en cuanto a territorios y a las familias a las que se busca atender.

Durante 2020 persistieron los desafíos en materia de seguridad y articulación para la 
implementación del PNIS. Estas dos condiciones afectan directamente su funcionamiento, 
sostenibilidad y la confianza de las comunidades y familias que participan en este programa. 
Particularmente en materia de seguridad, pese a que se han adelantado protocolos y 
acciones, se reporta un significativo número de amenazas y acciones violentas contra 
líderes y comunidades PNIS, por parte de organizaciones criminales involucradas en el 
narcotráfico391. Consciente de este desafío, el Gobierno concibió las Zonas Futuro como 
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una estrategia de micro focalización de acciones integrales para contribuir a la seguridad 
en las regiones. Si bien esta estrategia no hace parte del Acuerdo Final, complementa y 
desarrolla aspectos de éste relacionados con la lucha contra el narcotráfico y las garantías 
de seguridad en territorios PDET y PNIS. 

El Instituto Kroc identificó que la estrategia de Zonas Futuro presenta retos significativos 
como evitar la subordinación de los PDET y el desarrollo rural a las prioridades en materia 
de seguridad. Así como el desarrollo de mecanismos ágiles para prevenir violaciones a 
los derechos humanos y verificar constantemente las condiciones de seguridad. Para este 
propósito, también es relevante para las autoridades, el contar con medios para responder 
adecuadamente y de manera diferencial a los desafíos y características de la situación de 
orden público en cada una de las cinco Zonas Futuro.

El tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores no registró avances. 
El Acuerdo Final contempló que el Gobierno Nacional promovería los ajustes normativos 
necesarios para renunciar de manera transitoria a la persecución penal contra los pequeños 
cultivadores que decidieran renunciar al cultivo de uso ilícito y su mantenimiento392. Lo 
anterior fue considerado de forma complementaria al despliegue del PNIS. A la fecha de 
corte del informe, no se avanzó en esta reforma legal. Pese a la demora en la expedición de 
esta norma el PNIS no se ha paralizado, en todo caso, su implementación es fundamental 
para brindar seguridad jurídica a las familias PNIS y a funcionarios implementadores del 
programa.

En septiembre de 2020, la Procuraduría Delegada para el Seguimiento a la Implementación 
del Acuerdo Final, a través del Segundo Informe al Congreso de la República, resaltó que el 
Ministerio de Justicia y del Derecho habría presentado tres proyectos de ley relacionados 
con este tema ante el Congreso de la República, pero ninguno de éstos se encontraba en 
curso393. A pesar de ello, el informe señaló que durante la primera legislatura del 2020 
estaba en segundo debate en el Senado el proyecto de Ley 039 de 2019, como iniciativa de 
la bancada del Partido FARC394, el cual versa sobre el tratamiento penal diferenciado para 
pequeños agricultores y agricultoras que estén o hayan estado vinculados con el cultivo de 
plantaciones de uso ilícito y las actividades derivadas de este395. A la fecha de corte de este 
informe no se conocieron mayores avances sobre su trámite. 

El PNIS es un programa complejo y con visión de largo plazo que requiere muchos 
componentes funcionando armónicamente. Si bien es difícil lograr esta sincronización, se 
ha venido avanzando en ello. Por esta razón, el Instituto Kroc considera que es necesario 
mantener el apoyo al PNIS, especialmente en esta etapa de implementación en que los 
proyectos productivos de sustitución comienzan a fructificar y requieren su comercialización.
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B. Programa Nacional de Intervención Integral frente al Consumo de Dro-
gas Ilícitas
La implementación del Programa concentró sus esfuerzos en la operación de la Ruta de 
Atención Integral de prevención y sus componentes. Como estrategia de salud pública y 
rehabilitación integral, durante el 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social puso en 
operación diferentes acciones. Entre ellas figura la Ruta de atención Integral de prevención de 
consumo de sustancias de uso ilícito, que incluye: (i) lineamientos para la implementación 
de dispositivos comunitarios en salud para la prevención del consumo de sustancias; (ii) 
estrategias de reducción del daño y, (iii) el monitoreo y evaluación para la prevención del 
consumo de sustancias desde un enfoque de salud pública y rehabilitación con perspectiva 
diferencial396. 

Durante 2020, según el Ministerio de Salud y Protección Social, 36.952 personas, siendo 
11.880 mujeres y 24.908 hombres, recibieron tratamiento por consumo de sustancias ilícitas 
y se habilitaron 735 servicios en 31 territorios de salud mental y consumo de sustancias 
psicoactivas a lo largo del territorio nacional397. Sin embargo, la aprobación del decreto 
por medio del cual se oficializa la Ruta de Atención se mantuvo en construcción y revisión 
por parte de un grupo de expertos y se espera que esta norma sea expedida en el primer 
trimestre del 2021398. Su expedición es importante para darle certeza a las autoridades sobre 
cuáles son sus responsabilidades y establecer un marco competencial diáfano.

Avances en programas territoriales que apuntan al fortalecimiento de los factores de 
protección frente al consumo. Los ministerios de Justicia, Salud, Educación y Defensa, el 
ICBF y el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), desplegaron acciones dirigidas 
a ejecutar los programas de desarrollo de capacidades de autoridades locales las cuales 
incluyen: (i) el fortalecimiento para la atención al consumo y la prevención de factores de 
riesgo del consumo de sustancias psicoactivas; (ii) la formación en el Modelo de Intervención 
Integral de Iniciativas Comunitarias (MI3C); (iii) las acciones de prevención y atención del 
consumo de sustancias psicoactivas en el entorno carcelario y, (iv) el fortalecimiento de 
capacidades técnicas y metodológicas para los operadores del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes. 

En el 2020, 8.000 personas fortalecieron sus capacidades técnicas y se mejoró la cobertura 
y calidad de las acciones de prevención, reducción de riesgos, atención e inclusión social 
por medio de la implementación de procesos de formación y asistencia técnica en los 32 
departamentos del país. Estos avances se lograron con el apoyo técnico y financiero de los 
ministerios de Justicia, Salud, Educación y Defensa, así como del ICBF, el INPEC, entidades 
territoriales y organizaciones de la sociedad civil, además de la cooperación internacional, 
representada en la Embajada de los Estados Unidos, UNODC, OPS y la Organización 
Internacional de Migraciones (OIM)399.
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Durante el periodo de análisis de este informe, se registraron acciones para la prevención 
de consumo y promoción de salud con especial atención en jóvenes, niños y niñas tales 
como la “Cartilla Con-sumo Cuidado”, la gestión técnica “Cambiando el Chip” y la estrategia 
“Ser, Saber y Hacer en Prevención del consumo”. En relación con el fortalecimiento y la 
capacitación de comunidades, el Ministerio de Salud y Protección Social en asocio con otros 
actores locales, ejecutó el programa “Familias Fuertes”, “Cuenta Conmigo”, y la modalidad 
“Mi Familia”400. 

En cuanto a las acciones de reducción del daño basadas en evidencia en poblaciones 
vulnerables como habitantes de calle y población carcelaria, la Subdirección de 
Responsabilidad Penal del ICBF, en articulación con el Ministerio de Justicia y del Derecho, 
y la UNDOC, adelantaron el proceso de asistencia técnica en 19 regionales en elementos 
técnicos y metodológicos para la formulación e implementación de estrategias preventivas 
del consumo de sustancias psicoactivas. Para ello, estas entidades tuvieron en cuenta la 
“Guía para la formulación de estrategias de prevención del uso de sustancias psicoactivas 
en los adolescentes y jóvenes del Sistema de Responsabilidad Penal (SRPA)”401. Este 
proceso tiene por objetivo, el fortalecimiento de los equipos técnicos de los operadores y 
direcciones regionales para la construcción e implementación de estrategias preventivas 
frente a las problemáticas identificadas en temas relacionados al consumo de sustancias 
psicoactivas402.

Por último, frente a la creación de mecanismos de difusión de la información sobre el consumo 
de drogas ilícitas considerando los diferentes públicos de interés, se registraron avances en 
el plan de medios. Este incluye acciones como la campaña nacional de comunicaciones de 
prevención del consumo de sustancias psicoactivas y la campaña “Si tú estás, las drogas 
no” cuyo objetivo es prevenir el consumo de sustancias psicoactivas por parte de niños, 
niñas y adolescentes con edades entre 10 y 18 años. Esta campaña se fundamenta en 
el concepto de “involucramiento parental” entendido como un factor protector contra el 
consumo de drogas. La campaña cuenta con dos videos promocionales para televisión, 
cinco cuñas radiales y tres piezas gráficas para difusión impresa y en redes sociales403. 
La relevancia de estas medidas radica en su vínculo estrecho con el objetivo trazado por el 
Acuerdo de visibilizar las acciones frente al consumo.

Algunas acciones de prevención del consumo de sustancias psicoactivas se orientaron 
con enfoque diferencial. Para el caso del tratamiento de los pueblos étnicos, durante el 
2020, el Ministerio de Salud en el marco del Sistema Indígena de Salud Propia e Intercultural 
(SISPI), en coordinación con las autoridades indígenas, elaboraron los lineamientos 
para el cuidado de la salud mental y las armonías espirituales de los pueblos indígenas. 
El objetivo de este instrumento fue brindar orientaciones a las comunidades indígenas y 
actores institucionales para la identificación, implementación y evaluación de estrategias 
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interculturales que contribuyan al fomento y la recuperación de la armonía espiritual y la 
salud mental, en el marco de los desarrollos del SISPI y de las políticas de salud mental, de 
prevención y atención del consumo de sustancias psicoactivas404.

Se resalta la participación comunitaria nacional y territorial, incluida la de las mujeres y 
de personas LGBTI, en la implementación de las Políticas de Salud Mental y Prevención 
y Atención al Consumo de Sustancias Psicoactivas, a través de su asistencia a mesas 
de trabajo y talleres organizados para tal fin405. Adicionalmente, a través del Convenio 
251 del 2019 entre el Ministerio de Justicia y del Derecho, y el DANE, en julio de 2020 
se culminaron estudios e investigaciones como la Encuesta Nacional de Consumo de 
Sustancias Psicoactivas en Población en general y el Estudio sobre Patrones de Consumo 
de Drogas Durante la Pandemia debido a COVID-19. Ambas recopilaron información a nivel 
nacional para generar alertas y entender comportamientos de consumo de la población con 
un énfasis en género406. 

En conclusión, las acciones descritas anteriormente son muestra de los avances de la 
implementación de los diferentes compromisos del Programa Nacional de Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas Ilícitas encaminados a resolver la problemática de consumo de 
sustancias psicoactivas desde un enfoque de salud pública, atendiendo a las necesidades 
del consumidor por medio de un apoyo integral de rehabilitación y acompañamiento. Pese a 
lo anterior, el Instituto Kroc observó retos como la adopción del marco normativo de la Ruta 
de Atención Integral, la creación formal de este programa como una instancia de alto nivel y 
su implementación territorial con enfoque diferencial. 

C. Solución al problema de producción y comercialización de narcóticos
La FGN fortaleció la capacidad institucional para investigar los delitos cometidos por 
grupos armados ilegales vinculados al narcotráfico. En 2020, se evidenciaron algunos 
avances en la judicialización efectiva, la estrategia contra activos del narcotráfico, la 
estrategia contra la corrupción asociada al narcotráfico y la Conferencia Internacional sobre 
la Lucha contra las Drogas. Tal es el caso de la implementación por parte de la FGN de 
herramientas como las investigaciones estructurales e investigaciones espejo para afectar 
las finanzas y los activos de las organizaciones criminales y el fortalecimiento y ampliación 
de la cooperación regional e internacional.

Ejemplo de lo anterior es el desarrollo de la estrategia de fortalecimiento de la cooperación 
judicial internacional con Estados Unidos, Reino Unido, Países Bajos, Francia, Italia, España, 
Alemania, Portugal, Israel, Suecia, Noruega, México, Honduras, Guatemala, El Salvador, 
Panamá, Brasil, Ecuador, Perú, Bolivia, Argentina, y Australia. A lo anterior se suma el 
funcionamiento de la “Plataforma Bogotá”, una mesa permanente de seguridad contra el 
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tráfico transaccional de drogas, en la que participa la FGN y que reúne a todos los agregados 
judiciales de los países de la Unión Europea, además de Colombia y Estados Unidos que 
asisten como observadores407.

Frente a los compromisos referentes al fortalecimiento y ampliación de la cooperación 
regional e internacional, se completaron acciones de cooperación regional como la campaña 
Orión V para identificar las redes, sistemas de comercialización y rutas de las organizaciones 
criminales dedicadas al narcotráfico. La campaña Orión V incluye acciones multilaterales en 
las que intervinieron 48 instituciones y agencias de carácter militar y policial de 26 naciones 
participantes. Durante la operación, fueron judicializadas 150 personas de diferentes 
nacionalidades y se inmovilizaron 38 embarcaciones, dos semi sumergibles y cuatro 
aeronaves fueron objeto de interdicción en tierra. En términos de incautación de marihuana, 
los resultados fueron de 7.342 kilogramos, que representan 18’355.000 de dosis, con un 
valor estimado en costas de Estados Unidos de USD $ 36.710.000408.

La FGN reunió experiencias dirigidas a enfrentar bajo una comprensión holística el 
fenómeno del crimen organizado. En cuanto a los avances frente a las acciones de los 
grupos interinstitucionales para adelantar investigaciones estructurales, se resaltan las 
acciones del centro de pensamiento “Ideas disruptivas contra el crimen organizado” de la 
FGN. Este centro de pensamiento funge como mecanismo para reconocer y comprender las 
dinámicas locales, regionales, nacionales y trasnacionales de la criminalidad en todas sus 
dimensiones, y prevenir la aparición de nuevos grupos dedicados al crimen organizado. Su 
propósito es identificar ideas y realizar investigación aplicada desde las ciencias exactas 
para impactar el crimen organizado en Colombia, a través de la consolidación de un grupo 
de expertos de naturaleza investigadora. 

El centro de pensamiento incluye en su revisión acciones de disrupción provenientes de 
proyectos de investigación que ofrezcan nuevos enfoques frente a la lucha contra el crimen 
organizado para lo cual llevó a cabo 15 mesas técnicas entre el 12 de febrero y el 18 
de noviembre 2020409. En estos espacios, participaron miembros de la Fuerza Pública 
colombiana, la FGN, instituciones del Estado, investigadores universitarios de las ciencias 
exactas, agregadurías de las embajadas del sector defensa e interior, empresas del sector 
hidrocarburos y fiscales de la Red de Fiscales Iberoamericana contra el Narcotráfico410. 
Este tipo de intercambio de expertos fomenta espacios de participación entre el Gobierno, 
las empresas y la sociedad civil, que facilitan la triangulación de la información y posibles 
soluciones para resolver el problema de las drogas ilícitas de manera integral y participativa.

Durante el 2020, el Ministerio de Justicia y del Derecho promovió sinergias y articulación 
entre el Pilar 4 de la Política Ruta Futuro la cual está enfocada en la disrupción efectiva 
de las economías criminales. Para ello, esta política contempla estrategias de prevención, 
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detección, investigación, sanción y persecución de bienes y rentas producto del delito, que 
respondan a las necesidades nacionales, a los estándares internacionales y las acciones 
de implementación del Acuerdo Final. Se destaca la creación y puesta en marcha de la 
“Estrategia integral frente a finanzas y rentas criminales y cadena de valor”, la cual analiza la 
cadena de valor del narcotráfico, incluyendo el lavado de activos, los enclaves productivos 
y focos de corrupción. A través de esta estrategia, se recogieron todos los estudios que 
el Ministerio de Justicia y del Derecho ha hecho desde el 2016, incluyendo las acciones y 
compromisos propias del Acuerdo Final para este tema. 

En el periodo de análisis, el Ministerio de Justicia y del Derecho trabajó en la actualización 
del CONPES antilavado de activos411, cuyo objetivo es proporcionar al país las herramientas 
necesarias destinadas a identificar y valorar adecuadamente los riesgos de lavado de 
activos y financiación del terrorismo (LA/FT) y los medios para mitigarlos. Según informó 
este Ministerio, la publicación de la actualización del CONPES está proyectada para abril de 
2021412. 

El intercambio de experiencias demostró la importancia de construir alianzas con todos 
los sectores para hacer frente al fenómeno del narcotráfico. Sobre los espacios de 
diálogo para avanzar en la construcción de consensos en torno a la política de lucha contra 
las drogas, el 7 de julio 2020, el Ministerio de Relaciones Exteriores llevó a cabo el diálogo 
regional “Buenas Prácticas y Lecciones Aprendidas sobre Políticas de Drogas y Desarrollo en 
las Américas”413. Durante este espacio, autoridades de Colombia, Perú, Guatemala, Estados 
Unidos y Jamaica intercambiaron buenas prácticas y lecciones aprendidas sobre la materia. 
Los participantes destacaron la relevancia de la generación de espacios con la sociedad 
civil, el sector privado y cooperación internacional para entender que la lucha contra el 
narcotráfico es un esfuerzo que requiere un trabajo armónico entre los diferentes gobiernos 
de cada país y una buena articulación institucional.

En síntesis, la mayoría de los compromisos del Punto 4 tuvieron un avance lento durante 
los primeros tres años después de la firma del Acuerdo. Sin embargo, durante el 2020, el 
Instituto Kroc observó una aceleración en la implementación especialmente en compromisos 
que fueron completados, pues la mayoría de los planes de acción y estrategias lograron 
entrar en una fase operativa y empezaron a mostrar resultados para cada componente de 
este punto. 
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Implementar iniciativas PISDA-PDET y PDET-PAI Comunitario en núcleos PNIS. Las 
autoridades locales y regionales, respaldadas por el Gobierno Nacional a través de la ART, 
la CPEC, los ministerios y agencias cuentan con la posibilidad de ejecutar estas obras y 
acciones en los núcleos PNIS. Esto podría garantizar la sostenibilidad y comercialización de 
los proyectos productivos y el bienestar de las comunidades PNIS. 

Articular al PNIS con ejercicios territoriales de diálogo social, divulgación y rendición 
de cuentas. Para ello sería provechoso que la DSCI participe en espacios liderados por 
alcaldías, gobernaciones y consejos municipales de paz. Esto lo haría de la mano con la ART 
en las subregiones y municipios PDET, y con la CPEC en los 8 municipios en los cuales se 
implementa el PNIS pero que no son PDET. Este ejercicio será útil para aumentar la confianza 
a través de un ejercicio constante de rendición de cuentas.

Ampliar la cobertura del programa “Territorios en Conservación” a las familias aún no 
incluidas en el PNIS. La DSCI junto con la Unidad de Parques y el Ministerio de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible podrían priorizar la inclusión de las familias PNIS ubicadas 
en PNN en este modelo diferenciado. La DSCI podría focalizar sus esfuerzos en las 2.243 
que faltan por entrar al modelo para que ingresen en 2021414; un universo localizado y que 
contribuiría decididamente a la solución del problema de las drogas ilícitas.

Finalizar la concertación de la Ruta Diferencial Étnica PNIS. El Instituto Kroc considera 
que la DSCI junto con la ART, la CPEC y la IANPE, tienen la oportunidad de avanzar en la 
concertación de esta ruta diferencial para comunidades étnicas y procesos asociativos en la 
sustitución voluntaria. Ello impactaría sensiblemente el proceso en los territorios de mayor 
afectación por presencia de cultivos y actores armados.

Concertar e implementar el protocolo de género PNIS. La DSCI junto con la ART y la 
CPEC tienen la oportunidad de avanzar con la Alta Instancia de Género en la definición de las 
medidas diferenciales para mujeres rurales y étnicas en PNIS, de tal forma que el proceso 
de sustitución aporte a cerrar las brechas de desigualdad en el campo.

El trámite de la ley de tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores 
mejoraría la seguridad jurídica en el proceso de sustitución voluntaria. El Ministerio de 
Justicia y del Derecho y las diferentes bancadas en el Congreso de la República, incluida 
la del Partido FARC, cuentan con las capacidades para imprimir todos sus esfuerzos en 
consensuar un proyecto de ley para pequeños cultivadores, aprovechando la convergencia 
de actores en las instancias nacionales del PNIS.

3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 4
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Adelantar los procesos normativos liderados por el Ministerio de Salud y Protección 
Social para formalizar jurídicamente el Programa Nacional de Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas Ilícitas. Los actos administrativos son necesarios para 
crear al programa como instancia de alto nivel. Ello podría conllevar a la articulación entre 
las instituciones con competencias en la materia y coordinar un proceso participativo de 
revisión, ajuste y puesta en marcha de la política frente al consumo.

La Ruta de Atención Integral Territorial puede contribuir a la estrategia de prevención 
del consumo. El Ministerio de Salud y Protección Social puede concentrar acciones para 
esta estrategia, dirigida de forma más visible a mujeres, personas LGBTI y pueblos étnicos, 
y difundir los principales resultados de esta implementación. 

La actualización del CONPES Antilavado de Activos y contra la Financiación del 
Terrorismo representa una oportunidad para alinear la política pública con el Acuerdo 
Final. Aprovechando las actividades en las que avanza el Ministerio de Justicia y el Derecho 
en la actualización del mencionado CONPES, resultaría valioso que, dentro de éste, los ejes y 
programas que se establezcan se ajusten y compaginen con lo previsto por el Acuerdo Final.

TABLA

11
Normas pendientes de 
implementación del Punto 4 

Tramitar los ajustes normativos necesarios que permitan renunciar 
de manera transitoria al ejercicio de la acción penal o proceder con 
la extinción de la sanción penal contra los pequeños agricultores y 
agricultoras que estén o hayan estado vinculados con el cultivo de 
cultivos de uso ilícito.
Tramitar las reformas legislativas necesarias para que puedan imponerse 
sanciones a las personas que otorgaron el aval a los candidatos o 
elegidos sancionados penalmente.
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Punto 5. Acuerdo sobre las 
Víctimas del Conflicto

Incluir a las víctimas del conflicto armado como eje central del Acuerdo Final fue un acto de 
reconocimiento a la importancia de resarcirlas y a su rol preponderante en la construcción de 
paz415. Para este propósito, el Punto 5 del Acuerdo dispuso la creación de un sistema integral 
para garantizar sus derechos a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición416. La 
implementación de las disposiciones de este punto requiere un alto nivel de compromiso de 
todas las partes; tanto de autoridades públicas, como de quienes participaron en el conflicto 
y de la sociedad civil. 

1. Estado de la implementación del Punto 5

En el periodo de estudio, el Punto 5 mantuvo un ritmo constante de avance en la 
implementación conforme se evidencia en el Gráfico 19. En el último año, las disposiciones 
en estado no iniciado se redujeron de 29% en 2019 a 20% en 2020 y aquellas en nivel 
mínimo disminuyeron un punto porcentual, de 38% en 2019 a 37% en 2020. Además, las 
disposiciones en nivel intermedio y completas se incrementaron de 12% en 2019 a 20% en 
2020 y de 21% a 23%, respectivamente. Estos avances en la codificación son producto del 
trabajo de las entidades del SIVJRNR. 
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En este periodo, hubo avances en los niveles de implementación del componente de verdad, 
pues la CEV, que conforme a su mandato cierra sus actividades y entrega su informe final el 
28 de noviembre del 2021, consolidó el Sistema de Información Misional (SIM), fortaleció 
su estrategia de comunicaciones y avanzó en las medidas para el archivo de la información 
recolectada en el marco de sus funciones. Por su parte, la UBPD adelantó la entrega digna 
de restos de personas dadas por desaparecidas y promovió alianzas con 12 organizaciones 
nacionales e internacionales especializadas para facilitar el cumplimiento de sus funciones.
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El componente de justicia también tuvo avances cuantitativos, relacionados con las 
medidas adoptadas por la UIA de la JEP para la protección de víctimas, testigos y demás 
intervinientes, así como la adopción de criterios de priorización por parte de la SDSJ de la JEP. 
En el componente de reparación, la UARIV avanzó en las acciones para el reconocimiento y 
reparación de víctimas en el exterior. Finalmente, el componente de garantías de no repetición 
registró un avance en su implementación, que obedece a la creación y puesta en marcha de 
la Comisión Asesora de Derechos Humanos y Paz por la Defensoría del Pueblo.
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TABLA

12
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 5

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Planes nacionales de reparación 
colectiva fortalecidos.

Unidad para 
la Atención y 
Reparación 

Integral a Víctimas

56,67% 2018 2031 E.316

Sujetos de reparación colectiva 
con Plan de Reparación Colectiva 
implementado.

Unidad para 
la Atención y 
Reparación 

Integral a Víctimas

27,08% 2018 2031 E.315

Porcentaje de actos de 
reconocimiento de responsabilidad 
colectiva realizados que decida hacer 
el Gobierno, las FARC o cualquier 
otro sector de la sociedad.

Oficina del Alto 
Comisionado para 

la Paz
0,00% 2017 2019 E.311

Plan Nacional de Derechos Humanos 
fortalecido y en implementación.

Consejería 
Presidencial para 

los Derechos 
Humanos

25% 2017 2031 E.337

2. Principales avances y retos del Punto 5

A. Componente de verdad
La UBPD consolidó procesos para la búsqueda. Dentro de las acciones concretas de la 
UBPD durante el período objeto de análisis, se destaca la publicación del Plan Nacional de 
Búsqueda (PNB)417. Este documento es una herramienta de organización y planeación418 
que contiene el marco de acción general, estratégico e integral para abordar los procesos 
de búsqueda, humanitaria y extrajudicial, de personas que adelanta la entidad419. Esto 
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es un avance significativo ya que hasta ahora la UBPD no contaba con un instrumento 
de esta naturaleza en Colombia. El PNB es el resultado de un proceso de participación y 
construcción colectiva420 con las víctimas de distintos sectores y sus organizaciones421, los 
pueblos étnicos422 y la coordinación con instituciones estatales423. Además, el plan incluyó 
los enfoques territorial, de género424 y étnico425. Lo anterior otorga legitimidad al PNB y 
fortalece la relación de confianza que la entidad ha venido construyendo con las víctimas y 
sus organizaciones426. 

Para adelantar el proceso de búsqueda en el territorio, la UBPD cuenta con los planes 
regionales de búsqueda, los cuales se concentran “en una zona o región, un sector de la 
población, un período específico o cualquier otra variable”427. Para el 30 de septiembre de 
2020, la UBPD había puesto en marcha 14 planes regionales que involucran la búsqueda de 
788 personas dadas por desaparecidas en los departamentos de Meta, Caquetá, Casanare, 
Cundinamarca, Huila, Valle del Cauca, Nariño y en las regiones del Pacífico y del Magdalena 
Medio428. 

La entrega digna de restos de personas dadas por desaparecidas en el marco del 
conflicto armado a sus familiares continuó bajo el liderazgo de la UBPD en el contexto 
de la pandemia429. Hasta el 30 de septiembre de 2020, la UBPD había avanzado en la 
entrega digna de los restos de 83 personas, en articulación con otras entidades estatales430. 
Gracias al proceso de búsqueda llevado a cabo por la entidad, se propició el encuentro con 
familiares de personas que habían sido dadas por desaparecidas y que fueron encontradas 
con vida431. Estos resultados fueron además obtenidos en condiciones adversas, ya 
que debido a la emergencia sanitaria generada por la pandemia del COVID-19, se vieron 
suspendidas varias operaciones de la UBPD432, lo que implicó un cambio de prioridades en 
el trabajo que venía adelantando esta entidad hasta marzo de 2020. Por ejemplo, la UBPD 
concentró sus esfuerzos en dar trámite a las 5.389 solicitudes de búsqueda que ha recibido 
desde su creación, de las cuales 529 fueron presentadas en el primer semestre de 2020433. 
Adicionalmente, la entidad adelantó procesos de contrastación de la información recibida, 
para completarla y ampliarla de ser necesario434. 

Teniendo en cuenta los retos que la emergencia sanitaria trae respecto del manejo de los 
cuerpos de personas que podrían ser víctimas de desaparición forzada, la UBPD alertó 
sobre la importancia de que las autoridades competentes adopten medidas que garanticen 
la preservación y el cuidado de los cuerpos de personas no identificadas que podrían 
corresponder a víctimas de desaparición forzada y que permanecen en cementerios del 
país435. Para ello realizó una serie de recomendaciones436 y orientaciones437 así como 
actividades de pedagogía con entidades territoriales para el manejo de los cuerpos en el 
territorio438. Las acciones mencionadas resultaron de vital importancia para la garantía del 
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derecho a la verdad de las víctimas, que implica poder conocer la suerte de sus familiares y 
seres queridos dados por desaparecidos en el marco del conflicto. 

La CEV se preparó para iniciar su último año de actividades en medio de algunas 
complicaciones para el desarrollo de su mandato. Durante este periodo, la CEV adelantó 
una serie de acciones de alistamiento para la entrega de lo que será su legado, tras la 
finalización de su mandato el 28 de noviembre de 2021, que incluye: (i) la elaboración y 
lanzamiento del Informe Final; (ii) la creación y puesta en marcha del Comité de Seguimiento 
y Monitoreo a las Recomendaciones del Informe Final439; (iii) la designación de la entidad 
depositaria de todos los archivos recogidos por la entidad durante su mandato440; y (iv) el 
establecimiento de condiciones necesarias para la apropiación del Informe Final por parte 
de la sociedad y para la protección de su legado441. Todo lo anterior, en un contexto político 
adverso al trabajo que ha venido realizando la entidad hasta el momento442.

Dentro de las principales actividades realizadas por la CEV durante 2020, figura la 
conformación del Grupo de Informe Final, el cual ya obtuvo los primeros resultados con 
la preparación de un documento que incluye la ruta para la discusión y aprobación del 
Informe Final y la propuesta de índice para su análisis y elaboración443. Además, diseñó y 
consolidó el SIM444, operando como un ecosistema para almacenar, caracterizar y analizar 
la información recogida en el ejercicio de su mandato y que permite, entre otras cosas, 
que los investigadores e investigadoras puedan acceder a ella de manera fácil y rápida445. 
Teniendo en cuenta el volumen de información que ha recibido la entidad por parte de las 
víctimas, sus organizaciones, entidades estatales446, entre otros actores — que para octubre 
de 2020 eran 15 terabytes447 — contar con un SIM sólido es fundamental para facilitar 
la elaboración del Informe Final con un relato imparcial, transparente y auditable. Así se 
honraría la confianza depositada por las víctimas y sus organizaciones cuando presentaron 
sus informes y testimonios a la CEV448. 

Los espacios de escucha a las víctimas y de reconocimiento de responsabilidad por parte 
de los actores del conflicto, generaron confianza para avanzar en el esclarecimiento. 
Durante el 2020, la CEV llevó a cabo cuatro Encuentros por la Verdad, dos de ellos de carácter 
étnico449, además de otros actos que contaron con la participación de las víctimas450, en los 
cuales facilitó espacios para el reconocimiento de responsabilidad de distintos actores del 
conflicto armado451. La CEV construyó una metodología específica para desarrollar estos 
actos de reconocimiento, que incluyó un trabajo extenso de construcción de confianza con 
y entre los y las participantes452. Este trabajo puede servir de guía para las demás entidades 
que componen el SIVJRNR, como la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y 
de Determinación de Hechos y Conductas (SRVR) de la JEP, en la implementación de actos 
de reconocimiento dentro de los Planes Integrales de Reparación Colectiva (PIRC) y en el 
marco de las órdenes de las sentencias emitidas en el proceso especial de Justicia y Paz453. 
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Los actos de reconocimiento tienen un alto impacto para quienes participan en estos 
espacios454, por el potencial transformador del hecho de reconocer su responsabilidad455. 
La contribución a la verdad por este medio es reparadora para las víctimas y a la vez una 
medida de no repetición, pues es un paso para no recurrir nuevamente a las prácticas de 
la violencia456. Estas acciones promueven un ambiente propicio para que otros actores 
involucrados en el conflicto armado lo hagan, al existir en la agenda pública una necesidad 
de reconocer que no puede ser desconocida por éstos457. 

Debido a la pandemia, la CEV se vio obligada a hacer un cambio de prioridades458 para 
concentrarse en el procesamiento y análisis de los testimonios e informes recibidos, y 
avanzar en la sistematización, análisis y producción de los insumos para el Informe Final459. 
Una vez ajustados a la virtualidad, la entidad continuó recogiendo testimonios y practicando 
entrevistas, pero no con la velocidad y masividad con que se hacía antes de la crisis 
sanitaria460.

Las barreras en el acceso a la información fueron determinantes y podrían afectar 
sensiblemente los fines perseguidos en el componente de verdad del SIVJRNR. En el 
período objeto de análisis, la CEV enfrentó dificultades para acceder a la información por 
parte de algunas entidades estatales461. En la rendición de cuentas del 30 de septiembre 
de 2020, el comisionado Alejandro Valencia Villa explicó que se han encontrado con falta 
de respuesta por parte de algunas entidades o la supuesta imposibilidad de entregar la 
información por estar sometida a reserva462, desconociendo la Sentencia C-017 de 2018 de 
la Corte Constitucional. Esta decisión revisó la constitucionalidad del Decreto Ley 588 de 
2017463 y determinó que las entidades no pueden oponer reserva a la CEV cuando ésta les 
solicita información464. 

La denegación de información por parte de las entidades estatales implica el incumplimiento 
de los compromisos establecidos en el Acuerdo Final, así como sus obligaciones legales465 
y los estándares internacionales en la materia466, lo que a su vez repercute en la elaboración 
del Informe Final. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha manifestado 
su preocupación por las barreras que ha tenido la CEV para acceder a la información, 
recordando que hay muchas razones para preferir el acceso a la información y el derecho a 
la verdad sobre conservar la reserva467. Si bien la CEV ha adelantado esfuerzos importantes 
para obtener una comprensión completa del conflicto armado468, es esencial que cuente 
con la información oficial que reposa en las instituciones públicas lo más pronto posible469 
y así elaborar un Informe Final que cumpla con los estándares de calidad que se esperan, 
garantizando el derecho a la verdad de las víctimas, y de la sociedad en general.
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B. Componente de justicia 
La JEP adoptó lineamientos para la organización de su trabajo, avanzó con actividades 
procesales y empezó a tomar algunas decisiones. En diciembre de 2019, la SDSJ de la JEP 
expidió la Resolución 008017470 por medio de la cual se establecieron los criterios para la 
priorización y acumulación de investigaciones y procesos. Esta resolución permitió organizar 
el trabajo que adelanta dicha Sala, responder a las peticiones de los solicitantes y contribuir 
al desarrollo de las funciones de las demás instancias que integran la JEP471. Por otro lado, la 
Sección de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad (SeRVR) adoptó los “Lineamientos 
en materia de sanción propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador – 
Restaurador”472. Estos lineamientos consolidan el marco que guía las actuaciones de la 
JEP y son una herramienta para que los comparecientes, víctimas y sus representantes, 
los operadores jurídicos y la sociedad en general, tengan una comprensión de hacia dónde 
van los Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador y/o Restaurador (TOAR) y 
establecer una ruta para el proceso de imposición e implementación de sanciones propias473. 

Se destaca en este periodo la publicación del Manual para la Participación de las Víctimas 
ante la JEP474. Este ha sido reconocido por parte de las organizaciones de la sociedad 
civil como un esfuerzo valioso de la JEP por escuchar a las víctimas475. El Manual clarifica 
los distintos momentos y el alcance de participación de las víctimas ante las diferentes 
instancias de la JEP y promueve y garantiza su integralidad476. Como parte de su proceso de 
construcción, la Comisión de Participación llevó a cabo un ejercicio con las organizaciones 
que hacen parte de la Mesa Técnica de Organizaciones de la Sociedad Civil477. Con base en 
este ejercicio, 35 organizaciones conocieron la versión borrador del manual, presentaron 
observaciones, participaron en el proceso de socialización y vieron reflejadas en la versión 
final algunas de sus sugerencias478, lo cual las reconoce como agentes y dota de legitimidad 
a esta herramienta.

El proceso de acreditación de las víctimas fue esencial para brindar plenas garantías de 
participación en el escenario judicial. De forma paralela, la SRVR avanzó en este propósito 
en el marco de los macro casos abiertos479, para que las víctimas adquieran la calidad de 
intervinientes especiales en el proceso, así como los derechos que de él se derivan480. La 
acreditación implica el deber de la JEP de garantizar su participación efectiva en todas sus 
actuaciones481. Durante este periodo, la SRVR profirió el Auto 11 del 30 de enero de 2020, 
a través del cual trasladó al Grupo de Análisis de Información (GRAI) de la JEP los informes 
recibidos hasta la fecha para su sistematización482. Esto es un avance que permite organizar 
los insumos que han entregado las víctimas y sus organizaciones, y facilita una mejor 
comprensión del universo para una segunda ronda de priorizaciones de macro casos483. 
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En el 2020, la SRVR realizó diferentes actividades en el marco del Caso 001 en el cual se 
indaga por los hechos y conductas atribuibles a los antiguos miembros del Secretariado 
de las FARC-EP por toma de rehenes y otras privaciones graves de la libertad, que incluyó: 
(i) la recepción de informes escritos y orales por parte de las víctimas484; (ii) la recepción 
de versiones voluntarias por parte de los miembros de las extintas FARC-EP y su traslado 
a las víctimas acreditadas485; (iii) la recepción de las observaciones de las víctimas486; y 
(iv) el proceso de contrastación, que incluyó la revisión de expedientes provenientes de la 
justicia ordinaria, que estaban dispersos por todo el país, y que se integraron con las demás 
fuentes judiciales y no judiciales recogidas hasta la fecha487. Con posterioridad al periodo 
de análisis del presente informe, esta Sala profirió el Auto 019 de 2021, como resultado de 
estas actividades488. 

En general, los miembros de las extintas FARC-EP han presentado sus versiones voluntarias 
y han reconocido su responsabilidad en las distintas diligencias que adelanta la JEP489. Del 
mismo modo, han presentado 45 solicitudes de certificación de TOAR que se han realizado 
en distintas regiones del país490, acciones indispensables para avanzar en la reparación de 
las víctimas del conflicto armado.

La prevención y los enfoques diferenciales fueron determinantes para el componente 
de justicia. La UIA de la JEP lanzó en junio de 2020 el Sistema de Monitoreo de Riesgos y 
Prevención de Afectaciones a los Derechos Humanos en Colombia491. El propósito del sistema 
es alertar oportunamente sobre situaciones de riesgo que puedan afectar a los intervinientes 
(víctimas, organizaciones, testigos, comparecientes) ante la JEP, para proveer garantías de 
no repetición que permitan su participación efectiva492. Adicionalmente, la UIA publicó el 
Protocolo de Comunicación de la UIA con las Víctimas493 y el Protocolo de Comunicación 
de la UIA con las Víctimas de Violencia Sexual494, los cuales fueron construidos de manera 
participativa con las víctimas y sus organizaciones para garantizar el cumplimiento del 
principio de la centralidad de las víctimas495, dispuesto no sólo en el Acuerdo Final496 sino en 
las leyes que lo desarrollan497.

La participación ante la JEP se vio afectada por el COVID-19 y las condiciones de 
seguridad. La JEP también se vio afectada por la pandemia, pues estuvo obligada a 
suspender sus términos judiciales498. Esto implicó retrasos en algunas actividades como el 
recaudo de evidencias499. Las condiciones de seguridad han afectado la participación de las 
víctimas y otros intervinientes no sólo ante la JEP500, sino ante las entidades que componen 
el SIVJRNR501. Como se mencionó anteriormente, esta situación llevó a la adopción de 
medidas cautelares por parte de la SARVR en beneficio de excombatientes, con las cuales 
se buscó dinamizar acciones para la protección de la vida e integridad de estas personas, y 
así garantizar el derecho de las víctimas a la verdad502. En este sentido, llama la atención la 
falta de aprobación de recursos adicionales que habían sido solicitados por esta entidad al 
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Gobierno Nacional y que serían destinados al programa de protección a víctimas, testigos e 
intervinientes ante la JEP503. 

 C. Componente de reparación 
La reparación integral se encaminó con la prórroga de la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras. Como parte de la política de reparación integral, y de los compromisos establecidos 
en el Acuerdo Final, la UARIV tomó acciones para la garantía de los derechos de las víctimas 
que se encuentran en el exterior504. La Resolución 3320 de 2019505 — por medio de la cual 
se adopta el Protocolo de Retorno y Reubicaciones— y su Anexo Técnico506 incluyeron 
medidas diferenciadas para las víctimas que retornan desde el exterior507. 

La UARIV, con el apoyo del Consejo Noruego para Refugiados, publicó los documentos 
“Ley 1448 de 2011: Miradas sobre la Satisfacción de los Derechos de las Víctimas en 
el Exterior”508 y “Las Víctimas del Conflicto Armado Colombiano en el Exterior: Una 
Caracterización”509, que tienen como propósito aportar “elementos técnicos, cuantitativos y 
cualitativos, para el desarrollo de mecanismos que fortalezcan la capacidad del Estado”510 e 
identificar las necesidades de las víctimas que se encuentran fuera del territorio nacional511. 
Estos documentos permiten entender mejor el panorama de las víctimas en el exterior y así 
resolver los vacíos en su atención, tomar mejores decisiones de política pública y aportar a 
la construcción de paz512. 

En este periodo, la UARIV culminó la construcción del mapa de victimización513. Este mapa se 
compone de tres módulos que incluye información sobre (i) eventos individuales ocurridos 
antes de 1985; (ii) casos de víctimas que surtieron el proceso de valoración individual y no 
hacen parte del Registro Único de Víctimas (RUV) bajo la causal de extemporaneidad; y (iii) 
sujetos colectivos que no están dentro del universo de víctimas objeto de registro514. Para 
la construcción del mapa de victimización, la UARIV llevó a cabo sesiones de trabajo con 
las entidades que componen el SIVJRNR515. Esta herramienta es una fuente de información 
útil y un instrumento de reconocimiento y memoria de los hechos cometidos en el marco 
del conflicto armado, que no hacen parte del RUV por el marco temporal de la Ley 1448 de 
2011516. 

La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras fue prorrogada, a pesar de que el Gobierno 
Nacional no presentó el proyecto de ley517, contradiciendo sus propios anuncios518. 
Para la prórroga fue determinante la decisión de la Corte Constitucional en la Sentencia 
C-588/19519 y el Congreso de la República, que en noviembre de 2020 la aprobó junto con 
sus decretos étnicos520. Este es un paso importante para la garantía de los derechos de las 
víctimas, aunque no es la única medida necesaria para este fin. Se requiere, además, una 
reforma estructural de la política de víctimas que permita, entre otras cosas, ajustarla a lo 
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establecido en el Acuerdo Final en el sentido de ponderar la reparación colectiva y articularla 
con los PDET. Con ello también generarían condiciones para facilitar y brindar sostenibilidad 
a su implementación521.

El proceso de entrega y monetización de bienes de las extintas FARC-EP avanzó sin 
contribuir sustantivamente a la reparación de las víctimas. Como parte del fortalecimiento 
a la política de reparación integral, en el Acuerdo Final se dispuso que las extintas FARC-EP 
debían entregar un inventario de todos los bienes y activos de lo que se ha denominado 
recursos para la guerra, para ser destinados para la reparación material de las víctimas del 
conflicto armado522. 

En este periodo el Gobierno Nacional expidió los Decretos 205 de 2020523 y 1080 de 2020524, 
en los que se prorrogaron los plazos y se estableció el 31 de diciembre de 2020 como plazo 
máximo para la entrega de todos los bienes. Según el Gobierno, la expedición de estos 
decretos se fundamentó en que las normas anteriores no establecían la forma y plazos 
para su entrega, lo cual conllevó a que excombatientes de las extintas FARC-EP finalizaran 
a tiempo la entrega material de lo consignado en el inventario ni aportado a la SAE toda la 
información requerida sobre estos activos525. Según los delegados de las extintas FARC-EP, 
el establecimiento de los plazos para la entrega de los bienes no fue consultado con ellos, 
sino que fue establecido de manera unilateral por el Gobierno Nacional526. Pese a lo anterior, 
posteriormente acordaron con la SAE un cronograma para su entrega527. 

Respecto del cumplimiento de este compromiso, ha habido algunos avances que han 
contribuido a la reparación de las víctimas528. Por ejemplo, se destaca la subasta pública que 
hizo la SAE del oro entregado por las extintas FARC-EP, por medio de la cual se recaudaron 
USD $11’285.643,3 que serán destinados para la reparación529. Algunos obstáculos 
registrados en este proceso que no han permitido avanzar en este tema como se esperaría, 
cuatro años después de la firma del Acuerdo Final, tienen que ver con la falta de garantías 
de seguridad en los territorios para excombatientes que adelantan las labores de recaudo 
de información y entrega efectiva de los bienes530, y la baja coordinación entre los enlaces 
nacionales y territoriales de las extintas FARC-EP531. 

La articulación del SIVJRNR y el SNARIV fue garantía de centralidad e integralidad en 
la atención a las víctimas. Como ha sido reiterado por el Instituto Kroc desde su primer 
informe, es necesario que todos los componentes del Punto 5 trabajen de manera articulada 
para garantizar los derechos de las víctimas532, como se establece en al Acuerdo Final533. 
Durante el último año, se evidencian algunos esfuerzos de articulación entre las entidades 
que componen el SIVJRNR y las entidades que componen el SNARIV a nivel nacional. 
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Por ejemplo, la JEP y la UBPD han venido adelantando trabajo conjunto en el marco de 
las medidas cautelares decretadas por la SARVR para la protección de lugares en los que 
podrían encontrarse cuerpos de personas víctimas de desaparición forzada534. Así, han tenido 
reuniones en el marco de una mesa técnica constituida entre ambos equipos para establecer 
rutas de trabajo y aclarar dudas sobre el tipo de apoyo que la UBPD le puede prestar a la JEP, 
como asistencia técnica en lo forense y diálogo entre medidas cautelares y planes regionales 
de búsqueda535. Un ejemplo de lo anterior son las actividades realizadas para la protección 
de los cuerpos que reposan en el cementerio alterno de El Copey (Cesar)536. 

Se resaltan los esfuerzos hechos por las entidades del SIVJRNR y el SNARIV. En 2020, 
la CPEC, la UARIV y la JEP han establecido una ruta de trabajo conjunta para discutir la 
articulación entre los TOAR, las sanciones propias que impondrá la JEP, el programa de 
reparación administrativa de la Ley 1448 de 2011 y los PDET537. A la par, el CNMH y las 
entidades del SIVJRNR celebraron convenios para el intercambio de información538. 

Sin embargo, el Instituto Kroc observa que las brechas de articulación persisten a nivel 
territorial539. Respecto del SNARIV, hay falencias en la coordinación nación-territorio para 
la formulación e implementación de las medidas acordadas en los PIRC540. Del mismo 
modo, se observa una “escasa coincidencia entre las acciones de los planes [de retorno y 
reubicación] con las iniciativas PDET”541, con lo que resulta necesario una mayor articulación 
entre la ART y la UARIV542.

A pesar de los avances resaltados en los componentes de verdad, justicia y reparación, 
aún hacen falta acciones que contribuyan a la garantía de los derechos de las víctimas. 
Si bien la UBPD ha indicado que el PNB es un documento dinámico que debe ser revisado 
y ajustado periódicamente543, hasta el 30 de noviembre de 2020, no se habían establecido 
cronogramas y etapas para la ejecución de dicho plan544, lo cual resulta fundamental para 
su concreción y puesta en marcha. Respecto de la CEV, se observa que para el año 2020, 
se recogieron 6.607 testimonios de los cuales solamente 141 corresponden a entrevistas 
individuales a actores armados y cuatro a terceros civiles545. La baja participación de los 
actores principales del conflicto armado puede repercutir de manera negativa en el derecho 
de las víctimas a conocer la verdad completa de lo sucedido546. La JEP no avanzó en la 
apertura de otros macro casos, como el de desaparición forzada, el de desplazamiento 
forzado o el de violencia sexual, pese a las solicitudes reiteradas de las víctimas y sus 
organizaciones547. 

Los esfuerzos adelantados por la UARIV en materia de reparación colectiva siguen siendo 
insuficientes de cara al universo de sujetos de reparación colectiva (SCR) en espera de ser 
reparados. De 755 SRC incluidos en el RUV, solamente 15, es decir, el 2% había terminado la 
implementación de los PIRC, mientras que el 71% aún se encontraba en las fases iniciales548. 
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Por su parte, la UARIV señaló que, a septiembre de 2020, de 787 SRC incluidos en el 
RUV, 518 son SRC étnicos y 269 son no étnicos549. De los 787, sólo 18 habían cerrado la 
implementación del PIRC550. De este número, ninguno corresponde a SRC étnicos, a pesar de 
que éstos corresponden al 65% del total de SRC551. Sobre esta situación, la CIDH manifestó 
su preocupación respecto las cifras de cumplimiento del programa de reparación colectiva 
y el atraso para la implementación total de los PIRC de los SRC552. 

Adicionalmente, según algunas organizaciones de la sociedad civil553, la Comisión de 
Seguimiento y Monitoreo a la Implementación de la Ley 1448 de 2011554 y la Procuraduría 
Delegada para el Seguimiento a la Implementación del Acuerdo Final, se ha identificado 
“una tendencia regresiva del enfoque reparador y transformador derivada de los ajustes 
que se están haciendo a los PIRC, en virtud de lo establecido en el Modelo de Reparación 
Colectiva”555. Este modelo fue adoptado por medio de la Resolución 3143 de 2018556, sobre 
la cual la UARIV ha manifestado que “contempla acciones de mejora del programa en todas 
las fases de la ruta de reparación colectiva con un enfoque de marco lógico, brindando 
lineamientos claros y específicos para que los PIRC sean efectivos y eficaces en la reparación 
de los daños colectivos”557. 

Pese a lo anterior, algunas organizaciones de la sociedad civil consideran que este modelo 
limita aspectos concretos del programa de reparación colectiva, al establecer que las 
medidas que se implementarán en los PIRC son aquellas que son de responsabilidad directa 
de la UARIV, lo que implica que se desconocen las medidas en cabeza de otras entidades 
del SNARIV558, el cual es coordinado por la UARIV559. Igualmente, se han identificado algunos 
desafíos para la implementación del programa de reparación colectiva, como: (i) la falta 
de voluntad política e institucional; (ii) la falta de disposición de recursos suficientes para 
avanzar en el programa; y (iii) la falta de concertación con los SRC560. 

En razón a lo expuesto en esta sección, el Instituto Kroc observa que el Punto 5 avanza en 
la implementación al ritmo previsto. Las acciones y medidas adoptadas se corresponden 
en términos generales a lo planeado para el cuarto año de implementación, sin perjuicio de 
algunos obstáculos que se han presentado a causa de la pandemia, las dificultades para 
acceder a información fundamental para esclarecer la verdad y a la ausencia de garantías 
de seguridad para las víctimas y comparecientes que restringen su participación ante el 
SIVJRNR. 
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Establecer metas y cronogramas precisos para el PNB por parte de la UBPD. Esto 
permitiría aterrizar lo que hasta el momento es un marco general que guía la actuación de la 
entidad en los procesos de búsqueda de personas dadas por desaparecidas. 

Establecer una estrategia para aumentar cuantitativamente los testimonios de todos los 
actores involucrados en el conflicto armado para el desarrollo del mandato de la CEV. 
Para esclarecer la verdad y cumplir con su mandato, tomando en consideración que la CEV 
concluye sus actividades con la entrega del Informe Final el 28 de noviembre del 2021, es 
necesario que esta entidad considere posibles líneas de acción para acceder a un mayor 
número de declaraciones y testimonios de los actores involucrados en el conflicto armado. 

Garantizar el acceso a toda la información que solicite la CEV para el cumplimiento de 
su mandato por parte de las autoridades estatales, particularmente del Ministerio de 
Defensa y los organismos de seguridad del Estado. Lo anterior tomando en consideración 
que los estándares internacionales, constitucionales y legales, involucran directamente a 
todas las autoridades públicas a contribuir en el ejercicio de esclarecimiento a través de la 
remisión a la CEV de toda la información que sea solicitada, y permitiéndole el acceso a los 
archivos que así requiera esta entidad.

Desarrollar estrategias de pedagogía que permitan que el Manual para la Participación 
de Víctimas sea conocido y entendido por la sociedad en general, y las víctimas en 
particular. Específicamente, la JEP puede desarrollar estrategias que se compongan de 
diversos materiales pedagógicos y que sirvan para dar a conocer en todo el territorio nacional 
el Manual para la Participación, especialmente, respecto de aquellas víctimas que no están 
organizadas y que no tienen el apoyo suficiente para acceder a la JEP. 

Potenciar las medidas para garantizar la seguridad de víctimas y comparecientes ante 
las entidades que componen el SIVJRNR y con ello promover su participación. Por un 
lado, a través del funcionamiento sistemático y recurrente del SISEP y sus herramientas, 
tanto ya creadas, como el Programa Integral de Seguridad y Protección para Comunidades 
y Organizaciones en los Territorios, como las que se encuentran pendientes de adopción, 
como el Plan Estratégico de Seguridad y Protección para excombatientes. Y, por el otro, a 
través del fortalecimiento del programa de protección de víctimas, testigos e intervinientes 
ante la JEP, el cual podría ampliarse para que incluyera a las entidades que componen el 
SIVJRNR.

3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 5
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Impulsar entre los componentes y entidades del SIVJRN y SNARIV más acciones de 
articulación y coordinación. Lo anterior especialmente en el nivel departamental y municipal, 
pues permitiría orientar la participación de las víctimas y atender sus necesidades para la 
garantía efectiva de sus derechos.

Impulsar desde UARIV la implementación del programa de reparación colectiva desde 
una perspectiva integral. Para lograrlo, resulta de especial importancia: (i) la asignación de 
recursos suficientes; (ii) la implementación de todas las medidas que deben incluir los PIRC 
y no sólo aquellas que le corresponden a la UARIV; (iii) el ajuste de la Ley 1448 de 2011, 
como parte de los compromisos establecidos en al Acuerdo Final; y, (iv) la articulación de 
los PIRC con otras medidas contempladas en el Punto 5, como los TOAR y las sanciones 
propias de la JEP, así como en otros puntos del Acuerdo Final, como en la ejecución de los 
PDET.

TABLA

13
Normas pendientes de 
implementación del Punto 5 

Modificaciones de la Ley 1448 de 2011 de Víctimas y Restitución de 
Tierras, con base en lo acordado en el punto 5.1.3.7 del Acuerdo Final, 
para ampliar el reconocimiento de todas las personas víctimas de 
infracciones al DIH o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de DDHH, ocurridas con ocasión del conflicto armado 
interno. 
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Punto 6: Implementación, 
Verificación y Refrendación

Para alcanzar los objetivos del Acuerdo Final, el Punto 6 contempla mecanismos para 
garantizar su sostenibilidad jurídica y financiera a mediano y largo plazo. Asimismo, crea 
instancias que dan continuidad al diálogo entre las partes signatarias561. La implementación 
del Punto 6 requiere de sólidas capacidades técnicas para guiar el ejercicio de planeación 
entorno a la implementación, así como un alto compromiso de las partes y la comunidad 
internacional para el funcionamiento de la verificación.

1. Estado de la implementación del Punto 6 

En el periodo de estudio, el Punto 6 continuó siendo el capítulo con mayor número de 
disposiciones que han completado su implementación. En gran parte, esto se debe a las 
medidas jurídicas, de planeación y refrendación realizadas en los primeros dos años de 
implementación. Como lo muestra el Gráfico 21, durante el 2020 la variación ha sido leve, 
pues en ninguna de las categorías de avance se observaron variaciones mayores a 2 puntos 
porcentuales. 

Por ejemplo, las disposiciones con implementación completa pasaron del 54% en el 2019 
a 55% en el 2020. Este cambio en particular, es consecuencia de algunos avances de los 
compromisos contenidos en el Capítulo Étnico, cuya implementación en general continúa 
siendo baja. Esta misma tendencia se observó en los compromisos con avance intermedio 
que presentaron un cambio del 12% al 14%. Este progreso se debe a acciones relacionadas 
con la puesta en marcha y funcionamiento del SIIPO como mecanismo de planeación y 
seguimiento de los indicadores del PMI, lo cual contribuye al acceso a la información y 
transparencia en las acciones asociadas a la implementación. 
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de Punto 621

GRÁFICO

18%

13%

20%

14%

14%

55%
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54%

El Gráfico 22 muestra comparativamente los niveles de implementación por temas contenidos 
en el Punto 6 entre noviembre del 2019 y noviembre del 2020. Resultó relevante el cambio 
en los compromisos asociados al funcionamiento de la CSIVI que generó un retroceso de 
nueve puntos porcentuales en la implementación de disposiciones completas. Este se debió 
a la falta de sesiones ampliadas periódicas y a la ausencia de comunicados conjuntos que 
dieran cuenta de consensos entre los componentes de Gobierno y FARC de la CSIVI en temas 
importantes como la revisión de prioridades del PMI. En contraste, durante este mismo 
periodo, las disposiciones del Capítulo Étnico y el SIIPO avanzaron, entre las que se destacan 
el fortalecimiento a la IEANPE562 y la puesta en marcha en enero del 2020 de la plataforma 
SIIPO563. Por su parte, las prioridades normativas no registraron ninguna variación en el 
periodo de análisis de este informe. 
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TABLA

14
Principales indicadores pendientes y en proceso de 
implementación del PMI para el Punto 6

Nombre del Indicador PMI Responsable Avance 
según 
SIIPO

Año 
inicio

Año 
fin

Código

Porcentaje de organizaciones 
sociales y comunitarias asistidas 
técnicamente y que lo soliciten 
para posibilitar la contratación 
de proyectos en el marco de la 
implementación.

Ministerio del 
Interior 0% 2017 2031 F.343

Sistema integrado de información 
creado e implementado con todas 
sus medidas.

Departamento 
Nacional de 
Planeación

50% 2017% 2031 F.344

Número de proyectos productivos 
identificados y estructurados 
apoyados por el sector privado.

Consejería 
Presidencial para 
la Estabilización y 
la Consolidación

Sin 
ficha 

técnica

Sin 
ficha 

técnica

Sin 
ficha 

técnica
F.347

20 emisoras de FM, de interés 
público clase C en las zonas más 
afectadas por el conflicto, a partir 
de la definición de los puntos 
geográficos, operando.

Ministerio de las 
Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones

38,46% 2019 2025 F.MT.1

Número de víctimas, 
desmovilizados y reincorporados 
contratados en los procesos de 
contratación del proyecto de 
vías terciarias para la paz y el 
posconflicto.

Colombia Compra 
Eficiente

Sin 
ficha 

técnica

Sin 
ficha 

técnica

Sin 
ficha 

técnica
F.465
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2. Principales avances y retos del Punto 6

A. Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación de la Implementación 
del Acuerdo Final, CSIVI 
La CSIVI 3x3 mantuvo su funcionamiento con algunos retos para cumplir sus objetivos564. 
La Comisión ha continuado sesionando periódicamente y durante el 2020 se llevaron a cabo 
15 sesiones, la mayoría de manera virtual565. Uno de los temas impulsados en estas reuniones 
fue la aprobación de los planes de trabajo para la articulación con la Instancia Especial 
de Género y la IEANPE566. Del mismo modo, se propiciaron espacios para abordar temas 
relacionados con la adopción de acciones urgentes para la reincorporación socioeconómica 
y las medidas de seguridad para excombatientes567. 

Entre los retos observados, la CSIVI ha tenido limitaciones para fungir como espacio de 
diálogo y construcción de consensos alrededor del proceso de implementación. Por ejemplo, 
en el 2020, al igual que en 2019, la CSIVI no efectuó comunicados conjuntos, ni acordó el 
desarrollo de sesiones ampliadas y/o territoriales, las cuales impulsarían la implementación 
en las regiones priorizadas por el Acuerdo. La CSIVI tampoco avanzó en aspectos relevantes 
como la revisión anual de las prioridades del PMI, por diferencias frente al alcance del 
ejercicio568. Esta instancia también atravesó por tensiones debido a desacuerdos al interior 
de la misma, como el presentado en mayo de 2020 cuando el Gobierno de Colombia apoyó 
a Estados Unidos en la inclusión de Cuba, país garante del Acuerdo, en el listado de países 
que apoyan el terrorismo. En consecuencia, el componente FARC se retiró temporalmente 
de la CSIVI569 y, una vez superada esta situación, gracias a un pronunciamiento del Gobierno 
sobre el rol de Cuba en el Acuerdo, se retomaron sesiones a finales de junio de 2020570. 

Las situaciones descritas demuestran la necesidad de que las partes protejan este espacio 
comprometiéndose con su adecuado funcionamiento, pues la CSIVI es un mecanismo 
concebido para dinamizar el diálogo entre el Gobierno Nacional y el Partido FARC, tras 
la finalización de las mesas de negociación. Su funcionamiento fluido y sistemático, sin 
perjuicio de las diferencias políticas y de criterio, es indispensable para mejorar de forma 
constante los niveles de implementación. 

B. Medidas para planeación, financiación y transparencia del Acuerdo
Se avanzó en las medidas para la incorporación del Acuerdo en los instrumentos de 
planeación territorial y los mecanismos para su financiación. No obstante, persisten los 
retos en la ejecución y seguimiento de los recursos públicos destinados al Acuerdo. Durante 
2020, como se ha explicado en otros capítulos y secciones de este informe, se construyeron 
y aprobaron los primeros Planes de Desarrollo Territorial después de la firma del Acuerdo 
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Final. A pesar de no contar con la modificación de la Ley orgánica del Plan Nacional de 
Desarrollo — Ley 152 de 1994 — se logró que los nuevos mandatarios incluyeran en sus 
planes locales 11.913 iniciativas PDET571. Esta incidencia se atribuyó principalmente a dos 
razones. Primero, a que la ciudadanía respaldó en las urnas los programas de Gobierno 
que incluían las iniciativas PDET, dado el alto nivel de apropiación e interés que tienen en su 
implementación. Y segundo, a la gestión del Gobierno a través de la ART, que impulsó mesas 
institucionales para la inclusión de los PDET en los Planes de Desarrollo Territorial572. 

Con relación a las estrategias de financiación del Acuerdo, los avances se explican por el 
aumento en los recursos provenientes del OCAD Paz573 y la flexibilización del mecanismo de 
inversión privada Obras por Impuestos574. En el 2020, el OCAD Paz viabilizó 178 proyectos 
de inversión PDET por un valor de COP $2,3 billones575. Adicionalmente, el Congreso de 
la República aprobó el anticipo de recursos provenientes del Sistema General de Regalías 
hasta el año 2030 por aproximadamente COP $4,5 billones de vigencias futuras576. Con 
ello se crean condiciones para que los municipios PDET cuenten con más recursos para 
la ejecución de proyectos para la paz. Por su parte, la modalidad de Obras por Impuestos 
amplió su portafolio de iniciativas dirigidas a la provisión de bienes públicos rurales, pago 
por servicios ambientales e infraestructura productiva, cultural y deportiva en los municipios 
PDET577. 

Hubo algunas limitaciones para la ejecución de los recursos destinados para la paz. 
Pese a los avances anteriormente mencionados en cuanto al destino de recursos, la PGN 
ha manifestado algunas preocupaciones por la efectividad y eficiencia en la ejecución de 
los recursos de inversión pública para la paz, provenientes del Presupuesto General de la 
Nación. Su preocupación radica en que el presupuesto de 2020 incluyó recursos superiores 
a los COP $5,1 billones para la paz, de los cuales aproximadamente COP $2,7 billones 
se destinaron a gastos de funcionamiento de 22 instituciones públicas, y sólo COP $2,3 
billones a inversiones para la paz578. En esta línea, la Contraloría General de la República 
advirtió que la destinación de recursos para la ejecución de los compromisos del Acuerdo 
Final ha sido inferior a la prevista, impactando de manera negativa su ritmo, particularmente 
en los puntos 1 y 5579.

Persistieron algunas brechas para el financiamiento de la implementación del Acuerdo 
en 2021. En el Presupuesto General de la Nación aprobado para 2021, los recursos 
destinados para la implementación del Acuerdo ascendieron a COP $6,7 billones. Ellos se 
encuentran distribuidos así: (i) COP $4,1 billones para la Reforma Rural Integral; (ii) COP 
$2 billones para Participación Política, (iii) COP $687 mil millones para Fin del Conflicto; 
(iv) COP $1,1 billones para la Solución al Problema de las Drogas Ilícitas; (v) COP $677 mil 
millones para el Acuerdo sobre las Víctimas; y, (vi) COP $58 mil millones para las acciones 
derivadas del Punto 6 sobre implementación. Aun así, hay un desfinanciamiento global de 
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COP $1,9 billones, en relación a lo que necesitan las entidades para cumplir con las metas 
establecidas en el PMI580 que impacta sensiblemente a los puntos 1 y 2.

C. Prioridades de implementación normativa
Durante el cuarto año de implementación no se evidenciaron avances en las prioridades 
normativas para la implementación del Acuerdo. Aún están pendientes por tramitar 11 
de las 24 prioridades que no fueron objeto del mecanismo de “fast track”581. Entre las 
normas pendientes se destacan aquellas necesarias para la inclusión del PMI en los Planes 
de Desarrollo departamentales y municipales582. Pese a esta circunstancia, como se ha 
señalado en este informe, el proceso de inclusión avanzó adecuadamente con algunos 
Planes de Desarrollo Territorial, que además de incluir iniciativas PDET, desarrollaron 
algunos ejes del Acuerdo Final. Del mismo modo, se encuentra pendiente la creación de las 
Circunscripciones Especiales para la Paz y la normatividad comprensiva para la sustitución 
de cultivos de uso ilícito, dentro las que se destaca el tratamiento diferencial para pequeños 
cultivadores583. Aunque el Congreso de la República aprobó con el apoyo del Gobierno 
nuevas leyes para combatir la corrupción584, estas medidas no responden de manera integral 
a lo consignado en el Acuerdo Final. El desarrollo normativo en los 11 pendientes es crucial 
para la sostenibilidad y blindaje del Acuerdo a mediano y largo plazo. 

D. Capítulo Étnico
Las disposiciones del Capítulo Étnico tuvieron avances relacionados con el financiamiento 
de la IEANPE y la inclusión del enfoque étnico en lineamientos y Planes Nacionales. La 
IEANPE fue fortalecida de manera significativa, gracias a que en mayo del 2020 recibió 
por primera vez recursos del MPTF para el cumplimento de su mandato por los próximos 
dos años585. Los recursos se destinaron a la ejecución de cuatro líneas programáticas: 
(i) fortalecimiento técnico para la gestión; (ii) visibilidad étnica para la paz y difusión de 
saberes; (iii) diálogo intercultural nación – territorio; y (iv) diálogo intercultural con enfoque 
de DDHH, género, mujer, familia y generación. En este contexto, la IEANPE ha impulsado su 
agenda de trabajo con el Gobierno para la revisión de 40 de los 97 indicadores étnicos del 
PMI586. Estos 40 indicadores no han avanzado en la construcción de sus fichas técnicas o su 
cumplimiento está significativamente retrasado, por lo cual, el propósito es avanzar en rutas 
de trabajo que permitan concretar su implementación. 

Siguen pendientes temas sustanciales como el avance en la priorización de las iniciativas 
“propias étnicas” de los PDET587, la concertación de los lineamientos para la ruta con enfoque 
diferencial para el proceso de sustitución de cultivos de uso ilícitos en territorios colectivos588 
y las acciones para el desminado humanitario en los 9 territorios étnicos priorizados por el 
Acuerdo589. Igualmente, se encuentra pendiente avanzar en la concertación del Programa 
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Especial de Armonización para la reincorporación, el cual debe establecer rutas para el 
regreso de excombatientes a sus comunidades de origen y así contribuir a la reconciliación 
al interior de los pueblos étnicos590. Aún se encuentra pendiente el fortalecimiento de los 
mecanismos propios de protección, como estrategia complementaria de la respuesta 
institucional a las graves condiciones de seguridad en los territorios591. 

E. Otras medidas para garantizar la implementación, la participación y el 
seguimiento a la implementación
Durante el 2020 el Gobierno puso en marcha el SIIPO, revisó las fichas técnicas y 
actualizó los reportes de información del PMI en dicha plataforma592. Este trabajo entre 
la CPEC y el DNP contribuye a los procesos de planeación para la implementación, pero 
ha evidenciado dificultades significativas en los indicadores contenidos en PMI, como la 
falta de fichas técnicas y el subreporte al SIIPO por parte de varias entidades estatales. De 
los 508 indicadores nominales del PMI al menos 102, que representan el 21%, no tienen 
fichas técnicas cargadas en el sistema593. El SIIPO tampoco ha diseñado y desarrollado 
módulos que permitan hacer el seguimiento a los diversos recursos financieros invertidos 
en la implementación del Acuerdo594. La falta de información y de articulación con el trazador 
presupuestal para la paz, que es una herramienta para registrar y hacer seguimiento en 
los sistemas de información presupuestales a los recursos destinados a la implementación 
del Acuerdo, afecta negativamente el acceso a la información de la implementación, 
particularmente por parte de actores de la sociedad civil, y así también a los procesos de 
transparencia y veeduría.

El Componente Internacional de Verificación (CIV) avanzó en los compromisos 
establecidos en el Acuerdo. En septiembre del 2020, el Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas renovó por un año el mandato de la Misión de Verificación de la ONU595. Durante 
el 2020, la Misión ha continuado con la publicación periódica de sus informes sobre las 
actividades en Colombia596. El Instituto Kroc597 y la secretaria técnica del CIV de la CSIVI 
ejercida por el Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP) y el Centro de Recursos 
para el Análisis de Conflictos (CERAC)598 han continuado cumpliendo con su mandato y han 
elaborado informes comprensivos y temáticos sobre la implementación del Acuerdo. Estos 
informes sobre el estado de la implementación han servido de insumo de trabajo a la CSIVI, a 
la Instancia Especial de Género, a la IEANPE, a las entidades implementadoras y, en general, 
a la sociedad colombiana y a la comunidad internacional. Sus reportes han contribuido 
al análisis de temas relevantes para la implementación como los enfoques transversales 
étnico, de género y territorial. 
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El acompañamiento internacional sigue jugando un papel determinante en la 
implementación del Acuerdo y se espera que su apoyo financiero y niveles de ejecución 
aumenten para el 2021. En el 2020, el MPTF recibió contribuciones cercanas a los USD 
$162.823.000 de las cuales ejecutó un total de USD $119.620.347 correspondiente al 74% 
de los recursos recibidos599. Algunas embajadas y agencias de cooperación han apoyado 
diferentes frentes del Acuerdo a través de cooperación técnica y financiera. Por ejemplo, la 
UNDOC ha contribuido en el monitoreo al PNIS600. Alemania, a través de la Corporación Alemana 
para la Cooperación Internacional (GIZ), también ha contribuido para que se materialice la 
presencia territorial de la JEP601 y Suecia, a través de su Embajada, ha promovido la inclusión 
del enfoque de género en diferentes ámbitos del Acuerdo602. No obstante, la Contraloría ha 
señalado que los recursos provenientes de la cooperación internacional han disminuido sus 
niveles de ejecución603. Por ello, se espera que el acompañamiento internacional continúe 
fortaleciendo su apoyo al Acuerdo Final, teniendo en cuenta que la pandemia ha tenido un 
impacto negativo en el panorama fiscal. 

Los procesos de difusión y pedagogía del Acuerdo avanzaron, pero se requiere que 
se acelere su implementación604. En mayo de 2020, se aprobaron seis nuevos puntos 
para la apertura de emisoras para la paz605. De estas emisoras aprobadas, tres entraron 
en funcionamiento en agosto del mismo año, en los municipios de San Jacinto (Bolívar), 
Fonseca (La Guajira) y Convención (Norte de Santander)606. Estas emisoras se suman a las 
dos en Ituango (Antioquia) y Chaparral (Tolima), que ya habían iniciado su funcionamiento 
durante el 2019, alcanzando un total de cinco emisoras en funcionamiento de las 20 que 
estipula el Acuerdo. El comité de comunicaciones que aprueba los puntos de apertura y 
contenidos sigue funcionando con reuniones regulares. En este comité participan delegados 
del Gobierno y miembros del Partido FARC607. 

En síntesis, los compromisos del Punto 6 continuaron desarrollándose con bajos niveles de 
avance y en algunos casos retrocesos. El Instituto Kroc plantea como tareas urgentes para 
afrontar estos desafíos, el trabajo de la CSIVI para avanzar en la revisión anual del PMI y el 
desarrollo de sesiones ampliadas y comisiones territoriales que impulsen la implementación 
en las regiones priorizadas. Teniendo en cuenta la inclusión de ejes del Acuerdo Final en 
los Planes de Desarrollo Territorial, el reto es garantizar su ejecución. Por ello, se requieren 
mayores esfuerzos en la designación y ejecución de recursos financieros provenientes de 
los sectores público, privado y de la cooperación internacional. Con estos recursos pueden 
desarrollarse estrategias para facilitar el acceso a la sociedad civil a información mediante la 
plataforma SIIPO. Por su parte, el Capítulo Étnico requiere fortalecimiento técnico y financiero 
que garantice la inclusión del enfoque diferencial en los planes y programas del Acuerdo. 
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Fortalecimiento del diálogo interno de la CSIVI para realizar la revisión anual del PMI 
e impulsar la implementación a nivel territorial. Lo anterior podría llevarse a cabo con 
base en una agenda de trabajo donde se priorice la revisión del PMI, se programen sesiones 
ampliadas de trabajo y, en particular, se desarrollen diálogos regionales para obtener insumos 
que le permitan a la CSIVI desarrollar la agenda de trabajo alrededor de la implementación 
territorial.

Desarrollar conjuntamente, entre el DNP y la CPEC, estrategias para mejorar la 
periodicidad y calidad de los reportes de las entidades responsables al SIIPO, así 
como avanzar en la articulación de este sistema con trazadores presupuestales. Este 
ejercicio implica la construcción de las 102 fichas técnicas pendientes de elaboración. 
Adicionalmente, el SIIPO podría reflejar los avances en las fichas técnicas, así como avanzar 
en la actualización de los reportes de las entidades y el desarrollo de módulos para el 
seguimiento integral a los recursos financieros para la paz. 

Aumentar los esfuerzos estatales, privados y de la cooperación internacional para 
financiar la implementación del Acuerdo Final. Estos esfuerzos podrían potenciar su 
impacto de adoptar estrategias que aseguren coordinación y complementariedad en 
diferentes fuentes de financiación. Con ello se podrían superar las dificultades relacionadas 
con la financiación de los programas del Acuerdo para lograr la transformación territorial. 

Fortalecer la articulación entre las entidades estatales responsables de la ejecución 
de los indicadores étnicos del Acuerdo y la IEANPE para mejorar los niveles de 
implementación del Capítulo Étnico. Este trabajo articulado debe resultar en la definición 
de las rutas de concertación y consulta previa que faciliten la participación efectiva de las 
comunidades. Estas acciones permitirían avanzar en temas rezagados como el Programa 
Especial de Armonización para la reincorporación con pueblos étnicos, la ruta étnica del 
PNIS y la priorización e implementación de las iniciativas PDET identificadas como propias 
étnicas.

Fortalecer los mecanismos propios de protección. El Ministerio del Interior tiene la 
oportunidad de robustecer estos mecanismos como estrategia complementaria de la 
respuesta institucional a las graves condiciones de seguridad en los territorios. Especialmente, 
este Ministerio podría enfocarse en el fortalecimiento de la guardia Cimarrona, que a la fecha 
de corte de este informe no ha sido sujeto de acompañamiento por parte de la UNP.

3. Oportunidades para fortalecer la 

implementación del Punto 6
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Poner en marcha las emisoras dispuestas para ampliar el proceso de difusión y 
pedagogía del Acuerdo. La RTVC tiene la oportunidad de hacerlo con especial énfasis en los 
municipios más afectados por el conflicto, a través de las capacitaciones de los operadores. 
Con ello se contribuye la pedagogía del Acuerdo y a la reconciliación y construcción de paz 
territorial mediante espacios de diálogo cultural de varios actores entre los que se destacan 
las comunidades, pueblos étnicos y excombatientes.

TABLA

15
Normas pendientes de 
implementación del Punto 6 

Reforma de la Ley 152 de 1994 “Ley Orgánica del Plan de Desarrollo”.

Garantizar en el proceso legislativo el derecho a la consulta previa.

Tramitar las prioridades normativas faltantes de cada uno de los puntos 
del Acuerdo.  
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Oportunidades 
generales para 
fortalecer la 
implementación

1. Asegurar los recursos para las líneas de acción de implementación del Acuerdo 
Final en los Planes de Desarrollo Departamentales y Municipales y ejecutarlos 
con transparencia. El Instituto Kroc destaca el esfuerzo de las instituciones estatales 
territoriales y la sociedad civil por involucrar en su planeación cuatrienal planes y 
programas dirigidos a cumplir con compromisos de la implementación del Acuerdo. 
Para materializarse en acciones concretas en los territorios, tal esfuerzo requiere que 
de forma sostenida las autoridades territoriales, con el concurso del nivel nacional, 
destinen los recursos necesarios para el cumplimiento de las metas propuestas. Esta 
oportunidad dinamizaría la implementación particularmente de los puntos 1, 2 y 4 en 
sus componentes de territorialización, como los PATR, el funcionamiento de los CTPRC 
y el PNIS.

2. Concentrar los esfuerzos en el cumplimiento de las metas del PMI que tienen 
como año de finalización el 2021. La secuencialidad y sincronía de las acciones de 
implementación depende de que las autoridades responsables, de forma armónica y 
articulada, cumplan progresivamente las metas establecidas a través de este instrumento 
de seguimiento. Para ello, la estrategia de implementación haría bien focalizando su 
acción en aquellos indicadores que no tienen ficha técnica y vencen en 2021, pero 
asimismo en los que tienen retrasos según el PMI.

3. Utilizar la implementación del Acuerdo Final como una herramienta para atenuar 
los efectos de la pandemia COVID-19. La atención de la pandemia ha generado 
consecuencias graves para la economía colombiana que ya experimenta tasas elevadas 
de desempleo e incremento de la pobreza. El Estado colombiano tiene la oportunidad 
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de hacer frente a esta contingencia, dinamizando la transformación del campo, a través 
de la aceleración de las iniciativas PDET, el PNIS y los Planes Nacionales de la Reforma 
Rural Integral.

4. Construir y ejecutar una agenda de implementación normativa. A cuatro años de la 
firma, aún persisten brechas en la expedición de normas necesarias para cumplir con 
las disposiciones del Acuerdo Final. El Congreso de la República y el Gobierno tienen la 
oportunidad de diseñar una estrategia para atender los frentes de regulación, priorizando 
aquellas normas que estaban previstas de ser tramitadas a través del procedimiento 
“fast track”.

5. Aprovechar los procesos de aprendizaje gestados desde las regiones para 
fortalecer la implementación del Acuerdo Final. La implementación se juega de 
manera incremental en las regiones y en ellas se han generado procesos localizados de 
aprendizaje. Esto genera múltiples oportunidades para aprender entre regiones, reunir 
lecciones aprendidas de la implementación y poner aquellos aprendizajes a disposición 
de las comunidades, CTPRC, autoridades municipales y departamentales, grupos 
motores, mesas de articulación y demás actores. Las universidades regionales y redes, 
como la Red de Universidades por la Paz (Red UNIPAZ) y la Red Nacional de Programas 
Regionales de Desarrollo y Paz (RedprodePaz), entre otras, son de gran relevancia para 
asesorar en esta tarea. 
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125 “La Alianza Cinco Claves pide abrir un caso de violencia sexual, reproductiva y otros delitos motivados en la 
sexualidad de la víctima”, Women’s Link Worlwide, 24 de febrero de 2020, https://www.womenslinkworldwide.
org/informate/sala-de-prensa/la-alianza-cinco-claves-pide-abrir-un-caso-de-violencia-sexual-reproductiva-y-
otros-delitos-motivados-en-la-sexualidad-de-la-victima?fbclid=IwAR1VeMTUBzmQQ5licLO-5kw3TyWHkd7_-
cZeojVrRlAOiQw-y0pmHtP6RgM; Representante de Women’s Link Worldwide, entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 16 de julio de 2020.

126 Auto TP-SA 502 2020, 4 de marzo de 2020, (Jurisdicción Especial para la Paz, Tribunal para la Paz, Sección 
de Apelación, 2020); Miembros de la Comisión de Género de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 27 de julio de 2020.

127 Lo anterior se evidencia en que, mientras los PDET cuentan con numerosas estrategias de implementación, 
espacios de articulación y participación, fueron promovidos para su incorporación en los Planes de Desarrollo 
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Territoriales e incluso cuentan con una imagen institucional que unifica al Gobierno Nacional alrededor suyo, 
los Planes Nacionales y las medidas de acceso y uso de la tierra, carecen de todas ellas.

128 Gracias a los ajustes normativos realizados, entre otros, con la expedición del Decreto 148 de 2020, la 
emisión de lineamientos técnicos, la Resolución 471 del 14 de mayo de 2020, la Resolución 388 del 13 de abril 
de 2020, la Resolución Conjunta SNR 4228 e IGAC 499 del 28 de mayo de 2020, la adecuación tecnológica 
para la operación catastral y la habilitación de 19 gestores catastrales; Instituto Geográfico Agustí Codazzi, 
“Informe de rendición de cuentas”, (Bogotá, Colombia, enero-junio de 2020); “Mapa de habilitados”, Instituto 
Geográfico Agustí Codazzi, accedido el 3 de febrero de 2021, https://igac.gov.co/es/catastro-multiproposito/
mapa-de-habilitados.

129 Grupo de Investigación (Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad - Dejusticia), entrevista realizada 
por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 21 de diciembre de 2020; Paula Villa (Comisión Colombiana 
de Juristas), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 17 de diciembre de 2020.

130 Cumaribo (Vichada); el Distrito Nacional de Manejo Cinaruco, ubicado entre Arauca y Cravo Norte (Arauca); 
las zonas urbanas de los municipios de Apía, Balboa, Belén de Umbría, Guática, La Celia, Marsella, Pueblo 
Rico y Santuario (Risaralda); Gachancipá, (Cundinamarca) y dos sectores de Villavicencio (Meta). Para más 
información: “Récord de actualización catastral del IGAC en 2020”, Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 27 
de enero de 2021, https://www.igac.gov.co/es/noticias/record-de-actualizacion-catastral-del-igac-en-2020.

131 Procuraduría General de la Nación, “Informe sobre el estado de avance de la implementación de las 
estrategias de acceso a tierras y uso del suelo rural contempladas en el Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, 
enero de 2021) https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Informe%20sobre%20Acceso%20y%20
Uso%20de%20la%20Tierra%20Def%2007_01_2021.pdf. 

132 Agencia Nacional de Tierras, “Informe de Gestión 2020”, (Bogotá, Colombia, enero de 2021) https://www.
agenciadetierras.gov.co/wp-content/uploads/2021/01/Informe_gestiOn_2020.pdf. 

133 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Informe de gestión Paz con Legalidad. 
Agosto de 2018 - diciembre 2020. 28 meses”, (Bogotá, Colombia, enero 2021) http://portalparalapaz.gov.co/
publicaciones/1112/informes-de-gestion/. 

134 Conforme a lo establecido en la Resolución 915 de 2020, el modelo de atención por oferta de la entidad 
permitiría organizar la intervención en zonas focalizadas, por medio de instrumentos de planificación 
denominados Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad (POSPR). La Procuraduría General de la Nación 
identificó 913.548 hectáreas adjudicadas y registradas entre 2017 y 2020. Procuraduría General de la Nación, 
“Informe sobre el estado de avance de la implementación de las estrategias de acceso a tierras y uso del suelo 
rural contempladas en el Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, 2021) https://www.procuraduria.gov.co/portal/
media/file/Informe%20sobre%20Acceso%20y%20Uso%20de%20la%20Tierra%20Def%2007_01_2021.pdf, 
18 y 19. Al ritmo de este Gobierno se está formalizando al año el 29,5% de lo que deberíamos estar haciendo 
para cumplir con la meta de 7 millones de hectáreas en los próximos 10 años.

135 Equipo de Gestión de Ordenamiento Social de la Propiedad (Agencia Nacional de Tierras), entrevista realizada 
por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 21 de septiembre de 2020.

136 Equipo de la Defensoría Delegada para Asuntos Agrarios (Defensoría del Pueblo), entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 22 de diciembre de 2021.

137 Agencia Nacional de Tierras, “Informe de Gestión 2020” (Bogotá, Colombia, enero de 2021) https://www.
agenciadetierras.gov.co/wp-content/uploads/2021/01/Informe_gestiOn_2020.pdf.
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138 Equipo de la Procuraduría Delegada para el seguimiento al Acuerdo de Paz (Procuraduría General de la 
Nación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 15 de abril de 2020.

139 “Aprobada la creación de la Especialidad Judicial Rural y Agraria en la Plenaria de la Cámara”, Cámara 
de Representantes, 15 de diciembre de 2021, https://www.camara.gov.co/aprobada-la-creacion-de-la-
especialidad-judicial-rural-y-agraria-en-la-plenaria-de-la-camara. 

140 Rocío Peña Huertas, coordinadora del Observatorio de Regulación y Restitución de Derechos de Propiedad 
Agraria; Francisco Ternera, Magistrado de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia; Martha Carvajaliño, 
Procuradora Judicial Ambiental y Agraria; y Paula Villa, Directora del área de tierras de la Comisión Colombiana 
de Juristas, “Derechos de la población campesina y la Especialidad Judicial Rural y Agraria”, (evento, virtual, 
25 de septiembre de 2020), https://www.youtube.com/watch?v=9LWz1mS_c70. 

141 Al 30 de septiembre de 2020 había 1’029.155 hectáreas administradas en el Fondo de Tierras, “Observatorio 
de Tierras Rurales”, Agencia Nacional de Tierras, accedido el 30 de septiembre de 2020, https://otr.
agenciadetierras.gov.co/OTR/Observatorio/AccesoATierras. 

142 Equipo de la Dirección de Acceso a Tierras (Agencia Nacional de Tierras), entrevista realizada por el equipo 
del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 19 de octubre de 2020.

143  En el informe de rendición de cuentas de la implementación del Acuerdo de Paz elaborado por la Agencia 
Nacional de Tierras disponible en el Sistema de Rendición de Cuentas para la Implementación de la Paz (SIRCAP), 
se evidencia que las acciones de formalización impactan tanto a los indicadores de regularización, como al 
indicador relacionado con la adjudicación de tierras con cargo al Fondo de Tierras. Agencia Nacional de Tierras, 
“Informe de Rendición de cuentas”, (Bogotá, Colombia, febrero de 2020) https://www.agenciadetierras.gov.
co/wp-content/uploads/2020/03/Informe_individual_estabilizacion_ANT_2019.pdf,12.

144 La Procuraduría General de la Nación evidenció en septiembre de 2020 que el 26,2% (262.020 hasta la 
fecha de corte del informe) del total de tierras ingresado al Fondo de Tierras (1.001.194 hasta la fecha de corte 
del informe) se encuentra ubicado en Bolívar, seguido de los departamentos de Antioquia, Meta y Arauca con 
el 15%, 10,3% y 10,1% respectivamente. Los departamentos con el menor número de hectáreas dentro del 
Fondo son Quindío, Norte de Santander y Guaviare. A pesar de estos avances, este organismo alertó que varios 
de estos predios están ocupados, razón por la cual procede la formalización o regularización de la ocupación 
y no la adjudicación de tierras. Por esa razón, la Procuraduría considera que las hectáreas ingresadas al fondo 
no pueden considerarse como un avance en el indicador relacionado con la adjudicación de 3 millones de 
hectáreas. Procuraduría General de la Nación, “Segundo Informe al Congreso Sobre el estado de avance de 
la implementación del Acuerdo de Paz” (Bogotá, Colombia, septiembre 2020), https://www.procuraduria.gov.
co/portal/media/file/Segundo%20Inf%20al%20Congreso%20sobre%20el%20estado%20del%20avance%20
de%20la%20implementaci%C3%B3n%20Acuerdo%20de%20Paz%202019%202020.pdf. 

145 Presidencia de la República, Decreto 902 de 2017, “Por el cual se adoptan medidas para facilitar 
la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras, 
específicamente el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo”, Diario Oficial No. 50.248, 
(Colombia, 2017).

146 “‘No es fácil saber cuántas hectáreas del Fondo de Tierras están disponibles’: ANT”, El Espectador, 26 de 
enero de 2021, https://www.elespectador.com/colombia2020/pais/no-es-facil-saber-cuantas-hectareas-del-
fondo-de-tierras-estan-disponibles-ant/.

147 Equipo de la Dirección de Acceso a Tierras (Agencia Nacional de Tierras), entrevista realizada por el equipo 
del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 19 de octubre de 2020.
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148 Procuraduría General de la Nación, “Informe sobre el estado de avance de la implementación de las 
estrategias de acceso a tierras y uso del suelo rural contempladas en el Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, 
enero de 2021) https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Informe%20sobre%20Acceso%20y%20
Uso%20de%20la%20Tierra%20Def%2007_01_2021.pdf.

149 Mesa de Conversaciones, Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera (Bogotá, Colombia: Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016).

150 El Decreto 1330 de 2020, emitido el 7 de octubre de 2020 por el Presidente de la República, se estipula que 
el SIAT se compone de cuatro tipo de asignaciones, se otorgará preferentemente en zonas focalizadas, sólo se 
adjudicará a los sujetos de acceso a tierra y formalización, y se dará en seis (6) etapas, una vez la ANT haya 
seleccionado a los potenciales beneficiarios. Presidencia de la República, Decreto 1330 del 7 de octubre de 
2020, “Por el cual se adiciona el Título 22 a la Parte 14 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, relacionado con el Subsidio Integral 
de Acceso a Tierras”, (Colombia, 2020).

151 En esta vigencia la ANT emitió el Acuerdo 118 del 18 de mayo de 2020, que modifica el Acuerdo 058 de abril 
del 2018, con el objeto de reglamentar la administración y el otorgamiento de derechos de uso en los terrenos 
baldíos inadjudicables. Esta entidad reportó en un Informe de Rendición de Cuentas, actividades relacionadas 
con el otorgamiento de derechos de uso en zonas inadjudicables protegidas por la Ley Segunda de 1959 
en el municipio de Tierralta (Córdoba), en zonas con potencial para la explotación de recursos naturales no 
renovables en el municipio de Ovejas (Sucre), así como la reglamentación del Playón Comunal Caño Palomo, 
ubicado en el municipio San José de Abad (Sucre) y avances en la reglamentación del Playón Comunal El 
Vichal, ubicado en el municipio de Cereté (Córdoba). Agencia Nacional de Tierras “Informe de Rendición de 
Cuentas, tercer semestre de 2020” (Bogotá, Colombia, enero de 2021). No obstante, la Procuraduría General 
de la Nación reportó que, pese a que la ANT ha promovido estos cinco procesos para la adjudicación de 
derechos de uso sobre baldíos inadjudicables, de los procesos iniciados, tres finalizaron durante 2019, con 
reglamento del uso sobre 1.017,9 hectáreas y no se reportó información del estado de los otros dos procesos. 
Procuraduría Delegada para el seguimiento al Acuerdo de Paz, “Informe sobre el estado de avance de la 
implementación de las estrategias de acceso a tierras y uso del suelo rural contempladas en el Acuerdo de 
Paz”, (Bogotá, Colombia, enero de 2021). https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Informe%20
sobre%20Acceso%20y%20Uso%20de%20la%20Tierra%20Def%2007_01_2021.pdf, 20.

152 La Línea especial de Crédito para la compra de tierras para uso agropecuario (LEC) entró en vigencia 
el 6 de junio de 2019. Se estableció mediante la Resolución No. 4 de 2019 de la Comisión Nacional de 
Crédito Agropecuario–CNCA y FINAGRO. El manual de servicios de dicha línea fue reglamentado mediante 
la Circular Reglamentaria P-22 de junio de 2019. Los avances alcanzados en esta materia se limitan a la 
realización de reuniones de socialización de su portafolio de servicios a Intermediarios Financieros, aliados 
regionales y organizaciones de mujeres, en las cuales se informó sobre esta línea de crédito para compra de 
tierra, resaltando las condiciones preferenciales para la mujer. Ver Fondo para el financiamiento del Sector 
Agropecuario (FINAGRO), “Informe de Rendición de Cuentas, enero de 2020-diciembre 2020”, (Bogotá, 
Colombia, 2021) https://www.finagro.com.co/sites/default/files/informe_finagro_rendicion_de_cuentas_
acuerdo_de_paz_2020.pdf. 

153 En septiembre de 2020, la PGN señaló las gestiones adelantadas para el desarrollo y/o el fortalecimiento 
de los Planes de Desarrollo de las ZRC constituidas, y destacó: i) la promoción de procesos de formalización 
y/o adjudicación de la propiedad a personas naturales en la ZRC del Guaviare, Valle del Río Cimitarra y Perla 
amazónica; ii) la actualización del Plan de Desarrollo Sostenible y actualización del estudio de sustracción del 
bajo pato para la ampliación de la ZRC de la Cuenca del Río Pato y Valle Balsillas; iii) Jornadas de diagnóstico, 
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caracterización y prospección territorial en el área de posible traslape entre el resguardo Nukak y la ZRC del 
Guaviare; iv) la actualización cartográfica de las ZRC. Procuraduría General de la Nación, “Segundo Informe al 
Congreso Sobre el estado de avance de la implementación del Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, septiembre 
2020), https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Segundo%20Inf%20al%20Congreso%20sobre%20
el%20estado%20del%20avance%20de%20la%20implementaci%C3%B3n%20Acuerdo%20de%20Paz%20
2019%202020.pdf. Sin embargo, el equipo del Instituto Kroc pudo constatar que varios de estos procesos 
fueron suspendidos, como es el caso de las acciones adelantadas en las ZRC del Pato y Balsillas y la Perla 
Amazónica. 

154 Representante de la Asociación Nacional de Zonas de Reserva Campesina (ANZORC), entrevista realizada 
por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 19 de noviembre de 2020; Grupo de Investigación (Centro 
de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad - Dejusticia), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 
Bogotá, Colombia, 21 de diciembre de 2020.

155  Según lo estipulado en la Ley 160 de 1994, para constituir una ZRC es necesario delimitar la zona, las 
autoridades locales y ambientales deben emitir conceptos favorables a su constitución, se debe formular 
el Plan de Desarrollo Sostenible, se requiere hacer una audiencia pública, para que finalmente proceda la 
aprobación de su constitución en el Consejo Directivo de la ANT.

156 Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad - Dejusticia, “Más voces se unen para pedir la 
constitución de tres ZRC”, (Bogotá, Colombia, 17 de febrero de 2021) https://www.dejusticia.org/mas-voces-
se-unen-para-pedir-la-constitucion-de-tres-zrc/. 

157 Equipo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, entrevista realizada por el equipo del Instituto 
Kroc, Bogotá, Colombia, 17 de junio de 2020; Funcionario (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible), 
entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 28 de septiembre de 2020.

158 Comunicado a la opinión pública y al Gobierno Nacional. Carlos A. Lozada (@JGalloComunes), 
“Rechazamos declaraciones del gobernador del Meta Juan Guillermo Zuluaga e insistimos al Gobierno 
Nacional para que cese de inmediato las intervenciones militares para atender los asuntos ambientales en 
estos territorios. #Comunicado completo”, Tweet, 18 de junio de 2020, https://twitter.com/JGalloComunes/
status/1275152940714602500/photo/2. 

159 “El Gobierno adoptará las medidas y creará los incentivos necesarios para prevenir e impulsar soluciones a 
los conflictos entre la vocación de la tierra y su uso real”.

160 El Programa Nacional de Conciliación en Derecho realizó jornadas de conciliación, diseñó una caja de 
herramientas para la gestión de conflictos en municipios PDET, y continuó implementando modelos de justicia 
rural para fortalecer sistemas locales de justicia. Equipo de la Dirección de Métodos Alternativos de Resolución 
de Conflictos (Ministerio de Justicia y del Derecho), entrevistas realizadas por el equipo del Instituto Kroc, 
Bogotá, Colombia, junio, julio y agosto de 2020.

161 Ibid.

162  Equipo del Grupo de Diálogo Social de la Dirección General (Agencia Nacional de Tierras), entrevista 
realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 11 diciembre de 2020.

163 Las Hojas de Ruta son una herramienta liderada por la ART, el DNP y la CPEC para coordinar y ordenar la 
implementación de los PDET y cuyos objetivos pueden consultarse en: Congreso de la República, Ley 1955 
de 2019, “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, “Pacto por Colombia, Pacto por la 
Equidad”, Diario Oficial no. 50964, (Colombia, 2019), artículo 281. 



Informe 5

Notas al final172

164 “Hoja de Ruta, organiza la implementación del PDET”, Agencia de Renovación del territorio, accedido el 24 
de febrero de 2021. https://www.renovacionterritorio.gov.co/especiales/hoja-ruta-pdet/. 

165 Agencia de Renovación del Territorio, “Principales resultados de la estrategia Nación-Territorio”, (Presentación 
en Power Point entrevista realizada por el Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 21 de enero de 2021).

166 Sobre la relación de las Zonas Futuro y los PDET, la Corte Constitucional definió el alcance de su articulación 
“Zonas Futuro no podrán desconocer mandato del Acuerdo de Paz: Corte Constitucional”, El Espectador, 6 de 
Febrero 2020. https://www.elespectador.com/noticias/judicial/zonas-futuro-no-podran-desconocer-mandato-
del-acuerdo-de-paz-corte-constitucional-articulo-903394/. 

167 Las cinco Zonas Futuro son: 1. Arauca: Saravena, Arauquita, Fortul, Tame. 2. Bajo Cauca y sur de Córdoba: 
Antioquia: Anorí, Cáceres, Caucasia, El Bagre, Ituango, Nechí, Remedios, Segovia, Tarazá, Valdivia, Zaragoza. 
Córdoba: Montelíbano, Tierralta, San José de Uré, Puerto Libertador. 3. Catatumbo: Norte de Santander: 
Convención, El Carmen, El Tarra, Hacarí, San Calixto, Sardinata, Teorama, Tibú. 4. Chiribiquete: Meta: Puerto 
Concordia, Vista Hermosa, La Macarena, Guaviare: San José del Guaviare, Calamar, El Retorno, Caquetá: San 
Vicente del Caguán, Puerto Rico, Cartagena del Chairá. 5. Pacífico Nariñense: Nariño: Barbacoas, Roberto 
Payán, Tumaco, El Charco, La Tola, Olaya Herrera, Santa Bárbara, Francisco Pizarro, Mosquera.

168 Para el periodo objeto de estudio los siguientes fueron los avances reportados: (i) vías, 5.228 vías terciarias, 
125 corredores regionales y 613 muelles a intervenir; (ii) agua y saneamiento, 532.853 hogares a ser 
beneficiados con 6.917 proyectos; (iii) energía, 182.587 viviendas a beneficiar; (iv) educación; (v) salud, 614 
iniciativas PDET a implementar través de 2.351 proyectos; (vi) desarrollo productivo, económico y ambiental. 
“Plan Maestro de Estructuración”, Agencia de Renovación del Territorio, accedido el 24 de febrero de 2021, 
https://www.renovacionterritorio.gov.co/Publicaciones/plan_maestro_de_estructuracin. 

169 La labor de los Órganos Colegiados de Administración y Decisión es definir proyectos de inversión 
financiados con recursos del Sistema General de Regalías (SGR). Lo preside la CPEC y de él hacen parte 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Departamento Nacional de Planeación (DNP), que tiene la 
secretaría técnica, y las diferentes gobernaciones que participan según necesidad. “¿Qué es el OCAD Paz?”, 
Agencia de Renovación del Territorio, accedido el 24 de febrero de 2021, https://www.renovacionterritorio.gov.
co/Publicaciones/ocad_paz. 

170 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Estabilización en los municipios PDET. 
Agosto 2018- enero 2021. 29 meses”, (Bogotá, Colombia, febrero de 2021), http://www.portalparalapaz.gov.
co/publicaciones/990/informes-de-seguimiento/.

171 “Reunión Agencia de Renovación del Territorio y Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos”, (Presentación 
en Power Point entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 3 de febrero de 2021).

172 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Estabilización en los municipios 
PDET. Agosto 2018- noviembre 202o. 27 meses”, (Bogotá, Colombia, diciembre de 2020), http://www.
portalparalapaz.gov.co/publicaciones/990/informes-de-seguimiento/. 

173 “Participación de las comunidades, el reto para implementar los PDET”, El Espectador, 13 julio 2020. https://
www.elespectador.com/colombia2020/pais/participacion-de-las-comunidades-el-reto-para-implementar-los-
pdet/. “En zonas focalizadas por el acuerdo, Duque construye, pero no empodera”, La Silla Vacía, 16 de diciembre 
de 2020. https://lasillavacia.com/zonas-focalizadas-acuerdo-duque-construye-no-empodera-79547?fbclid=I
wAR24KsTmYbQg1dhuahgdkD4OUjBTMp0jkRx9PbAGc2CdilipuSJgo41kar4. Para impresiones sobre el piloto 
de Hoja de Ruta ver también Procuraduría Delegada para el Seguimiento al Acuerdo de Paz, “Catatumbo, 
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Informe sobre el estado de avance en la implementación del Acuerdo de Paz en la subregión PDET”, (Bogotá, 
Colombia, noviembre 2020), https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/MSI-Reporte%20Catatumbo.
pdf. 

174 Juanita Goebertus, Representante a la Cámara por Bogotá, “Monitor de COVID-19 en Municipios PDET”, 
accedido el 24 de febrero de 2021, https://www.juanitaenelcongreso.com/monitor-covid-19-en-municipios-
pdet. 

175 Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, “Informe de Rendición de Cuentas, 
Construcción de paz enero 2019 - diciembre 2019”, (Bogotá, Colombia, 2019), https://www.mintic.gov.
co/por tal/inicio/Transparencia-y-acceso-a-informacion-publica/Control/77973:7-5-1-Informacion-de-
Construccion-de-Paz. 

176 Consejería Presidencial para la Estabilización y Consolidación, “Colombia 2035. 2 años de Paz con Legalidad. 
Informe Desarrollo Rural Integral. Agosto 2018-Septiembre 2020”, (Bogotá, Colombia, 2020). http://www.
portalparalapaz.gov.co/publicaciones/990/informes-de-seguimiento/genPagdoc131=6. 

177 “Indicadores A.66 (viviendas mejoradas entregadas) y A67 (Viviendas nuevas entregadas)”, Sistema 
Integrado de Información para el Posconflicto, accedido el 25 de febrero de 2021, https://siipo.dnp.gov.co/.

178 Los Planes Nacionales para la reforma rural que incorporan enfoque de género son los planes de Ingresos, 
Riego, Comercialización y Vivienda. Después de la fecha de corte de este informe, se aprobaron los planes de 
protección social, economía solidaria y agua potable que también incorporan enfoque de género.

179 Mujeres, pueblos étnicos, personas LGBTI, jóvenes.

180 Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupos de discusión, virtuales, 23 de 
junio de 2020 y 26 de enero de 2021).

181 Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupos de discusión, virtuales, 23 de 
junio de 2020 y 26 de enero de 2021).

182 Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (FONTIC), Resolución 0442 de 2020, 
“Por la cual se ordena la apertura de cinco (5) convocatorias para el desarrollo de contenidos audiovisuales”, 
(Bogotá, Colombia, 19 de junio de 2020); “Ministra Abudinen anuncia financiación de proyectos audiovisuales 
por $ 23.887 millones”, Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, 19 de junio de 
2020, https://www.mintic.gov.co/portal/inicio/Sala-de-Prensa/Noticias/145485:Ministra-Abudinen-anuncia-
financiacion-de-proyectos-audiovisuales-por-23-887-millones.

183 Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (FONTIC), Resolución 0546 de 2020, 
“Por la cual se publican los resultados de la evaluación de las propuestas presentadas en las Convocatorias 
Audiovisuales MinTIC 01 de 2020”, (Bogotá, Colombia, 28 de agosto de 2020).

184 Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, “Condiciones de participación en las 
convocatorias audiovisuales MINTIC No. 01 de 2020” (Bogotá, Colombia, junio de 2020), https://www.mintic.
gov.co/portal/604/articles-145485_condiciones_convocatorias_audiovisuales_20200619.pdf.

185 La convocatoria de financiación de contenidos radiales se ejecutó mediante un convenio interadministrativo 
entre FONTIC y RTVC Radio. Funcionarios (MINTIC y CRC) entrevista realizada por el equipo del Instituto 
Kroc, Bogotá, Colombia, 23 de diciembre del 2020; Convenio interadministrativo N° 985 de 2020 entre el 
Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y Radio Televisión Nacional de Colombia 
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(RTVC), 30 de septiembre de 2020, enviado por MINTIC al Instituto Kroc por correo electrónico.

186 Funcionarios (MINTIC y CRC), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 23 de 
diciembre del 2020.

187 Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, Resolución 0727 de 2020, “Por 
la cual se declaran las viabilidades para el otorgamiento de las licencias de concesión para la prestación en 
gestión indirecta del servicio de radiodifusión sonora comunitario, en frecuencia modulada (FM), Clase D”, 
(Bogotá, Colombia, 30 de abril de 2020).

188 Iniciativa Barómetro, Matriz de Acuerdos de Paz, Instituto Kroc de Estudios Internacionales de Paz, “Tres 
años después de la firma del Acuerdo Final de Colombia: hacia la transformación territorial”, (Informe 4, 
Universidad de Notre Dame y Bogotá, Colombia, 2020), 52.

189 “Por primera vez en Colombia, MinTIC inicia proceso para asignar concesiones de emisoras comunitarias 
con enfoque étnico”, Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, 19 de mayo de 
2020, https://www.mintic.gov.co/portal/inicio/Sala-de-Prensa/Noticias/144834:Por-primera-vez-en-Colombia-
MinTIC-inicia-proceso-para-asignar-concesiones-de-emisoras-comunitarias-con-enfoque-etnico; “Primera 
convocatoria para emisoras comunitarias con enfoque étnico en toda la historia del país lanzó la ministra 
Karen Abudinen”, Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, 12 de noviembre de 
2020, https://www.mintic.gov.co/portal/inicio/Sala-de-Prensa/Noticias/159499:Primera-convocatoria-para-
emisoras-comunitarias-con-enfoque-etnico-en-toda-la-historia-del-pais-lanzo-la-ministra-Karen-Abudinen. 

190 Informe Evidencias Radio Televisión Nacional de Colombia – RTVC, 2 de julio de 2020, enviado por MINTIC 
al Instituto Kroc por correo electrónico.

191 El anterior nombre del programa era ‘Andemos’. En 2020 se transmitió de lunes a viernes a las 7 pm. 
Funcionarios (MINTIC y RTVC Radio) entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 
23 de junio del 2020.

192 “Encuentros”, Radio Nacional de Colombia, accedido el 11 de febrero de 2021, https://www.radionacional.
co/podcasts/encuentros.

193 Funcionarios (MINTIC), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 11 de junio 
del 2020; Funcionarios (MINTIC y CRC), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 
23 de diciembre del 2020.

194 Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, “Informe Rendición de Cuentas 
Estabilización al Señor Presidente”, (Bogotá, Colombia: noviembre 2019); Funcionarios (MINTIC), entrevista 
realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 11 de junio del 2020; Funcionarios (MINTIC y 
CRC), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 23 de diciembre del 2020.

195 Oficina del Alto Comisionado para la paz (@ComisionadoPaz), “#AEstaHora|Comité del @ConsejoPaz 
presenta y entrega a @MinInterior los lineamientos para una Política Pública de Reconciliación, Convivencia y 
No Estigmatización. #ConstruimosPaz”, Tweet, 20 de octubre de 2020, https://twitter.com/ComisionadoPaz/
status/1318639013474029569.

196 Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia, “Plan de acción 2020-2021”, (Bogotá, Colombia: 
21 de octubre de 2020), enviado al Instituto Kroc por correo electrónico.

197 Iniciativa Barómetro, Matriz de Acuerdos de Paz, Instituto Kroc de Estudios Internacionales de Paz, “Hacia 
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la implementación del enfoque de género en el Acuerdo Final de Paz de Colombia: avances, oportunidades y 
retos”, (Universidad de Notre Dame, Notre Dame, IN y Bogotá, Colombia, 2020), 19.

198 Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia, “Lineamientos para la Política Pública de 
Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización”, (Bogotá, Colombia: octubre de 2020), enviado al Instituto 
Kroc por correo electrónico.

199 “Equipo de articulación interinstitucional de Putumayo”, (conformado por JEP, CEV, ARN, Ejército-
Destacamento de Verificación Regional, Misión de Verificación de la ONU, ONUDDHH, Mapp/OEA, Instituto 
Kroc, virtual, 11 de febrero de 2021); Defensoría del Pueblo, “Alerta temprana 001-2021 Cauca, Putumayo, 
Caquetá”, 07 de enero de 2021; Instituto Kroc, “Mesa técnica: Avances, retos y oportunidades que representa 
la implementación del Acuerdo de Paz para las personas LGBTI en Colombia”, (Grupo de discusión, virtual, 9 
de diciembre de 2020).

200 Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupo de discusión, virtual, 26 de 
enero de 2021); Consejería para la Estabilización y la Consolidación, “Avances en la implementación de los 51 
indicadores de género del Plan Marco de Implementación. Octubre-diciembre de 2020”, (Bogotá, Colombia, 
2021), http://portalparalapaz.gov.co/publicaciones/1590/enfoque-de-genero-en-la-paz/.

201 “Ante el Consejo Nacional de Paz, Duque ratifica compromiso con reparación a víctimas y fortalecimiento de los 
PDET”, Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 27 de octubre de 2020, http://www.altocomisionadoparalapaz.
gov.co/prensa/ante-el-consejo-nacional-de-paz-duque-ratifica-compromiso-con-reparacion-a-victimas-y-
fortalecimiento-de-los-pdet.

202 Los cinco ejes estratégicos son: i) fortalecimiento territorial, ii) proceso de paz, iii) comunicación, educación 
y arte, iv) interlocución y acción política, y v) enfoques diferenciales.

203 Algunas de las acciones identificadas son: (i) una estrategia pedagógica contra el racismo; (ii) un diagnóstico, 
plan de formación y apoyo territorial a todos los Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación y Convivencia 
(CTPRC) del país; (iii) el impulso de diálogos con actores legislativos sobre la ley de garantías a la participación 
ciudadana, un compromiso estancado de Punto 2; y (iv) el acompañamiento al diseño e implementación de la 
Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No estigmatización.

204 Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, Informe de rendición de cuentas Construcción 
de paz, enero-diciembre, 2020, Bogotá, Colombia: 2021, https://dapre.presidencia.gov.co/AtencionCiudadana/
transparencia-y-acceso-a-informacion-publica).

205 “Panel: El papel de los Consejos Territoriales de Paz en la reconciliación”, (intervenciones, Antioquia, Colombia, 
06 de noviembre de 2020), https://www.facebook.com/porunpaisreconciliado/videos/692680101646797; 
Equipos de proyectos de fortalecimiento de sociedad civil y derechos humanos, (Delegación de Unión Europea 
en Colombia) entrevistada realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 22 de mayo de 2020.

206 Funcionario (OACP Putumayo), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Putumayo, Colombia, 
27 de octubre de 2020.

207 El Consejo Departamental de Paz de Putumayo definió diseñar e implementar el observatorio de derechos 
humanos, conflictividad y diálogo social basado en las rutas de acceso a derechos, iniciativa del Pilar 8 del 
PDET del departamento. Consejería para la Estabilización y la Consolidación y la Agencia de Renovación del 
Territorio- Putumayo, “Mesa institucional de presentación de planes de trabajo 2020-2021 para implementar 
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el PDET Putumayo”, (virtual, 21 de agosto de 2020); Javier Pai- Coordinador Oficina de Derechos Humanos 
de la Gobernación de Putumayo, (intervención virtual, Consejo de Paz de Puerto Asís y Leguízamo, 21 de 
mayo de 2020); “Plan de acción del Consejo Departamental de Paz, Reconciliación, Convivencia, DDHH y DIH 
de Putumayo- CDPRCDDHHDIH 2020”, 7 de octubre de 2020, enviado por la Gobernación de Putumayo al 
Instituto Kroc por correo electrónico. 

208 Funcionarios (Fundación Ideas para la Paz), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 4 de febrero de 2021; Funcionario (Ministerio del Interior), entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 16 de diciembre de 2020.

209 Funcionario (OACP Putumayo), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Putumayo, Colombia, 
27 de octubre de 2020.

210 Funcionarios (Fundación Ideas para la Paz), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 4 de febrero de 2021; entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Putumayo, Colombia, 22 
de septiembre de 2020; Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la Organización de los Estados 
Americanos (MAPP/OEA), Vigésimo Octavo Informe del Secretario General al Consejo Permanente sobre la 
Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la Organización de los Estados Americanos (MAPP/OEA), 
OEA/Ser.G CP/doc.5610/20, 18 mayo de 2020, https://www.mapp-oea.org/wp-content/uploads/2020/06/
XXVIII-Informe-Semestral-Espa%C3%B1ol.pdf.

211 Funcionaria (programa de derechos humanos de USAID en Caquetá), entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 9 de julio de 2020; Funcionario (Secretariado Nacional de Pastoral Social), 
entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 4 de noviembre de 2020.

212 “Panel: El papel de los Consejos Territoriales de Paz en la reconciliación”, (intervenciones, Por un país 
reconciliado, Antioquia, 06 de noviembre de 2020), https://www.facebook.com/porunpaisreconciliado/
videos/692680101646797; Oficina del Alto Comisionado para la Paz, “OFI20-00205648/IDM 13020000”, 02 
de octubre de 2020, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc.

213 Como el pacto impulsado durante 2019 en Cali o los pactos políticos de no violencia debido a las elecciones 
de autoridades locales, apoyados por el CNPRC. Pacto municipal por la Paz, la vida y la reconciliación, Cali, 
29 de marzo de 2019; Pacto Político por la Paz, la Reconciliación y la No agresión en Antioquia, Medellín, 11 
de junio de 2019; Consejo Nacional de Paz, Reconciliación y Convivencia, “Pacto por una cultura política y la 
no violencia en la campaña electoral”, (Comunicado, 26 de agosto de 2019), https://caritascolombiana.org/
wp-content/uploads/2019/08/Comunicado-pacto-no-violencia.pdf. 

214 La Senadora del partido Farc, Sandra Ramírez, en un tweet(@SandraComunes), “Una imagen que solo se 
pudo dar gracias al Acuerdo de Paz, la firma de un Pacto por la cultura política y la No violencia en la Campaña 
electoral, ahora queda la firma del Gran pacto político que saque de una vez por todas las armas y la violencia de 
la política”, Tweet, 26 de agosto de 2019, https://twitter.com/SandraComunes/status/1166161424512630784.

215 Los otros actores se refieren a sindicatos, el Consejo Nacional Gremial, gremios económicos, los propietarios 
y directivos de los medios de comunicación, las iglesias, confesiones religiosas. Mesa de Conversaciones, 
Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera, (Bogotá, 
Colombia: Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2017), 80.

216 El plan cuenta con 14 módulos de los cuales seis han sido actualizados y cuatro son nuevos. “Personas 
con discapacidad y sus cuidadores pueden ejercer control social a lo público”, Departamento Administrativo 
de Función Pública, 1 de octubre de 2020, https://www.funcionpublica.gov.co/noticias/-/asset_publisher/
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mQXU1au9B4LL/content/personas-con-discapacidad-y-sus-cuidadores-pueden-ejercer-control-social-a-lo-p-
c3-bablico; Funcionarios (Departamento Administrativo de Función Pública), entrevista realizada por el equipo 
del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 14 de diciembre de 2020; “Plan Nacional de Formación para el Control 
Social a la Gestión Pública”, Departamento Administrativo de la Función Pública, accedido el 17 de febrero de 
2021, https://www.funcionpublica.gov.co/web/murc/control-social. 

217 Departamento Administrativo de Función Pública, “Cifras de formación de multiplicadores en control social”, 
30 de noviembre de 2020, enviado por DAFP al Instituto Kroc por correo electrónico.

218 Departamento Administrativo de Función Pública, “Plan Nacional de Formación de Veedores con Enfoque 
Étnico”, (Bogotá, Colombia: diciembre de 2020), enviado por DAFP al Instituto Kroc por correo electrónico.

219 Funcionarios (Departamento Administrativo de Función Pública), entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 14 de diciembre de 2020; Funcionario (Departamento Administrativo de 
Función Pública), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc Bogotá, Colombia, 15 de febrero de 2021.

220 Los 9 departamentos corresponden a Norte de Santander, Meta, Bolívar, Nariño, Chocó, Cauca, Valle del 
Cauca, La Guajira y Guaviare. Departamento Administrativo de Función Pública, “Cifras de formación de 
multiplicadores en control social”, 30 de noviembre de 2020, enviado por DAFP al Instituto Kroc por correo 
electrónico.

221 Departamento Administrativo de Función Pública, “Total talleres de formación en control social”, 17 de 
diciembre de 2019, enviado por DAFP al Instituto Kroc por correo electrónico.

222 Estos 19 departamentos corresponden a Caquetá, Meta, Guaviare, Putumayo, Nariño, Cauca, Valle del 
Cauca, Chocó, Antioquia, Norte de Santander, Arauca, La Guajira, Bolívar, Córdoba, Magdalena, Cesar, Sucre, 
Tolima, Huila), ubicadas en las 16 subregiones PDET.

223 Ministerio del Interior, “Respuesta Oficial EXT_S20-00064637-PQRSD-064518-PQR”, 31 de diciembre de 
2020, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc; Funcionarios (Secretaría de Transparencia), 
entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 23 de abril de 2020; Funcionario (Procuraduría Delegada 
para el seguimiento al postconflicto), entrevistas realizadas por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 
17 de abril de 2020 y 08 de febrero de 2021; Procuraduría General de la Nación, “Segundo informe al Congreso 
sobre el estado de Avance de la Implementación del Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, septiembre 2020), 
https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/Segundo%20Inf%20al%20Congreso%20sobre%20el%20
estado%20del%20avance%20de%20la%20implementaci%C3%B3n%20Acuerdo%20de%20Paz%202019%20
2020.pdf.

224 Según información del Ministerio del Interior reportada al Instituto Kroc, el ministerio certificó durante 2020 
a 901 mujeres en total, de las cuales 110 mujeres estaban en 39 municipios PDET de 14 departamentos, 
mientras que 64 mujeres no presentaron registro sobre su ubicación geográfica. También certificó a 420 
hombres. De éstos, sólo 49 hombres se ubicaron en 36 municipios PDET de 14 departamentos y 27 hombres 
no registraron el departamento ni el municipio. Entre hombres y mujeres, certificó a 1321 personas. Ministerio 
del Interior, “Escuela de participación certificados 2020- Mujeres Certificadas- Hombres certificados en Control 
Social por Departamentos”, 12 de abril de 2021, enviado por la Dirección para la Democracia, la Participación 
y la Acción Comunal del Ministerio del Interior al Instituto Kroc por correo electrónico.

225 Ministerio del Interior, “Respuesta Oficial EXT _S20-00041497-PQRSD-041418-PQR- Informe Kroc”, 17 de 
septiembre de 2020, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc. 

226 Secretaría de Transparencia, “Guía metodológica para la creación de observatorios de transparencia y 
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anticorrupción en el marco del Acuerdo final de paz”, (Bogotá, Colombia: abril de 2020), enviado por Secretaría 
de Transparencia al Instituto Kroc por correo electrónico. 

227 Funcionarios (Secretaría de Transparencia), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 23 de abril de 2020; Secretaría de Transparencia, “Red Nacional de Observatorios Anticorrupción”, 
(Bogotá, Colombia: marzo de 2020), enviado por Secretaría de Transparencia al Instituto Kroc por correo 
electrónico.

228 Ministerio del Interior, “Plan de creación de veedurías y fomento al control social”, 14 de diciembre de 2020, 
enviado como respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc.

229 Contraloría General de la República, citada en Fundación Ideas para la Paz, “Del capitolio al territorio. La 
implementación de la paz en tiempos de pandemia: tareas urgentes”, (Bogotá, Colombia, 2020), 28, http://
ideaspaz.org/media/website/FIP_CapitolioTerritorio_Vol8_InformeFinal.pdf; Transparencia por Colombia, 
“Riesgos de corrupción en la implementación del Acuerdo de Paz. Ejercicio de control ciudadano anticorrupción 
a la implementación del Acuerdo de Paz (2018-2020)”, (Bogotá, 2020), https://transparenciacolombia.org.
co/2020/11/25/informe-riesgos-de-corrupcion-en-la-implementacion-del-acuerdo-de-paz/; Contraloría 
General de la República, “Cuarto informe sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de las metas 
del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones. Noviembre de 2016 a 31 de marzo de 2020 - 
Énfasis Vigencia 2019”, (Bogotá, Colombia, 2020).

230 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC7641-2020, 22 de septiembre de 2020.

231 Ibid.

232 Procuraduría General de la Nación - Defensoría del Pueblo, “Guía de acompañamiento a las movilizaciones 
ciudadanas: Alcance de intervención del Ministerio Público”, (Bogotá, Colombia: octubre 2020), https://
www.procuraduria.gov.co/por tal/media/file/Segundo%20Informe%20al%20Congreso%20Paz%20-%20
Procuradur%C3%ADa%20General%20de%20la%20Nación.pdf.

233 Sentencia C223-2017, 20 de abril de 2017, (Corte Constitucional, 2017).

234 Sentencia STC7641-2020, 22 de septiembre de 2020, (Corte Suprema de Justicia, 2020).

235 Funcionario (Procuraduría General de la Nación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 19 de junio de 2020; Defensoría del Pueblo, “Radicado: 20200030202217591”, 26 de agosto de 
2020, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc. 

236 CINEP/PPP- CERAC, “Séptimo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 
en Colombia”, (Bogotá, Colombia, 2020), https://www.cinep.org.co/Home2/component/k2/828-septimo-
informe-de-verificacion-de-la-implementacion-del-acuerdo-final-de-paz-en-colombia.html, 250-251.

237 Alianza para la Paz (APAZ), Policía Nacional de Colombia, y Centro de Investigación y Educación popular, 
programa por la paz (CINEP/PPP), “Guía de Transformación de Conflictos Sociales para el Servicio de 
Policía”, (Bogotá, Colombia: 2019), https://alianzaparalapaz.org/wp-content/uploads/2019/06/Gui%CC%81a-
Transformacio%CC%81n-de-conflictos-updated.pdf; Funcionario (UNIPEP Putumayo), entrevista realizada por 
el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 22 de septiembre de 2020.

238 Ministerio del Interior, Resolución 1190 de 2018, “Por la cual se adopta el “Protocolo para la coordinación de 
las acciones de respeto y garantía a la protesta pacífica como un ejercicio legítimo de los derechos de reunión, 
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manifestación pública y pacífica, libertad de asociación, libre de circulación, a la libre expresión, libertad de 
conciencia, a la oposición y a la participación, inclusive de quienes no participan en la protesta pacífica”, 
(Bogotá, Colombia, 3 de agosto de 2018).

239 Funcionario (Procuraduría General de la Nación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 19 de junio de 2020; Defensoría del Pueblo, “Radicado: 20200030202217591”, 26 de agosto de 
2020, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc.

240 Grupo focal, (virtual, 18 de diciembre de 2020); Funcionarios (Fundación Ideas para la Paz), entrevista 
realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 4 de febrero de 2021.

241 “Jornadas de identificación a población vulnerable se suspenden como medida preventiva por COVID-19”, 
Registraduría Nacional del Estado Civil, 15 de marzo de 2020, https://www.registraduria.gov.co/Jornadas-de-
identificacion-a-poblacion-vulnerable-se-suspenden-como-medida.html.

242 Funcionarios (Registraduría Nacional del Estado Civil), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 
Bogotá, Colombia, 26 de junio de 2020.

243 Consejo Nacional de Planeación, “VIII Encuentro Nacional de Consejeras Territoriales de Planeación, 26 
de octubre de 2020”, (virtual, 26 de octubre de 2020); Entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 
Putumayo, Colombia, 22 de septiembre de 2020.

244 Funcionarios (Registraduría Nacional del Estado Civil), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 
Bogotá, Colombia, 26 de junio de 2020.

245 “Escuela de Formación del Ministerio del Interior tendrá 24.687 cupos para todo el país”, Ministerio del 
Interior, 29 de septiembre de 2020, https://www.mininterior.gov.co/sala-de-prensa/noticias/escuela-de-
formacion-del-ministerio-del-interior-tendra-24687-cupos-para-todo-el-pais.

246 Entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Putumayo, Colombia, 22 de septiembre de 2020; 
Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupo de discusión, virtual, 23 de junio 
de 2020); Instancia Especial de Alto Nivel con Pueblos Étnicos (IEANPE), “Diálogo intercultural para la revisión 
de los indicadores étnicos PMI entre gobierno y la IEANPE”, (intervención virtual, 08 de julio de 2020).

247 Hada Marlén Alfonso (Presidenta del Consejo Nacional de Planeación), entrevista realizada por el equipo 
del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 17 de abril de 2020; CORPO – RECONCILIACIÓN, “Corporación para la 
Reincorporación y la Reconciliación, ¡Porque la Paz es de Todas y de Todos!” (Comunicado, 30 de abril de 
2020).

248 Presidencia de la República, Decreto 683 de 21 de mayo de 2020, “Por el cual se adoptan medidas 
relacionadas con la aprobación del plan de desarrollo territorial, para el período 2020-2023”, (Colombia, 2020).

249 Gobernación de Norte de Santander, “Plan de desarrollo para Norte de Santander 2020-2023”, (Cúcuta, 
Colombia: julio de 2020).

250 Gobernación del Cauca, “Plan de desarrollo 2020-2023”, (Popayán, Colombia: 2020).

251 Gobernación del Valle del Cauca, “Valle invencible. Plan departamental de desarrollo 2020-2023”, (Cali, 
Colombia: 2020).
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252 Gobernación de Antioquia, “Plan de desarrollo Unidos por la vida 2020-2023”, (Medellín, Colombia: junio 
de 2020).

253 Gobernación del Putumayo, “Plan de desarrollo Putumayo 2020-2023, trece municipios un solo corazón”, 
(Mocoa, Colombia: mayo de 2020).

254 Gobernación del Chocó, “Plan departamental de desarrollo Generando confianza 2020-2023”, (Quibdó, 
Colombia: 2020).

255 Proyecto de Ley 145/2020 C, “Por medio del cual se modifica el artículo 262 de la Constitución Política de 
Colombia”, (Colombia, 2020); Proyecto de Acto Legislativo 250/2020 C, “Por el cual se modifican los artículos 
107, 258 y 262 de la Constitución Política de Colombia, se implementa una reforma política y se dictan otras 
disposiciones”, (Colombia, 2020); Proyecto de Acto Legislativo 07/20 S acumulado con los Proyectos de Acto 
Legislativo 02 y 15 de 2020, “Por medio del cual se adopta una reforma política y electoral que permita la 
apertura democrática para la construcción de una paz estable y duradera”, (Colombia, 2020).

256 Aprobada en diciembre de 2020, con posterioridad al periodo de estudio del presente informe.

257 Proyecto de Ley Estatutaria 409 de 2020 Cámara - 234 de 2020 Senado, “Por la cual se expide el Código 
Electoral Colombiano y se dictan otras disposiciones”, Gaceta del Congreso No. 871/20, (Colombia, 2020).

258 Conciliación del Proyecto de Ley Estatutaria 409 de 2020 Cámara - 234 de 2020 Senado, “Por la cual se 
expide el Código Electoral Colombiano y se dictan otras disposiciones”, Gaceta del Congreso No.1516/20. 
(Colombia, 2020).

259 “Paridad política: un camino por recorrer”, El Espectador, 09 de noviembre de 2020, https://www.
elespectador.com/noticias/nacional/paridad-politica-un-camino-por-recorrer; María Paula Forero, “Paridad 
¡YA!”, Kien y Ke, 21 de diciembre de 2020, https://www.kienyke.com/kien-opina/paridad-ya-por-maria-paula-
forero; Juanita León, “La paridad aprobada es una victoria marginal para las mujeres”, La Silla Vacía, 17 de 
diciembre de 2020, https://lasillavacia.com/paridad-aprobada-victoria-marginal-las-mujeres-79557.

260 Camilo Mancera (Coordinador del observatorio jurídico de la Misión de Observación Electoral- MOE), 
entrevistas realizadas por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 1 y 7 de septiembre de 2020; Instituto 
Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupo de discusión, virtual, 23 de junio de 2020).

261 Mesa de Conversaciones, Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera, (Bogotá, Colombia: Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016), 50.

262 Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, (Grupos de discusión, virtuales, 23 de 
junio de 2020 y 26 de enero de 2021).

263 El nombre preliminar de la política es “Política para la gestión de la conflictividad a partir del diálogo social, 
intercultural, constructivo y democrático”. Instituto Kroc, “Mesa Técnica sobre la Implementación del Punto 2”, 
(Grupos de discusión, virtuales, 23 de junio de 2020 y 26 de enero de 2021); Ministerio del Interior, “OFI2021-
190-DDP-2100”, 07 de enero de 2021, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc.

264 Funcionarios (Departamento Nacional de Planeación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, 
Bogotá, Colombia, 3 de diciembre de 2020; Ministerio del Interior, “OFI2021-190-DDP-2100”, 7 de enero de 
2021, respuesta a solicitud de información del Instituto Kroc.
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265 Aunque el tema de “Garantías de seguridad para líderes y lideresas de organizaciones y movimientos 
sociales y defensores y defensoras de derechos humanos” se ubica en el Punto 2, su análisis se desarrolla 
en este punto, por integrar el grueso de los mecanismos y medidas de seguridad y protección que componen 
el Acuerdo.

266 Oficina del Alto Comisionado para la Paz, OFI 20-00205648/IDM 13020000, 2 de octubre de 2020.

267 Director Académico del Centro de Pensamiento y Diálogo Político, entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 5 de marzo de 2020.

268 Durante la segunda Asamblea Nacional realizada en enero del 2021 cambió su nombre a Partido Comunes. 
“Partido Farc cambia su nombre por partido ‘Comunes’”, Senado de la República, 25 de enero de 2020, https://
www.senado.gov.co/index.php/prensa/noticias/2236-partido-farc-cambia-su-nombre-por-partido-comunes.

269 Sin contar la curul perdida por el caso de Seuxis Paucias Hernández Solarte.

270 Funcionaria (Procuraduría General de la Nación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 11 de noviembre del 2020.

271 “Mi compromiso es seguir apostándole a la paz, a la reconciliación y a la verdadera democracia”, Senado 
de la República, 21 de julio de 2020, https://www.senado.gov.co/index.php/prensa/lista-de-noticias/1507-mi-
compromiso-es-seguir-apostandole-a-la-paz-a-la-reconciliacion-y-a-la-verdadera-democracia. 

272 Funcionaria (Procuraduría General de la Nación), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 11 de noviembre del 2020.

273 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, “ANR en Cifras – Noviembre 2020”, 14 de diciembre de 
2020, http://www.reincorporacion.gov.co/es/agencia/Documentos%20de%20ARN%20en%20Cifras/ARN%20
en%20Cifras%20corte%20Noviembre%202020.pdf. 

274 Ibid.

275 En seguimiento durante el mes de febrero de 2021 el Instituto Kroc obtuvo los siguientes datos actualizados: 
al mes de febrero de 2021, se han acreditado 13.589 excombatientes, de los cuales 10.453 son hombres 
y 3.136 son mujeres. Asimismo, se encuentran 139 personas en estado de observación, una en estado de 
verificación y 198 sin identificar ni ubicar. De las personas en observación 105 están privadas de la libertad. 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz, OFI 21-00018413/IDM 13020000, 9 de febrero de 2021.

276 “Circular nacional a nuestros prisioneros políticos”, Partido FARC, 30 de marzo de 2020, https://partidofarc.
com.co/farc/2020/03/30/circular-nacional-a-nuestros-prisioneros-politicos/.

277 Sala de Amnistía e Indulto, Jurisdicción Especial para la Paz, correo electrónico, 15 de octubre de 2020.

278 Congreso de la República, Ley 1951 de 2019, “Estatutaria de la Administración de Justicia en la Jurisdicción 
Especial para la Paz”, Diario Oficial. 50.976 (Colombia: 2019).

279 Funcionaria (Jurisdicción Especial para la Paz), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 14 de octubre del 2020.

280 Representante (Consejo Nacional de Reincorporación componente Comunes), entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 15 de octubre del 2020.
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281 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, Resolución 4309 de 2019, “Por la cual se establece la 
Ruta de Reincorporación”, (Colombia, 24 de diciembre de 2019).

282 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, Resolución 1279 de 2020, “Por la cual se establecen 
medidas transitorias para el reconocimiento de la Asignación Mensual en el marco del proceso de reincorporación 
y se dictan otras disposiciones”, (Colombia, 3 de septiembre de 2020).

283 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, OFI21-001332/IDM 112000, 1 de febrero de 2021.

284 Procuraduría General de la Nación, “Segundo Informe al Congreso sobre el estado de Avance de la 
Implementación del Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, septiembre de 2020), 207, https://www.procuraduria.
gov.co/portal/media/file/Segundo%20Informe%20al%20Congreso%20Paz%20-%20Procuradur%C3%ADa%20
General%20de%20la%20Naci%C3%B3n.pdf.

285 Por el cual se adelantarán “acciones de gestión de recursos, fortalecimiento técnico, definición de rutas 
de acompañamiento y responsables de las mismas”, Consejo Nacional de Política Económica y Social, 
“Documento CONPES 3931: Política Nacional para la Reincorporación Social y Económica de los Exintegrantes 
de las FARC-EP”, (Bogotá, Colombia: 22 de junio del 2018), http://www.reincorporacion.gov.co/es/documents/
conpes_finlal_web.pdf, 74.

286 El SNR fue presentado por el Gobierno Nacional en el mes de febrero de 2021, con posterioridad al periodo 
de evaluación del presente informe. “Entidades del gobierno ratifican su compromiso para fortalecer la 
reincorporación de excombatientes de las FARC-EP”, Agencia para la Reincorporación y la Normalización, 
3 de febrero de 2021, http://www.reincorporacion.gov.co/es/sala-de-prensa/noticias/Paginas/2021/Entidades-
del-gobierno-ratifican-su-compromiso-para-for talecer-la-reincorporaci%C3%B3n-de-excombatientes-de-
las-FARC-EP.aspx; El ahora denominado Partido Comunes ha advertido que el sistema fue construido de 
forma unilateral por el Gobierno y no en el marco del CNR como lo establece el documento CONPES, “¿Cuál 
Sistema Nacional de Reincorporación?”, Partido Comunes, 3 de febrero de 2021, https://partidofarc.com.co/
farc/2021/02/04/cual-sistema-nacional-de-reincorporacion/.

287 Representantes (Consejo Nacional de Reincorporación componente Comunes), entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 15 de julio del 2020.

288 Representantes (Consejo Nacional de Reincorporación componente Comunes), entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 10 de julio del 2020.

289 Procuraduría General de la Nación, “Segundo Informe al Congreso sobre el estado de Avance de la 
Implementación del Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, septiembre de 2020), https://www.procuraduria.
gov.co/portal/media/file/Segundo%20Informe%20al%20Congreso%20Paz%20-%20Procuradur%C3%ADa%20
General%20de%20la%20Naci%C3%B3n.pdf.

290 Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, “Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad”, (Nueva York, Estados Unidos, 29 de diciembre de 2020), 9, https://colombia.unmissions.org/sites/
default/files/sp_n2037704.pdf.

291 “Reunión de gobierno con excombatientes Farc con el Consejero Archila y los lideres delegados, se 
lograron acuerdos con excombatientes en todos los temas sustanciales planteados y se fijó una agenda de 
trabajo”, Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, 4 de noviembre de 2020, http://
www.portalparalapaz.gov.co/publicaciones/1562/reunion-de-gobierno-con--excombatientes-farc--con-el-
consejero-archila-y-los-lideres-delegados-se-lograron-acuerdos-con-excombatientes-en-todos-los-temas-
sustanciales-planteados-y-se-fijo-una-agenda-de-trabajo/. 
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292 Presidencia de la República, Decreto 1543 de 2020, “Por medio del cual se adiciona el Capítulo 13 al Título 
5 de la Parte 5 del Libro 2 del Decreto 1068 de 2015, Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito 
Público, y se reglamenta la transferencia de predios rurales para proyectos productivos en el marco de la 
reincorporación”, Diario Oficial. 51.508, (Colombia: 2020).

293 “Excombatientes del Huila acceden a predio extinto para desarrollar proyectos productivos: ARN”, Agencia 
para la Reincorporación y la Normalización, 22 de diciembre de 2020, http://www.reincorporacion.gov.co/es/
sala-de-prensa/noticias/Paginas/2020/Excombatientes-del-Huila-acceden-a-predio-extinto-para-desarrollar-
proyectos-productivos-ARN.aspx.

294 Colinas (Guaviare), El Estrecho (Cauca), Filipinas (Arauca), La Guajira (Meta), Llanogrande (Antioquia), La 
Fila (Tolima), La Reforma (Meta), Mutatá (Antioquia) y Los Monos (Cauca).

295 La Variante (Nariño), Caño Indio (Norte de Santander), El Ceral (Cauca), Yarí (Meta), La Pradera (Putumayo), 
Pondores (La Guajira), La Plancha (Antioquia), Monterredondo (Cauca), Charras (Guaviare) y Carrizal 
(Antioquia).

296 San José de Oriente (Cesar), Agua Bonita (Caquetá), Caracolí (Chocó), Miravalle (Caquetá) y El Oso (Tolima).

297 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización - Informe de Gestión: 28 meses, agosto 2018 – diciembre 2020”, (Bogotá, Colombia: 29 de 
enero de 2021), 8.

298 Representantes (Consejo Nacional de Reincorporación componente Comunes), entrevista realizada por el 
equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 3 de junio del 2020.

299 “ARN en Cifras”, Agencia para la Reincorporación y la Normalización, 31 de diciembre de 2020, http://www.
reincorporacion.gov.co/es/agencia/Documentos%20de%20ARN%20en%20Cifras/ARN_en_Cifras_cor te_
Diciembre_2020.pdf. 

300 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Agencia para la Reincorporación y la 
Normalización - Informe de Gestión: 28 meses, agosto 2018 – diciembre 2020”, (Bogotá, Colombia: 29 de 
enero de 2021), 11.

301 Cooperativa DAINCOOP, “Comunicado Público”, (Comunicado, 6 de julio de 2020).

302 Procuraduría General de la Nación, “Segundo Informe al Congreso sobre el estado de Avance de la 
Implementación del Acuerdo de Paz”, (Bogotá, Colombia, septiembre de 2020), https://www.procuraduria.
gov.co/portal/media/file/Segundo%20Informe%20al%20Congreso%20Paz%20-%20Procuradur%C3%ADa%20
General%20de%20la%20Naci%C3%B3n.pdf.

303 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, “Avances en la Ruta de Reincorporación”, correo 
electrónico, 23 de septiembre de 2020.

304 Representante (Grupo Mondragón), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 
10 de septiembre del 2020.

305 Funcionario (Agencia para la Reincorporación y la Normalización), entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 12 de agosto del 2020.

306 Entre enero y octubre de 2020, los 24 CTR tuvieron 137 sesiones y contaron con la participación de 
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entidades públicas nacionales, locales y de la comunidad internacional. Se crearon instancias nuevas como 
la Mesa Departamental de Reincorporación de Risaralda y se formalizó por decreto el Consejo Departamental 
de Reincorporación del Tolima. Funcionario (Agencia para la Reincorporación y la Normalización), entrevista 
realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 27 de noviembre del 2020.

307 Igualmente, de las 31 ciudades capitales, solo en Leticia no fue incluida la política y en 31 de los 32 Planes 
de Desarrollo Departamentales se incluyeron acciones o metas relacionadas al proceso de reincorporación. 
Agencia para la Reincorporación y la Normalización, “Estrategia de incidencia en políticas públicas territoriales. 
Planes de Desarrollo Territorial 2020-2023”, (Colombia: 14 de diciembre de 2020).

308 Agencia para la Reincorporación y la Normalización, “Estrategia de incidencia en políticas públicas 
territoriales. Planes de Desarrollo Territorial 2020-2023”, (Colombia: 14 de diciembre de 2020).

309 Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, “Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad”, (Nueva York, Estados Unidos, 29 de diciembre de 2020), 9, https://colombia.unmissions.org/sites/
default/files/sp_n2037704.pdf.

310 Funcionaria (Agencia para la Reincorporación y la Normalización), entrevista realizada por el equipo del 
Instituto Kroc, Bogotá, Colombia, 31 de marzo del 2020.

311 Oficina del Alto Comisionado para la Paz, OFI 21-00018413/IDM 13020000, 9 de febrero de 2021.

312 Funcionarias (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar), entrevista realizada por el equipo del Instituto 
Kroc, Bogotá, Colombia, 25 de noviembre del 2020.

313 Martha Hurtado (Comisionada Adjunta para el Grupo de Acción Integral contra Minas Antipersonal de 
la Oficina del Alto Comisionado para la Paz), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 4 de marzo 2021.

314 Corporación Humanicemos DH es una organización de desminado humanitario conformada por 
excombatientes de las extintas FARC-EP. En agosto de 2020, se dio el lanzamiento oficial de la corporación con 
el entrenamiento en desminado humanitario de 14 excombatientes.

315 Oficina del Alto Comisionado para la Paz, OFI 20-00246917/IDM 13020002, 23 de noviembre de 2020.

316 Oficina del Alto Comisionado para la Paz, OFI 20-00246917/IDM 13020002, 23 de noviembre de 2020.

317 Mesa de Conversaciones, Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera, (Bogotá, Colombia: Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016), 75.

318 “Estadísticas de Asistencia Integral a las Víctimas de MAP y MUSE”, Oficina del Alto Comisionado para 
la Paz – Acción Contra Minas, 31 de enero de 2021, http://www.accioncontraminas.gov.co/Estadisticas/
estadisticas-de-victimas.

319 Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, “Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad”, (Nueva York, Estados Unidos, 29 de diciembre de 2020), https://colombia.unmissions.org/sites/
default/files/sp_n2037704.pdf, 3.

320 Ibid.

321 “Traslado de excombatientes Farc-Ep de Ituango a Mutatá, concluyó exitosamente: Gobierno”, Agencia 
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para la Reincorporación y la Normalización, 16 de julio de 2020, http://www.reincorporacion.gov.co/es/
sala-de-prensa/noticias/Paginas/2020/Traslado-de-excombatientes-Farc-Ep-de-Ituango-a-Mutata-concluyo-
exitosamente.aspx.

322 Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, “Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad”, (Nueva York, Estados Unidos, 26 de junio de 2020), 9, https://colombia.unmissions.org/sites/
default/files/n2015185.pdf. 

323 Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, “Informe del Secretario General al Consejo de 
Seguridad”, (Nueva York, Estados Unidos, 29 de diciembre de 2020), 7, https://colombia.unmissions.org/sites/
default/files/sp_n2037704.pdf.

324 Ibid.

325 “De ellos 230 son individuales (176 para hombres y 60 para mujeres), 17 colectivos (que cubren 64 
hombres y 29 mujeres), 24 para antiguos ETCR y 1 para sedes”. Consejería Presidencial para la Estabilización 
y la Consolidación, “Medidas de seguridad para personas en reincorporación: 28 meses, agosto 2018 – 
diciembre 2020”, (Bogotá, Colombia: 29 de enero de 2021), 5.

326 Ibid, 3.

327 Jurisdicción Especial para la Paz, “Audiencia (Medidas Cautelares) sobre el asesinato de comparecientes 
firmantes del Acuerdo Paz”, 25 de noviembre de 2020, video de YouTube, 1:55:00, https://www.youtube.com/
watch?v=0QjnTYmG3F4. 

328 Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, “Medidas de seguridad para personas en 
reincorporación: 28 meses, agosto 2018 – diciembre 2020”, (Bogotá, 29 de enero de 2021), 5.

329 Jurisdicción Especial para la Paz, Sección de Primera Instancia para casos de Ausencia de Reconocimiento 
de Verdad y Responsabilidad del Tribunal para la Paz, “Auto-SARV-AI 008”, (Colombia: 29 de julio de 2020), por 
el cual “ordena medidas de protección en el trámite de oficio de MC de comparecientes forzosos ante la JEP”.

330 Ibid.

331 Jurisdicción Especial para la Paz, “Audiencia (Medidas Cautelares) sobre el asesinato de comparecientes 
firmantes del Acuerdo Paz”, 25 de noviembre de 2020, video de YouTube, https://www.youtube.com/
watch?v=0QjnTYmG3F4. 

332 “Por la vida y la paz, excombatientes de las Farc marchan hacia Bogotá”, Partido Comunes, 24 de octubre de 
2020, https://partidofarc.com.co/farc/2020/10/24/por-la-vida-y-la-paz-excombatientes-de-las-farc-marchan-
hacia-bogota/. 

333 “Reunión de gobierno con excombatientes Farc con el Consejero Archila y los lideres delegados, se 
lograron acuerdos con excombatientes en todos los temas sustanciales planteados y se fijó una agenda de 
trabajo”, Consejería Presidencial para la Estabilización y la Consolidación, 4 de noviembre de 2020, http://
www.portalparalapaz.gov.co/publicaciones/1562/reunion-de-gobierno-con--excombatientes-farc--con-el-
consejero-archila-y-los-lideres-delegados-se-lograron-acuerdos-con-excombatientes-en-todos-los-temas-
sustanciales-planteados-y-se-fijo-una-agenda-de-trabajo/. 

334 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, correo electrónico, 10 
de febrero de 2021.
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335 “Líderes sociales y defensores de derechos humanos asesinados en 2020”, Instituto de Estudios para el 
Desarrollo y la Paz (Indepaz), 12 de febrero de 2021, http://www.indepaz.org.co/lideres/. 

336 Defensoría del Pueblo, correo electrónico, 1 de febrero de 2021.

337 Información analizada por el Instituto Kroc a partir de datos compartidos por la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Defensoría del Pueblo, e información pública del 
Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz.

338 “Tutela ordena proteger a líderes y lideresas sociales en Colombia y garantizar el derecho a defender 
derechos”, Comisión Colombiana de Juristas, 6 de abril de 2020, https://www.coljuristas.org/nuestro_
quehacer/item.php?id=289. 

339 Funcionario (Cuerpo Élite de la Policía Nacional), entrevista realizada por el equipo del Instituto Kroc, Bogotá, 
Colombia, 18 de noviembre del 2020.

340 La política tiene como objetivo fortalecer la estructura institucional y articular las acciones estatales 
encaminadas a garantizar la prevención y la protección de los derechos de esta población. “Presidente Duque 
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Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado, “Rendición de Cuentas. 
Buscamos contigo”, Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón del 
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431 “Unidad de Búsqueda encuentra con vida a una persona desaparecida hace 35 años”, Unidad de búsqueda 
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2020, https://www.facebook.com/UBPDcolombia/posts/663469387657767.

432 “Continuamos brindando atención y recibiendo información”, Unidad de búsqueda de personas dadas 
por desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado, 27 de marzo de 2020, https://www.
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La Iniciativa Barómetro es un proyecto de la Matriz de los 
Acuerdos de Paz del Instituto Kroc de Estudios 

Internacionales de Paz y la Escuela Keough de Asuntos 
Globales de la Universidad de Notre Dame, en colaboración 

con el Secretariado Nacional de Pastoral Social Cáritas 
Colombiana.

Visite la Matriz de los Acuerdos de Paz en: 
peaceaccords.nd.edu  

Visite el Instituto Kroc de Estudios Internacionales de Paz en: 
kroc.nd.edu 

Para contactar la Iniciativa Barómetro escriba al correo: 
proyectobarometro@gmail.com


